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EXORDIO


1. Fuente


Puede parecer demasiado ambicioso escribir y publicar una obra como este Diccionario jurídico general, pero si se considera que ella es producto de varias décadas de docencia, práctica e investigación profesionales, se encuentra su motivo, origen y finalidad y se entiende por qué es el diccionario jurídico en español con más términos.


El derecho es un todo, cuyo parcelamiento se debe sólo a razones didácticas, ocupacionales y legislativas; de ahí la conveniencia de contar con un libro que contemple esa ciencia (o técnica) de manera unitaria.


La portentosa, excelente y extensa obra jurídica que se produjo en Latinoamérica durante el segundo tercio del pasado siglo XX es relativamente inigualable, pero dada su extensión presenta dificultades para captar brevemente la esencia de las instituciones tratadas en ella con sabia profundidad. Por eso la necesidad de contar con un lexicon que facilite y permita el acceso rápido a las cuestiones que interesan a la práctica y a la teoría de la ciencia del derecho.


La brillante y vasta citada obra jurídico-científica se debió, entre otros igual de eminentes, a Niceto Alcalá Zamora, Jorge Barrera Graf, José Becerra Bautista, Manuel Borja Soriano, Ignacio Burgoa, Raúl Carrancá y Trujillo, José Castillo Larrañaga, Raúl Cervantes Ahumada, Mario de la Cueva, Rafael de Pina, Ernesto Flores Zavala, Gabino Fraga, Eduardo García Máynez, Francisco González de la Vega, Roberto Mantilla Molina, Lucio Mendieta, Alfonso Noriega Cantú, Eduardo Pallares, Vicente Peniche López, Alfonso Quiroz Cuarón, Luis Recaséns Siches, Rafael Rojina Villegas, Enrique Sayagués, César Sepúlveda, Andrés Serra, Enrique Silva, Felipe Tena Ramírez y Alberto Trueba, así como a Mario Aguirre Godoy (Guatemala), Olmar Arguedas, Hernando Devis Echandía (Colombia), Parodi (Perú), Alfredo Buzaid, Antonio Giddi, Ada Pellegrini y Barbosa Moreira (Brasil) y Sentís Melendo, Raimundin, Gozaíni, Roberto Berizonce y Luis Vigo (Argentina).


Al escribir nuevos textos y adecuándose al progreso y los cambios sociales, algunos contemporáneos prosiguen en la ruta señalada por esos grandes maestros. Los tratados de unos y otros tienen gran profundidad, no propicia para quien requiere una visión rápida y completa de cierta figura del derecho para situar y atender un problema concreto surgido en la vida cotidiana, ya sea en el plano laboral, judicial, estudiantil o personal.


Por otra parte, estamos conscientes de la existencia de otros diccionarios de derecho, mas estimamos que tienen pocos términos y éstos son muy extensos, hacen referencia a sistemas jurídicos vigentes en un país en particular, o emplean terminología decimonónica, lo cual no los excluye pero los diferencia del que ahora se publica.


2. Destinatarios


La presente obra está destinada a los postulantes, investigadores jurídicos, asesores, administradores públicos, administradores de justicia, auditores, contadores, estudiantes, a quien desea autoorientarse en el derecho, al que tenga un problema legal y a todos aquellos profesionales que necesitan información jurídica.


Desde luego, este Diccionario general de derecho no pretende, ello sería además de imposible realmente absurdo, suplir los textos que existen respecto de cada ciencia jurídica. Reconocida esta nota distintiva entre un tratado y este escrito, hemos acudido a una profusa producción científica de Latinoamérica, España, Francia e Italia principalmente.


3. Sistemática


En seguida del enunciado de cada término, voz o entrada se indica entre paréntesis a qué rama del conocimiento jurídico corresponde. Este dato es meramente indicativo, mas no pretende que el vocablo sea exclusivo o propiedad de determinada materia, pues, como ya se dijo, el derecho es un todo; de tal suerte que la catalogación es sólo una guía.


Los campos del saber jurídico que se señalan en los diferentes términos desarrollados en la obra son:


a)  Derecho administrativo.


b)  Derecho aduanero.


c)  Derecho agrario.


d)  Derecho ambiental.


e)  Derecho de amparo.


f)  Derecho burocrático.


g)  Derecho civil.


h)  Derecho constitucional.


i)  Derecho económico.


j)  Derecho electoral.


k)  Filosofía del derecho.


l)  Derecho fiscal.


m)  Garantías.


n)  Historia del derecho.


ñ)  Derecho internacional.


o)  Lexicología.


p)  Derecho mercantil.


q)  Derecho militar.


r)  Derecho notarial.


s)  Derecho penal.


t)  Política (teoría del Estado).


u)  Derecho procesal.


v)  Derecho romano.


w)  Derecho de la seguridad social.


x)  Sociología.


y)  Teoría jurídica general (introducción al estudio del derecho).


z)  Derecho del trabajo.


Esta delimitación es, insistimos, muy relativa y opinable su validez, pero se trata sólo de una orientación o referencia. A veces resulta de gran dificultad diferenciar qué pertenece al derecho civil y qué al mercantil, si estamos en presencia de una voz de filosofía o de la teoría del derecho, cuándo es derecho constitucional y cuándo administrativo, qué caso es procesal y cuál sustantivo. También las ramas distintas de las tradicionales son otra fuente de duda, pues todas pretenden autonomía con motivo de la tendencia actual a clasificar el conocimiento de cualquier ciencia, arte u oficio.


Hemos incluido una novedad en los diccionarios de derecho: se citan, por orden alfabético de su apellido, algunos jurisconsultos de diversos países, especialidades y épocas. Las omisiones que en este aspecto detecte el lector no persiguen ninguna finalidad, ni obedecen a una decisión premeditada.


4. Bibliografía


Acorde con la rama jurídica en que se calificó cada palabra, se incluye al final una amplia y accesible bibliografía. Ésta se refiere al correspondiente crédito para cada autor, cuya opinión se insertó en alguna voz, y también es guía para ampliar los datos concernientes a una figura o institución de la ciencia del derecho. Los libros que se citan se hallan disponibles en librerías o bibliotecas.


Como estudiante, profesional, académico y autor fui acumulando a lo largo de los lustros obras jurídicas que consideré conveniente incluir en la bibliografía de este diccionario.


5. Agradecimientos


Este trabajo está dedicado a mis alumnos, quienes mucho me han enseñado, principalmente que el derecho es un todo y su división muy relativa.


Estimo pertinente hacer una mención a los maestros, todos ellos de gran calidad humana y alto nivel cultural, que en distintas etapas de la vida me donaron generosamente conocimientos y consejos, en especial Carmela García, Jesús Paz Olivares, Humberto Parra Montejano, Gloria Sánchez Hidalgo, Ramón García Ávila, Fernando Castellanos Tena, Martín Quirarte, Teresa Landa, Rafael Ruiz Harrell, Ignacio Villalobos, Francisco Porrúa Pérez, Raúl Ortiz Urquidi, José Franco Serrato, Raúl Cervantes Ahumada, Carlos Cortés Figueroa, Jorge Gabriel García Rojas, Leopoldo Aguilar Carvajal, Javier Piña y Palacios y Francisco González Díaz Lombardo.


Creo de elemental gratitud reconocer el apoyo directo o indirecto de la Universidad Nacional Autónoma de México, Jorge Olivera Toro y Cordero, León Cortiñas Peláez y Jaime Arvizu Lara. Asimismo, son de incluirse Juan Pablo Aréchiga Casas, Gerardo Reyes Maya, José Alberto Saíd Ramírez e Hilda Cruces Cisneros.


6. Ultílogo


Al redactar el manuscrito de esta obra, confirmamos y renovamos la convicción de que todavía está pendiente conceptuar y delinear la justicia para que sea un fin válido, universal y científico del orden jurídico, pero también que el derecho sigue siendo el mejor (y único) camino para la convivencia humana pacífica.


El autor






  


ABREVIATURAS
Y SIGLAS GENERALES


1. Generales






		α

		Año de natalicio






		Ω

		Año de óbito






		a.C.

		Antes de Cristo






		ADN

		Ácido desoxirribonucleico






		Afore

		Administradora de fondos para el retiro






		art(s)

		artículo, artículos






		Banjército

		Banco Nacional del Ejército, Fuerza Aérea y Armada






		BDE

		Breve diccionario etimológico






		cap(s)

		capítulo, capítulos






		cfr

		confrontar con, confróntese con






		CNUDMI

		Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional






		Col

		Colección






		comp(s)

		compilador, compiladores; compilado por






		coord(s)

		coordinador, coordinadores; coordinado por






		CPEUM

		Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos






		d.C.

		Después de Cristo






		DEM

		Diccionario del español moderno






		DILE

		Diccionario ideológico de la lengua española






		dir(s)

		director, directores, dirigido por






		DO

		Diario Oficial de la Federación






		DRAE

		Diccionario de la Real Academia Española






		ed(s)

		edición, editor, editores, editado por






		et al

		
et alii, y otros, y colaboradores






		FAO

		Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación






		fig(s)

		figura, figuras






		
FMI


		Fondo Monetario Internacional






		FONATUR

		Fondo Nacional de Fomento al Turismo






		fracc(s)

		fracción, fracciones






		frag(s)

		fragmento, fragmentos






		inc(s)

		inciso, incisos






		inéd inédito

		no editado, no impreso, no publicado






		INFONAVIT

		Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores






		infra

		adelante, abajo, después (adverbio que remite a un contenido anotado posteriormente)






		ISSEMYM

		Instituto de Seguridad Social del Estado de México y Municipios






		ISSSTE

		Instituto de Seguridad y Servicios Sociales para los Trabajadores del Estado






		loc cit

		
loco citato, en el lugar citado






		N. del E.

		Nota del editor






		núm(s)

		número, números, numeral, numerales






		OEA

		Organización de los Estados Americanos






		op cit

		
opus citato, obra citada






		pág(s)

		página, páginas






		Unesco

		Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura







2. Especiales






		CCF

		Código Civil Federal






		CCom

		Código de Comercio






		CFDF

		Código Financiero del Distrito Federal






		CFE

		Comisión Federal de Electricidad






		CFF

		Código Fiscal de la Federación






		CFIPE

		Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales






		CFPP

		Código Federal de Procedimientos Penales






		CJM

		Código de Justicia Militar






		CNBV

		Comisión Nacional Bancaria y de Valores






		CNDH

		Comisión Nacional de los Derechos Humanos






		CPCDF

		Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal






		CPDF

		Código Penal para el Distrito Federal






		CPEUM

		Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos






		CPF

		Código Penal Federal






		DDF

		Departamento del Distrito Federal






		DFS

		Dirección Federal de Seguridad






		DGIPS

		Dirección General de Investigaciones Políticas y Sociales






		DGISN

		Dirección General de Investigación y Seguridad Nacional






		DIF

		Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia






		DIPS

		Departamento de Investigación Política y Social






		
DOF


		Diario Oficial de la Federación






		EGDF

		Estatuto de Gobierno del Distrito Federal






		EOSNDIF

		Estatuto Orgánico del Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia






		FCE

		Fondo de Cultura Económica






		FSTSE

		Federación de Sindicatos de Trabajadores al Servicio del Estado






		GATT

		Acuerdo General de Aranceles Aduaneros y Comercio






		GODF

		Gaceta Oficial del Distrito Federal






		IFE

		Instituto Federal Electoral






		IMSS

		Instituto Mexicano del Seguro Social






		INAP

		Instituto Nacional de Administración Pública






		INAPAM

		Instituto Nacional de las Personas Adultas Mayores






		INBA

		Instituto Nacional de Bellas Artes y Literatura






		INEGI

		Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática






		INFONAVIT

		Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores






		IPAB

		Instituto para la Protección al Ahorro Bancario






		IPN

		Instituto Politécnico Nacional






		ISSEMYM

		Instituto de Seguridad Social del Estado de México y sus Municipios






		ISSFAM

		Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas






		ISSSTE

		Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado






		Lad

		Ley Aduanera






		Lag

		Ley Agraria






		LAI

		Ley Anual de Ingresos






		Lam

		Ley de Amparo






		LCE

		Ley de Comercio Exterior






		LCM

		Ley de Concursos Mercantiles






		LCNDH

		Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos






		LDOGG

		Ley del Diario Oficial y Gacetas Gubernamentales






		LEBHN

		Ley sobre el Escudo, la Bandera y el Himno Nacionales






		LEx

		Ley de Expropiación






		LFAFE

		Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos






		LFABADA

		Ley Federal para la Administración de Bienes Asegurados, Decomisados y Abandonados






		LFD

		Ley Federal de Derechos






		LFDO

		Ley Federal de Delincuencia Organizada






		LFDP

		Ley Federal de Defensoría Pública






		LFEP

		Ley Federal de las Entidades Paraestatales






		LFFT

		Ley Federal de Fomento al Turismo






		LFJS

		Ley Federal de Juegos y Sorteos






		LFM

		Ley Federal del Mar






		
LFMN


		Ley Federal sobre Metrología y Normalización






		LFPA

		Ley Federal de Procedimiento Administrativo






		LFPC

		Ley Federal de Protección al Consumidor






		LFRASP

		Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos






		LFRT

		Ley Federal de Radio y Televisión






		LFT

		Ley Federal del Trabajo






		LFTAI

		Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información






		LFTSE

		Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado






		LGAH

		Ley General de Asentamientos Humanos






		LGBN

		Ley General de Bienes Nacionales






		LGDP

		Ley General de Deuda Pública






		LGE

		Ley General de Educación






		LGP

		Ley General de Población






		LGPC

		Ley General de Protección Civil






		LGS

		Ley General de Salud






		LGSC

		Ley General de Sociedades Cooperativas






		LGSM

		Ley General de Sociedades Mercantiles






		LGTOC

		Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito






		LIC

		Ley de Instituciones de Crédito






		LIE

		Ley de Inversión Extranjera






		LIIM

		Ley del Impuesto sobre Ingresos Mercantiles






		Lim

		Ley de Imprenta






		LISMS

		Ley de Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros






		LISR

		Ley del Impuesto sobre la Renta






		LISSFAM

		Ley del Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas






		LISSSTE

		Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado






		LIVA

		Ley del Impuesto al Valor Agregado






		LMV

		Ley del Mercado de Valores






		Lnot

		Ley del Notariado






		LOAAC

		Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito






		LOAM

		Ley Orgánica de la Armada de México






		LOAPF

		Ley Orgánica de la Administración Pública Federal






		LOCGEUM

		Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos






		LOPJF

		Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación






		LOTA

		Ley Orgánica de los Tribunales Agrarios






		LOTFJFA

		Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa






		
LP


		Ley de Planeación






		LPCGPF

		Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público Federal






		LPFC

		Ley de la Procuraduría Federal del Consumidor






		LPI

		Ley de Propiedad Industrial






		LQ

		Ley de Quiebras






		LRAF

		Ley para Regular las Agrupaciones Financieras






		
LRA27CMN


		Ley Reglamentaria del Artículo 27 Constitucional en Materia Nuclear






		
LRFI-II A105CPEUM


		Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos






		
LRA5CREPDF


		Ley Reglamentaria del Artículo 5 Constitucional Relativo al Ejercicio de las Profesiones en el Distrito Federal






		LRFEFDTF

		Ley de Responsabilidades de los Funcionarios y Empleados de la Federación, del Departamento y Territorios Federales






		LRSPBC

		Ley Reglamentaria del Servicio Público de Banca y Crédito






		LSAR

		Ley de los Sistemas de Ahorro para el Retiro






		LSEM

		Ley del Servicio Exterior Mexicano






		LSM

		Ley del Servicio Militar Nacional






		LSNAS

		Ley sobre el Sistema Nacional de Asistencia Social






		LSPCAPF

		Ley del Servicio Profesional de Carrera en la Administración Pública Federal






		LSS

		Ley del Seguro Social






		LVGC

		Ley de Vías Generales de Comunicación






		OEA

		Organización de Estados Americanos






		OIT

		Organización Internacional del Trabajo






		ONG

		Organización no gubernamental






		ONU

		Organización de las Naciones Unidas






		OTAN

		Organización del Tratado del Atlántico Norte






		Pemex

		Petróleos Mexicanos






		PFC

		Procuraduría Federal del Consumidor






		PGR

		Procuraduría General de la República






		Pidiregas

		Proyectos de impacto diferido en el registro del gasto






		PNS

		Programa Nacional de Salud






		RCL

		Reglamento del Consejo Legal






		RFC

		Registro federal de contribuyentes






		RLGP

		Reglamento de la Ley General de Población






		RLOPGR

		Reglamento de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República






		RLSPCAPF

		Reglamento de la Ley del Servicio Profesional de Carrera en la Administración Pública Federal






		RPC

		Registro público de comercio






		SAR

		Sistema de ahorro para el retiro






		
SCJN


		Suprema Corte de Justicia de la Nación






		Sedena

		Secretaría de la defensa nacional






		SDN

		Secretaría de la defensa nacional






		Sedesol

		Secretaría de desarrollo social






		Segob

		Secretaría de gobernación






		SFP

		Secretaría de la función pública






		SHCP

		Secretaría de hacienda y crédito público






		SPR

		Sociedad de producción rural






		SS

		Secretaria de salud






		TFCA

		Tribunal federal de conciliación y arbitraje






		TSA

		Tribunal superior agrario






		UNAM

		Universidad Nacional Autónoma de México












Aa



Conocida como la reina del abecedario. La A mayúscula proviene de un jeroglífico egipcio que era representado por la cabeza de un buey. La a minúscula surge del redondeamiento de la mayúscula y, al igual que las otras minúsculas, aparece en el siglo II de nuestra era. Los fenicios, inventores del alfabeto en el sentido moderno, la copiaron de los egipcios, la llamaban álef que significa buey y la representaban con los vértices a los lados. Posteriormente fue adoptada por los griegos en forma de triángulo con el vértice hacia arriba y la denominaron alfa. Con los etruscos y romanos no tuvo cambios y de esa forma la conocemos hoy.


A fortiori (PROCESAL). Latín. Significa con mayor razón (DEM, M. Alonso).


A la orden (MERCANTIL). Cláusula de un título de crédito endosable que indica a quién debe pagarse; está comprendida en los de carácter nominativo.


A la vista (MERCANTIL). Nota de algunos títulos de crédito en cuanto a su vencimiento; los del rubro son exigibles y pagaderos al momento en que se presenten al obligado.


Ab intestato (CIVIL, NOTARIAL, PROCESAL). 1. Intestado. 2. Conjunto de derechos y obligaciones de quien falleció sin testar. 3. Procedimiento judicial para asignar los bienes de alguien que murió sin haber hecho testamento.


Abanderamiento (MERCANTIL). Acto por el cual se impone la bandera a una embarcación o artefacto naval. Las embarcaciones y artefactos navales mayores deberán llevar izada permanentemente la bandera mexicana.


Para ser considerados mexicanos y poder portar la bandera del país, las embarcaciones y artefactos navales deberán matricularse, previa solicitud del propietario, naviero o sus representantes, ante la autoridad competente.


Las embarcaciones abandonadas, decomisadas, capturadas o que sean del Estado se matricularán de oficio.


Abandono conyugal (CIVIL, PENAL). 1. Abandono de hogar. 2. Ausencia, separación del domicilio de un matrimonio, que efectúa uno de los cónyuges sin causa justa. 3. Es causal de divorcio necesario. Puede tratarse de una medida procesal decretada por juez competente; por otro lado, es posible que una conducta así constituya el delito de abandono de personas.


Abandono de bienes (CIVIL). Descuido, olvido de una cosa por parte de su dueño sin atender los deberes que tiene como propietario.


Abandono de buque (MERCANTIL). En caso de que un buque, un artefacto naval, una aeronave o sus restos náufragos se encuentren hundidos o varados en aguas jurisdiccionales y constituyan obstáculo o peligro para la navegación, incumbe a la autoridad marítima intimar a su propietario o representante legal la extracción, remoción o demolición, fijándole un plazo para iniciar los trabajos, así como el tiempo total de ejecución de éstos. Si los trabajos no son realizados dentro del lapso total fijado, hayan sido iniciados o no, se considera que el buque, artefacto naval, aeronave o restos náufragos han sido abandonados al Estado.


En caso de restos náufragos de pabellón extranjero, procede notificar a la autoridad consular que tuviere a su cargo la representación de los intereses del Estado a que corresponda la bandera. Si se tratare de buques, artefactos navales o aeronaves de bandera no identificada, la notificación se practicará por edictos.


En caso de que el armador o propietario decida abandonar el buque, el artefacto naval, la aeronave o sus restos náufragos en favor del Estado como un medio para restringir su responsabilidad frente a los gastos de extracción o remoción que sea menester realizar, ese abandono supondrá un acto positivo por parte del propietario, y la ley exige que se formalice mediante declaración efectuada ante la autoridad marítima en la que inequívocamente se manifieste su voluntad de desprenderse de la propiedad del bien y se entregue el título pertinente (Luis Beltrán).


Abandono de empleo (BUROCRÁTICO). Abstenerse de cumplir con el desempeño de la actividad que el nombramiento señala al servidor público, sin que exista causa que justifique tal omisión, y es motivo para dar por terminada la relación laboral sin responsabilidad para el Estado.


La ley burocrática no indica qué tiempo ha de durar la omisión para que se considere “abandono”; así, en cada caso debe decidirse si la abstención duró lo suficiente para afectar seriamente las tareas encomendadas al trabajador, sin importar si fue por horas o días, sino la índole de las labores y las consecuencias (efectivas o potenciales) de su interrupción.


Abandono de hogar (CIVIL). Consúltese Abandono del domicilio conyugal.


Abandono de personas (PENAL). El código penal regula varios tipos penales, cuyas notas son diferentes, pero tienen en común constituir figuras de peligro. En ellas se describen conductas que, en sus diversas modalidades, crean un estado de peligro para la vida o la integridad corporal del sujeto pasivo, por lo cual resultan delitos formales o de mera actividad. La ley prevé el caso excepcional de lesión o muerte como consecuencia del abandono y presume los resultados como premeditados, creando así figuras calificadas de lesiones y de homicidios en atención al abandono, lo cual significa que al constituir éste el medio comisivo, debe ser absorbido por alguno de aquellos delitos. Si tales resultados han sido previstos y queridos o aceptados por el autor, es claro el dolo concurrente en las lesiones o en el homicidio producidos, pero si no fueron causados dolosamente, se estaría ante delitos preterintencionales que la ley sanciona con un criterio objetivo, atendiendo al daño y no a la subjetividad.


El código penal de 1931, vigente en el Distrito Federal, ha recogido los siguientes tipos de abandono:




		Abandono de niños y enfermos.


		Abandono de hogar.


		Omisión de auxilio.


		Abandono de atropellados.


		Exposición de niños.





En opinión de Francisco González de la Vega, existe algo en común en estas figuras delictivas, identificado en la situación de desamparo de carácter más o menos grave, en la cual se coloca a ciertas personas en estado de necesidad y que las diferencia entre los tipos precisados. En cuanto a las figuras delictivas:




	Se establecen examinando los posibles sujetos activos o pasivos de la infracción, la forma de realización de cada uno de los delitos, la posibilidad de sus consecuencias lesivas y sobre todo observando las distintas clases de desamparos previstas en las especiales definiciones; en abandono de hogar, el desamparo de los familiares es primordialmente económico: el incumplimiento de las prestaciones alimentarias; en el abandono de niños o enfermos, el desamparo consiste en la violación de los deberes de custodia; en los abandonos de personas en estado de peligro y de atropellados, el desamparo radica en la ausencia de oportuno auxilio personal; por fin, en la exposición de menores, el desamparo es moral.





Para Mariano Jiménez Huerta, el concepto de abandono, referido a la persona, tiene un evidente contenido de valor: “pues no se nutre con el simple hecho natural de separarse, despegarse o alejarse de ella, sino que se colma con el desamparo creado por la separación y por el peligro implícito en el desamparo”.


Si se considera que la seguridad de la persona, en su aspecto físico, se coloca en situación de peligro a consecuencia de las conductas descritas, resulta correcta su inclusión, dentro del título de delitos contra la vida y la integridad corporal, pues, como bien dice Manzini, el objeto de la tutela penal, respecto a la incriminación de las citadas figuras de abandono, es el interés del Estado en lo concerniente a la seguridad de la persona en su vida, libertad individual e integridad física y moral (F. Pavón y G. Vargas).


Abandono de trabajo (TRABAJO). Conlleva la manifestación unilateral y voluntaria del trabajador de dejar de prestar el servicio en forma definitiva. Esta decisión se puede manifestar expresamente o desprenderse de hechos que revelen la intención de romper el vínculo laboral. El abandono del empleo constituye una forma de terminación de la relación laboral. Se trata de una expresión más de la libertad de trabajo, constitucionalmente consagrada. El trabajador tiene la facultad de dejar de prestar el servicio en cualquier tiempo; si lo hace dentro del primer año, responderá por los daños y perjuicios ocasionados.


El abandono de trabajo no figura entre las causas de terminación de la relación laboral establecidas en el art 53 de la Ley Federal del Trabajo (LFT). Si la manifestación de no volver al trabajo es expresa, equivaldrá a una renuncia; si es tácita, se entrará en las apreciaciones subjetivas.


Por lo que hace al abandono de la labor o del servicio, éste tiene varias expresiones, como desatención, descuido, disminución en la intensidad del trabajo, etc, sin que estas actitudes impliquen el propósito de acabar con la relación laboral. Este proceder del trabajador se halla entre las causas del despido injustificado.


Cuando un trabajador, sin causa justificada, se abstenga de realizar la actividad para la que fue contratado, ya sea apartándose del área de trabajo o incluso permaneciendo en ella, el patrón podrá aplicar desde una sanción disciplinaria hasta el despido.


¿Qué interés puede tener el patrón en hacer valer un endeble abandono del servicio, cuando le resulta más seguro esperar a que se configure la causal de faltas de asistencia y despedir con base en este motivo? Asimismo, podría tratar de encuadrar y la conducta del trabajador demostrar que ésta constituye falta de probidad u honradez, desobediencia al patrón, etcétera.


La Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado (LFTSE), por su parte, contiene expresamente, en el art 46, los conceptos de abandono de empleo y abandono o repetida falta injustificada a las labores (José Dávalos).


Abandono del domicilio conyugal (CIVIL). 1. No puede referirse únicamente a la materialidad de la casa, de la morada, sino que por una figura del lenguaje por el contenido, es decir, la morada que se habita por el cónyuge y sus hijos, tratándose por lo mismo de un abandono de personas, de cosas y de obligaciones, de un acto voluntario por el cual uno de los cónyuges deja de prestar al otro y a sus hijos el auxilio que natural y civilmente está obligado a prestarles (Ignacio Galindo). 2. Características:


a)  Existencia del domicilio conyugal. Debe distinguirse entre domicilio conyugal y domicilio personal que el marido adopte o asigne para el ejercicio de ciertos derechos o cumplimiento de obligaciones.


No se considera domicilio conyugal cuando los consortes vivan en calidad de arrimados; por lo tanto, no existe domicilio conyugal.


b)  Separación de la casa conyugal. Actos imputables a un cónyuge, o no imputables pero que rompen la vida matrimonial, de tal manera que al cesar esa vida en común por cierto tiempo, se permite el divorcio, no obstante que no haya una culpa o hecho imputable a uno de los cónyuges (Rafael Rojina).


3. El abandono del domicilio conyugal lo contempla la legislación civil como causal de divorcio:


a)  La separación de la casa conyugal por más de seis meses, sin causa justificada. Requiere que se demuestre el hecho objetivo de la separación.


b)  La separación del hogar conyugal originada por una causa que sea bastante para pedir el divorcio, si se prolonga por más de un año, sin que el cónyuge que se separó entable la demanda de divorcio.


c)  La separación de los cónyuges por más de un año, independientemente del motivo que haya originado la separación, la cual podrá ser invocada por cualquiera de ellos.


Abasto (ADMINISTRATIVO, MERCANTIL y PENAL). 1. Distribución de víveres mediante su comercialización. 2. Impedir o dificultar ese suministro está sancionado. 3. El nombre que se da a las grandes instalaciones hasta hace poco llamadas mercados, es el de central de abasto.


Aberración (PENAL). Consúltese Perversión.


Abigeato (PENAL). Apoderamiento ilegal de cabeza de ganado en pie. Delito incluido en el código de casi todos los estados.


Abogacía (LEXICOLOGÍA). 1. La abogacía es la actividad que efectúan los profesionales del derecho en la asesoría y defensa de los intereses de su cliente ante los órganos jurisdiccionales. Para ello se requiere: ser mexicano, estar en goce y ejercicio de sus derechos, y contar con título de licenciado en derecho y con cédula profesional. La falsificación, abuso de confianza u otro delito que lastime seriamente la buena fama en el concepto público inhabilitará para el cargo. 2. Ponciano Martínez:


a)  Abogacía en Inglaterra. La abogacía se practica como abogado litigante (barrister) o como abogado asesor (solicitor), sin la posibilidad de desempeñar ambas funciones en forma paralela.


b)  Abogacía en Estados Unidos de América. La profesión del abogado estadounidense es obligatoriamente colegiada: la membresía en un colegio de abogados (bar) es un requisito forzoso para el ejercicio profesional en la jurisdicción territorial de cada colegio, que por lo general se organiza en forma estatal.


c)  Abogacía en Arabia Saudita. Los abogados asesoran a los litigantes, pero no con el fin de que sus prestaciones se cumplan, sino para obedecer a la ley divina en su estricto sentido, por lo que para ello presentan su dictamen ante el juez, quien debe mantenerse siempre en un plano jurídico.


d)  Abogacía en Israel. La práctica de la abogacía en Israel se rige por el Reglamento del Consejo Legal (RCL) de 5713 (1953), el cual contiene las normas que regulan los requisitos, exámenes de capacitación, etapa de aprendiz y matrícula profesional, además de la ética y disciplina profesional.


Los requisitos para ejercer la abogacía son: contar con el grado académico de licenciado en derecho —a los inmigrantes les son reconocidos estudios similares en el extranjero—, dominio suficiente del idioma hebreo, ser ciudadano o residente permanente, tener una edad mínima de 23 años, no haber sido condenado por quiebra fraudulenta, delito grave o que conlleve corrupción moral y no dedicarse al comercio.


e)  Abogacía en Japón. La abogacía como una profesión (bengoshi) surgió a partir de 1893, con la promulgación de la Ley de Abogacía. Cuando un egresado del Instituto Jurídico de Investigaciones y Entrenamiento opta por ejercer como abogado, debe registrarse en la Federación Japonesa de Asociaciones de Barras, a través de una de sus 52 barras locales.


Abogado del diablo (PROCESAL). 1. Se llama así a quien trata de desvirtuar argumentos razonables. 2. En derecho canónico, quien presenta objeciones a la beatificación o canonización de alguien.


Abonar (MERCANTIL). Efectuar el pago parcial de una venta a plazos.


Abono (MERCANTIL). Cada uno de los pagos de una obligación contraída para ser pagada en parcialidades.


Abortero, espantacigüeñas (PENAL). Médico o practicante de medicina, enfermero o similar que se dedica a realizar clandestinamente legrados a mujeres con pocos recursos económicos (jerga).


Aborto (PENAL). 1. Muerte dolosa del feto dentro del útero, o su violenta expulsión del vientre materno, de la que sigue la muerte del feto. 2. Elementos: preñez, dolo y muerte subsiguiente del feto.


a)  La preñez es el elemento material del delito cuando la mujer ha concebido un ser aún no nacido.


b)  El dolo, en el aborto procurado, como lo llama Carrancá, es el aborto intencional y se compone de dos elementos: el conocimiento de la preñez y la intención encaminada de expulsar al feto.


Los medios violentos son los métodos abortivos y pueden ser morales cuando se provoca temor en la mujer, físicos al dar sustancias abortivas, y mecánicos los golpes.


c)  El último elemento que señala Carrancá es la muerte del feto, que debe tener estrecha relación con los tres elementos anteriores.


3. Según el art 329 del CPDF, aborto es la muerte del producto de la concepción en cualquier momento de la preñez.


a)  Sujeto activo. Puede serlo cualquier persona física, pues la ley no lo precisa.


b)  Sujeto pasivo. Sólo puede serlo el producto de la concepción, siempre que la conducta se presente en cualquier momento de la preñez.


4. Objetos: a) material: es la persona o cosa sobre la que recae el daño, que en este caso se identifica con el producto de la concepción en cualquier momento de la preñez; b) jurídico: es el bien jurídico tutelado, que en este caso es la vida y más propiamente la vida en formación. 5. La conducta típica en el aborto es privar de la vida y puede ser por acción (cuando se realicen actos tendientes a lograr el aborto) o por omisión (cuando mediante abstenciones se logre el aborto).


La conducta debe cumplir todos los requisitos que señala el tipo; así, al ocurrir la muerte, el sujeto pasivo deberá ser producto de la concepción. En cuanto a la temporalidad, la muerte deberá suceder en cualquier momento de la preñez. Asimismo, el aborto puede ser doloso o culposo.


6. Penalidad:




		Consentido: de uno a tres años al tercero y de uno a cinco años a la madre.


		Procurado: de uno a cinco años a la madre.


		Sufrido sin violencia: de tres a seis años.


		Sufrido con violencia: de seis a ocho años.


		Terapéutico o por estado de necesidad: no hay pena.


		Imprudencial: no hay pena.


		Por violación o por ejercicio de un derecho: no hay pena.


		
Honoris causa: de seis meses a un año (Eduardo López).





7. Jurisprudencia:




		
Aborto, delito de. Para que se configure el delito de aborto se necesita que sólo se persiga esa finalidad, y si lo que trató el reo fue dar muerte a la mujer, podría ser motivo de agravación de la sanción por el homicidio el hecho de la muerte del producto de la concepción antes del fallecimiento de la madre, pero no considerarse el aborto como otro delito, en el concepto de que estos razonamientos no destruyen la posibilidad de la existencia de un delito de aborto cometido por imprudencia.





Apéndice 2000, registro 904 987




		
Aborto, delito de. Aunque el aborto de la ofendida se hubiera producido a consecuencia de los golpes que le propinó la encausada, ésta sólo sería responsable de un delito culposo, dada su ausencia de voluntad criminal en caso de no comprobarse que tuviera conocimiento de que su víctima se encontraba encinta.





Apéndice 2000, registro 904 988




		
Aborto, excusa absolutoria tratándose del delito de. La causa de impunidad a que se refiere el art 333 del Código Penal para el Distrito y Territorios Federales solamente se surte cuando la violación de la mujer que aborta voluntariamente se prueba conforme a la ley, es decir, cuando se acredita por los medios autorizados por la ley procesal el cuerpo del delito de violación cometido en su agravio. Si en este caso resulta manifiesto que de esa violación procede el embarazo, el aborto que se procure no es punible. Lo anterior significa que no basta la simple afirmación de una mujer en el sentido de que fue víctima de una violación para procurarse el aborto impunemente, y para que la excusa absolutoria establecida por la ley para ese caso alcance a favorecer al médico que practique la operación del aborto.





Apéndice 2000, registro 904 989




		
Aborto, forma de comprobación del cuerpo del delito de (legislación del estado de Puebla). Para comprobar el cuerpo del delito de aborto pueden emplearse todos aquellos medios probatorios no reprobados por la ley que conduzcan a ese fin, sin que precisamente tengan que ser los que contempla el art 96 del Código de Procedimientos en Materia de Defensa Social del Estado de Puebla, entre los que se prevé el examen del producto de la concepción.





Apéndice 2000, registro 908 332


Abrogación (TEORÍA). Relacionado con la ley, significa el acto contrario al nacimiento de ella, es decir, su anulación total. Por extensión se considera que alude a toda situación jurídica cuando por una declaración formal se deja sin efecto un mandato legal.


La abrogación puede ser expresa o tácita (Rafael Rojina y Miguel Villoro).


El código civil se refiere a lo anterior en el art 9o:




	La ley sólo queda abrogada o derogada por otra posterior que así lo declare expresamente o que contenga disposiciones total o parcialmente incompatibles con la ley anterior.





Abrogar (TEORÍA). Dejar sin vigencia total alguna ley o decreto. La abrogación debe hacerse mediante un acto de derecho público del mismo nivel del que se deja fuera del derecho positivo.


Absolución de la instancia (GARANTÍAS, PROCESAL). Los órganos estatales competentes en un proceso deben emitir una resolución definitiva. Así, está prohibido que a un acusado se le exima del juicio correspondiente, pues ello implicaría que el poder público intente en otro momento iniciar de nuevo el procedimiento, lo cual iría en contra de la certeza jurídica.


La absolución de la instancia está prohibida desde la Constitución de 1857.


Referencia: art 23 de la constitución vigente.


Absolución de posiciones (PROCESAL). Acto procesal en el que las partes deben contestar las preguntas (posiciones) formuladas al practicarse la prueba confesional.


Absolver (PROCESAL). 1. Eximir, mediante sentencia, a alguien de responsabilidad. 2. Desahogar la prueba confesional o la testimonial.


Abstención (CIVIL, PROCESAL, ELECTORAL). 1. No realizar un acto al que se tiene derecho u obligación. 2. No ejercer el derecho de voto en elecciones locales o federales.


Abuso de confianza (PENAL). 1. Disponer para sí o para otro de una cosa mueble ajena, de la que se haya transmitido la tenencia y no el dominio, en perjuicio de alguien. 2. La transmisión de la tenencia implica transferir material y físicamente la cosa bajo cualquier título permitido por la ley, en virtud del cual quien la transmite se desliga jurídicamente de su posesión y del poder de hecho que tenía sobre ella, para otorgárselo al que la recibe, quien como resultado de ello adquiere su tenencia autónoma e independiente del transmisor. Con base en lo anterior, disponer para sí de la cosa mueble ajena significa, primero, que el sujeto activo la tenga a su disposición o en posesión de manera legal y con su consentimiento (expreso o tácito), por haberla recibido, mediante un acto jurídico (menos el de propiedad), de quien se la transmitió, y segundo, apropiarse o adueñarse de ella sin tener derecho. Es decir, no obstante que la cosa mueble se entrega al agente de manera transitoria, sin transferírsele su propiedad (por ejemplo: en depósito o en prenda), aquél, violando el fin jurídico justificante de su poder de hecho y tenencia limitada sobre la citada cosa, ejerciendo atribuciones que no tiene por el justo título, se apropia de ella y la incorpora a su patrimonio, la retiene o realiza actos como si fuera su dueño. Faltaría el elemento típico de la transmisión, si quien la recibe no posee legalmente el poder de hecho sobre la cosa, de manera autónoma e independiente de quien se la entrega, sin obstar que esto sea por poco tiempo. Por ello, no cometerá abuso de confianza, sino robo quien, por ejemplo, al recibir un vehículo por parte de su propietario, sólo con el fin de estacionarlo, se apodere de él y se da a la fuga. Asimismo, la cosa debe ser normalmente de aquellas que no se gastan o consumen con el uso, salvo convenio expreso, pues sobre éstas no habría propiamente transmisión de tenencia sino de tácito dominio por su fungibilidad, respecto de las cuales sólo existiría la obligación de devolver otras de la misma especie, calidad y cantidad. Por último, la conducta debe causar perjuicio patrimonial a quien tenga derecho a que se le devuelva o entregue la cosa mueble, por lo que el afectado por su disposición ilegal no necesariamente debe ser el dueño de ella. 3. Por ser de resultado material el delito, aquél se produce en el momento en que el sujeto activo dispone ilegalmente para sí o para otro del objeto mueble del que detenta la tenencia precaria y no el dominio. El resultado típico se consuma a partir de que el agente (con la disposición o la posesión legal del bien ajeno mueble por habérsele transmitido la tenencia pero no la propiedad) sin derecho se apropia de la cosa que se le hubiera entregado o confiado por el propietario o por otro que tenía derecho a hacerlo, realizando actos de dueño sobre ésta, como si la enajenara o la retuviera negándose a devolverla a quien se lo solicitara estando legitimado para ello, causándole así un perjuicio patrimonial a la persona con derecho a recibirla. Se admite la tentativa en aquellos casos en los cuales se exterioriza la conducta que debiera producir el resultado típico, si éste no se consuma por causas ajenas a la voluntad del sujeto activo. 4. Considerado el nexo de causalidad como elemento del tipo objetivo en los delitos de resultado, en este marco normativo de la tipicidad debe determinarse si la acción del agente ha causado la disposición para sí o para otro de cualquier cosa ajena mueble, de la que le haya transmitido la tenencia y no el dominio, con perjuicio patrimonial a alguien. Es decir, la consumación del delito de abuso de confianza depende de la producción del resultado típico: que fuera de los casos autorizados por el orden jurídico, el agente se haya apropiado de una cosa mueble en las condiciones de prohibición establecidas en la norma que da contenido al tipo penal. El hecho a probar consiste en establecer en qué condiciones una conducta de disposición para sí o para otro de una cosa mueble, de la que se le haya transmitido la tenencia y no el dominio, puede ser causa de lesión de la propiedad o, en su caso, del patrimonio, como bienes jurídicamente tutelados al sujeto pasivo. El nexo causal se considera demostrado cuando existe prueba de la idoneidad de los medios empleados, así como de que el resultado es consecuencia natural y razonable de la conducta desplegada por el agente. Significa la disposición antijurídica para sí o para otro de la cosa mueble con perjuicio patrimonial, debe corresponder a una consecuencia derivada de la acción del sujeto activo y a la causalidad adecuada de este resultado, de conformidad con la teoría de la causalidad adecuada o conditio sine qua non. 5. Tipo subjetivo: el delito es doloso (dolo directo). Significa que el agente debe conocer y querer los elementos objetivos pertenecientes al tipo. El momento del dolo, respecto de conocer, se desprende de lo establecido en los arts 8o y 9o, parte primera del párrafo primero (obra dolosamente el que conociendo los elementos de tipo penal...), y respecto del querer se deriva del art 8o, y de la parte segunda del párrafo primero del art 9o (quiere o acepta la realización del hecho descrito por la ley). Así, el conocimiento del autor debe referirse a los elementos del tipo de abuso de confianza (Marco Díaz de León). 6. Código Penal para el Distrito Federal (CPDF):




	Art 382. Al que, con perjuicio de alguien, disponga para sí o para otro de cualquier cosa ajena mueble, de la que se le haya transmitido la tenencia y no el dominio, se le sancionará con prisión hasta de un año y multa de hasta 100 veces de salario, cuando el monto del abuso no exceda de 200 veces el salario.


	Si excede de esta cantidad, pero no de 2 000, la prisión será de 1 a 6 años y la multa de 100 hasta 180 veces el salario. Si el monto es mayor de 2 000 veces el salario, la prisión será de 6 a 12 años y la multa de 120 veces el salario.





7. Jurisprudencia:




		
Abuso de confianza. El arreglo que el responsable del delito haga con la persona ofendida, para pagar el dinero del que se apoderó, no implica la inexistencia del delito de abuso de confianza, ya que si concurrieron todos los elementos constitutivos del delito citado, el convenio posterior sobre la forma de reparar el daño no desvirtúa la naturaleza jurídica del acto delictuoso cometido.





Apéndice 2000, registro 903 986


Abuso de derecho (CIVIL). Quien obtiene ventajas o beneficios a costa de una conducta excesiva en relación con cualquier derecho subjetivo patrimonial, que ocasione un daño a intereses ajenos, está obligado a repararlo.


Mediante el principio del abuso del derecho se tiende a equilibrar la legítima actuación de los derechos individuales, indispensables para la realización de la persona humana, con los intereses de la colectividad. Es obvio, por lo demás, que quien abusa del ejercicio o del no uso de un derecho subjetivo atenta contra un interés ajeno que, en última instancia, limita o imposibilita la realización del proyecto existencial de otra persona (Carlos Fernández).


Abuso de derecho (PENAL). Ejercicio desorbitado o fuera de proporción de una potestad con que se cuenta, dañando a otro. Es una conducta ilícita.


Abuso de poder (ADMINISTRATIVO, BUROCRÁTICO). Actuación de algún servidor público que excede los límites que el orden jurídico le fija para el ejercicio de la función pública a su cargo; con ello se cae en arbitrariedad e ilegalidad. Consúltese Desvío de poder.


Abuso sexual (PENAL). Delito consistente en que sin el consentimiento de una persona y sin el propósito de llegar a la cópula, se ejecuta con la conducta un acto sexual, con intención lasciva o se le obligue a observarlo, o se le haga ejecutar dicho acto. Si se hiciere uso de la violencia física o moral, el mínimo y el máximo de la pena se aumentará hasta una mitad.


El dolo específico del delito radica en la voluntad y conciencia del agente de consumar el hecho en que consiste el acto erótico-sexual, con el propósito de excitar la propia lascivia y con exclusión del ánimo de violar.


Desnaturaliza este dolo específico que el activo se proponga, de modo indirecto y mediato, verificar el acceso carnal como consecuencia de la excitación de su lascivia y de la del pasivo. Tal propósito configuraría una tentativa de diverso delito y no el consumado de atentado al pudor.


Lo cierto es que en la ejecución del acto sexual a que se contrae este delito hay, quiérase o no y por lógico mandato de la naturaleza, un propósito, no importa si diluido o nebuloso, de llegar a la cópula, en virtud de lo cual es tan necesario que dicho propósito sea calificado típicamente de directo e inmediato.


Pocas cosas hay tan sagradas como la libertad del individuo, de la que es parte preciosa la libertad sexual. Uno se pregunta al respecto si ante la ola creciente de atentados sexuales basta y sobra con la penalidad de la ley (Raúl Carrancá).


La Suprema Corte sostiene que el delito de atentados al pudor y la tentativa de violación se excluyen recíprocamente, puesto que en el primero no existe el propósito directo e inmediato de llegar a la cópula y en la segunda se efectúan los actos preparatorios para dicha cópula, que no llega a realizarse.


Acaparamiento (PENAL). Retener cosas propias del comercio con el fin de obtener alza de sus precios o afectar el abasto. Es un delito contra la economía pública.


Referencia: Código Penal Federal (CPF), art 253, fracc I, inc a.


Accesión (CIVIL). Modo de adquirir la propiedad, según el cual el dueño de una cosa hace suyo no solamente lo que ella produce, sino también lo que se le incorpora por obra de la naturaleza o por la mano del hombre, o por ambos medios, siguiendo lo accesorio a lo principal (Diccionario de la Real Academia Española, DRAE).


Accesorio (CIVIL). Dependiente de otra cosa. Lo que no es fundamental. Que sigue la suerte de lo principal.


Accidente de trabajo (TRABAJO, BUROCRÁTICO). Cualquier lesión orgánica del servidor público, empleado u obrero, visible o no, permanente o transitoria, o la muerte, producida por la acción repentina de un hecho exterior que pueda ser medido y que sobrevenga durante la jornada laboral, en el desempeño de ésta o como consecuencia de ella.


Los accidentes que se produzcan al trasladarse el trabajador o el servidor público de su domicilio al lugar de su actividad laboral y viceversa serán considerados, para todos los efectos legales, accidentes de trabajo.


Acción (PROCESAL). 1. Chiovenda define la acción como el poder jurídico de dar vida a la condición para la actuación de la voluntad de la ley. La acción, dice, es un poder que corresponde frente al adversario respecto del cual se produce el efecto jurídico de la actuación de la ley. El adversario no está obligado a nada frente a este poder, está simplemente sujeto a él.


La acción se agota con su ejercicio sin que el adversario pueda hacer nada para impedirla ni para satisfacerla. Tiene naturaleza privada o pública según que la voluntad de la ley de la cual procede la actuación tenga una u otra naturaleza.


La acción —escribe ese mismo autor— es un bien y un derecho autónomo y nace generalmente del hecho de quien debía conformarse con una norma garantizadora de un bien de la vida, pero que ha transgredido la norma; por eso se busca su acción, independiente de su voluntad.


La acción es, en nuestro concepto, un derecho público subjetivo derivado de los preceptos constitucionales que prohíben la autodefensa y que, haciéndola innecesaria, crean los órganos específicos encargados de ejercer la función jurisdiccional y trazan los lineamientos generales del proceso.


La acción, según Chiovenda, consta de tres elementos: los sujetos, la causa eficiente y el objeto (Rafael de Pina y José Castillo). 2. Opiniones de Cipriano Gómez y Jaime Araiza: acción es el poder jurídico que tiene todo sujeto de derecho de acudir a los órganos jurisdiccionales para reclamarles la satisfacción de una pretensión. Este poder jurídico compete al individuo en cuanto tal, como un atributo de su personalidad.


El individuo ve en la acción una tutela de su propia personalidad, la comunidad ve en ella el cumplimiento de uno de sus fines más altos, o sea, la realización efectiva de las garantías de justicia, de paz, de seguridad, de orden, de libertad, consignadas en la constitución. 3. Acepciones de la acción:


a)  Como sinónimo de derecho: es el sentido que tiene el vocablo cuando dice: “el actor carece de acción”, lo cual significa que el actor carece de un derecho efectivo que el juicio debe tutelar.


b)  Como sinónimo de pretensión: es éste el sentido más usual del vocablo, en doctrina y en legislación. La acción es la pretensión de que se tiene un derecho válido y en nombre del cual se promueve la demanda respectiva. En cierto modo, este significado de la acción, como pretensión, se proyecta sobre el de demanda en sentido sustancial y se podría utilizar indistintamente diciendo demanda fundada e infundada, demanda de un derecho real o personal, etcétera.


c)  Como sinónimo de facultad de provocar la actividad de la jurisdicción: se habla entonces de un poder jurídico que tiene todo individuo como tal, y en nombre del cual le es posible acudir ante los jueces en demanda de amparo a su pretensión. Pueden promover sus acciones en justicia aun aquellos que erróneamente se consideran asistidos de razón.


4. Admitida la autonomía de la acción, la doctrina perdió unidad y comenzó a dividirse en numerosas orientaciones. Por un lado, se manifestó la corriente de doctrina denominada del derecho concreto de obrar, la cual sostiene que la acción sólo compete a quienes tienen razón. La acción no es el derecho, pero no hay acción sin derecho.


En contraposición a esta corriente surge otra, para la cual la acción constituye lo denominado derecho abstracto de obrar. La acción, se dice, es el derecho de quienes tienen razón y aun de los que no la tienen. Para la doctrina, ésta es la corriente que parece dominar, pues se afirma que tienen acción aun aquellos que promueven la demanda sin un derecho válido por tutelar. Por otro lado, se abre una corriente que configura la acción como un derecho potestativo. Por tal se entiende aquellos derechos que dependen exclusivamente de la voluntad de su titular, sin corresponder a ellos una correlativa sujeción de la parte sobre quien se ejercen.


Corresponde distinguir, todavía, una corriente que configura la acción como un simple hecho, sin que corresponda asignarle la categoría de derecho.


Una nueva orientación doctrinal postula que el concepto de acción no es absoluto sino relativo. Según afirma esta tendencia, el concepto de acción corresponde, más que a una consideración profunda de este fenómeno, a particulares relaciones sociales, culturales y aun políticas de quienes tratan de interpretarlo. 5. Por último aparece una doctrina y tendencia llamada unidad de la acción. Esa unidad se revela en la tendencia a no colocar las posiciones anteriores en planos irreductibles, en procurar acentuar los vínculos comunes entre la acción civil y la acción penal, y entre el derecho en su generalidad y la acción.


La sinonimia entre acción y pretensión no ha sido fácil de superar, ya que en el último término la acción es el poder jurídico del actor de hacer valer la pretensión. Se puede distinguir entonces: a) el derecho; b) la pretensión de hacerlo efectivo mediante la demanda judicial (la pretensión no es, por supuesto, un derecho autónomo, sino un simple hecho), y c) la acción, o sea, el poder jurídico que faculta para acudir a los órganos de la jurisdicción.


La acción vive y actúa con independencia del derecho que el actor quiere ver protegido. A su vez, la pretensión es la afirmación de un sujeto de derecho de merecer la tutela jurídica y, por supuesto, la aspiración concreta de que ésta se haga efectiva, en otras palabras: la autoatribución de un derecho por parte de un sujeto que, invocándolo, pide concretamente que se haga efectiva a su respecto la tutela jurídica.


Acción administrativa (ADMINISTRATIVO). La palabra acción tiene varias connotaciones, por lo que podemos hablar de acción como la existencia de un acto dinámico o movimiento, de obrar físico distinto del concepto jurídico cuya formulación lleva implícita la idea de un ordenamiento normativo preexistente; o bien, la palabra acción se puede denominar como un título representativo de una cuota o parte del capital de una sociedad comercial; también se traduce en un acto jurídico procesal que incoa el proceso y que es normalmente el instrumento por el cual se ejercita, o puede ser un derecho o facultad o poder jurídico acordado al individuo para provocar la actividad jurisdiccional del Estado.


El ejercicio de la acción administrativa depende mucho del talento y de la instrucción de los funcionarios encargados de ese ejercicio y de cierta capacidad especial que se ha llamado don de gobierno.


Para que dicha acción sea de la organización administrativa debe tener ciertas características:


a)  La administración debe estar en perfecta armonía con las instituciones políticas. La política y la administración tienen objetos diferentes, pero estrechamente enlazadas entre sí deben seguir un mismo sendero, sin desviarse, ni favorecer intereses contradictorios que llegarían a producir un verdadero caos.


b)  La administración debe ser independiente, esencialmente activa y responsable. La independencia que existe entre los poderes no debe confundirse con el aislamiento o absoluta separación de los poderes.


Determinada por la constitución la órbita de las facultades del poder ejecutivo y su esfera de acción, es indispensable que dentro de ella pueda girar con libertad si la administración ha de ser activa y responsable.


c)  La administración debe ser esencialmente activa, pero imitando a la naturaleza, cuya acción es incesante y nunca precipitada ni violenta, ni opresiva, pero siempre fundada en la razón y en la justicia, buscando su apoyo en la verdad y en la ciencia. Como caracteres, la actividad administrativa debe tener prontitud y energía, porque la falta de prontitud hace presumir que la administración es ignorante, perezosa o débil y la falta de energía hace presumir que la administración no tiene seguridad de conciencia para dictar sus resoluciones.


d)  El ejercicio de la acción administrativa es un poder amplio que necesariamente tiene que ser limitado por la responsabilidad de los funcionarios, sin la cual el mismo poder llegaría a degenerar de justo y conveniente en arbitrario y despótico.


Con mucha frecuencia se habla de actos ejecutivos como formando una función especial del Estado: la función ejecutiva. Esta opinión reviste dos modalidades:


•   Se expresa con los términos función ejecutiva la que se opone a la legislativa y que abarca tanto la función opuesta a la legislatura como la jurisdiccional y la administrativa;


•   O bien se refiere a la función administrativa, estimando que debe ser llamada ejecutiva por provenir normalmente del poder ejecutivo. Cabe aclarar que no siempre que hablamos de acto ejecutivo nos referimos a actos de ejecución de la ley (G. Fraga y José del Castillo).


Acción cambiaria (PROCESAL, MERCANTIL). Llámase la basada en una letra de cambio.


Acción de amparo (AMPARO). Acción es un derecho público subjetivo mediante el cual se pone en movimiento al aparato jurisdiccional, requiriendo de su actuación para dirimir una controversia y decir el derecho entre las partes.


El ejercicio de la acción implica la necesidad de hacer que los tribunales del Estado puedan desempeñar sus funciones públicas, evitando con ello la venganza privada y, por ende, haciendo factible que dichos tribunales apliquen la ley al caso concreto, dirimiendo una contienda de intereses, la cual puede surgir por el desconocimiento del derecho de una persona, ya sea por actos de un particular o por los de la autoridad.


Mediante el ejercicio de la acción, el gobernado pretende que se declare un derecho a su favor, mediante el dictado de una sentencia en que se resuelva la problemática presentada ante el órgano jurisdiccional. Para tal fin, el actor (titular de la acción) debe ofrecer los elementos probatorios pertinentes para que se le dé la razón y obtenga la sentencia definitiva que pretende.


El derecho de acción se conforma de varios elementos: actor, demandado, tribunal, causa remota, causa próxima y objeto.


La acción de amparo se contiene en los arts 17, 103 y 107 de la constitución.


Con el ejercicio de la acción de amparo se desarrolla la actividad de control constitucional por los tribunales, frente a su función judicial, con la que resuelven juicios federales en materia civil, penal, mercantil, etcétera.


Los elementos de la acción de amparo son los siguientes:


a)  Actor. Es el gobernado afectado en su ámbito jurídico por el acto de autoridad que considera contrario a la constitución. Cuando ese gobernado resiente una lesión, se convierte en agraviado, quien, en caso de promover la demanda de amparo, adquiere la condición de quejoso.


En virtud de este elemento de la acción de amparo, se actualizan los principios de instancia de parte agraviada, procedencia del amparo a favor de los gobernados y existencia de un agravio personal y directo, e incluso, en forma indirecta, el principio de la relatividad de los efectos de la sentencia de amparo.


b)  Tribunal ante quien se promueve. El juicio de amparo es conocido exclusivamente por un tribunal federal.


c)  Demandado. Este elemento en materia del juicio de amparo se constituye en forma sui generis, y la autoridad responsable adquiere esa calidad, o sea, el órgano de gobierno que emitió el acto cuya declaratoria de nulidad reclama el quejoso o actor. Este elemento no está conformado por el tercero perjudicado, quien forma una especie de litis consorcio con la autoridad responsable, pero sin considerarlo parte demandada en el amparo.


d)  Causa remota. Es la garantía individual de la que es titular el quejoso, pero que ha sido violada por la autoridad responsable.


e)  Causa próxima. En materia de amparo, esta causa la representa el acto de autoridad que se reclama en la demanda de amparo.


f)  Objeto de la acción. El gobernado que interpone la demanda de amparo lo hace con la finalidad de que se le restituya en el pleno goce de la garantía individual violada, regresando las cosas al estado que guardaban antes de la violación (Alberto del Castillo).


Acción de inconstitucionalidad (CONSTITUCIONAL). Medio de control de la constitución para impugnar leyes y tratados que vayan contra la carta magna.


El art 105 da competencia para ello a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, conforme a estas reglas:


Conocer de las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción entre una norma de carácter general y la constitución.


Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse, en los treinta días naturales siguientes a la fecha de publicación de la ley o tratado, por:


a)  El treinta y tres por ciento de los integrantes de la cámara de diputados del congreso de la unión, en contra de leyes federales o del Distrito Federal expedidas por el congreso.


b)  El treinta y tres por ciento de los integrantes del senado, en contra de leyes federales o del Distrito Federal expedidas por el congreso o de tratados internacionales celebrados por el Estado mexicano.


c)  El poder ejecutivo y el congreso de la unión, aquél y cualquiera de las cámaras de éste o, en su caso, la comisión permanente, ya sea como órganos federales o del Distrito Federal.


d)  Una entidad federativa y otra.


e)  El Distrito Federal y un municipio.


f)  Dos municipios de diversos estados.


g)  Dos poderes de un mismo estado, sobre la constitucionalidad de sus actos o disposiciones generales.


h)  Un estado y uno de sus municipios, sobre la constitucionalidad de sus actos o disposiciones generales.


i)  Un estado y un municipio de otro estado, sobre la constitucionalidad de sus actos o disposiciones generales.


j)  Dos órganos de gobierno del Distrito Federal, sobre la constitucionalidad de sus actos o disposiciones generales.


Siempre que las controversias versen sobre disposiciones generales de los estados o de los municipios impugnadas por la Federación, de los municipios impugnados por los estados, o en los casos a que se refieren los incisos c), g) y j), y la resolución de la SCJN las declare inválidas, dicha resolución tendrá efectos generales cuando hubiera sido aprobada por una mayoría de por lo menos ocho votos.


En los demás casos, las resoluciones de la SCJN tendrán efectos sólo respecto de las partes en el proceso.


La declaración de invalidez de las resoluciones a que se refieren los anteriores incisos no tendrá efectos retroactivos, salvo en materia penal, en la que regirán los principios y disposiciones legales de esa materia.


En caso de incumplimiento de las resoluciones a que se refiere esta voz, se aplicarán, en lo conducente, los procedimientos establecidos en los dos primeros párrafos de la fracc XVI del art 107 de la constitución.


La disposición legal a la que alude esta voz es la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.


Acción de jactancia (PROCESAL). 1. Derecho que tiene una persona para pedir a los tribunales que quien afirma públicamente (que presume) que se le debe algo sea obligado a reclamar judicialmente la supuesta pretensión. 2. Jurisprudencia:




		
Jactancia. El juicio en el que se ejerce dicha acción es de cuantía indeterminada, para efecto del arancel para abogados. La acción de jactancia se origina en la imputación que la accionante hace al demandado, de haberse jactado de la existencia a su favor de un crédito a cargo del demandante. Sus fundamentos son dos: a) el derecho a mantener la integridad del crédito civil o mercantil, y b) el derecho a la seguridad jurídica. El fin que se persigue es obtener una sentencia que determine imponer al demandado la obligación de ejercer la acción de que se jacta, concediéndole un término para ello y con la consecuencia de que, en caso de no hacerlo, se declare extinguida la facultad de tal acción. La condena tiene como finalidad obligar a ejercer la acción dentro de un término y de extinguir tal potestad de accionar, si transcurre tal lapso. Por tanto, se trata de un negocio de cuantía indeterminada. Luego entonces, si las disposiciones de los correspondientes ordenamientos de arancel para abogados de alguna entidad federativa permiten advertir que parten de la base de que en los negocios en los que actuaron los profesionales resulten ser o no de cuantía determinable, para establecer cuál será el dispositivo legal a aplicar para fijar los honorarios de los abogados que pretendan el pago de sus servicios, es de considerarse que un juicio en el que se instauró la acción de jactancia, deba estimarse de cuantía indeterminada, sin que obste la atribución en una parte de la demanda de que el pretendido jactancioso manifestara una cantidad monetaria, porque esto no constituirá, en su caso, punto medular de la condena, que no será de dar, sino de hacer (1999).


		
Jactancia, acción de. La Suprema Corte de Justicia ha resuelto que la jactancia consiste en la afirmación pública que una persona hace de que otra es su deudora o de que tiene una acción que ejercitar en su contra y no es necesario que dicha afirmación sea injusta o de mala fe. El fundamento de esa acción se encuentra en el derecho a mantener la integridad del crédito personal y la seguridad jurídica, en estar seguro de lo que se posee, en saber lo que es nuestro y que ningún peligro nos amenaza. El fin principal que se persigue con el ejercicio de la acción de jactancia es imponer una obligación al demandado para que ejercite su acción en cierto tiempo. Dicha acción se consagra a favor del que posee una cosa, respecto de la cual el demandado ha expresado públicamente tener algún derecho. La misma Suprema Corte de Justicia ha resuelto que la jactancia debe referirse a la actitud del demandado anterior a la demanda y no a la que haya adoptado en el juicio.





Quinta época




		
Jactancia, acción de. Para que exista la jactancia no se requiere la amplia publicidad del hecho, sino que basta y es suficiente que el mismo se comunique y que se haga saber a determinadas personas, ostentándose acreedor de otro u otros, o bien que se tienen ciertos derechos que ejercer en contra de alguien, para que prospere la citada acción de jactancia (1954).





Acción de petición de herencia (PROCESAL). Es la que ejerce un individuo para que se le reconozca como sucesor del de cujus y se le rindan cuentas de los bienes del finado.


Acción divisoria (CIVIL). Se encuentra en el contexto de la copropiedad y tiene como fundamento teórico que nadie está obligado a la indivisión. Su origen se encuentra en la figura romana actio communi dividundo.


Podemos encontrar su referencia legal en el código civil en su art 939:




	Los que por cualquier título tienen el dominio legal de una cosa no pueden ser obligados a conservar lo indiviso, sino en los casos en que por la misma naturaleza de las cosas o por determinación de la ley, el dominio es indivisible.





De la misma manera, en cuanto a la herencia, se expresa que a ningún coheredero puede obligarse a permanecer en la indivisión de los bienes, ni aun por prevención expresa del testador. Esto lo establece el código civil en el art 1768.


Puede tener varios alcances:


a)  Existe la indivisión radical, que tiene su base en la imposibilidad física de dividir.


b)  La cosa puede no ser divisible materialmente, pero es divisible mediante licitación o subasta o por adjudicación.


c)  La cosa puede ser económicamente indivisible, es decir, cuando no sea oportuno dividir (Antonio de Ibarrola).


Acción ejecutiva (MERCANTIL). Potestad procesal basada en un documento que trae aparejada ejecución, como las siguientes:


a)  La sentencia ejecutoriada, o la que tenga la autoridad de cosa juzgada y la arbitral que sea inapelable.


b)  Los instrumentos públicos, así como los testimonios y copias certificadas que de ellos expidan los fedatarios públicos.


c)  La confesión judicial del deudor.


d)  Los títulos de crédito.


e)  Las pólizas de seguros.


f)  La decisión de los peritos designados en los seguros para fijar el importe del siniestro.


g)  Las facturas, cuentas corrientes y cualquier otro contrato de comercio firmado y reconocido judicialmente por el deudor.


h)  Los demás que por disposición de la ley tienen el carácter de ejecutivos o que por sus características traen aparejada ejecución.


Acción hipotecaria (PROCESAL). La intentada a efecto de constituir, ampliar, cancelar, dividir, registrar, cobrar u obtener la prelación de una hipoteca (consúltese).


Acción interdictal (PROCESAL). Derecho que tiene una persona para que el juez conozca y resuelva acerca de los interdictos posesorio, de retención, obra nueva u obra peligrosa.


Acción negatoria (PROCESAL). 1. Derecho público subjetivo mediante el cual se obtiene la declaración de libertad o la de reducción de gravámenes de un bien inmueble, o la demolición de obras o señales que importen gravámenes, la tildación o anotación en el registro público de la propiedad y conjuntamente, en su caso, la indemnización de daños y perjuicios. 2. Entre las acciones reales encontramos las siguientes: la reivindicatoria, la negatoria, la confesoria, la hipotecaria, la de petición de herencia y las posesorias. Podemos clasificar dentro de éstas el interdicto de retener la posesión, el interdicto de recuperar la posesión, la acción para suspender la conclusión de una obra perjudicial a sus posesiones, y la acción de obra peligrosa. 3. Fundamento legal. El art 10 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal establece:




	Procederá la acción negatoria para obtener la declaración de la libertad, o la reducción de gravámenes de bien inmueble y la demolición de obras o señales que importen gravámenes, la tildación o anotación en el registro público de la propiedad y conjuntamente, en su caso, la indemnización de daños y perjuicios. Cuando la sentencia sea condenatoria, el actor puede exigir del reo que caucione el respeto de la libertad del inmueble. Sólo se dará esta acción al poseedor a título de dueño o que tenga derecho real sobre la heredad.





4. De lo expuesto podemos distinguir lo siguiente:


a)  El titular de la acción no es necesariamente el propietario, pues puede intentar la acción el poseedor a título de dueño o que tenga derecho real sobre el bien inmueble.


b)  Si bien otras acciones reales pueden otorgarse respecto de bienes muebles, esta acción sólo es procedente en relación con bienes inmuebles (Rafael de Pina y José Castillo).


Acción oblicua (PROCESAL). Trátase de la sustitución procesal (consúltese).


Acción pauliana (CIVIL). 1. Definición: acción por la cual se demanda la ineficacia de los actos del deudor celebrados en perjuicio de los acreedores cuyos créditos son anteriores a dichos actos; ineficacia que afectará tales actos perjudiciales sólo hasta el importe de esos créditos y en beneficio de los acreedores que la ejercitaron. 2. Elementos:


a)  Que el deudor ejecute actos que disminuyan su patrimonio, en virtud de que provocan o agravan su insolvencia.


b)  Que los actos que disminuyen el patrimonio perjudiquen al acreedor, es decir, que defrauden sus derechos, por lo cual se les llama actos en fraude de acreedores. En el caso de que estos actos no perjudiquen al acreedor, a pesar de la disminución patrimonial, por estar garantizado su crédito con una prenda o hipoteca, faltará este elemento consistente en el perjuicio al acreedor, razón por la cual no tendrá interés en privar de efectos al acto causante de la insolvencia de su deudor. Esto impedirá que prospere la acción pauliana ejercitada por su acreedor que no sufre perjuicio por los actos de su deudor.


c)  Que los actos reductores del patrimonio del deudor sean reales, es decir, que no sean aparentes ni simulados, pues en este supuesto no sería procedente la acción pauliana, sino la correspondiente a la simulación de los actos jurídicos.


d)  Que el crédito de acreedor que ejercita la acción pauliana sea anterior al acto del deudor celebrado en perjuicio del acreedor, pues los actos del deudor anteriores al crédito no perjudican al acreedor.


e)  Que haya mala fe por parte del deudor y del tercero que con él contrató, cuando es oneroso el acto que perjudica al acreedor.


f)  Que el acto del deudor sea gratuito, y en tal caso no importará la buena o mala fe del deudor y del tercero que con él contrató, pues en esta hipótesis será procedente la acción pauliana, por ser preferente el interés del acreedor al del tercero de buena fe que nada suministró. La mala fe consiste en saber que el acto del deudor provocará o agravará su insolvencia, a su vez, la buena fe consiste en ignorar que tal acto ocasionará dicha insolvencia.


g)  Ineficacia limitada del acto perjudicial del deudor, pues dicha ineficacia se restringe a los acreedores actores y hasta el importe de sus créditos.


h)  Insolvencia del deudor: “hay insolvencia cuando la suma de los bienes y créditos del deudor, estimados en su justo precio, no iguala al importe de sus deudas”. Este concepto es incompleto, pues debe adicionarse señalando que las deudas deben ser líquidas y exigibles.


A pesar de la adición aludida, debe considerarse insuficiente el concepto de insolvencia, pues los autores civilistas no han abundado en el mismo, a diferencia de la doctrina mercantilista. Según dicha doctrina la insolvencia es el estado de impotencia patrimonial del deudor para pagar regularmente sus obligaciones; se entiende por pagos regulares los que se hacen al vencer la deuda y con medios normales obtenidos de la actividad ordinaria del deudor, por tanto, no son pagos regulares los hechos con el producto de la obligada venta de los bienes del deudor, tampoco los que se efectúan con el dinero que se obtuvo por un préstamo ruinoso; en consecuencia, si para pagar el deudor tuvo que vender sus bienes o pedir préstamo a intereses usurarios será insolvente.


La insolvencia se establece en relación al crédito y a la capacidad productiva del deudor: el crédito es la posibilidad de procurarse el deudor los medios necesarios para pagar; la capacidad productiva es la aptitud del deudor para obtener con su actividad ordinaria lo necesario para pagar (Joaquín Martínez). 3. Fundamento legal: el art 2964 ordena:




	El deudor responde del cumplimiento de sus obligaciones con todos sus bienes, con excepción de aquellos que, conforme a la ley, son inalienables o no embargables.





Acción penal (PENAL). 1. Concepto: es el poder deber que el Estado encomienda constitucionalmente al ministerio público y que se manifiesta cuando éste impulsa al órgano jurisdiccional para que en un caso concreto resuelva el conflicto de intereses que se le plantea, mediante la aplicación de la ley, con la finalidad de lograr la permanencia del orden social. 2. Características: doctrinariamente se atribuyen varias características de la acción penal:


a)  Es pública: porque persigue un fin social, que consiste en la aplicación de la pena al delincuente, en defensa de los intereses generales, lo que constituye una cuestión que interesa erga omnes. De igual forma, es pública por razón del órgano que la ejercita y que pertenece al poder público, en contraposición a las acciones privadas, cuyo ejercicio no corresponde al Estado, sino a los particulares.


b)  Es indivisible: en tanto que abarca a todos los participantes en un delito, lo que quiere decir que no hay una acción penal para cada uno de ellos.


c)  Es autónoma: en la medida en que no depende del derecho abstracto de castigar que corresponde al Estado, ni del concreto que asiste al juez. Significa lo anterior que la acción penal puede ser ejercitada, hipotéticamente, en forma caprichosa por el Estado, aun cuando no exista el derecho a castigar a una persona en concreto, pues una absolución no resta, sino reafirma independencia y legitimidad a la acción penal.


d)  Es única: porque envuelve a todos los delitos que se hubieren cometido con una conducta delictiva, lo que quiere decir que no existe una acción para cada delito.


e)  Es intrascendente: es sabido que no va más allá de la persona del inculpado, o sea, que no alcanza a sus familiares o a terceros, supuesto que sólo se dirige a quien se imputa el delito (Julio Hernández).


3. Fundamento legal: el art 21 constitucional establece en su primer párrafo:




	La imposición de las penas es propia y exclusiva de la autoridad judicial. La investigación y persecución de los delitos incumbe al ministerio público, el cual se auxiliará con una policía que estará bajo su autoridad y mando inmediato.





El art 2 del Código Federal de Procedimientos Penales establece:




	Compete al ministerio público federal llevar a cabo la averiguación previa y ejercer, en su caso, la acción penal ante los tribunales.





Acción petitoria (PROCESAL). Refiérese a varias acciones que tienen conexidad con el derecho de propiedad: compensatoria, negatoria, petición de herencia y reivindicatoria.


Acción plenaria de posesión (PROCESAL). Consúltese Acción publiciana.


Acción posesoria (PROCESAL). Derecho a que se recupere o proteja, por decisión judicial, la posesión de bienes o derechos reales sobre él.


Acción pública (PENAL). 1. Derecho que tiene cualquier persona a denunciar conductas ilícitas cuando las reglas del delito en particular así lo permitan. 2. La que se ejerce de oficio, según opinan algunos autores.


Acción publiciana (CIVIL, PROCESAL). La concedida en derecho romano a los poseedores de buena fe para recuperar un bien. Semejante a la acción reivindicatoria, fue creada por el pretor Publicio.


Acción reivindicatoria (PROCESAL). Consúltese Reivindicación.


Acción rescisoria (PROCESAL). Derecho a obtener que la cosa vendida sea devuelta, por incumplimiento del comprador y previsto en el contrato.


Acciones al portador (MERCANTIL). Títulos representativos del capital social de un ente mercantil, que no están expedidos a nombre de persona determinada. Se transmiten con su sola entrega y se les considera, aunque no unánimemente, títulos de crédito.


Acciones de sociedades (MERCANTIL). 1. La palabra acción es multívoca: en derecho procesal, la potestad de hacer valer ante los tribunales un derecho de fondo; en derecho mercantil, la parte alícuota del capital social y el título en que esa parte se representa.


La acción en derecho mercantil es el documento o título en el que se incorporan los derechos de participación de los socios y representan cada parte en que se divide el capital social. 2. Las acciones deben contener:


a)  El nombre, nacionalidad y domicilio del accionista.


b)  La denominación, domicilio y duración de la sociedad.


c)  La fecha de la constitución de la sociedad y sus datos de inscripción en el registro público.


d)  El importe del capital social, el número total y el valor nominal de las acciones.


e)  Las exhibiciones que sobre el valor de la acción haya pagado el accionista o la indicación de liberada.


f)  La serie y número de la acción con indicación del número total de acciones que corresponda a la serie.


g)  Los derechos y las obligaciones del tenedor de la acción y, en su caso, las limitaciones al derecho de voto.


h)  La firma autógrafa de los administradores que deban suscribir el documento.


3. Clasificación. Las acciones se pueden clasificar en: a) nominativas; b) al portador; c) comunes; d) preferentes; e) sin limitación de voto; f) con limitación de voto; g) sin valor nominal; h) con valor nominal; i) liberadas; j) pagaderas; k) de numerario, y l) de especie.


Acciones de voto limitado (MERCANTIL). Títulos de crédito preferentes que representan parte del capital social; se les reconoce voto sólo para decisiones muy importantes que prevea la escritura, pero a cambio tienen derecho a cobrar primero utilidades que deben asegurarles un mínimo de los resultados societarios.


Acciones nominativas (MERCANTIL). Títulos de crédito que representan parte del capital de una sociedad mercantil, expedidos a favor de persona determinada. La empresa llevará un registro para anotar las transmisiones que de ellas se haga.


Acciones ordinarias (MERCANTIL). Títulos de crédito representativos del capital de una sociedad, los cuales no significan que se dé un trato preferente o excepcional a su tenedor.


Acciones preferentes (MERCANTIL). Consúltese Acciones de voto limitado.


Accionista (MERCANTIL). 1. Socio. 2. Quien es titular de uno o varios documentos que representan parte del capital social de un ente mercantil.


Aceptación de la letra de cambio (MERCANTIL). Acto en que el girado o aceptante firma de conformidad para pagar el crédito consignado en el documento, en la fecha de su vencimiento.


Aceptación y repudiación de la herencia (CIVIL). 1. Aceptación: cuando se admite o recibe algo. Repudiación: rechazo. 2. Pueden aceptar o repudiar la herencia todos los que tienen la libre disposición de sus bienes. La herencia dejada a los menores y demás incapacitados será aceptada por sus tutores, quienes podrán repudiarla con autorización de juez competente, previa audiencia del ministerio público. La herencia común a cónyuges será aceptada o repudiada por los dos, y en caso de discrepancia resolverá el juez. 3. La aceptación puede ser expresa o tácita. Ninguno puede aceptar o repudiar la herencia en parte, con plazo o condicionalmente. Si los herederos no convinieren sobre la aceptación o repudiación, podrán aceptar unos y repudiar otros. 4. Si el heredero fallece sin aceptar o repudiar la herencia, el derecho a hacerlo se transmite a sus sucesores. 5. Los efectos de la aceptación o repudiación de la herencia se retrotraen a la fecha de la muerte del de cujus. La repudiación debe ser expresa y hacerse por escrito ante juez, o por medio de instrumento otorgado ante notario, cuando el heredero no se encuentre en el lugar del juicio. La repudiación no priva al que la hace del derecho a reclamar los legados que se le hubieren dejado. 6. El que repudia el derecho a suceder por intestado sin tener noticia de su título testamentario puede, en virtud de éste, aceptar la herencia. 7. Ninguno puede repudiar la sucesión de persona viva ni enajenar los derechos que eventualmente pueda tener a su herencia. Conocida la muerte de aquel a quien se hereda, se puede renunciar la herencia dejada bajo condición, aunque ésta no se haya cumplido. 8. Las personas colectivas capaces de adquirir pueden, por conducto de sus representantes legítimos, aceptar o repudiar herencias; pero cuando se trate de corporaciones de carácter oficial o de instituciones de beneficencia no pueden repudiar la herencia, las primeras, sin aprobación judicial, previa audiencia del ministerio público; y las segundas, sin sujetarse a las disposiciones relativas de la ley de beneficencia. 9. Cuando un sujeto tuviere interés en que el heredero declare si acepta o repudia la herencia, podrá pedir que el juez fije al heredero un plazo, para que dentro de él haga su declaración, apercibido de que si no la hace, se tendrá la herencia por aceptada.


La aceptación y la repudiación, una vez hechas, son irrevocables y no pueden ser impugnadas sino en caso de dolo o violencia. El heredero puede revocar la aceptación o la repudiación cuando por un testamento desconocido, al tiempo de hacerla, se altera la cantidad o calidad de la herencia; si el heredero revoca la aceptación, devolverá todo lo que hubiere percibido, observándose respecto de los frutos las reglas relativas a los poseedores. 10. Si el heredero repudia la herencia en perjuicio de sus acreedores éstos podrán aceptar en nombre de aquél. Esta aceptación sólo aprovechará a los acreedores para el pago de sus créditos; pero si la herencia excediere del importe de éstos, el exceso pertenecerá a quien llame la ley. El que por la repudiación de la herencia debe entrar en ella podrá evitar que la acepten los acreedores, pagando a éstos las deudas que tienen contra el que la repudió. 11. El que a instancias de un legatario o acreedor hereditario haya sido declarado heredero, será considerado como tal por los demás, sin necesidad de nuevo juicio. La aceptación en ningún caso produce confusión de los bienes del autor de la herencia y de los herederos, porque toda herencia se entiende aceptada a beneficio de inventario.


Aclaración de acta del registro civil (CIVIL). Consúltese Rectificación de las actas del registro civil.


Aclaración de la demanda (PROCESAL). En algunos casos la ley prevé que el juez solicite al actor que precise su pretensión y que explique alguna parte oscura de su escrito inicial del proceso, lo cual deberá hacerse en un término perentorio.


Aclaración de la sentencia (PROCESAL). 1. Enmienda que se hace a la resolución final de un proceso. 2. Sólo una vez puede pedirse la aclaración o adición de sentencia o de auto que ponga fin a un incidente, y se promoverá ante el tribunal que hubiere dictado la resolución. El promovente señalará con toda claridad la contradicción, ambigüedad y oscuridad de las cláusulas o de las palabras cuya aclaración solicite, o la omisión que se reclame. 3. El tribunal resolverá lo que estime procedente, sin que pueda variar la sustancia de la resolución. El auto que resuelva sobre la aclaración o adición de una resolución se reputará parte integrante de ésta y no admitirá ningún recurso. 4. La aclaración interrumpe el término para apelar.


Acrecer (CIVIL). Consúltese Derecho de acrecer.


Acrecimiento (CIVIL). Consúltese Derecho de acrecer.


Acreditado (MERCANTIL). 1. Quien recibe un préstamo o un crédito. 2. Aquel que cede una deuda de vencimiento a plazo, a cambio de una prestación pecuniaria. El nuevo acreedor se denomina acreditante.


Acreedor (MERCANTIL, CIVIL). 1. Persona que tiene derecho a que el deudor le pague una obligación. 2. Aquel a quien se le debe algo.


Acreedor hipotecario (CIVIL). El titular del derecho real denominado hipoteca (consúltese).


Acreedor pignoraticio (CIVIL). A quien se le adeuda una contraprestación en virtud de un empeño.


Acrónimo (LEXICOLOGÍA). Vocablo formado por la primera o primeras letras de las palabras de una expresión compuesta, por ejemplo: Pemex —Petróleos Mexicanos—.


Acta (LEXICOLOGÍA). Narración o reseña de un acto o hecho jurídico, de una junta, sesión o asamblea. Se incluye lugar, fecha, asistentes, asuntos y firmas.


Acta administrativa (ADMINISTRATIVO, BUROCRÁTICO). 1. Escrito que se elabora en el sector público, para sentar prueba de hechos determinados o actos que pueden trascender la relación laboral o las responsabilidades de los empleados, trabajadores o funcionarios. Su correcta elaboración es determinante si a ella hubiera de seguir algún procedimiento o proceso jurídicos. 2. Es base de la acción si se pretende cesar a alguna persona. En las condiciones generales de trabajo de la secretaría de hacienda y crédito público se señala lo siguiente respecto a esta voz:


El jefe del trabajador, con el asesoramiento del personal que corresponda, levantará el acta administrativa, girará los citatorios al trabajador y a la representación sindical, fijando el objeto de la diligencia, fecha, hora y lugar determinados para su celebración. La citación se hará cuando menos con dos días de anticipación a la fecha señalada, salvo que los hechos a constar merezcan la inmediata celebración de la diligencia. En ella deberán intervenir los testigos de cargo a quienes les consten los hechos o que proporcionen datos o informes relativos a las irregularidades atribuibles al trabajador, así como los testigos de descargo que él proponga y dos testigos de asistencia.


El acta contendrá la expresión de la diligencia que consigna; fecha, hora y lugar; nombre y puesto del jefe del trabajador que la levanta; nombre, puesto del servidor público y, cuando rinda su declaración, sus datos generales; los de los testigos de cargo y descargo, y sus domicilios; las declaraciones a preguntas y respuestas de las autoridades, del interesado o de la representación sindical; los datos de los testigos de asistencia y, en su caso, el puesto que ocupen.


Se hará previamente una relación pormenorizada de los datos y demás pruebas que existan en relación con los hechos imputados al trabajador; en caso de que se agreguen documentos, éstos se harán constar, así como las manifestaciones que expongan el interesado y el representante sindical. Las declaraciones de quienes intervengan en las actas se manifestarán, previo exhorto de conducirse con verdad, con plena libertad y se asentarán con la mayor fidelidad posible. Al finalizar la diligencia, el acta será firmada por las personas que intervinieron, se entregará copia de ella al trabajador y a la representación sindical y se recabará el acuse de recibo.


La inasistencia del trabajador o de la representación sindical notificados no suspende la diligencia; en su caso, deberá constar en el acta esa circunstancia, agregándole los acuses de recibo del citatorio que les fue entregado.


En el supuesto de que el empleado no se presente a la actuación y justifique, a criterio de la secretaría, la causa que motivó su inasistencia, podrá ser citado de nuevo.


Una vez concluida el acta administrativa, se enviará, junto con todas las pruebas que se hubieren aportado, al área jurídica de la secretaría, a fin de que proceda de acuerdo con su competencia. El resultado o determinación a que se hubiere llegado se hará del conocimiento de la dirección de personal, de la unidad administrativa de adscripción, del jefe del trabajador y de éste.


Acta circunstanciada (PROCESAL). Escrito en el cual se hace constar o que relata determinado acto o hecho que puede ser de interés para una cuestión de derecho. En él deben aparecer diversos datos, como lugar, fecha, hora, firma y nombre de las personas relacionadas con lo que se describe, cualquier información en torno al origen, desarrollo, incidentes y desenlace de lo narrado. Tal escrito será rubricado por dos o tres testigos y será elaborado por o a solicitud del jefe de la oficina o del empleado que para ello esté facultado. Esta acta se levanta en diversas actividades como penal, judicial, administrativa, mercantil, policiaca, electoral, laboral, agraria, política y procesal.


Acta Constitutiva de la Federación Mexicana (CONSTITUCIONAL). Expedida el 31 de enero de 1824, consta de 36 artículos referidos a:


a)  Forma de gobierno y religión.


b)  División de poderes.


c)  Poder legislativo.


d)  Poder ejecutivo.


e)  Poder judicial.


f)  Gobierno particular de los estados.


g)  Prevenciones generales.


Consúltese Partes de la federación.


Acta de asamblea (MERCANTIL). Resumen escrito que elabora el secretario después de cada reunión de accionistas de una sociedad. En ella deben constar, entre otros puntos: lugar y fecha, nombres de los asistentes, orden del día, asuntos tratados, argumentos expuestos, resultados de las votaciones, etcétera.


Acta electoral (ELECTORAL). Documento que se elabora en cada casilla al finalizar la jornada el día de las votaciones. En él, además del resultado del cómputo o conteo respectivo, se reseñarán las incidencias habidas en el procedimiento y lo firmarán los funcionarios y representantes que hubieran participado durante los comicios.


Acta notarial (NOTARIAL). 1. Instrumento original en el que el notario hace constar bajo su fe uno o varios hechos presenciados por él y que asienta en un libro del protocolo a su cargo a solicitud de parte interesada y que autoriza por medio de su firma y sello.


Los preceptos relativos a las escrituras serán aplicables a las actas notariales, en cuanto sean compatibles con la naturaleza de los hechos materia de éstas.


Cuando se solicite al notario que dé fe de varios hechos relacionados entre sí, que tengan lugar en diversos sitios o momentos, el notario podrá asentarlos en una sola acta, una vez que todos se hayan realizado. 2. Entre los hechos que debe consignar el notario en actas se encuentran los siguientes:


a)  Notificaciones, interpelaciones, requerimientos, protestos de documentos mercantiles y otras diligencias en las que pueda intervenir el notario.


b)  La existencia, identidad, capacidad legal y comprobación de firmas de personas identificadas por el notario.


c)  Hechos materiales, como el deterioro en una finca por construcción de otra en terreno contiguo o próximo.


d)  La existencia y detalles de planos, fotografías y documentos similares.


e)  Entrega de documentos.


f)  Declaración de una persona, que bajo protesta de decir verdad, efectúe respecto de hechos que le consten, propios o de quien solicite la diligencia.


g)  Toda clase de hechos, abstenciones, estados y situaciones que guarden las personas y cosas que puedan ser apreciadas objetivamente.


Actas del registro civil (CIVIL). 1. Son documentos que se elaboran en los formatos que llenan los jueces del registro civil, donde se hacen constar los actos del estado civil y los relativos a nacimiento, reconocimiento de hijos, adopción y muerte de los mexicanos y extranjeros residentes en la entidad federativa en que aquéllos tengan facultades. 2. Acta de nacimiento: se extenderá con asistencia de dos testigos que pueden ser designados por las partes interesadas. Contendrá el año, mes, día, hora y lugar de nacimiento, el sexo, el nombre y los apellidos que le correspondan, sin que por motivo alguno puedan omitirse. En dicha acta se pondrá la circunstancia de si es presentado vivo o muerto según el certificado de nacimiento o certificado de defunción fetal o del producto; además, contendrá el nombre, edad, domicilio y nacionalidad de los abuelos paternos y maternos; y el nombre, edad, domicilio y nacionalidad de los testigos. Si la presentación la realiza una persona distinta de los padres, se anotará su nombre, apellidos, edad, domicilio y parentesco con el registrado. En el caso de no exhibirse el mencionado certificado de nacido vivo, se tomará al margen del acta la impresión digital del presentado. 3. Acta de reconocimiento de hijos: contendrá el nombre, apellidos, sexo, fecha y lugar de nacimiento, domicilio y huella digital del reconocido; nombre, apellidos, edad, sexo, domicilio, nacionalidad, huellas digitales y firma del reconocedor; nombres, apellidos, nacionalidad y domicilio de los abuelos, padres del reconocedor; nombre, apellidos, edad, estado civil, domicilio, nacionalidad y parentesco con el reconocido de la persona o personas que otorgan el consentimiento, en su caso, y nombres y apellidos, edad, domicilio y nacionalidad de los testigos. En los casos en que el reconocimiento se hiciere por alguno de los otros medios establecidos en el código civil (escritura pública, testamento o confesión judicial directa y expresa) se presentará copia certificada del documento ante el juez del registro civil, para que se inserte la parte relativa del acta. 4. Acta de adopción: dictada la resolución judicial definitiva que autorice la adopción, el adoptante o adoptantes, dentro del término de quince días, presentarán al juez del registro civil de su domicilio copia certificada de la misma, a efecto de que se asiente el acta respectiva. La autoridad judicial que dicte la resolución estará obligada, en igual término, a enviar copia certificada de la misma al director del registro civil, o bien al juzgado que señalen los interesados, para su registro. El acta de adopción contendrá: nombre, apellidos, sexo, edad, fecha y lugar de nacimiento, nacionalidad y domicilio del adoptado o adoptados; nombre, apellidos, edad, estado civil, nacionalidad, y domicilio del o de los adoptantes; el nombre, apellidos y nacionalidad de los padres del o de los adoptantes, y los datos esenciales de la resolución judicial y tribunal que la dictó. El art 87 del código civil expresa:




	En el acta de adopción se insertará la parte resolutiva de la sentencia que haya autorizado la adopción. Por lo que se refiere a las adopciones hechas con anterioridad que no contengan todos los datos del art 86, se probarán por medio de diligencias de jurisdicción voluntaria sobre información ad perpetuam.





5. Acta de emancipación: actualmente la única emancipación que existe es la tácita o legal, es decir, la que se obtiene por virtud del matrimonio de los menores de dieciocho años; en este caso no se asienta acta por separado. 6. Acta de matrimonio, en la cual se harán constar: los nombres, apellidos, edad, domicilio, nacionalidad y lugar de nacimiento de los contrayentes; si son mayores o menores de edad; los nombres, apellidos, domicilio y nacionalidad de los padres; el consentimiento de éstos, de los abuelos o tutores, o de las autoridades que deban suplirlos, si son menores de edad los contrayentes; que no hubo impedimento para el matrimonio o que aquél se dispensó; la declaración de los pretendientes de ser su voluntad unirse en matrimonio, y la de haber quedado unidos, que hará el juez en nombre de ley y de la sociedad; la manifestación de los pretendientes de que contraen matrimonio bajo el régimen de sociedad conyugal o de separación de bienes; los nombres, apellidos, edad, nacionalidad y domicilio de los testigos, su declaración sobre si son o no parientes de los contrayentes; que se cumplieron las formalidades exigidas por el código civil. El acta será firmada por el juez del registro civil, los contrayentes, los testigos, y las demás personas que hubieren intervenido, si supieren o pudieren hacerlo. Si no supieran o no pudieran, se asentará dicha circunstancia. En el acta se imprimirán las huellas digitales de los contrayentes. 7. Acta de divorcio: contendrá nombres, apellidos, edad, domicilio y nacionalidad de los divorciados, la parte resolutiva de la sentencia o resolución administrativa, en su caso, fecha de la resolución y autoridad que la dictó. Extendida el acta, se anotarán las de nacimiento y matrimonio de los divorciados y la copia de la sentencia mencionada se archivará con el mismo número del acta de divorcio. 8. Acta de defunción: contendrá el nombre, apellidos, edad, nacionalidad, sexo y domicilio que tuvo el difunto; si era casado o viudo, el nombre, apellidos y nacionalidad de su cónyuge; los nombres y apellidos de los padres del difunto; la causa que determinó la muerte, el destino del cadáver, nombre y ubicación del cementerio o crematorio; la hora, día, mes, año y lugar de la muerte y todos los informes que se obtengan en caso de muerte violenta; nombres, apellidos, número de cédula profesional y domicilio del médico que certifique la defunción; nombre, apellidos, edad, nacionalidad y, domicilio del declarante y grado de parentesco, en su caso, con el difunto; los nombres, apellidos, nacionalidad y domicilio de los testigos y, si fueren parientes del difunto, el grado en que lo sean (Ricardo Treviño).


Actitud sospechosa (ADMINISTRATIVO, PENAL). 1. La que provoca desconfianza, temor. 2. Conducta de alguien que se comporta de manera insegura, nerviosa, extraña o que se encuentra con objetos raros en lugares y horas inusuales.


La detención de una persona que así se conduce es anticonstitucional, si no se hace con base en mandamiento escrito de autoridad competente, o sea, sorprendido en flagrancia.


Actividad administrativa (ADMINISTRATIVO). Además de su aspecto estructural u orgánico, la administración pública tiene uno dinámico, o sea, realiza una actividad encaminada a efectuar determinadas tareas.


Es conveniente recordar que el Estado busca alcanzar fines específicos para cuya consecución se reserva ciertas atribuciones; se pueden requerir tres funciones (legislativa, administrativa y jurisdiccional) para cumplir con tales atribuciones. Así, el orden jurídico asigna tareas concretas a los distintos órganos creados por él (confiere competencia a los entes públicos) y faculta a determinados funcionarios para actuar en uno u otro sentido.


El derecho administrativo no sólo regula la estructura de los entes que dependen del poder ejecutivo, sino también, y de manera fundamental, se encarga de las actividades o tareas que realizan esos órganos. Dichas tareas, o aspecto dinámico de la administración pública, se encuadran en los conceptos de fines, atribuciones, funciones, competencia y facultades.


La actividad de la administración pública está encaminada a alcanzar los fines estatales mediante la realización de la función administrativa que corresponda a las atribuciones que el poder público se haya reservado conforme al orden jurídico. Para ello, se sirve de los actos de determinado órgano competente y del desempeño de labores de un servidor público facultado para tal fin.


Algunos ejemplos de las ideas anteriores son: asegurar la vida en sociedad (finalidad del Estado), preservar el ambiente (atribución), aplicar la legislación relativa al equilibrio ecológico (función administrativa), sancionar una violación a la ley de la materia (competencia de la procuraduría federal de protección al ambiente) y decidir, firmar y notificar la sanción los servidores públicos (están facultados para ello por la legislación). Además, la previa creación de la ley es función legislativa; conocer y resolver la impugnación que de esa sanción haga el particular afectado, ante un órgano judicial, es función jurisdiccional.


Sectores a los que se orienta. El Estado, concretamente la administración pública, fue interviniendo cada día en más aspectos de la vida social, conforme ésta evolucionaba y aumentaba en complejidad. El desarrollo demográfico, cultural, económico y técnico trajo aparejada la necesidad de crear una regulación jurídica en nuevos campos, con el consiguiente control y participación del poder público. Así, el Estado policía se transformó en Estado social de derecho, y de ahí, con influencias neoliberales en un Estado que, sin dejar el monopolio del poder y de la fuerza institucionalizada, abandona casi por completo su actividad industrial y comercial, pero no la regulación de aquéllas.


De 1971 a 1982, la actividad de la administración pública mexicana se extendió significativamente a renglones que abandonaban los particulares o a los que concurrían de manera insuficiente (textiles, turismo, industria metalmecánica, etc). A esa expansión, debido a otras orientaciones políticas, le sigue una contracción (de 1983 a 2004), lo cual redujo el número de empresas públicas de 1154 a 200, aproximadamente. En la polémica acerca de esta intervención estatal y su posterior alejamiento, convendría recordar que nuestro país no ha resuelto sus problemas fundamentales (aún hay población que sufre graves carencias) y que se enfrenta a necesidades vitales mínimas por satisfacer (alimentación, vivienda, vestido y educación).


En cuanto a los sectores a los que se orienta la administración pública, se indican algunos que abarcan prácticamente todos los ámbitos de la sociedad. Vale la observación de que esos sectores o campos de actividad de los órganos administrativos no corresponden a la sectorización como forma de tutela o control de los entes paraestatales.


Tradicionalmente, se considera que los campos que abarca la administración pública son la policía, los servicios públicos, el fomento y la actividad industrial y comercial del Estado. Otros autores, con base en la idea del orden público (consúltese), estiman que tales renglones de las tareas del poder ejecutivo y sus dependencias son la seguridad, tranquilidad y salubridad públicas, así como la educación y asegurar la alimentación del pueblo.


A partir de las atribuciones que el Estado mexicano tiene, se pueden observar los siguientes aspectos principales de la vida social, a los cuales se orienta la actividad pública realizada como función administrativa:




		Abasto.


		Agricultura, ganadería y pesca.


		Asistencia social.


		Bienes del Estado.


		Comercio interior y exterior.


		Cultura.


		Demografía.


		Deportes.


		Ecología.


		Economía.


		Educación.


		Elecciones para ocupar cargos públicos.


		Empresas públicas.


		Energéticos.


		Estadística.


		Finanzas públicas.


		Fomento de industria y comercio privados.


		Fuerzas armadas.


		Minería.


		Planeación económica.


		Procuraduría de justicia.


		Protección a la infancia y la vejez.


		Protección a la propiedad intelectual.


		Protección al consumidor.


		Recreación.


		Recursos forestales.


		Recursos hidráulicos.


		Relaciones Estado-servidores públicos.


		Relaciones exteriores.


		Salubridad pública.


		Seguridad pública.


		Seguridad social.


		Servicios públicos (en especial comunicaciones).


		Tenencia de la tierra.


		Turismo.


		Urbanismo.


		Vigilancia de la actividad de derecho público de los gobernados.


		Vivienda.





La actividad administrativa se realiza por medio de actos jurídicos y de actos u operadores materiales.


Activos (MERCANTIL). 1. Lo que posee una negociación mercantil. 2. Su haber. 3. Patrimonio neto de una persona. 4. Derechos y bienes, menos obligaciones.


Acto administrativo (ADMINISTRATIVO). 1. Acto: obrar, activar, fácil de mover (Corominas). Es, junto con las formas de organización administrativa, el núcleo conceptual de nuestra disciplina; de ahí la importancia que reviste su adecuada delimitación. La mayoría de los tratadistas de derecho administrativo aportan su propia definición del acto administrativo, de tal manera que existen decenas de ellas, en las cuales siempre se pretende innovar, algo que no siempre se logra.


No es posible englobar en un solo concepto la variedad de tareas que realiza el poder público por medio de sus órganos administrativos, o los actos de naturaleza administrativa de los tres poderes.


La dificultad para conceptualizar el acto administrativo proviene de dos fuentes: la gran producción doctrinal y la diversidad de actos que lleva a cabo el poder ejecutivo. En cuanto al origen de esa expresión, suele ubicarse en la legislación francesa de fines del siglo XVIII y en los estudios que al respecto se inician en los primeros años del siglo XIX.


Se puede calificar como acto administrativo toda actividad o función administrativa. Pero, dado que ésta se realiza mediante actos jurídicos unilaterales, contratos, operaciones materiales, reglamentos y otras disposiciones de índole general, su delimitación conceptual no resulta sencilla.


Los doctrinarios coinciden en cuanto a que el acto administrativo es una declaración de voluntad de un órgano público que produce efectos jurídicos; pero como esta noción comprendería los actos de cualquiera de las tres funciones estatales, la polémica subsiste.


Si se parte de esa misma idea y se agrega que sus efectos son subjetivos, se excluirá a los reglamentos, pero se comprendería al acto jurisdiccional, lo que parece hacer necesario que se tenga en cuenta al ente emisor (criterio orgánico) para delimitar la noción de acto administrativo. 2. Características: como notas preliminares a un concepto de acto administrativo se han de mencionar las siguientes:


a)  Es un acto jurídico.


b)  Es de derecho público.


c)  Lo emite la administración pública o algún otro órgano estatal en ejercicio de la función administrativa.


d)  Persigue, de manera directa o indirecta, mediata o inmediata, el interés público.


d)  Es impugnable.


3. Concepto. De la enorme y brillante producción doctrinal relativa al tema que nos ocupa, seleccionamos cinco conceptos de acto administrativo:


“Toda declaración jurídica unilateral y ejecutiva, en virtud de la cual la administración tiende a crear, reconocer, modificar o extinguir situaciones jurídicas subjetivas” (Recaredo Fernández de Velasco).


“La declaración de voluntad, de juicio, de conocimiento o deseo realizada por la administración en ejercicio de una potestad administrativa distinta de la potestad reglamentaria” (Eduardo García y Tomás Fernández).


La anterior definición es similar a la que aportó Guido Zanobini.


“Es una declaración concreta y unilateral de voluntad de un órgano de la administración activa en ejercicio de la potestad administrativa” (Manuel Diez). “Puede definirse el acto administrativo como decisión, general o especial, de una autoridad administrativa en ejercicio de sus propias funciones sobre derechos, deberes e intereses de las entidades administrativas o de los particulares respecto de ellos” (Rafael Bielsa).


Sin pretender prolongar la lista de conceptos de acto administrativo, con fines meramente explicativos consideramos que éste es la declaración unilateral de la administración pública que produce consecuencias subjetivas de derecho.


El concepto anterior implica excluir de la categoría de acto administrativo la actividad reglamentaria, pues se habla de consecuencias subjetivas. Tampoco comprende los contratos que celebre la administración, ya que se señala que es una declaración unilateral. De igual manera, no abarca los actos de esencia extrajurídica (operaciones materiales) ni los hechos jurídicos.


En aras de la sencillez y claridad, los conceptos adoptados siguen un criterio orgánico y formal en su configuración, soslayando en gran medida el punto de vista material.


Acto condición (ADMINISTRATIVO). Cuando se indica en qué consiste la función administrativa se señala como elemento importante de ella el acto condición, que existe cuando un sujeto se ubica en una situación prevista en la ley y por tal hecho ésta se aplica. Expliquemos lo anterior con el concurso de las opiniones emitidas por algunos autores:


“Resulta que en muchas ocasiones la norma jurídica no es aplicable de pleno derecho a un caso individual; para que lo sea es necesaria la verificación de un acto jurídico intermediario. Este acto produce una modificación en el orden jurídico, puesto que por su realización el individuo se ve colocado dentro de la regla general” (Gabino Fraga).


“Los actos condición tienen por objeto colocar a una persona en una situación jurídica general preexistente. La situación jurídica general existe desde antes y con prescindencia del acto condición, pero éste lo hace aplicable al interesado” (Enrique Sayagués).


El ejemplo usual de acto condición es el nombramiento de un servidor público.


Acto creador de una situación jurídica general (TEORÍA). Puede ser de índole legislativa (la ley), administrativa (el reglamento, ciertos decretos y circulares) o jurisdiccional (la jurisprudencia con las modalidades que la ley prevea). Este tipo de actos son normas generales, que no se dirigen a un individuo en particular y que pretenden permanencia.


Acto creador de una situación jurídica particular (TEORÍA). (Terminología debida a Gaston Jèze.) Es el contrario del creador de una situación jurídica general. El acto que crea situaciones jurídicas particulares es emitido generalmente por los particulares (contratos, policitación, gestión de negocios) o por la administración pública (expropiación, otorgamiento de una licencia, expedición de una cédula profesional). No abarca a la generalidad de la población. Al ser producido por la voluntad del sujeto emisor, no pretende crear derechos (normas jurídicas), sino situaciones jurídicas individuales, particularizadas.


Estos actos también pueden ser emitidos por el órgano legislativo o parlamentario, por ejemplo: autorizar la aceptación y uso de una condecoración extranjera, el permiso para prestar servicios al gobierno de otro país, etcétera.


Acto de autoridad (AMPARO). Manifestación de facultades, de las que es titular el servidor público que la hace, produciendo consecuencias de derecho individuales o generales.


Acto de comercio (MERCANTIL). 1. Concepto. Es todo acto de organización de una empresa comercial; todo acto de explotación, organización o traspaso de una empresa mercantil y, en principio, los actos que recaigan directamente sobre cosas de comercio. 2. La onerosidad, la circulación, la especulación. Los autores franceses creen encontrar la esencia del acto de comercio en el carácter oneroso de éste, en ser un acto que produce la circulación de los bienes y en su carácter especulativo. Algunos autores que sostienen esta tesis, cuando se encuentran con algún acto que no se adecua dentro de sus hipótesis, dicen que, en estos últimos casos, se trata de una ficción con la que el legislador finge la mercantilidad del acto.


El derecho no finge, sino crea sus propias estructuras, y si el acto que recae sobre un título de crédito es mercantil por disposición de la ley, su mercantilidad será real y no ficticia, y lo único que indica es que algunos actos de comercio no son onerosos, ni motivadores de un proceso circulatorio. 3. La intermediación en el cambio. Esta tesis confundió el acto de comercio con la función de intermediación en el cambio. No todos los actos que la ley califica como mercantiles son necesariamente actos de intermediación. 4. La empresa y los actos en masa. La doctrina alemana pretendió definir el acto de comercio como aquel que se ejecuta en masa por empresas mercantiles. Evidentemente no todos los actos de comercio son actos masivos ni todos son ejecutados a través de empresas mercantiles (Raúl Cervantes). 5. El art 75 del Código de Comercio tiene contenido ejemplificativo, al dar una lista de cuáles son actos de comercio.


Acto de gobierno (ADMINISTRATIVO, POLÍTICA). Manifestación de naturaleza política que realiza la administración pública, la cual no puede ser atacada por vía jurisdiccional.


Surge de la concepción de un poder ejecutivo con dos campos de actividad: el administrativo y el político, el primero regulado casi totalmente por el derecho, en tanto que el segundo es de índole extranormativa y los actos relativos son discrecionales.


Según Roberto Ríos, el acto de gobierno no posee una categoría jurídica propia, distinta de la del acto administrativo, debido a que es de igual naturaleza, o sea, es una modalidad de éste.


Como actos de gobierno se citan la convocatoria a sesiones extraordinarias del congreso de la unión, la suspensión de garantías, las relaciones exteriores, el indulto, etcétera.


Existe una gran polémica sobre el acto de gobierno y su diferenciación con el acto administrativo. En este sentido, los tratadistas de derecho administrativo se clasifican en dos grupos: el que admite la existencia del acto de gobierno como categoría independiente y otro, quizá más numeroso, que niega tal figura autónoma del acto administrativo.


Acto discrecional (ADMINISTRATIVO). Consúltese Facultad discrecional.


Acto ilícito (PENAL). Abstención o conducta humana voluntaria que viola una norma jurídica de carácter penal, civil, mercantil, procesal, administrativo, internacional.


Acto imperfecto (CIVIL). Acto jurídico que carece de alguno de sus elementos o requisitos de validez.


Acto inamistoso (INTERNACIONAL). Acción material o verbal, voluntaria o no, que realiza un Estado afectando a otro país con el cual sostiene relaciones diplomáticas.


Acto inexistente (CIVIL, TEORÍA). 1. El que no existe, ni ha sido producido para el mundo jurídico. 2. El acto jurídico inexistente por la falta de consentimiento o de objeto que pueda ser materia de él no producirá efecto legal alguno. No puede ser validado por confirmación, ni por prescripción, y su inexistencia puede invocarse por todo interesado (CCF). 3. El código mexicano acepta, en principio, la teoría de la inexistencia del acto jurídico, pero regula sólo la nulidad absoluta y la nulidad relativa.


Acto jurídico (TEORÍA). Manifestación de voluntad que produce consecuencias de derecho (crea, reconoce, modifica, transmite o extingue derechos u obligaciones). Su análisis detallado corresponde a la introducción al estudio del derecho o teoría del derecho.


Se señalan distintas categorías de actos jurídicos. Algunas de ellas tienen importancia para la manera de desempeñar las funciones estatales.


Clasificación: unilateral, bilateral, colegiado, colectivo y unión.


Acto jurisdiccional (PROCESAL). 1. Manifestación unilateral del órgano estatal competente para dirimir controversias de derecho y que tiene como finalidad resolverlas. 2. El que constituye la función jurisdiccional, la cual se realiza mediante la aplicación de la ley.


Una corriente doctrinaria y política sostiene la similitud real entre actos administrativos y jurisdiccionales (ejecutar la ley o aplicarla a casos concretos), lo cual ha llevado a excesos de concentración del poder, al hacer depender del poder ejecutivo en algún país a los órganos judiciales, o incorporando al ámbito de la administración pública tareas jurisdiccionales. Esto, además de ir en contra de la teoría y necesidad de diluir el poder entre diversos órganos estatales, provoca un monopolio de facultades en el ejecutivo, totalmente antidemocrático.


Si bien tanto la función administrativa como la jurisdiccional se realizan mediante actos jurídicos que implican ejecutar la ley o aplicarla a un caso concreto, la primera se hace de manera continua y permanente, mientras que la segunda requiere el planteamiento que una persona haga de un conflicto por resolver. Orgánicamente, el acto jurisdiccional saldrá de alguna dependencia del poder judicial.


El acto jurisdiccional tiene por objeto resolver una controversia que ha sido planteada, o emitir una declaración a favor de un individuo determinado.


La mayoría de los casos planteados ante los tribunales (órganos jurisdiccionales) son conflictos de intereses entre particulares o responden a la necesidad de proteger los derechos de los gobernados frente a alguna autoridad.


Según Fernando Flores, “el acto jurisdiccional es: la tarea propia de juzgamiento que, para resolver los conflictos de intereses que tienen efectos jurídicos, realizan los titulares del poder judicial... El quehacer jurisdiccional supone una fórmula de arreglo de las controversias de intereses jurídicos sometidos a una autoridad competente (seleccionado como órgano capaz entre varios juzgados y tribunales)”.


Acto material (ADMINISTRATIVO). Aunque la administración pública está totalmente sometida al derecho (Jean Rivero) tanto en su organización como en su actuar, no todas las tareas que realiza son actos de naturaleza jurídica, sino también existen operaciones materiales de contenido metajurídico.


Se insiste en que hay un elemento extranormativo en la función administrativa, cuya importancia no puede soslayarse; entonces se trata de actos u operaciones materiales, generalmente de carácter técnico que influyen de forma decisiva en la marcha de la administración pública.


Acerca de esta cuestión, Enrique Sayagués dice: “Operaciones materiales. A diferencia de las otras funciones jurídicas estatales, que se agotan con la sola formulación de actos jurídicos, la función administrativa requiere en múltiples aspectos el accionamiento material de los órganos de administración. Este elemento de ejecución es fundamental en la función administrativa”.


Según opinión de Guido Zanobini, los siguientes casos no tienen trascendencia en el campo del derecho:


a)  Las actividades meramente de hecho y jurídicamente irrelevantes como las audiencias de los ministros y de otras autoridades; las manifestaciones con las que las autoridades anuncian al público importantes sucesos o exhortan a observar una conducta determinada frente a situaciones particulares.


b)  Las actividades materiales, técnicas e intelectuales, con las que se desenvuelven los servicios públicos, como los de comunicación y de transporte, de asistencia sanitaria, de instrucción y similares.


c)  Las actividades materiales, con las que se da ejecución a disposiciones precedentes, si de éstas derivan a veces efectos jurídicos, tales efectos deben remontarse a las disposiciones que tratan de ejecutar.


En términos generales, se puede decir que no son actos administrativos los que se mantienen en el ámbito jurídico de la administración, sin ocasionar a este ámbito ni al de los particulares ninguna modificación.


En algunas circunstancias, el acto material, sea de mero hecho, técnico o ejecutivo, puede dar origen a relaciones jurídicas entre la administración y los particulares cuando, excediendo el entorno jurídico de la primera, le irrogan responsabilidad.


Los citados actos forman parte de los hechos jurídicos no como actos administrativos, sino como actos ilícitos de la administración pública (en especial de los servidores públicos o, en todo caso, del Estado como persona moral).


Acto mixto (CIVIL, MERCANTIL). Dícese de la transacción en que una parte es alguien ajeno al comercio como oficio y la otra es un comerciante habitual; la ley lo reputa acto de comercio.


Acto político (POLÍTICA). Aquel que persigue obtener o conservar el poder. Puede ser emitido por particulares o por el Estado. Puede tener o no implicaciones jurídicas (asistir a una asamblea de algún partido político; sufragar en elecciones federales, locales o municipales; hacer declaraciones a la prensa, etcétera).


La polémica citada a propósito del acto de gobierno (consúltese) se complica con la existencia de esta categoría de acto político; en efecto, no es lo mismo gobierno que política.


Sólo algunos autores diferencian entre acto de gobierno y acto político; la mayoría de ellos utiliza ambas frases como sinónimos.


Acto público (CONSTITUCIONAL, ADMINISTRATIVO). Cualquier decisión de servidor público de alguno de los tres poderes, federal, estatal o municipal, con efectos jurídicos y al que debe reconocerse validez en toda la República.


Lo contrario resulta el acto privado, producido por particulares y con efectos de derecho entre ellos. Puede ser unilateral en su emisión y efecto.


El acto público es el que emiten los órganos de gobierno en ejercicio de la función legislativa, administrativa o jurisdiccional. Dicho de otra forma, es una manifestación de voluntad de un órgano del Estado, en uso de potestades de derecho público.


Es importante tener en cuenta esta especie de actos, en virtud de que el art 121 de la constitución general los menciona al establecer:




	En cada estado de la Federación se dará entera fe y crédito a los actos públicos, registros y procedimientos judiciales de todos los otros.





Acto reclamado (AMPARO). 1. Manifestación de voluntad de un servidor público, la que, en opinión del afectado, le causa agravio ilegal o inoportunamente. 2. Materia del amparo (consúltese). 3. Acto de autoridad emitido en perjuicio de un gobernado.


Acto unilateral (CIVIL). Toda manifestación de voluntad emitida por una sola persona y que produce consecuencias de derecho (crea, modifica, transmite o extingue derechos u obligaciones). Tal es el caso del testamento.


Acto unión (ADMINISTRATIVO). Varias personas intervienen en la creación del acto y sus voluntades concurren a una sola finalidad.


Gabino Fraga dice acerca de esta clase de actos que en ellos:




	Las voluntades concurrentes no son independientes como en el acto colectivo, sino que ellas están ligadas entre sí de manera que dan lugar a una convención, pero sin que ésta llegue a formar un contrato, puesto que el efecto jurídico que se produce y que es otro elemento que viene a caracterizar a éste no es crear una situación jurídica individual, sino simplemente hacer aplicable a un caso concreto una situación jurídica general creada de antemano.





El mismo autor pone como ejemplo el nombramiento de un empleado público.


Actor (PROCESAL). 1. Persona que demanda o pide que un juez conozca y resuelva acerca de una pretensión jurídica. 2. Quien legalmente puede iniciar un juicio.


Actos bilaterales (CIVIL). Aquellos que para su formación requieren dos o más voluntades que buscan efectos jurídicos diversos entre sí (Ernesto Gutiérrez y González).


Suelen citarse, a título de ejemplo de esta categoría, los contratos de arrendamiento, los de obra pública, etcétera.


Actos colectivos (TEORÍA). En ellos, para la consecución de un fin, se requiere la intervención de los integrantes de una comunidad cuya voluntad se manifiesta con independencia, por ejemplo: el contrato colectivo de trabajo o los procesos electorales.


Actos colegiados (TEORÍA). Pueden considerarse en esta categoría las decisiones de cuerpos integrados por varios individuos, las cuales, al exteriorizarse, aparecen como la voluntad común del ente emisor, por ejemplo: una ley o una sentencia del tribunal colegiado de circuito.


Actos de administración y de dominio (CIVIL, MERCANTIL). Aquellos que en materia de gestión y patrimonial puede realizar quien ha recibido un mandato (consúltese) o que en una sociedad ha sido designado para llevarlos a cabo.


Se trata de realizar una actividad con eficiencia y eficacia.


Actos jurisdiccionales (PROCESAL). 1. Los que resuelven una controversia entre partes calificadas. 2. Los que se refieren a las diversas etapas de la solución del conflicto. El Estado los emite en ejercicio de la función jurisdiccional.


Dado que tanto la función administrativa como la jurisdiccional se realizan mediante la aplicación de la ley, es necesario diferenciarlas: respecto de la función legislativa no existe mayor problema, ya que consiste básicamente en la creación de disposiciones de carácter general (leyes).


La corriente doctrinaria y política que sostiene la similitud real entre actos administrativos y jurisdiccionales (ejecutar la ley, aplicarla a casos concretos) ha llevado a excesos de concentración del poder al hacer depender, en algunos países, a los órganos judiciales del poder ejecutivo, o incorporar al ámbito de la administración pública tareas jurisdiccionales. Esto, además de ir en contra de la teoría y necesidad de repartir el poder entre diversos órganos estatales, provoca un monopolio totalmente antidemocrático de facultades en el ejecutivo.


No se trata de estudiar exhaustivamente los actos administrativo y jurisdiccional, sino sólo señalaremos algunas notas distintivas de ambos.


Si bien tanto la función administrativa como la jurisdiccional se realizan mediante actos jurídicos que implican ejecutar la ley o aplicarla a un caso concreto, la primera se hace de manera continua y permanente, mientras que la segunda requiere que una persona plantee un conflicto por resolver.


Orgánicamente, el acto administrativo será producido por los entes del poder ejecutivo, en tanto que el jurisdiccional saldrá de alguna dependencia del poder judicial.


El acto administrativo persigue, de manera mediata o inmediata, directa o indirecta, el beneficio colectivo o interés público; por su parte, el acto jurisdiccional tiene por objeto resolver una controversia que ha sido planteada, o emitir una declaración a favor de un individuo determinado.


La mayor parte de los casos que se plantean ante los tribunales (órganos jurisdiccionales) son conflictos de intereses entre particulares o responden a la necesidad de proteger los derechos de los gobernados frente a alguna autoridad. Por su parte, el acto administrativo se produce para la consecución de finalidades de naturaleza colectiva o para permitir que el Estado alcance fines de carácter material o cultural, aunque también va dirigido usualmente a personas concretas (un permiso, cobro de impuestos, una concesión, la expropiación, etcétera).


Según Fernando Flores, se considera acto jurisdiccional:




	La tarea propia de juzgamiento, que para resolver los conflictos de intereses que tienen efectos jurídicos realizan los titulares del poder judicial... El quehacer jurisdiccional supone una fórmula de arreglo de las controversias de intereses jurídicos sometidos a una autoridad competente (seleccionado como órgano capaz entre varios juzgados y tribunales).





Actuaciones judiciales (PROCESAL). 1. Expediente oficial donde se encuentran todos los escritos acerca de un proceso. 2. Serie de trámites y resoluciones que se efectúan durante un litigio. 3. Las actuaciones judiciales y promociones pueden efectuarse en una forma cualquiera, siempre que la ley no haya previsto una especial, y deben escribirse en lengua española. Lo que se presente escrito en idioma extranjero se acompañará de la correspondiente traducción. Las fechas y cantidades se escribirán con letra.


En las actuaciones judiciales no se emplearán abreviaturas ni se rasparán frases, sobre las que sólo se pondrá una línea delgada, salvándose el error cometido. Igualmente se salvarán las frases escritas entre renglones. 4. Las declaraciones ante los tribunales se rendirán bajo protesta de decir verdad y con el apercibimiento de la pena en que incurre el que comete el delito de falsedad en declaraciones judiciales. Las audiencias serán públicas, hecha excepción de las que, a juicio del tribunal, convenga que sean secretas. 5. En los procedimientos en que intervengan personas que aleguen tener la calidad de indígenas, la actuación judicial se acreditará con la sola manifestación de quien la haga. Cuando el juez tenga duda de ella o fuere cuestionada en juicio, se solicitará a las autoridades comunitarias la expedición de constancia de pertenencia del individuo a un determinado pueblo o comunidad.


Las actuaciones dictadas en los juicios en los que una o ambas partes sean indígenas, que no supieran leer el español, deberá traducirlas el tribunal a su lengua, dialecto o idioma con cargo a su presupuesto, por conducto de persona autorizada. Las promociones que los pueblos o comunidades indígenas o los indígenas en lo individual, asentados en el territorio nacional, hicieren en su lengua, dialecto o idioma no necesitarán acompañarse de la traducción al español. El tribunal la hará de oficio con cargo a su presupuesto, por conducto de persona autorizada.


Acuerdo (ADMINISTRATIVO). 1. Resolución que se toma en los tribunales, comunidades o juntas; en otro sentido: resolución premeditada de una sola persona (DRAE). 2. Semánticamente, coincidencia de dos o más personas en el tratamiento o interpretación que ha de darse a un asunto. 3. Armonía respecto a una cuestión. 4. Resolución tomada en común por varios individuos. 5. Decisión meditada de una persona. 6. Pacto, convenio, tratado, en el que se delibera y concluye acerca de un determinado planteamiento.


Como se observa, el vocablo acuerdo puede tener múltiples connotaciones. También en lo jurídico es posible hablar de diversos alcances: acuerdo internacional, judicial, laboral, etc; es decir, el concepto es amplio per se. En el ámbito del derecho administrativo se llega a entender de diversas maneras, como las siguientes:


a)  La decisión de un servidor público.


b)  El acto ejecutivo emitido por un cuerpo colegiado de funcionarios.


c)  La resolución de un superior jerárquico respecto a un asunto presentado por su inferior.


d)  El instrumento para la creación de órganos administrativos, su modificación, extinción, venta o transferencia.


Con objeto de delimitar el alcance del vocablo acuerdo en nuestra práctica jurídico-administrativa, proponemos conceptuarlo como la orden dictada por el superior al inferior jerárquico, conforme a una decisión tomada individual o colegiadamente.


Acuerdo internacional (INTERNACIONAL). Consúltese Tratados internacionales.


Acumulación (PROCESAL, AMPARO). 1. Unir un proceso a otro. 2. Dos o más litigios deben acumularse cuando la decisión de cada uno exige la comprobación, constitución o modificación de relaciones jurídicas derivadas, en todo o en parte, del mismo hecho, el cual tiene necesariamente que comprobarse, o que tienden en todo o en parte al mismo efecto, o cuando, en dos o más juicios, debe resolverse una misma controversia. Para que proceda la acumulación es necesario que los juicios no estén por verificar la audiencia final de la primera instancia. La acumulación se hará del más nuevo al más antiguo. La acumulación no procede respecto de procesos que se ventilen en el extranjero. 3. Si los juicios se encuentran en el mismo tribunal, la acumulación podrá ordenarse de oficio o a petición de parte, por el incidente. Cuando los juicios se encuentren en diferentes tribunales, la acumulación se sustanciará por el procedimiento señalado para la inhibitoria. El tribunal que decida la acumulación enviará los autos al que deba conocer de los juicios cuando aquélla proceda, o devolverá a cada tribunal los que haya enviado, en caso contrario. La resolución que juzgue sobre la acumulación es irrevocable. 4. El efecto de la acumulación es que los asuntos acumulados se resuelvan en una sola sentencia, para lo cual se suspenderá la tramitación de una cuestión cuando esté para verificarse en ella la audiencia final del juicio. 5. Es válido lo practicado por los tribunales antes de la acumulación. Lo que practicaren después será nulo, salvo lo dispuesto sobre providencias precautorias o disposición contraria de la ley. 6. Cuando un tribunal estime que no puede resolver una controversia, sino conjuntamente con otras cuestiones que no han sido sometidas a su resolución, lo hará saber a las partes para que amplíen el litigio a las cuestiones no propuestas, siguiendo las reglas ordinarias de la demanda, contestación y demás trámites; entretanto no lo hagan, el tribunal no estará obligado a resolver. La resolución que ordene la ampliación es apelable en ambos efectos. 7. Hecha excepción de disposición contraria de la ley, cuando un tercero tenga una controversia con una o varias de las partes en juicio, y la sentencia que en éste haya de pronunciarse deba influir en dicha controversia, si en el juicio aún no se celebra la audiencia final, podrán las partes interesadas hacer venir al tercero, formulando su demanda dentro del mismo proceso, sujetándose a las reglas ordinarias, o podrá el tercero hacerlo de por sí, formulando su demanda en los mismos términos, con la finalidad de que se resuelva la tercería conjuntamente con la primitiva reclamación, para lo cual se suspenderá el juicio inicial hasta que la tercería se encuentre en el mismo estado. Si el tercerista coadyuva con una de las partes, deberán ambos litigar unidos y nombrar representante común.


Acusación (PENAL). Avisar ante autoridad competente que una persona ha efectuado una conducta que se presume delictiva, a fin de que se siga en su contra el proceso correspondiente.


El art 16 de la constitución establece que toda orden de aprehensión o detención debe expedirse por la autoridad judicial, cuando preceda denuncia, acusación o querella de un hecho determinado que la ley castigue con pena corporal, apoyadas en declaraciones bajo protesta de persona digna de fe o por datos que hagan probable la responsabilidad del inculpado. El art 20, fracc III, pide que se haga saber al inculpado el nombre de su acusador y la naturaleza y causa de la acusación.


En la ley penal mexicana, la acusación corresponde al ministerio público por medio de la acción penal.


La jurisprudencia ha establecido el criterio de que corresponde exclusivamente al ministerio público el ejercicio de la acción penal y que el juez no debe rebasar lo dicho en la acusación.


Acusado (PENAL). 1. A quien se imputa la comisión de un delito. 2. Con precisión, es la persona contra la cual el ministerio público ha ejercido acción penal. 3. Para los efectos de las garantías del art 20 constitucional, se considera como tal a un sujeto desde el momento de su aprehensión.


Acusar la rebeldía (PROCESAL). Momento procesal en el cual una de las partes informa al juez de la causa que la otra no ha actuado en cierta etapa litigiosa en el término que tenía para ello.


Ad hoc (LEXICOLOGÍA). Locución latina: acto o dicho que se adecua a algo en especial.


Adeudo (CIVIL, MERCANTIL). 1. Sinónimo de deuda (consúltese). 2. Cantidad aún pendiente de pago, de una mayor que se debía.


Adhesión (INTERNACIONAL). 1. La adhesión o accesión es una manifestación de voluntad de un tercer Estado, no celebrante original de un tratado, por el que se somete a lo establecido en el tratado celebrado entre otros sujetos de la comunidad internacional. 2. La adhesión puede ser motivo de un pacto posterior al tratado internacional al que se adhiere el tercer Estado. En este pacto, los Estados celebrantes del tratado y el Estado tercero concuerdan en que este último sea parte en el tratado internacional, con todos los derechos y deberes que corresponden a los originalmente celebrantes. 3. La adhesión para el futuro, de terceros Estados, está prevista en el clausulado del tratado internacional. En este caso, cuando la manifestación de voluntad de los celebrantes consta con anterioridad, ya no se requiere la nueva manifestación de voluntad de los celebrantes, sino basta la manifestación de adherente del tercer Estado. No juzgamos que ésta sea una situación de declaración unilateral de voluntad, pues la voluntad de los Estados celebrantes ya consta en el tratado internacional; no obstante, es necesaria la notificación de la adhesión para el conocimiento de los celebrantes. 4. La adhesión puede estar prevista para todos los Estados, sin limitación; puede ser muy amplia y pueden ingresar mediante ella muchos Estados. 5. Algunos tratados sólo están abiertos a la adhesión de Estados de la región, por ejemplo: los tratados a nivel interamericano. Pero tales tratados también pueden quedar abiertos en forma general a cualquier Estado. 6. En la adhesión se podría prescindir de la ratificación, pues el Estado que decide adherirse tiene tiempo suficiente para reflexionar sobre su manifestación de voluntad con el fin de sumarse al tratado. Sin embargo, puede producirse la figura de la ratificación.


La adhesión a los tratados internacionales está regulada en la convención de Viena sobre el derecho de los tratados (Carlos Arellano).


Adición de la herencia (CIVIL). Admisión o aceptación expresa o tácita de una herencia o legado (I. de Casso y F. Cervera).


Adiestramiento (BUROCRÁTICO, TRABAJO). Obligación del Estado o del patrón de proporcionar al servidor público o trabajador los conocimientos necesarios para el óptimo desempeño de su labor en el puesto que ocupa, y para el empleo de equipo y métodos operativos nuevos.


Esto no implica que el Estado o el patrón deba suplir la enseñanza escolar (de cualquier nivel) que el empleado ha de tener cuando se le expide el nombramiento correspondiente a su plaza o cuando se celebra el contrato.


Algunos autores establecen diferencias entre adiestramiento y capacitación; empero, según nuestra opinión, se trata de la misma figura laboral y burocrática. Consúltese Capacitación.


Adjudicación (PROCESAL). 1. Decidir que un bien o derecho pertenece a cierta persona. 2. Afirmar, después de una subasta pública, que algo lo ha obtenido determinado sujeto.


Adjudicación hereditaria (PROCESAL, CIVIL). Señalar la porción que de los bienes de una sucesión corresponde a cada heredero o beneficiario.


Adjunción (CIVIL). Dícese cuando dos o más bienes muebles, pertenecientes a distintos propietarios, se juntan o se unen y forman uno solo.


Administración de la quiebra (MERCANTIL). Coordinación de los recursos disponibles de una empresa que ha sido declarada en quiebra, a efecto de proveer a los acreedores el mejor pago posible según sus derechos. La administración del negocio estará a cargo del llamado síndico.


Administración de las sociedades (MERCANTIL). Coordinación de los recursos humanos y materiales de la empresa, con la finalidad de lograr los mejores resultados económicos posibles.


Según la ley, está a cargo de un administrador, consejo de administración o gerente y puede ser administración colegiada o unipersonal. En la práctica, su titular suele recibir el nombre de director general.


Administración pública (ADMINISTRATIVO). 1. Acción del gobierno al dictar y aplicar las disposiciones necesarias para el cumplimiento de las leyes y para la conservación y fomento de los intereses públicos, y al resolver las reclamaciones a que dé lugar lo demandado (DRAE).


En términos generales, la expresión se usa como sinónimo de poder ejecutivo. 2. La administración pública es el objeto de estudio de la disciplina denominada administración pública (ella y su objeto de estudio coinciden en su denominación). Esta última presenta sustanciales diferencias de especialización con otra disciplina que le es afín: la administración de empresas. Dichas diferencias se explican en función de los entes hacia los cuales se dirigen, entes cuya organización y actividades difieren en virtud de sus objetivos y de los sectores en que actúan. Por ende, la sistemática a que responden sus planteamientos teóricos y prácticos también es diferente. Ambas, sin embargo, comparten cierta terminología para referirse a aspectos que, de una u otra forma, les son comunes; de ahí que ambas emplean expresiones como organización, planeación, control, evaluación, selección de personal, dirección, etc. La mayoría de los autores que se mencionan en esta voz, para abreviar y evitar redundancias, utilizan solamente la expresión ciencia de la administración, pero en este caso de lo que se habla es de la disciplina de la administración pública. Por otra parte, cabe hacer notar que los especialistas aún no se ponen de acuerdo en cuanto a si la administración es una ciencia o una técnica; por eso preferimos referirnos a ella con el término disciplina. 3. Evolución histórica. La evolución histórica de la administración pública no es breve, sino que puede ser breve la exposición que se haga acerca de su desarrollo a lo largo de la historia, pero eso queda librado al arbitrio del expositor y no por limitantes debidas a la naturaleza del tema. A continuación proporcionamos unas notas muy generales acerca de este proceso que durante decenas de siglos ha acompañado a la humanidad.


En las más remotas sociedades aparece la administración: primero, para regular la distribución de los escasos satisfactores que poseían los grupos humanos y, después, con fines tributarios. Con el surgimiento y la expansión de los grandes imperios de la antigüedad, experimenta un salto cualitativo y cuantitativo, con objeto de adaptarse al manejo de las riquezas obtenidas mediante la guerra.


Según Omar Guerrero, los primeros escritos acerca de la administración pública los aporta la India entre los siglos VI a IV a.C. A partir de entonces se pueden reseñar (lo cual hace el autor citado) los estudios que se hicieron a instituciones públicas encargadas de las funciones o actividades administrativas de las sociedades políticamente estructuradas y siempre cambiantes.


Así, los entes de la administración existen, se modifican y se adaptan al apogeo de la Roma imperial. Este proceso de cambio y adaptación se repite en la alta Edad Media y en la baja Edad Media, con el surgimiento del Estado moderno (siglo XV) y en el nuevo régimen surgido gracias a la Revolución francesa (1789), dinámica que, por otra parte, se mantiene en nuestros días y, además, también se dio en otras sociedades políticas no occidentales (las civilizaciones americanas anteriores al siglo XV, el Oriente lejano, etcétera).


Por lo que hace a los estudiosos de la materia, cabe mencionar a Turgot (siglo XVIII), Bonnin (1772), Tocqueville (fines del siglo XVIII), Carlos von Stein (1757-1831), Oliván (siglo XIX), Posada de Herrera (siglo XIX), Otto Mayer (a fines del XIX), Luis de la Rosa y Francisco Bulnes en México (siglo XIX), y los contemporáneos Max Weber y Morstein Marx.


Problemática de la administración pública moderna. Manuel Diez afirma al respecto: “La administración es tan abigarrada, tan diversa en su forma y contenido que solamente se puede aceptar una noción negativa: el hecho de no ser legislación ni ser justicia”.


En la medida en que el Estado se iba consolidando, la administración pública incorporaba nuevos cometidos a su ámbito de competencia. Este movimiento, orientado a aumentar el radio de acción de la función administrativa, no ha cesado en la actualidad, porque prácticamente toda actividad social implica relaciones con los órganos del poder ejecutivo federal, local o municipal, a pesar de la privatización de algunas empresas y actividades.


Tal ensanchamiento del campo de acción de la administración pública ha producido la innovación y proliferación de métodos, reglas y organismos, lo cual ha motivado el ensayo de una multiplicidad de variantes en las estructuras del poder público, y el incremento de la diversificación de sistemas.


Estos comentarios resultan vigentes a pesar de las políticas neoliberales adoptadas en casi todos los países al finalizar el siglo XX. El llamado adelgazamiento del Estado no trajo consigo que éste renunciara a cuotas de poder y las traspasara a otras instancias sociales. 4. Concepciones de la administración pública. Los entes del poder público encargados de coordinar los recursos para el logro de ciertos objetivos constituyen la materia que integra la administración pública.


La administración pública, al ser analizada por la ciencia o teoría de la administración y desde el punto de vista eminentemente extrajurídico, comprende los elementos siguientes:


a)  Organización.


b)  Coordinación.


c)  Finalidad.


d)  Objetivos.


e)  Métodos operativos.


f)  Planeación.


g)  Control.


h)  Evaluación.


Otra concepción es la teleológica, es decir, aquella en que se tienen en cuenta los fines que la administración persigue, los cuales pueden ser: lograr el bien común, satisfacer las necesidades colectivas, mantener la hegemonía de un grupo social, alcanzar la justicia social, etcétera.


Una concepción más, de las muchas que existen, considera a la administración pública como una organización de individuos, los cuales han de ser conducidos adecuadamente al logro eficiente de determinados resultados. Por último, nos referimos a la tesis que considera a la administración pública un instrumento fundamental en la actividad política del Estado, pues por su medio se ejerce principalmente el poder. 5. Criterios para el estudio de la administración pública. Existen dos puntos de vista o criterios a los que se acude para establecer la naturaleza o materia que integra la administración pública, los cuales se denominan, respectivamente: órganico y dinámico o funcional.


a)  Orgánico: el objeto de la ciencia de la administración lo conforman todos los entes que dependen del poder ejecutivo, ya sea que tal vinculación sea real o formal (incluye secretarías, órganos descentralizados, comisiones, empresas públicas, etcétera).


b)  Dinámico o funcional: la materia de la ciencia de la administración está constituida por aquellas acciones del poder público cuya naturaleza es materialmente administrativa. Esto es, el objeto a estudiar es el quehacer estatal que se realiza en forma de función administrativa (Fraga, Gordillo), de cometidos (Sayagués) o de actividad administrativa (Manuel Diez, Royo Villanova).


Administración pública (CONSTITUCIONAL). Sinónimo de poder ejecutivo, pero con un alcance más amplio y preciso.


El art 90 es el fundamento de un gigantesco, importante y complicado sistema relativo a la estructura gubernamental con que cuenta el jefe del ejecutivo federal.


La administración pública es el objeto de estudio de la disciplina denominada administración pública (la disciplina y su objeto de estudio coinciden en su denominación). Esta última presenta sustanciales diferencias de especialización con otra disciplina que le es afín: la administración de empresas. Dichas diferencias se explican en función de los entes hacia los cuales ellas se dirigen, entes cuya organización y actividades difieren en virtud de sus objetivos y de los sectores en que se desenvuelven; por ende la sistemática a que responden sus planteamientos teóricos y prácticos, también es diferente. Sin embargo, ambas guardan cierta unidad terminológica para referirse a aspectos que, de una u otra forma, les son comunes, de ahí que la una o la otra emplean expresiones como organización, planeación, control, evaluación, selección de personal, dirección, etcétera. La mayoría de los autores, para abreviar y evitar redundancias, utilizan solamente la expresión ciencia de la administración, pero en este caso alude a ciencia de la administración pública.


Administración pública. Clasificación (ADMINISTRATIVO). En derecho administrativo, como en otras ramas jurídicas, cada autor se vale de su propio criterio para clasificar o definir; a ello se debe que existan muchas clasificaciones de la administración pública, además de las previstas por la ley. De unas y otras solamente citaremos algunas:


a)  Activa y contenciosa. Clasificación inspirada en la escuela francesa. La primera denota a los entes que producen y ejecutan actos administrativos; la segunda, a los órganos del poder ejecutivo facultados para resolver conflictos entre los gobernados y la propia administración pública.


b)  Federal, local y municipal. Esta clasificación se basa en la constitución política mexicana y atiende a los tres niveles de gobierno existentes en nuestro sistema jurídico político. Cabe observar que la administración local también se conoce como estatal, y en derecho comparado equivale a la denominada provincial o estatal.


c)  Centralizada y paraestatal. Trata sobre los dos tipos de administración pública previstos en el art 90 de la constitución federal.


d)  Centralizada, desconcentrada y descentralizada. Consiste en la forma de relacionar los órganos administrativos con el titular del poder ejecutivo.


e)  Según la competencia de cada órgano. Se puede hablar de administración política, de seguridad, agropecuaria, industrial, educativa, etcétera.


f)  Dependencias y entidades. Esta distinción se introdujo en nuestro derecho a partir de 1977 e identifica dependencias con secretarías, departamentos administrativos y procuradurías de justicia (órganos centralizados); el vocablo entidades se reserva para los entes paraestatales (órganos descentralizados en sentido amplio).


Administración pública centralizada (ADMINISTRATIVO, CONSTITUCIONAL). 1. Prevista en el art 90 del texto constitucional y en la ley derivada de aquél: Ley Orgánica de la Administración Pública Federal.


El poder ejecutivo federal en México se deposita en una sola persona, que es el presidente de la República; a su vez, los entes o dependencias que se estructuran inmediatamente bajo su mando y que configuran la administración centralizada de la Federación tienen a su cargo los negocios del orden administrativo de jurisdicción federal. 2. Órganos que la integran: de acuerdo con el párrafo segundo del art 1o de la LOAPF, la administración pública centralizada la conforman la presidencia de la República, las secretarías de Estado, los departamentos administrativos y la consejería jurídica; la Procuraduría General de la República quedó excluida de esa norma en 1994, pero ello no le quita su naturaleza de ente centralizado. Esta disposición se contradice con el art 2o de dicha ley, que considera integrantes de la organización solamente a las secretarías, a los departamentos y a la consejería.


Por otra parte, cabe criticar que la ley estime como órgano a la presidencia de la República, ya que ésta no puede ser una dependencia de sí misma; en cuanto a la consejería jurídica, la clasificamos como oficina de apoyo del presidente.


Hechas las observaciones anteriores, enumeraremos los organismos que conforman a la administración centralizada federal, según la citada ley:


a)  Secretaría de agricultura, ganadería, desarrollo rural, pesca y alimentación.


b)  Secretaría de comunicaciones y transporte.


c)  Secretaría de la defensa nacional.


d)  Secretaría de desarrollo social.


e)  Secretaría de economía.


f)  Secretaría de educación pública.


g)  Secretaría de energía.


h)  Secretaría de la función pública.


i)  Secretaría de gobernación.


j)  Secretaría de hacienda y crédito público.


k)  Secretaría de marina.


l)  Secretaría de medio ambiente y recursos naturales.


m)  Procuraduría General de la República.


n)  Secretaría de la reforma agraria. ñ) Secretaría de relaciones exteriores.


o)  Secretaría de salud.


p)  Secretaría de seguridad pública.


q)  Secretaría del trabajo y previsión social.


r)  Secretaría de turismo.


En la actualidad los departamentos administrativos casi han desaparecido, es decir, sólo existen en los textos jurídicos. Las dependencias cuentan usualmente con órganos desconcentrados que, dotados de cierta autonomía operativa, auxilian en la función administrativa (Comisión Nacional del Agua, por ejemplo). 3. Reglas comunes de los órganos de la administración pública centralizada federal. Desde luego que las reglas del derecho administrativo referidas a la estructura y el funcionamiento de los entes centralizados son comunes a todos los órganos federales de ese tipo; de lo contrario, la naturaleza de éstos sería distinta. En el derecho mexicano encontramos una extensa lista de cuestiones cuya regulación es uniforme para todas las unidades centralizadas; a continuación se mencionan algunos de tales asuntos, los cuales agrupamos temáticamente y cuyo estudio es materia de diversas asignaturas:


a)  Principios generales. Las distintas unidades forman un todo, que es la administración pública centralizada federal; son parte de una sola persona moral o colectiva (Estados Unidos Mexicanos), de tal modo que ninguna de ellas goza de personalidad jurídica propia. Todos los entes centralizados ostentan igual rango y no existe supremacía de alguno sobre los demás; los conflictos de competencia entre ellos se resuelven mediante acuerdo presidencial que tramita la secretaría de gobernación. Para un adecuado funcionamiento deben proporcionarse entre sí la información que requieran.


b)  Normas relacionadas con la función legislativa. Las unidades expresadas refrendan los reglamentos, decretos y acuerdos presidenciales, y están obligadas a informar por escrito, anualmente, al congreso de la unión; a comparecer ante éste para que el titular explique algún asunto de su competencia o aclare alguna iniciativa; a preparar los proyectos de iniciativas del presidente de la República y a asistir al acuerdo colectivo para solicitar la suspensión de garantías en los términos del art 29 constitucional.


c)  Cuestiones reglamentarias. Dichas unidades se ocupan de la preparación de los proyectos de reglamentos, acuerdos y decretos presidenciales de su ramo. Cada una de ellas cuenta con un reglamento interior, un manual de organización y manuales de procedimientos y de servicios al público. Pueden tener gaceta gubernamental y han de mandar publicar en el DOF todos aquellos acuerdos, circulares, decretos y comunicados que trasciendan a los particulares.


d)  Aspectos orgánicos. Todas estas unidades cuentan con una estructura jerarquizada. Pueden tener órganos desconcentrados y los responsables o representantes de los centralizados forman parte de comisiones intersecretariales. Cuando así lo indique la ley o el acuerdo respectivo, pueden integrar los llamados gabinetes (acuerdos colectivos), cuentan con oficinas periféricas o regionales en las entidades federativas y ejercerán tutela administrativa o vigilancia sobre órganos paraestatales dentro del sistema de sectorización.


e)  Reglas de administración. Las unidades mencionadas comparten un sistema interno y externo de control de su actuar, lo mismo respecto a la preparación y uso de su presupuesto de gastos; cuentan con un mismo método de contabilidad y archivo, igualmente que en cuanto a informática y publicaciones. La lista es larga en asuntos reglados de manera común: programación, planeación, evaluación, manejo de bienes, inventarios, expropiación, obra pública, adquisiciones, arrendamientos, concentración de ingresos, contratación de seguros y fianzas, entre otros.


f)  Regulación acerca de empleados y funcionarios. En todas estas unidades priva un mismo sistema para el caso de suplencias y delegar facultades; métodos de captación y nombramiento de personal, así como sueldos, sistema de seguridad social, capacitación y cuestión escalafonaria. Existe un tribunal administrativo (tribunal federal de conciliación y arbitraje) para dirimir controversias laborales entre el Estado y los servidores públicos y opera un solo sistema de responsabilidades en todas las dependencias del poder ejecutivo federal.


g)  Legislación aplicable. Todas estas reglas comunes a las diversas unidades federales, algunas referidas al titular o a otros servidores públicos de ellas, se encuentran contenidas en diversos ordenamientos de derecho vigente. Podemos citar, a modo de ejemplo, los siguientes: Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; Ley Federal de Procedimiento Administrativo, Ley del Diario Oficial de la Federación y Gacetas Gubernamentales; Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público Federal; Ley de Información Estadística y Geográfica; Ley de Planeación; Ley General de Bienes Nacionales; Ley de Expropiación; Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público; Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas; Ley de Ingresos de la Federación; Presupuesto de Egresos de la Federación; Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, Reglamentaria del Apartado B del Artículo 123 Constitucional; Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado; Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, y Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos.


Administración pública federal (ADMINISTRATIVO). Conjunto de dependencias y entidades que integran de manera directa o indirecta el poder ejecutivo cuyo titular es el presidente de la República.


Administración pública paraestatal (ADMINISTRATIVO). La administración pública paraestatal, integrada por las llamadas entidades, comprende organismos descentralizados, autónomos, empresas de participación estatal mayoritaria, empresas de participación estatal minoritaria (casi inexistentes) y fideicomisos públicos. A los entes paraestatales se les otorga, en términos generales, personalidad jurídica propia y las consecuencias que ello implica.


Las paraestatales, aunque legalmente son distintas del Estado, se hallan sujetas por parte de éste a determinada vigilancia y supervisión, denominada tutela administrativa.


Especialmente la Ley Federal de las Entidades Paraestatales regula las relaciones entre las dos categorías de entes administrativos (centralizados y paraestatales, que la doctrina llama descentralizados).


En la creación de esos órganos, el Estado puede recurrir a figuras del derecho público o del derecho privado. Según las leyes mexicanas, en el primer caso estaremos frente a organismos descentralizados o autónomos, y en el segundo ante empresas de participación estatal y fideicomisos públicos (en el concepto de empresas de participación estatal se incluye a las sociedades mercantiles, cooperativas y civiles, asociaciones civiles, sociedades nacionales de crédito, aseguradoras y afianzadoras nacionales, y organizaciones nacionales auxiliares de crédito), en todas las cuales participa el Estado de la manera que puede observarse en las voces Descentralización administrativa, Empresas de participación estatal y Fideicomiso público, de este diccionario.


Las cámaras, con el voto de una cuarta parte de sus miembros cuando se trata de los diputados y de la mitad si se trata de los senadores, pueden integrar comisiones para investigar el funcionamiento de dichos organismos descentralizados y empresas de participación estatal mayoritaria. Los resultados de las investigaciones se harán del conocimiento del ejecutivo federal.


Administrado (ADMINISTRATIVO). Particular o gobernado en sus relaciones con los órganos del poder ejecutivo.


Administrativo laboral (BUROCRÁTICO). Relaciones de trabajo entre el Estado y sus servidores, aunque en sentido estricto ello se restringiría a la función pública del poder ejecutivo, ya que deja fuera, por la denominación usada, a los trabajadores de los órganos judiciales y legislativos. Consúltese Función pública.


Adopción (CIVIL). 1. La adopción ha nacido de imitar a la naturaleza, ya que con la creación de esta institución se busca llegar al vínculo real de una familia. La adopción crea una relación de paternidad respecto de un extraño, en la cual la naturaleza no la ha establecido. 2. Julien Bonnecase sostiene que es una ficción legal y Demófilo de Buen considera que la adopción es una filiación civil que quiere imitar a la filiación natural en sus efectos jurídicos.


Para Rafael Rojina, el parentesco por adopción resulta del acto jurídico mediante un contrato, en virtud del cual se establecen entre el adoptante y el adoptado los mismos derechos y obligaciones que provoca la filiación. 3. El mayor de veinticinco años, libre de matrimonio, en ejercicio de sus derechos, puede adoptar uno o más menores o a un incapacitado, aun cuando éste sea mayor de edad, siempre que el adoptante tenga diecisiete años más que el adoptado y que acredite además:


a)  Que tiene medios bastantes para proveer a la subsistencia, la educación y el cuidado de la persona que trata de adoptar, como hijo propio, según las circunstancias de la persona que trata de adoptar.


b)  Que la adopción es benéfica para la persona que trata de adoptarse, atendiendo al interés superior de la adopción.


c)  Que el adoptante es persona apta y adecuada para adoptar.


Cuando circunstancias especiales lo aconsejen, el juez puede autorizar la adopción de dos o más incapacitados o de menores e incapacitados simultáneamente.


El marido y la mujer podrán adoptar, cuando los dos estén conformes en considerar hijo al adoptado y aunque sólo uno de los cónyuges cumpla el requisito de la edad a que se refiere el artículo anterior, pero siempre y cuando la diferencia de edad entre cualquiera de los adoptantes y el adoptado sea de diecisiete años por lo menos.


Nadie puede ser adoptado por más de una persona, salvo en el caso aquí previsto.


El tutor no puede adoptar al pupilo sino hasta después de que hayan sido definitivamente aprobadas las cuentas de tutela.


El menor o la persona con incapacidad que haya sido adoptado con la forma de adopción simple podrá impugnar la adopción dentro del año siguiente a la mayoría de edad o a la fecha en que haya desaparecido la incapacidad. 4. El que adopta tendrá, respecto de la persona y bienes del adoptado, los mismos derechos y obligaciones que tienen los padres respecto de las personas y bienes de los hijos. El adoptante dará su nombre y sus apellidos al adoptado, salvo que por circunstancias específicas, en el caso de la adopción simple, no se estime conveniente.


El adoptado tendrá para con la persona o personas que lo adopten los mismos derechos y obligaciones que tiene un hijo. 5. Para que la adopción pueda tener lugar deberán consentir en ella, en sus respectivos casos:


a)  El que ejerce la patria potestad sobre el menor que se trata de adoptar.


b)  El tutor del que se va a adoptar.


c)  La persona que haya acogido durante seis meses al que se pretende adoptar y lo trate como hijo, cuando no hubiere quién ejerza la patria potestad sobre él ni tenga tutor.


d)  El ministerio público del lugar del domicilio del adoptado cuando éste no tenga padres conocidos, ni tutor, ni persona que ostensiblemente le imparta protección y lo haya acogido como hijo.


e)  Las instituciones de asistencia social públicas o privadas que hubieren acogido al menor o al incapacitado que se pretenda adoptar.


f)  Si la persona que se va a adoptar tiene más de doce años, también se necesitará su consentimiento para la adopción. En el caso de las personas incapaces, será necesario su consentimiento, siempre y cuando fuese posible la expresión indubitable de su voluntad.


Si el tutor o el ministerio público no consienten en la adopción, deberán expresar la causa en que se funden, la cual calificará el juez tomando en cuenta los intereses del menor o incapacitado.


En cuanto cause ejecutoria la resolución judicial que se dicte autorizando una adopción, ésta quedará consumada.


Adquirente (CIVIL, MERCANTIL). Persona que incrementa su patrimonio mediante alguno de los modos que la ley regula: acto, hecho o negocio jurídico.


Adscripción (BUROCRÁTICO). Lugar y unidad administrativa en que el servidor público realizará las tareas propias del puesto, cargo o comisión que comprenda su nombramiento. El cambio de adscripción debe permitirlo la ley y estar contemplada su posibilidad en las condiciones generales de trabajo, ya que no es infrecuente que ese movimiento se realice para inducir la renuncia del servidor público, como forma de sanción (por supuesto ilegal) o por venganzas personales.


El propio servidor público puede solicitar que se modifique la adscripción, en cuyo caso no habrá problema si hay disponibilidad de lugares en la oficina de la dependencia a la cual quiere ser trasladado.


Esta figura tiene una serie de variantes, conocidas como movimientos de personal. La ley burocrática y las condiciones generales de trabajo de la secretaría de hacienda y crédito público los definen así:


a)  Cambio de adscripción. Traslado del servidor público de una unidad administrativa a otra, con la conformidad de sus respectivos responsables y la asignación de plaza y puesto en la oficina receptora.


b)  Cambio de radicación. Modificación de la ubicación física del trabajador a diferente localidad o entidad en una misma unidad administrativa.


c)  Reubicación. Transferencia del servidor público con su plaza y puesto de una unidad administrativa a otra dentro de la misma secretaría, con la conformidad de los responsables de ambas.


d)  Reasignación. Transferencia del servidor público con su plaza y puesto de una dependencia o entidad a otra del gobierno federal, con la conformidad de sus titulares y la intervención de la comisión intersecretarial del servicio civil.


e)  Cambio de actividad o labores. Modificación de las tareas que desempeña el trabajador, que puede originar una vacante o un movimiento presupuestal.


f)  Remoción. Cambio de un servidor público, dispuesto por la secretaría mediante sus órganos competentes, a una oficina distinta de aquella en que estuviera prestando sus servicios, dentro de la misma entidad federativa cuando esto sea posible, hasta que el conflicto sea resuelto en definitiva por el tribunal federal de conciliación y arbitraje.


g)  Traslado. Cambio de la ubicación física del servidor público a diverso centro laboral, entidad o localidad, con carácter definitivo.


Aduana (FISCAL, ADMINISTRATIVO, ECONÓMICO). Recinto en el que las autoridades revisan las mercancías que se importan o exportan, a efecto de comprobar que se cumple con la ley, así como determinar y, en algunos casos, recaudar las contribuciones que procedan.


Existen aduanas en los puntos que decida el ejecutivo: pasos fronterizos, puertos marítimos y aeropuertos internacionales.


Adulterio (PENAL, CIVIL). 1. Cópula voluntaria entre persona casada y otra de distinto sexo que no es su cónyuge. El código penal no define el adulterio y sólo lo sanciona; tampoco lo hace el código civil. Con el adulterio se violan los deberes de fidelidad, respeto y singularidad que implica el matrimonio. 2. El Código Civil Federal prevé que cualquiera de los esposos puede pedir el divorcio por el adulterio de su cónyuge. Esta acción dura seis meses, contados desde que se tuvo conocimiento del adulterio. 3. Del CPF podemos deducir que el adulterio es un delito contra el honor y contra el cónyuge. La conducta, para que sea punible, ha de realizarse en el domicilio conyugal o con escándalo. 4. Concurso de delitos: bigamia y abandono de personas. 5. Es un delito instantáneo, material y casi siempre doloso.


Adulto (CIVIL). Persona que es mayor de edad. Consúltese Mayoría de edad.


Afectación de bienes (MERCANTIL). Destinar, por quien puede disponer de ellas, cosas perfectamente determinadas, para un fin cierto, lícito y posible. Se constituye así el patrimonio de afectación.


Afianzamiento (MERCANTIL). Garantizar el cumplimiento de un deber mediante la suscripción de una fianza.


Afinidad (CIVIL). Relación de parentesco que se establece, a raíz del matrimonio, entre cada cónyuge y los familiares consanguíneos del otro. Así, se habla de suegros, consuegros, cuñados, etcétera.


Aforo (FISCAL). Consúltese Reconocimiento.


Agandallar (PENAL). En la jerga: hacerse unilateralmente de algo a lo que se cree tener derecho.


Agente aduanal (FISCAL). Persona autorizada por la SHCP, mediante la expedición de una patente, para ocuparse a nombre y por cuenta ajena de los trámites del despacho aduanero y celebrar los actos civiles y mercantiles necesarios para recibir mercancías, así como para hacerlas llegar a su destino. Es un auxiliar independiente o auxiliar del comercio, ya que no se encuentra supeditado a ningún comerciante determinado y despliega su actividad a cualquiera que lo pida (M. Carvajal).


La figura del agente aduanal surgió de la necesidad que existía en el comercio internacional de facilitar a los industriales y comerciantes la realización de los trámites aduaneros con base en dos aspectos principales: la especialidad técnica de las operaciones que ellos podían realizar y la ubicación de las aduanas en fronteras y puertos (ídem).


Según la Ley Aduanera, los requisitos para obtener la patente de agente aduanal son:


a)  Ser ciudadano mexicano por nacimiento.


b)  No haber sido sentenciado por delito o infracción de contrabando o tenencia ilegal de mercancía extranjera.


c)  Gozar de buena reputación.


d)  No ser funcionario público, militar activo, socio, representante, empleado o agente de empresa transportista.


e)  No tener parentesco con el administrador o subjefe de la aduana de adscripción de la patente.


f)  Tener título profesional de licenciado en derecho o economía o administración de empresas, de contador público o ser vista aduanal.


g)  Tener experiencia en el campo aduanero de más de tres años.


h)  Aprobar un examen de conocimientos sobre la materia.


Obligaciones de los agentes aduanales:


a)  Residir y mantener su oficina principal en su lugar de adscripción.


b)  Ocuparse de forma personal y habitual de su encargo.


c)  Llevar un registro de todos los despachos en que intervenga.


d)  Rendir cuentas a sus clientes y entregar comprobante de pago.


e)  Someterse a exámenes de eficiencia.


f)  La patente es intransferible.


g)  Actuar sólo en la aduana para la cual se le expidió la patente.


Agente de la autoridad (AMPARO). 1. Servidor público que notifica o ejecuta las decisiones de un superior jerárquico revestido de facultades de decisión y mando. 2. Persona que integra algún cuerpo de gendarmería o policiaco.


Agio (PENAL, MERCANTIL). Transacción ventajosa para quien hace préstamos o efectúa cambio de divisas.


Agravantes (PENAL). 1. En la ejecución del delito pueden concurrir circunstancias mediante las cuales su gravedad exceda del término medio que la ley considera tipo al definir las figuras de delitos. Estas circunstancias son las llamadas agravantes.


Algunos criminalistas que suelen calificarlas de objetivas consideran que no radican en el estado psíquico del delincuente en el momento de la ejecución del hecho, sino que, por el contrario, tienen su fundamento en el peculiar modo de producción o aparición del hecho delictuoso. Yo creo, por el contrario, que el carácter de estas circunstancias es puramente personal y subjetivo, pues no representan sino una mayor perversidad del delincuente a la que corresponde una culpabilidad. 2. Ya el antiguo derecho estimó determinadas agravantes, pero su apreciación legal no adquirió jamás la importancia que ha alcanzado en el derecho moderno. No era precisa en las leyes antiguas una minuciosa apreciación de estas circunstancias, pues los juzgadores, merced al gran arbitrio que poseían, podían agravar o atenuar libremente las penas; pero actualmente, rechazado este arbitrio judicial excesivo y consagrado un sistema penal legalista como protección de los derechos de la persona, la regulación de las circunstancias de agravación ha llegado a tener una importancia extraordinaria, proclamándose que deben ser fijadas taxativamente por la ley y prohibirse a los jueces apreciar agravantes que no estén consignadas en el texto legal.


Los códigos, al reglamentar las agravantes, siguen diversos sistemas: unos, en su parte general, enumeran más o menos taxativamente cierto número de ellas; algunos, también en la parte general, definen estas circunstancias en una amplia forma de carácter genérico, y otros las regulan en su parte especial al tratar de los delitos cuya penalidad agravan. Hay la tendencia a estimarlas como manifestaciones de una mayor peligrosidad del delincuente. 3. Examinemos ahora las causas de agravación más generalmente admitidas por la doctrina penal.


Comencemos por la premeditación. Cuando la voluntad de cometer un delito se ha formado de un modo que pudiéramos llamar normal, con la meditación que precede habitualmente a la ejecución de nuestros actos, existe el llamado dolo simple. Puede también concebirse la formación de la voluntad criminosa de una manera rápida e instantánea, sin meditación previa, en cuyo caso concurre el dolo afectivo o de ímpetu. Si la voluntad delictuosa se forma de un modo frío, lento y reflexivo, deliberadamente, constituye el dolo premeditado o de propósito, la premeditación, como la denominan los códigos penales.


La escuela clásica, considerando que en el acto premeditado aparece una mayor intensidad dolosa, cantidad de voluntad criminal y una mayor dosis de libertad, estima la premeditación como una de las agravantes más cualificadas. Se ha protestado contra este criterio sosteniendo que para apreciar la criminalidad del hecho debe atenderse, más que a la premeditación, a la valoración de los móviles que lo hayan inspirado. La premeditación, contra lo que generalmente se supone, existe a veces en los delitos pasionales y, lejos de ser manifestación inequívoca de libertad moral, puede constituir una señal de obsesión o de perversidad innata. Sin embargo, no obstante la importancia de la estimación del móvil, la premeditación por la frialdad y calma en la preparación del delito, por la persistencia en la resolución delictiva, es siempre indicio de la mayor peligrosidad. 4. El motivo bajo y antisocial muestra un delincuente más temible, el que mata para enriquecerse, a todos parece más perverso y peligroso que el que mata para defender su honra. Además, los motivos de esta índole manifiestan mayor posibilidad de que el delito se repita, pues, como dice Alimena, el que mata en ciertas condiciones no quiere matar a un hombre determinado, sino a un hombre cualquiera, y todo hombre es un hombre cualquiera. 5. La persona o cosa objeto del delito puede aumentar en gravedad. El delito se reputa más grave cuando atenta contra personas o cosas que requieren mayor protección, ya por el respeto que deben inspirar, por la función pública que uno u otro desempeñan, o porque precisamente por esta función pueden hallarse expuestas a mayores peligros. Igualmente se agrava el delito cuando se dirige contra personas que no están expuestas a mayor peligro y que, por tanto, no necesitan una mayor protección, sino que, por el contrario, deberían encontrar la más enérgica en los sentimientos que normalmente las ligan al ofensor (v gr, en el caso de parentesco). 6. Cuando el medio empleado para cometer el delito es revelador de especiales aptitudes en el delincuente (v gr, escalamiento) puede agravarlo, y asimismo cuando se emplean determinados instrumentos para su ejecución (v gr, llaves falsas) o medios que causen graves males (v gr, incendio, explosión). 7. También es más grave cuando el modo empleado es más violento o fraudulento que el ordinario (por ejemplo, cuando se causan males innecesarios para la ejecución del delito, cuando se realiza empleando astucia o fraude, o de modo alevoso). 8. Es más grave por el tiempo en que se comete, como cuando tiene lugar de noche o durante un infortunio sufrido por la víctima (v gr, en ocasión de incendio, naufragio, etc). 9. Es más grave por el lugar donde se ejecuta (en lugar donde la autoridad ejerce sus facultades o en casa de la víctima).


La razón de la agravación del delito en la mayoría de las mencionadas circunstancias consiste en que mediante ellas el delito se realiza más fácilmente o más fácilmente logra el delincuente impunidad, con lo cual disminuye la posibilidad de la defensa privada, aumenta el daño social y la peligrosidad del delincuente. En otros casos, su agravación se funda en la mayor perversidad del reo (Eugenio Cuello).


Agraviado (AMPARO). Persona que ha sufrido o puede recibir un daño, perjuicio o mal por un acto de autoridad que viola garantías individuales (derechos humanos), en detrimento de sus intereses jurídicos y por ello solicita protección mediante el amparo.


Agraviado (PROCESAL). 1. Quien ha sufrido un mal, daño, perjuicio u ofensa. 2. En derecho penal se afirma que quien ha recibido el agravio es la sociedad. 3. Se dice de la víctima del delito, aunque, conforme a lo dicho en el punto 2, esto sería erróneo.


Agravio (AMPARO). Daño o perjuicio actual o potencial que sufre el particular como consecuencia de la actividad gubernativa presente o de absoluta inminencia, contra las garantías individuales. La existencia de agravio o agravios es imprescindible para que proceda el amparo.


Agresión (PENAL, INTERNACIONAL). 1. La agresión puede definirse como el acontecimiento dirigido violentamente contra una persona para causarle algún daño en sus bienes, para herirla o matarla, y puede consistir en hechos o palabras. Existe la agresión extraespecífica y la agresión intraespecífica; la agresión puede ser moral, física y mutua. 2. En derecho internacional, la agresión es aquella iniciativa de la lucha armada sin justificación bastante, con declaración de guerra o sin ella, esto es, la acción ofensiva de un país que ataca la integridad territorial y la independencia de un Estado. La agresión internacional puede no revestir la forma de operaciones bélicas, sino traducirse en presión de otra índole que obligue, por seguridad o por dignidad, a reaccionar armadamente al agraviado. 3. No toda agresión merece castigo, ya que se distingue entre agresión legítima y agresión ilegítima.


En los delitos contra las personas, que son casi los únicos en que puede hablarse de agresión, ésta ocurre exclusivamente en los llamados de comisión, pero nunca en los de omisión, porque la pasividad característica de los mismos resulta inconciliable con las palabras o hechos que la agresión exige (Pedro Rocamora).


Agrupación política (ELECTORAL). Asociación de varios individuos para realizar un fin común de naturaleza política. En nuestro país, la ley exige que esta figura cuente para su registro con al menos 5 000 asociados, un órgano directivo de carácter nacional y delegaciones en mínimo siete entidades federativas. Asimismo, le asigna la finalidad de coadyuvar en el desarrollo de la vida democrática y de la cultura política, así como en la creación de una opinión pública mejor informada. A diferencia del partido político, no puede participar directamente en los procesos electorales.


Aguas (ADMINISTRATIVO). Recursos hidrológicos de un país. La importancia del agua es de sobra conocida. Sin este recurso no es posible la existencia de los seres vivos y, en consecuencia, de la civilización. Aunque tradicionalmente se le consideró un elemento natural inagotable, esta concepción ha sido modificada por el costo cada vez más elevado que implica hacerlo llegar a los centros urbanos y por su empleo indiscriminado y contaminación.


En el derecho mexicano, los principales recursos acuíferos son considerados propiedad de la federación, aunque la materia es de competencia concurrente para los tres niveles de gobierno. El art 27 constitucional establece al respecto:


Son propiedad de la nación las aguas de los mares territoriales, en la extensión y términos que fije el derecho internacional; las aguas marinas interiores; las de lagunas y esteros que se comuniquen permanente o intermitentemente con el mar; las de los lagos interiores de formación natural que estén ligados directamente a corrientes constantes; las de los ríos y sus afluentes directos o indirectos, desde el punto del cauce en que se inicien las primeras aguas permanentes, intermitentes o torrenciales, hasta su desembocadura en el mar, lagos, lagunas o esteros de propiedad nacional; las de corrientes constantes o intermitentes y sus afluentes directos o indirectos, cuando el cauce de aquéllas, en toda su extensión o en parte de ellas, sirva de límite al territorio nacional o a dos entidades federativas, o cuando pase de una entidad federativa a otra o cruce la línea divisoria de la República; las de los lagos, lagunas o esteros cuyos vasos, zonas o riberas estén cruzados por líneas divisorias de dos o más entidades o entre la República y un país vecino, las de los manantiales que broten en las playas, las zonas marítimas, cauces, vasos o riberas de los lagos, lagunas o esteros de propiedad nacional, y las que se extraigan de las minas; y los cauces, lechos o riberas de los lagos y las corrientes interiores en la extensión que fija la ley. Las aguas del subsuelo pueden ser libremente alumbradas mediante obras artificiales y apropiarse por el dueño del terreno; pero cuando lo exija el interés público o se afecten otros aprovechamientos, el Ejecutivo federal podrá reglamentar su extracción y utilización y aun establecer zonas vedadas, al igual que para las demás aguas nacionales. Cualesquiera otras aguas no incluidas en la enumeración anterior se considerarán como parte integrante de la propiedad de los terrenos por los que corran o en los que se encuentren sus depósitos; pero si se localizaran en dos o más predios, el aprovechamiento de esta agua se considerará de utilidad pública y quedará sujeto a las disposiciones de los estados.


En los casos a que se refieren los dos párrafos anteriores, el dominio de la nación es inalienable e imprescriptible, y la explotación, el uso o el aprovechamiento de los recursos de que se trata, por los particulares o por sociedades constituidas conforme a las leyes mexicanas, no podrá realizarse sino mediante concesiones otorgadas por el ejecutivo federal, de acuerdo con las reglas y condiciones que establezca la ley.


La restitución de tierras, bosques y aguas a los núcleos de población se hará en los términos de la ley.


La nación ejerce en una zona económica exclusiva situada fuera del mar territorial y adyacente a éste los derechos de soberanía y las jurisdicciones que determinen las leyes. La zona económica exclusiva se extenderá a doscientas millas náuticas, medidas a partir de la línea de base desde la cual se mide el mar territorial. En aquellos casos en que esa extensión produzca superposición con las zonas económicas exclusivas de otros estados, la delimitación de las respectivas zonas se hará en la medida en que resulte necesario, mediante acuerdo con esos estados.


Estas reglas constitucionales las contiene la Ley de Aguas Nacionales (1 de diciembre de 1992) y la Ley Federal del Mar (8 de enero de 1986).


Aguas nacionales (ADMINISTRATIVO). Recursos hidráulicos propiedad de la Federación o que son competencia de ella.


La importancia vital del agua es de sobra conocida. Sin este recurso no es posible siquiera la existencia de los seres vivos y, en consecuencia, de la civilización. Aunque tradicionalmente se le consideró un elemento natural inagotable, en realidad no lo es; cada día es más costoso hacerla llegar a los centros urbanos y su empleo resulta indiscriminado y sufre alta contaminación.


En el derecho mexicano, los principales recursos acuíferos se consideran propiedad de la federación, aunque son competencia concurrente para los tres niveles de gobierno.


Aguasechar (PENAL). Voz de la jerga con la cual se designa la función que realiza el vigilante de una pandilla cuando se comete un delito, para que les advierta la presencia de la policía o de algún extraño.


Aguinaldo (BUROCRÁTICO). Pago anual de 40 días de salario que se otorga a los servidores públicos: 50% en diciembre y 50% a principios de enero. Consúltese Prestaciones económicas.


Ahorro (MERCANTIL). 1. Gasto que no se realiza por haber obtenido una rebaja en el precio de una cosa o servicio. 2. Separación de dinero del gasto ordinario, a efecto de guardarlo para el futuro.


Ajuar (CIVIL). Mobiliario, ropa y objetos de uso doméstico en una casa-habitación.


Al portador (MERCANTIL). Nota de un título de crédito que indica que es exigible por quien lo presente para su efectividad y que su propiedad puede trasladarse con la sencilla entrega de él.


Albacea (CIVIL). 1. Rafael Rojina Villegas sostiene que el albacea es un representante de los herederos, de los legatarios y de los acreedores de la herencia. 2. El albacea es el administrador de un patrimonio en liquidación, además de un auxiliar en la administración de justicia, ya que debe velar por el exacto cumplimiento de la ley antes de cumplir como el ejecutor de las disposiciones del testador, pues si éste dispusiese en modo prohibido, sería su obligación impedir que se lleve a cabo lo dispuesto. En nuestro derecho, el albacea es necesario en los dos procedimientos, testado e intestado, pero en ningún caso es representante de nadie, ni del testador ni de los herederos, ni de los legatarios, ni de los acreedores hereditarios. 3. Son capaces de ser albacea los que tengan la libre disposición de sus bienes, por lo cual sólo son capaces para ello los mayores de edad que no estén incapacitados, a quienes la ley no se los impida específicamente.




	Art 1680. No pueden ser albaceas, excepto en el caso de ser herederos únicos:





a)  Los magistrados y jueces que estén ejerciendo jurisdicción en el lugar donde se abre la sucesión.


b)  Los que por sentencia hubieren sido removidos alguna vez del cargo de albacea.


c)  Los que hayan sido condenados por delitos contra la propiedad.


d)  Los que no tengan un modo honesto de vivir.


4. Si una persona ha sido designada albacea en un testamento y lo tiene en su poder, será su obligación presentarlo dentro de los ocho días siguientes al fallecimiento del autor de la herencia.


El albacea no es representante del de cujus, pero una de sus tareas como auxiliar en la administración de justicia es que se cumpla con la intención, con los deseos del autor de la herencia, razón por la cual debe defender la validez del testamento, sin importar que los argumentos del testador o sus decisiones sean agradables o no. Por ello, en caso de que alguien impugnare la validez del testamento, la defensa de éste será obligación del albacea y éste, a su vez, será responsable de la correcta defensa ante los que pudieran resultar perjudicados por su culpa.


El testamento no tiene personalidad jurídica.


La defensa de la herencia. La ley le impone al albacea la obligación de defender la herencia, dentro y fuera de juicio, así como deducir todas las acciones que le pertenezcan. En este caso la ley, al hablar de la herencia, lo hace en sentido genérico, pues en este momento procesal no sabemos quiénes son los dueños concretos de cada cosa, ya que no se ha hecho la partición, pero ello no implica que las cosas, los derechos y las acciones queden a la deriva (Juan Asprón).


Albedrío (FILOSOFÍA). También llamado libre albedrío, se le asocia con la expresión libertad, pero el libre albedrío designa la posibilidad de elegir entre el bien y el mal: la libertad es el buen uso del libre albedrío.


La persona es una individualidad sustancial dotada de razón y voluntad, las que se refieren a la dignidad ontológica y moral de las personas en tanto que, capaz de conocimiento y autodeterminación, la razón entrega a la persona la conciencia de sí misma y le permite trascenderse para adueñarse del mundo en un acto de conocimiento, y la voluntad (se ha equiparado al libre albedrío), pero se puede distinguir entre la voluntad, que es un acto o acción, y el libre albedrío, que es una facultad.


El hombre es un ser libre, pero también está obligado; la ética va a establecer los principios y las reglas para que pueda realizarse conforme a su naturaleza y alcanzar el desarrollo y la perfección que le corresponden. La libertad conlleva una ausencia de coacción interna, y el libre albedrío necesita ausencia de coacción externa.


Todo hombre tiene una misión que cumplir; su razón y su voluntad son el fundamento de su libertad. Por ella, el hombre va a tener, en cierto modo una capacidad de autocreación. Somos nosotros mismos y, en la última instancia, definimos y realizamos nuestro proyecto. El hombre es libertad, ya que en su libertad reside su responsabilidad y de ella emana también su dignidad.


Cuando deseamos el libre albedrío, deseamos, en realidad, el poder de decidir nuestros actos y de decidirlos con sabiduría, a la luz de expectativas y deseos. No queremos que nadie nos controle sino ser agentes capaces de tomar iniciativa y la responsabilidad de nuestros actos y proyectos (José Campillo).


Alcabala (FISCAL). Tributo que se pagaba al fisco en el contrato de compraventa (J. Casares, DILE).


Alcaide (PENAL). 1. Director o jefe de un centro penitenciario. 2. Responsable del mismo. Tal denominación está cayendo en desuso.


Alcalá Zamora, Niceto [α1877-Ω1949] (PROCESAL). Político y jurista español, presidente de la República en su país (1931-1936) y autor de numerosas obras de derecho procesal. Murió desterrado en Buenos Aires.


Alcalá-Zamora y Castillo, Niceto [α1906-Ω1985] (PROCESAL). Jurista español y autor de Proceso, autocomposición y autodefensa, Fundamentos de derecho procesal, Principios generales del proceso, Estudios de teoría e historia del proceso, Estudios acerca del allanamiento en el proceso penal, Clínica procesal y Derecho procesal mexicano, entre otros libros. Asilado en México (1945-1976), fue ilustre profesor de la Universidad Nacional Autónoma de México.


Alcalde (ADMINISTRATIVO). Sinónimo de presidente municipal. Consúltese Ayuntamiento.


Aleatorio (CIVIL). Consúltese Contrato aleatorio.


Alegatos (PROCESAL). 1. Exposición de argumentos en apoyo a una pretensión en un juicio. 2. En la audiencia de alegatos se observarán las siguientes reglas:


a)  El secretario leerá las constancias de autos que pidiere la parte que esté en el uso de la palabra.


b)  Alegará primero el actor y, en seguida, el demandado. También alegará el ministerio público cuando fuere parte en el negocio.


c)  Sólo se concederá el uso de la palabra por dos veces a cada una de las partes, quienes, en la réplica y dúplica, deberán alegar tanto sobre la cuestión de fondo como sobre las incidencias del proceso.


Cuando una de las partes estuviere patrocinada por varios abogados, no podrá hablar, por ella, más que uno solo en cada turno.


d)  En sus alegatos procurarán las partes la mayor brevedad y concisión. No se podrá usar la palabra por más de media hora cada vez. Los tribunales tomarán las medidas prudentes que procedan, a fin de que las partes se sujeten a ese tiempo. Cuando la materia del negocio lo amerite, los tribunales podrán permitir que se amplíe el tiempo marcado o que se tome otra vez la palabra, observándose la más completa equidad entre las partes.


e)  Las partes, aun cuando no concurran o renuncien al uso de la palabra, podrán presentar apuntes de alegatos, y aun proyecto de sentencia, antes de que concluya la audiencia. Los de la parte que no concurran o renuncien al uso de la palabra serán leídos por el secretario.


Alemania (BUROCRÁTICO). La idea de Hegel acerca del Estado siguió presente en el accionar de la moderna burocracia de Alemania.


La rigidez en la selección, formación y disciplina del servidor público alemán se conjuga con los grandes adelantos técnicos alcanzados por esa sociedad con el fin de lograr un alto grado de eficiencia.


La relación que existe entre el Estado alemán y sus servidores se deriva de un acto cuya naturaleza se encuentra sujeta a discusión por los autores germanos. Algunos lo consideran un contrato de derecho público y otros un acto de adhesión a un derecho preexistente, es decir, la obligación de ejercer la función pública, sujetándose a las reglas previstas por el Estado.


Existen condiciones generales en el desempeño de la función pública aplicables a todos los empleados, y condiciones especiales según la categoría y el tipo de trabajo específico por desarrollar.


Las condiciones generales más importantes son las siguientes:


a)  Todo ciudadano tiene la posibilidad de ser elegido para ocupar un empleo público, sin distinción de sexo, credo, raza o ideología política (derecho constitucional).


b)  El funcionario deberá desempeñar su trabajo con profesionalismo, desinterés e imparcialidad. La actividad política no deberá interferir en su desempeño, sino que deberá manifestarse con la moderación y reserva que corresponde a su situación de servidor público.


c)  Guardará absoluta discreción en aquellos asuntos de su competencia que así lo requieran.


d)  Como funcionario público actuará con estricto apego a las disposiciones legales aplicables.


e)  No podrá aceptar otra recompensa para cumplir con su trabajo que no sea la remuneración asignada por el poder público.


En la Alemania reunificada, los trabajadores del Estado cuentan con contrato colectivo, y la huelga es posible aún en los servicios públicos.


Alemania (CONSTITUCIONAL). Estado federal con gobierno parlamentario, que se rige por la Ley Fundamental para la República Federal Alemana (1949), la cual contiene 146 artículos que han sido reformados en más de 40 ocasiones.


Por cambios del 23 de septiembre de 1990, se contempló la llamada reunificación con la República Democrática de Alemania.


Alevosía (PENAL). 1. Agravante de ciertos delitos. 2. Cautela para asegurar la comisión de un delito contra las personas, sin riesgo del delincuente (DRAE). 3. CPF: consiste en sorprender intencionalmente a alguien de improviso, o empleando asechanza u otro medio que no le dé lugar a defenderse, ni evitar el mal que se le quiera hacer.


Alias (PENAL). 1. Apodo con el que se conoce a un individuo. 2. De otro modo, en lugar de su nombre. No necesariamente se le considera ofensivo.


Alícuota (CIVIL). 1. Parte proporcional. 2. Lo que corresponde a alguien.


Alimentación, derecho a la (GARANTÍAS). Consúltese Derecho a la alimentación.


Alimentos (ADMINISTRATIVO). Consúltese Bebidas y alimentos.


Alimentos (CIVIL). Prestaciones que se dan a una persona para su manutención.


Dada la importancia de este tema, resumimos a continuación las ideas que al respecto expusieron tres grandes autores:


Rafael Rojina Villegas:


a)  Definición: los alimentos constituyen una de las consecuencias principales del parentesco y comprenden el vestido, la habitación y la asistencia en caso de enfermedad. Respecto de los menores comprenden, además, los gastos necesarios para la educación primaria del alimentista y para proporcionarle algún oficio, arte o profesión honestos y adecuados a su sexo y circunstancias personales.


b)  Formas de cumplimiento: la obligación de dar alimentos se puede satisfacer de dos maneras: mediante el pago de una pensión alimenticia, o incorporando el deudor en su casa al acreedor, para proporcionarle los elementos necesarios en cuanto a comida, vestido, habitación y asistencia en caso de enfermedad.


c)  Características: recíproca, personalísima, intransferible, inembargable, imprescriptible, intransigible, proporcional, divisible; crea un derecho preferente; no es compensable ni renunciable y no se extingue por el hecho de que la prestación sea satisfecha.


d)  Aseguramiento: las personas que tienen derecho a pedir el aseguramiento de los alimentos son: el acreedor alimentario, el ascendiente que le tenga bajo su patria potestad, el tutor, los hermanos y los demás parientes dentro del cuarto grado y el ministerio público.


e)  Causas de extinción de la obligación alimentaria: cuando el que la tiene carece de medios para cumplirla; cuando el alimentista deja de necesitar los alimentos; en caso de injuria, falta o daños graves inferidos por el alimentista contra el que debe prestarlos; cuando la necesidad de los alimentos dependa de la conducta viciosa o de la falta de aplicación al trabajo del alimentista, mientras subsistan estas causas, y cuando el alimentista, sin consentimiento del que debe dar los alimentos, abandona la casa de éste por causas injustificables.


Rafael de Pina:


a)  Concepto: las asistencias que se prestan para el sustento adecuado de una persona en virtud de disposición legal.


b)  Sujetos: se distribuye entre los cónyuges, entre padres e hijos (a falta o por imposibilidad de los primeros, la obligación recae en los demás ascendientes por ambas líneas que estuvieren más próximos en grado; en el segundo caso, a falta o por imposibilidad de los hijos, quedan obligados los descendientes más próximos en grado). Los hermanos y demás parientes colaterales dentro del cuarto grado tienen la obligación de dar alimentos a los menores. El adoptante y el adoptado tienen obligación de darse alimentos, en los casos en que la tienen el padre y los hijos.


c)  Características: recíproca, proporcional, irrenunciable y no puede ser objeto de transacción.


d)  Contenido: están comprendidos la comida, el vestido, la habitación y la asistencia en caso de enfermedad, y tratándose de menores, además, los gastos necesarios para la educación primaria y para proporcionarles algún oficio, arte o profesión honestos y adecuados a su sexo y circunstancias.


e)  Aseguramiento: las personas que tienen acción para pedir el aseguramiento de los alimentos: el acreedor alimentario; el ascendiente que lo tenga bajo su patria potestad; el tutor; los hermanos y demás parientes colaterales dentro del cuarto grado, y el ministerio público.


f)  Formas de cumplimiento: la obligación se puede satisfacer de dos formas: asignando una pensión al acreedor alimentario o incorporándolo a la familia.


g)  Causas de terminación: la obligación de dar alimentos cesa: cuando el que la tiene carece de medios para cumplirla; cuando el alimentista deja de necesitarlos; en el caso de injuria, falta o daño grave inferidos por el alimentista contra el que debe prestarlos; cuando la necesidad dependa de la conducta viciosa o de falta de aplicación al trabajo del alimentista; y mientras subsistan estas causas y si el alimentista, sin consentimiento del que debe dar alimentos, abandona la casa de éste por causas injustificadas.


Edgar Baqueiro:


a)  Concepto: prestación en dinero o en especie que una persona, en determinadas circunstancias, puede reclamar de otras, entre las señaladas por la ley, para su mantenimiento y subsistencia; es, pues, todo aquello que, por ministerio de ley o resolución judicial, una persona tiene derecho a exigir de otra para vivir.


b)  Contenido: los alimentos se encuentran constituidos por comida, vestido, habitación, así como asistencia en caso de enfermedad. Respecto de los menores, incluyen además educación básica y aprendizaje de un oficio, arte o profesión.


c)  Fuentes: para efectos civiles sólo se considera como vínculo el matrimonio y el parentesco.


d)  Sujetos: todos los parientes en los grados reconocidos por la ley y que se extienden sin limitación de grado en línea recta o los parientes consanguíneos y en línea transversal o colateral hasta el cuarto grado; asimismo, se incluyen la pareja conyugal y el adoptante hacia el adoptado. Actualmente se hace extensivo a los concubinos.


e)  Características: recíproca, proporcional, subsidiaria, a prorrata, imprescriptible, irrenunciable, intransigible, incompensable e inembargable.


f)  Formas de cumplimiento: a través de una pensión en efectivo o incorporando al acreedor a su hogar.


g)  Garantías de aseguramiento: real, como hipoteca, prenda o depósito en dinero; y personal, como fianza.


h)  Causas de terminación: dejar de necesitarlos el acreedor; injuria, falta o daños graves inferidos por el acreedor a quien debe proporcionárselos; que la necesidad de los mismos dependa de la conducta viciosa o falta de dedicación al trabajo por parte del acreedor alimentista; que el acreedor abandone sin causa justificada el hogar al cual fue incorporado, y que el menor deje de serlo al llegar a la mayoría de edad y los obligados a alimentarlo sean los hermanos o parientes colaterales.


Fundamento legal: arts 308 al 320 del código civil.


Allanamiento (PROCESAL). 1. Decisión procesal del demandado en la que éste reconoce de modo expreso la procedencia de la acción en su contra y, por lo tanto, de todas las prestaciones reclamadas por el actor. 2. El allanamiento debe producirse dentro del proceso, de manera expresa, incondicionalmente y ratificarse ante el tribunal. 3. Como efecto del allanamiento, el juez cita para sentencia, otorga al demandado un plazo para dar cumplimiento a lo que ha aceptado y decreta una reducción de costas.


Allanamiento de morada (PENAL). Irrupción en una casa ajena habitada, sin ningún derecho para ello. El CPF establece al respecto:




	Se impondrá de un mes a dos años de prisión y multa al que, sin motivo justificado, sin orden de autoridad competente y fuera de los casos en que la ley lo permita, se introduzca, furtivamente o con engaño o violencia, o sin permiso de la persona autorizada para darlo, a un departamento, vivienda, aposento o dependencia de una casa habitada.





Almacén general de depósito (MERCANTIL). Organización auxiliar de crédito autorizada para guardar cosas, recibir depósitos de bienes y emitir certificados de depósito y bonos de prenda. Está bajo la supervisión de la SHCP.


Almoneda (CIVIL, MERCANTIL, PROCESAL). Sinónimo de subasta (consúltese).


Alojamiento (CIVIL, GARANTÍAS, MILITAR). 1. Contrato de hospedaje (consúltese). 2. Albergue que se da en casa particular a tropa en campaña. Consúltese Requisición.


Alquiler (CIVIL). 1. Proviene del latín locarium, de un albergue (de locare). Suma que debe pagar el locatario en la locación de cosas. Se usa también en algunos contratos de locación de servicios para designar la remuneración otorgada al asalariado. De alquiler se llama a ciertos vehículos, animales u otras cosas que se alquilan durante corto plazo, pero habitualmente. De alquiler suele denominarse a las relaciones entre propietario e inquilinos, tendientes a la defensa primordial de éstos en lo económico y social.


El alquiler consiste esencialmente en la concesión temporal del goce de un bien determinado por el precio. 2. El alquiler tiene tres elementos:


a)  Consentimiento. Acuerdo de voluntades libremente expresado por las partes.


b)  Bien. Objeto del contrato, puede ser corporal o material, cosas; o incorporal o inmaterial.


c)  Precio. Involucramos en él todo aquello que sirva para determinar el valor del bien objeto del alquiler y que puede ser contraprestación no necesariamente en dinero, sino conforme a cosas (Bernardo Pérez).


Alta mar (MERCANTIL, MILITAR, INTERNACIONAL). 1. Extensa masa de agua salada muy alejada de la zona costera. 2. Mares en los que ningún Estado ejerce soberanía, salvo en las embarcaciones que lo surcan.


Alta traición (POLÍTICA). Usualmente es sinónimo de traición a la patria (consúltese), pero se califica como alta traición también a cualquier conducta que afecta gravemente a la seguridad nacional.


Alternativamente (CIVIL, PROCESAL). 1. Por turno. 2. Primero uno y después otro, en algún asunto jurídico o en el ejercicio de derechos.


Alto mando (MILITAR). 1. Secretario de la defensa nacional y secretario de marina. 2. Jefe del ejército o de la armada que va a aplicar y coordinar la política militar que defina el mando supremo, decidiendo y dirigiendo las maniobras castrenses.


Altos funcionarios y empleados (BUROCRÁTICO). En todo centro de trabajo se delimitan jerárquicamente las distintas actividades que hacen posible la realización del bien o los servicios deseados, lo que proporciona, además, justificación de la existencia de la unidad administrativa que los produce.


La obligación de realizar determinadas actividades recae en ciertos individuos, quienes se ven investidos por la posesión de cierta jerarquía, la que a su vez da lugar a una división técnica del trabajo. Esta división no es otra cosa que la distribución de tareas dentro del proceso productivo, es decir, la identificación del trabajo efectivamente desarrollado por cada persona para la elaboración del bien o servicio final.


Desde épocas remotas, aquellas en las cuales el esclavismo estuvo presente, la necesidad de jerarquizar las actividades en todo proceso cuyo fin fuera producir un objeto deseado hizo indispensable la intervención de un esclavo que supervisara el desempeño de los demás, y recibía un trato preferencial sobre sus compañeros porque defendía los intereses del amo.


Este esquema se reprodujo en épocas posteriores, no obstante los cambios de los modos de producción (feudalismo y capitalismo), y aquel que coordinaba o supervisaba el trabajo de los demás por cuenta del amo, señor feudal o capitalista fue identificado como un verdadero agente de ellos más que como un integrante de las clases débiles de las que provenía.


Por otra parte, no fue considerado miembro de la facción social a la que servía, pues nunca dejó de ser esclavo, cobrador de tributos o capataz, según la época en que le tocó vivir. Podemos decir que su equivalente en la actualidad es el administrador.


Tal individuo no ha dejado de ser un elemento sustituible a capricho y voluntad de quienes se encuentran en la cúspide de la pirámide social. Un motivo de remoción ocurre cuando no cumple las tareas de control que le habían encomendado, de modo que su permanencia en el estatus sólo está garantizada por su dureza o capacidad de convencimiento para acelerar cuantitativa y cualitativamente la aplicación de los operarios en el proceso productivo.


De esa manera se ha materializado la distinción entre el trabajador común y corriente y el que lo dirige, quien representa los intereses del propietario de los medios de producción.


Este esquema de conducta se reproduce en el ámbito gubernamental, el cual jerarquiza las actividades que le son propias de acuerdo con sus fines que, sin ser lucrativos, tienden a la producción de bienes y servicios destinados a proporcionar satisfactores a su comunidad.


La burocracia es ínsitamente una organización que ejerce un control jerárquico de sus integrantes, quienes se dividen en los que tienen mando y los que obedecen, los que supervisan y los que ejecutan, los que toman las decisiones y los que las acatan. En resumen, la burocracia es una organización que divide a los trabajadores en funcionarios y empleados.


El control jerárquico al que nos referimos implica, en la administración pública, la subordinación técnica del empleado a sus superiores en el cumplimiento de las tareas que le son propias de acuerdo con la ley. Dicha subordinación se traduce en una serie de facultades (poder jerárquico) atribuidas al superior, quien las ejerce en representación del Estado.


Este poder jerárquico se expresa normalmente en forma de instrucciones u órdenes dirigidas al inferior (si se trata de un empleado o funcionario de menor rango que quien las emite), o al supervisar, sancionar, autorizar o modificar sus actos, conforme a la ley.


Por otra parte, ha resultado particularmente difícil definir con claridad cuándo estamos ante un funcionario y cuándo ante un empleado público, ya que por regla general su designación está sujeta al mismo procedimiento, sus derechos laborales fundamentales ante el Estado son idénticos y, en ciertos casos, los llamados funcionarios no cuentan con poder jerárquico (por ejemplo, los asesores).


Para Rafael Bielsa, la diferencia sustancial consiste en que la designación del funcionario constituye un encargo especial o una delegación transmitida por la ley; en cambio, la del empleado supone un complemento al desempeño de la función pública mediante el servicio que presta al Estado.


En este sentido, para Bielsa, el funcionario expresa la voluntad estatal y los empleados sólo se ocupan de examinar, redactar y controlar documentos, realizar cálculos y trámites o desarrollar cualquier otra actividad afín que no implique representación alguna del Estado.


No obstante la claridad de los conceptos vertidos por el tratadista, consideramos que no abarca la gama de posibilidades que presenta la administración pública, pues aceptar una distinción tan tajante excluiría de la categoría funcionarios a aquellos individuos que se desempeñan en los más altos niveles administrativos, sin representación estatal y que, sin embargo, reciben un tratamiento laboral idéntico al de los que sí la tienen. Tal es el caso de los secretarios técnicos y particulares, o el de los asesores, cuya labor es de mero apoyo a los funcionarios de más alto nivel del Estado.


Tampoco nos parece aceptable inclinarnos por el criterio legalista, que propone ofrecer una solución al problema, adoptando la distinción que, en el caso de México, expresa la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, que determina en su numeral 5 quiénes son trabajadores de confianza y, por exclusión, quiénes son de base. En la relación contenida en el citado dispositivo no encontramos elementos que permitan fijar con precisión la naturaleza jurídica de la diferencia.


Por ello, consideramos necesario un replanteamiento del problema que parta de la utilidad que revisten para la ciencia del derecho los conceptos interrelacionados de funcionario y empleado público.


Lo que resulta claro es la existencia de una distinción, pues no podemos considerar que haya igualdad de condiciones entre un secretario de Estado y un archivista, lo cual implica la necesidad de aplicarles regímenes diferentes, de acuerdo con las tareas y responsabilidades que caracterizan a cada uno en el cumplimiento de la función pública.


Aluvión (CIVIL). 1. Modo de adquirir bienes. 2. “Llámase aluvión al acrecentamiento que un río da sucesivamente a un campo, por medio de las tierras que ha acarreado de un modo imperceptible” (Pothier).


Alzada (PROCESAL). Sinónimo de apelación (consúltese). En México no se emplea tal vocablo, pero en algunos otros países aún se estila.


Amago (PENAL). 1. Amedrentamiento. 2. Amenaza. 3. Señal que denota la intención de hacer daño a personas o cosas.


Amasiato (CIVIL). Concubinato. Consúltese Unión libre.


Ambiente (AMBIENTAL). 1. Medio o entorno en que se desarrollan e interactúan los seres vivos. La expresión medio ambiente es gramaticalmente incorrecta. Su conservación es el asunto más importante que la humanidad tiene ahora; si no la logra, la civilización perecerá en breve. 2. El derecho ambiental es definido como: “El conjunto de normas de interés público que regulan las relaciones del hombre con la naturaleza respecto del aprovechamiento de los recursos que ella proporciona, evitando la degradación del propio orden natural” (Américo Flores). 3. El movimiento que propugna el estudio especializado de los problemas del deterioro del ambiente en nuestro tiempo tiene su origen en la sensibilización experimentada ante los graves y a veces irreversibles daños que el hombre viene causando a la naturaleza, daños tan graves que, de no evitarse que prosigan, ponen en gran riesgo la sobrevivencia de la especie humana. El peligro por el daño ecológico no es menor que el de una extinción por guerra termonuclear, de modo que la principal tarea de nuestra época es salvar a la civilización de su destrucción por radiactividad o contaminación ambiental. Esto no es exageración, sino la realidad provocada por un incontrolado y poco previsor desarrollo tecnológico.


El equilibrio ecológico se rompe por la contaminación ocasionada por una serie de factores: polvo; ruido; energía radiactiva; cierta publicidad que invade fachadas, paredes, azoteas, etc; desechos industriales y domésticos; asentamientos humanos; explotación de recursos naturales renovables y no renovables; vibraciones, energía térmica y lumínica; olores; uso de ciertos productos industriales; incendios; por virus creados o propagados de modo artificial, etcétera. 4. Reglas constitucionales:




	Art 73, fracc XVI, base 4a (competencia del consejo de salubridad general en esta materia).


	Art 4o: Toda persona tiene derecho a un medio ambiente (sic) adecuado para su desarrollo y bienestar.


	Art 73, fracc XXIX-G: para expedir leyes que establezcan la concurrencia del gobierno federal, de los gobiernos de los estados y de los municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, en materia de protección al ambiente y de preservación y restauración del equilibrio ecológico.





La Ley Federal del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente se ocupa fundamentalmente de los aspectos siguientes:


a)  El ordenamiento ecológico del territorio nacional.


b)  El establecimiento de zonas prioritarias de preservación y restauración del equilibrio ecológico.


c)  El cuidado de los sitios necesarios para asegurar el mantenimiento e incremento de los recursos genéticos de la flora y la fauna silvestres y acuáticas, frente al peligro de deterioro grave o extinción.


d)  El establecimiento de zonas intermedias de salvaguarda, con motivo de la presencia de actividades consideradas riesgosas.


e)  La preservación, la restauración y el mejoramiento del ambiente.


f)  El aprovechamiento racional de los elementos naturales, de manera que sea compatible la obtención de beneficios económicos con el equilibrio de los ecosistemas.


g)  La prevención y el control de la contaminación del aire, del agua y del suelo.


h)  La concurrencia del gobierno federal, de las entidades federativas y de los municipios, en la materia.


i)  La coordinación entre las dependencias y entidades de la administración pública federal, así como la participación de la sociedad en dicha cuestión.


Ámbito de validez de las normas (TEORÍA). 1. Contorno en el cual es aplicable el derecho positivo. 2. El ámbito de validez de las normas del derecho debe ser considerado, según Kelsen, desde cuatro puntos de vista: espacial, temporal, material y personal. El ámbito espacial de validez es la porción del espacio en que un precepto es aplicable; el temporal está constituido por el lapso durante el cual conserva su vigencia; el material, por la materia que regula, y el personal, por los sujetos a quienes obliga.


a)  Ámbito de validez espacial. Si nos colocamos en el primero de los cuatro ángulos, descubriremos que los preceptos de derecho pueden ser generales o locales. Pertenecen al primer grupo los vigentes en todo el Estado; al segundo, los que sólo tienen aplicación en una parte del mismo. Si aplicamos el citado criterio al derecho mexicano, descubriremos que en nuestro país existen, desde ese punto de vista, tres categorías de leyes: las federales, locales y municipales. Las federales son aplicables en toda la República; las locales, en las partes integrantes de la Federación y del territorio nacional; las municipales, en la circunscripción territorial del municipio libre.


b)  Ámbito de validez temporal. Las normas jurídicas pueden ser de vigencia determinada e indeterminada. Las primeras son aquellas cuyo ámbito temporal de validez formal se encuentra establecido de antemano; las segundas, aquellas cuyo lapso de vigencia no se ha fijado previamente.


c)  Ámbito de validez material. Las reglas de derecho pueden también ser clasificadas de acuerdo con la índole de la materia que regulan. Esta clasificación tiene su fundamento en la división del derecho objetivo en una serie de ramas. Desde ese punto de vista, los preceptos jurídicos agrúpanse en reglas de derecho público y reglas de derecho privado. Las primeras se dividen, a su vez, en constitucionales, administrativas, penales, procesales e internacionales; las segundas, en civiles y mercantiles. Las que pertenecen a las llamadas disciplinas de creación reciente (derecho del trabajo, derecho agrario) no siempre son clasificadas del mismo modo.


d)  Ámbito de validez personal. Desde el punto de vista del ámbito personal de validez, las normas de derecho divídense en genéricas e individualizadas. Llámanse genéricas las que obligan o facultan a todos los comprendidos dentro de la clase designada por el concepto sujeto de la disposición normativa; reciben el nombre de individualizadas las que obligan o facultan a uno o varios miembros de la misma clase, individualmente determinados (Eduardo García).


Amedrentar (PENAL). 1. Infundir temor o miedo. 2. Finalidad que tiene la pena, tanto para que no se reincida como para desalentar en otros la conducta sancionada.


Amenaza (PENAL). 1. Advertencia, aviso de que se causará algún daño o perjuicio. 2. Decir alguien que cometerá un delito en contra del amenazado. 3. Se aplicará sanción de tres días a un año de prisión o de 180 a 360 días de multa:


a)  Al que de cualquier modo amenace a otro con causarle un mal en su persona, en sus bienes, en su honor o en sus derechos, o en la persona, honor, bienes o derechos de alguien con quien esté ligado con algún vínculo.


b)  Al que por medio de amenazas de cualquier género trate de impedir que otro ejecute lo que tiene derecho a hacer.


Si el ofendido fuere algún pariente o persona que la ley protege contra la violencia familiar o cuando habiten en el mismo domicilio, la pena que corresponda se aumentará hasta en una tercera parte en su mínimo y en su máximo.


Los delitos aquí previstos se perseguirán por querella.


Se exigirá caución de no ofender:


a)  Si los daños con que se amenaza son leves o evitables.


b)  Si las amenazas son por medio de emblemas o señas, jeroglíficos o frases de doble sentido.


c)  Si la amenaza tiene por condición que el amenazado no ejecute un hecho ilícito en sí. En este caso también se exigirá caución al amenazado si el juez lo decide.


Al que no otorgue la caución de no ofender se le impondrá prisión de tres días a seis meses. 4. Si el amenazador cumple su advertencia, se acumularán la sanción de ésta y la del delito que resulte. Si el amenazador exigió que el amenazado cometiera un delito, a la sanción de la amenaza se acumulará la que le corresponda por su participación en el delito.


Amigable composición (PROCESAL). Heterocomposición. En el juicio de amigables componedores, que también se llama juicio de arbitradores, éstos no están sujetos a reglas procesales, pues fallan según su ciencia y conciencia, considerándose únicamente indispensable la audiencia de partes y la recepción de antecedentes.




	En ausencia de un precepto legal que resuelva el juicio arbitral, entendemos que ha de tenerse especialmente en cuenta, en primer término, la naturaleza de la cuestión que se somete a la decisión arbitral; si en ella predomina el aspecto jurídico, debe entenderse que las partes han querido referirse a jueces de derecho; si son cuestiones simplemente de hecho, debe entenderse que se refirieron a amigables componedores; y, en la duda, se resolverá a favor de estos últimos (Hugo Alsina).





Para desempeñar el cargo de árbitro o amigable componedor, no se exige otra condición que la mayoría de edad y el pleno ejercicio de los derechos civiles. Debe entenderse que sólo pueden ser árbitros las personas físicas, pues, al exigir el requisito de la mayoría de edad, quedan excluidas implícitamente las personas jurídicas.


Por no tener el pleno ejercicio de los derechos civiles, no pueden ser árbitros los dementes, ni los sordomudos que no saben darse a entender por escrito, ni los condenados en juicio criminal. Tampoco pueden ser árbitros los jueces y tribunales ante quienes penda el pleito, prohibición que se hizo extensiva a los amigables componedores. Es indispensable que los árbitros sepan leer y escribir, porque, de otra manera, no podrían firmar el laudo ni llenar los demás requisitos que impone el procedimiento.


Para los amigables componedores, sólo son causas legales de recusación: tener interés directo o indirecto en el asunto, o parentesco dentro del cuarto grado de consanguinidad o segunda de afinidad, o enemistad manifiesta.


CPCDF: arts 609 a 636 (del juicio arbitral):




	Los árbitros decidirán según las reglas del derecho, a menos que, en el compromiso o en la cláusula, se les encomendara la amigable composición o el fallo en consecuencia.





Amnistía (PENAL, MILITAR). Declaración hecha en la ley de no perseguir delitos cometidos por motivos políticos; se dirige a diversos individuos que se encuentran en supuestos iguales.


La amnistía extingue la acción penal y las sanciones impuestas, excepto la reparación del daño, en los términos de la ley que la conceday , si no se expresaren, se entenderá que la acción penal y las sanciones impuestas se extinguen con todos sus efectos, en relación con todos los responsables del delito.


Amojonar (AGRARIO). Marcar con señales sólidas los límites de una propiedad agrícola, ganadera, ejidal o comunal.


Amonestación (BUROCRÁTICO, ADMINISTRATIVO, PENAL). 1. La amonestación constituye una represión o corrección disciplinaria como reproche de la conducta del infractor, haciéndole comprender su falta, generalmente acompañada de un requerimiento de enmienda a través del apercibimiento de la suspensión o cancelación de derechos o bien bajo la amenaza de una sanción mayor (Fernando Castellanos). 2. Clasificación: a) pública y privada; b) civil, procesal, penal, laboral, administrativa, y c) judicial y administrativa. 3. Fundamento legal:


a)  Código Penal Federal:




	Art 24. Las penas y medidas de seguridad son: amonestación...


	Art 42. La amonestación consiste en la advertencia que el juez dirige al acusado, haciéndole ver las consecuencias del delito que cometió, excitándolo a la enmienda y conminándolo con que se le impondrá una sanción mayor si reincidiere.





Esta amonestación se hará en público o en privado, según parezca prudente al juez.


b)  Arts 92 y 93 del Código de Justicia Militar.


c)  Ley de la Comisión Nacional de Derechos Humanos.


d)  Ley del Servicio Exterior Mexicano.


e)  Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.


f)  Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos.


Amortización (FISCAL, MERCANTIL). 1. Pago de una deuda. 2. Recuperación del capital que se ha invertido en una empresa. 3. Para efectos fiscales, porción admisible como gasto. 4. Imputación temporal de gastos diferidos o de proyección plurianual a la recuperación de valores o a la absorción de pérdidas.


Una persona puede gastar en bienes, los cuales pueden consumirse o agotarse en un periodo fiscal o consumirse a lo largo de varios. En este segundo caso es lógico que el gasto se impute a varios periodos (tantos como la vida que se estime va a tener el bien en forma de activo).


Amortizar (MERCANTIL). Recobrar el dinero invertido en una empresa o negociación.


Amovible (BUROCRÁTICO). Servidor público que no tiene derecho a la definitividad en su empleo.


Amparado (AMPARO). Persona a quien un juez o tribunal federal ha otorgado su protección contra un acto de autoridad, el cual fue impugnado en tiempo y forma.


Amparo (AMPARO). Proteger el derecho de una persona.


El juicio de amparo se concibió y realizó como una institución protectora y defensora de los derechos del hombre (A. Noriega).


El llamado amparo se encuentra estatuido en el art 107, sin lugar a dudas uno de los más importantes de la carta magna; es también de los de contenido más técnico desde el punto de vista jurídico; fija los lineamientos generales que se detallan en la Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (1936, reformada en más de 15 ocasiones).


Puesto que en una obra como ésta no sería posible analizar una figura tan compleja y trascendente como es el amparo, sólo indicaremos a qué se refiere en lo general el contenido de cada parte del art 107, remitiendo al lector, en caso de así requerirlo, a la ley reglamentaria o a la bibliografía de esta obra.


Fracción:


I.  El amparo nunca se iniciará de oficio; se requiere que lo plantee el ofendido.


II.  El amparo tiene alcance sólo para la situación particularmente planteada y no para todos los casos. Ésta es la principal diferencia con el habeas corpus del sistema anglosajón.


Casos de suplencia de la queja. Improcedencia en materia agraria del sobreseimiento por inactividad procesal y de la caducidad de la instancia.


III.  Amparo contra actos de tribunales judiciales, administrativos y laborales: casos en que procede.


IV.  Supuestos en que no es obligatorio agotar el recurso administrativo, previamente al amparo.


V.  Casos en que se tramita el amparo ante un tribunal colegiado de circuito (amparo directo) y supuestos en que puede avocarse a ello la SCJN.


VI.  Remisión a la ley reglamentaria para trámite y términos de lo previsto en la fracción anterior.


VII.  Amparo ante juez de distrito (amparo indirecto).


VIII.  Casos en que la corte conocerá en revisión las sentencias de los jueces de distrito o de los tribunales unitarios de circuito (fundamentalmente cuestiones de constitucionalidad de leyes, tratados y reglamentos) y cuáles serán competencia de los tribunales colegiados de circuito.


IX.  Excepciones a la irrecurribilidad de las sentencias de los tribunales colegiados de circuito.


X.  Suspensión provisional del acto reclamado; fianza y contrafianza al respecto.


XI.  Trámite de la suspensión del acto reclamado y presentación de la demanda de amparo directo.


XII.  Trámite ante violación de las garantías de los arts 16 (en materia penal), 19 y 20.


XIII.  Contradicción de tesis jurisprudenciales de los tribunales colegiados de circuito y de las salas de la SCJN: denuncia y competencia para definir cuál prevalece, así como el alcance de ello.


XIV.  Caducidad de la instancia.


XV.  Intervención del ministerio público federal en todos los juicios de amparo.


XVI.  Desacato a sentencia de amparo.


XVII.  Falta de suspensión ya concedida e irregularidades en la fianza.


XVIII.  Primer párrafo, derogada.


El estudio del amparo es objeto de asignaturas y tratados especializados; por esa trascendencia, permítasenos anotar en seguida el texto íntegro del art 107.




	Art 107. Todas las controversias de que habla el art 103 se sujetarán a los procedimientos y formas del orden jurídico que determine la ley, de acuerdo con las bases siguientes:





I.  El juicio de amparo se seguirá siempre a instancia de parte agraviada;


II.  La sentencia será siempre tal, que sólo se ocupe de individuos particulares, limitándose a ampararlos y protegerlos en el caso especial sobre el que verse la queja, sin hacer una declaración general respecto de la ley o acto que la motivare.


En el juicio de amparo deberá suplirse la deficiencia de la queja de acuerdo con lo que disponga la ley reglamentaria de los arts 103 y 107 de esta constitución.


Cuando se reclamen actos que tengan o puedan tener como consecuencia privar de la propiedad o de la posesión y disfrute de sus tierras, aguas, pastos y montes a los ejidos o a los núcleos de población que de hecho o por derecho guarden el estado comunal, o a los ejidatarios o comuneros, deberán recabarse de oficio todas aquellas pruebas que puedan beneficiar a las entidades o individuos mencionados y acordarse las diligencias que se estimen necesarias para precisar sus derechos agrarios, así como la naturaleza y efectos de los actos reclamados.


En los juicios a que se refiere el párrafo anterior no procederán, en perjuicio de los núcleos ejidales o comunales, o de los ejidatarios o comuneros, el sobreseimiento por inactividad procesal ni la caducidad de la instancia, pero uno y otra sí podrán decretarse en su beneficio. Cuando se reclamen actos que afecten los derechos colectivos del núcleo, tampoco procederán desistimiento ni el consentimiento expreso de los propios actos, salvo que el primero sea acordado por la asamblea general o el segundo emane de ésta.


III.  Cuando se reclamen actos de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, el amparo sólo procederá en los casos siguientes:


a)  Contra sentencias definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, respecto de las cuales no proceda ningún recurso ordinario por el que puedan ser modificados o reformados, ya sea que la violación se cometa en ellos o que, cometida durante el procedimiento, afecte a las defensas del quejoso, trascendiendo al resultado del fallo, siempre que en materia civil haya sido impugnada la violación en el curso del procedimiento mediante el recurso ordinario establecido por la ley invocada como agravio en la segunda instancia, si se cometió en la primera. Estos requisitos no serán exigibles en el amparo contra sentencias dictadas en controversias sobre acciones del estado civil o que afecten el orden y la estabilidad de la familia;


b)  Contra actos en juicio cuya ejecución sea de imposible reparación, fuera del juicio o después de concluido, una vez agotados los recursos que en su caso procedan, y


c)  Contra actos que afecten a personas extrañas al juicio;


IV.  En materia administrativa el amparo procede, además, contra resoluciones que causen agravio no reparable mediante algún recurso, juicio o medio de defensa legal. No será necesario agotar éstos cuando la ley que los establezca exija, para otorgar la suspensión del acto reclamado, mayores requisitos que los que la ley reglamentaria del juicio de amparo requiera como condición para decretar esa suspensión;


V.  El amparo contra sentencias definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin aljuicio, sea que la violación se cometa durante el procedimiento o en la sentencia misma, se promoverá ante el tribunal colegiado de circuito que corresponda, conforme a la distribución de competencias que establezca la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en los casos siguientes:


a)  En materia penal, contra resoluciones definitivas dictadas por tribunales judiciales, sean éstos federales, del orden común o militares;


b)  En materia administrativa, cuando se reclamen por particulares sentencias definitivas y resoluciones que pongan fin al juicio dictadas por tribunales administrativos o judiciales no reparables por algún recurso, juicio o medio ordinario de defensa legal;


c)  En materia civil, cuando se reclamen sentencias definitivas dictadas en juicios del orden federal o en juicios mercantiles, sea federal o local la autoridad que dicte el fallo, o en juicios del orden común;


En los juicios civiles del orden federal las sentencias podrán ser reclamadas en amparo por cualquiera de las partes, incluso por la Federación, en defensa de sus intereses patrimoniales, y


d)  En materia laboral, cuando se reclamen laudos dictados por las juntas locales o la federal de conciliación y arbitraje, o por el tribunal federal de conciliación y arbitraje de los trabajadores al servicio del Estado.


La SCJN, de oficio o a petición fundada del correspondiente tribunal colegiado de circuito o del procurador general de la República, podrá conocer de los amparos directos que por su interés y trascendencia así lo ameriten;


VI.  En los casos a los que se refiere la fracción anterior, la ley reglamentaria de los arts 103 y 107 de esta constitución señalará el trámite y los términos a que deberán someterse los tribunales colegiados de circuito y, en su caso, la SCJN, para dictar sus respectivas resoluciones;


VII.  El amparo contra actos en juicio, fuera de juicio o después de concluido, o que afecten a personas extrañas al juicio, contra leyes o contra actos de autoridad administrativa se interpondrá ante el juez de distrito bajo cuya jurisdicción se encuentre el lugar en el que el acto reclamado se ejecute o trate de ejecutarse, y su tramitación se limitará al informe de la autoridad, a una audiencia para la que se citará en el mismo auto en el que se mande pedir el informe y se recibirán las pruebas que las partes interesadas ofrezcan y oirán los alegatos, pronunciándose en la misma audiencia la sentencia;


VIII.  Contra las sentencias que pronuncien en amparo los jueces de distrito o los tribunales unitarios de circuito procede revisión. De ella conocerá la SCJN:


a)  Cuando habiéndose impugnado en la demanda de amparo, por estimarlos directamente violatorios de esta constitución, leyes federales o locales, tratados internacionales, reglamentos expedidos por el presidente de la República de acuerdo con la fracción I del art 89 de esta constitución y reglamentos de leyes locales expedidos por los gobernadores de los estados o por el jefe del Distrito Federal, subsista en el recurso el problema de constitucionalidad, y


b)  Cuando se trate de los casos comprendidos en las fracciones II y III del art 103 de esta constitución.


La SCJN, de oficio o a petición fundada del correspondiente tribunal colegiado de circuito o del procurador general de la República, podrá conocer de los amparos en revisión que por su interés y trascendencia así lo ameriten.


En los casos no previstos en los incisos anteriores, conocerán de la revisión los tribunales colegiados de circuito y sus sentencias no admitirán recurso alguno;


IX.  Las resoluciones que en materia de amparo directo pronuncien los tribunales colegiados de circuito no admiten recurso alguno, a menos que decidan sobre la inconstitucionalidad de una ley o establezcan la interpretación directa de un precepto de la constitución, cuya resolución, a juicio de la SCJN y conforme a acuerdos generales, entrañe la fijación de un criterio de importancia y trascendencia. Sólo en esta hipótesis procederá la revisión ante la SCJN, limitándose la materia del recurso exclusivamente a la decisión de las cuestiones propiamente constitucionales;


X.  Los actos reclamados podrán ser objeto de suspensión en los casos y mediante las condiciones y garantías que determine la ley, para lo cual se tomará en cuenta la naturaleza de la violación alegada, la dificultad de reparación de los daños y perjuicios que pueda sufrir el agraviado con su ejecución, los que la suspensión origine a terceros perjudicados y al interés público.


Dicha suspensión deberá otorgarse respecto de las sentencias definitivas en materia penal al comunicarse la interposición del amparo, y en materia civil, mediante fianza que dé el quejoso para responder de los daños y perjuicios que tal suspensión ocasionare, la cual quedará sin efecto si la otra parte da contrafianza para asegurar la reposición de las cosas al estado que guardaban si se concediese el amparo, y a pagar los daños y perjuicios consiguientes;


XI.  La suspensión se pedirá ante la autoridad responsable cuando se trate de amparos directos promovidos ante los tribunales colegiados de circuito y la propia autoridad responsable decidirá al respecto. En todo caso, el agraviado deberá presentar la demanda de amparo ante la propia autoridad responsable, acompañando copias de la demanda para las demás partes en el juicio, incluyendo al ministerio público y una para el expediente. En los demás casos, conocerán y resolverán sobre la suspensión los juzgados de distrito o los tribunales unitarios de circuito;


XII.  La violación de las garantías de los arts 16, en materia penal, 19 y 20 se reclamará ante el superior del tribunal que la cometa, o ante el juez de distrito o tribunal unitario de circuito que corresponda, pudiéndose recurrir, en uno y otro caso, las resoluciones que se pronuncien, en los términos prescritos por la fracc VIII.


Si el juez de distrito o el tribunal unitario de circuito no residieren en el mismo lugar en que reside la autoridad responsable, la ley determinará el juez o tribunal ante el que se ha de presentar el escrito de amparo, el que podrá suspender provisionalmente el acto reclamado, en los casos y términos que la misma ley establezca;


XIII.  Cuando los tribunales colegiados de circuito sustenten tesis contradictorias en los juicios de amparo de su competencia, los ministros de la SCJN, el procurador general de la República, los mencionados tribunales o las partes que intervinieron en los juicios en que dichas tesis fueron sustentadas podrán denunciar la contradicción ante la SCJN, a fin de que el pleno o la sala respectiva, según corresponda, decidan la tesis que debe prevalecer como jurisprudencia.


Cuando las salas de la SCJN sustenten tesis contradictorias en los juicios de amparo materia de su competencia, cualquiera de esas salas, el procurador general de la República o las partes que intervinieron en los juicios en que tales hubieren sido sustentadas podrán denunciar la contradicción ante la SCJN, que funcionando en pleno decidirá cuál tesis debe prevalecer.


La resolución que pronuncien las salas o el pleno de la SCJN en los casos a que se refieren los dos párrafos anteriores sólo tendrá el efecto de fijar la jurisprudencia y no afectará las situaciones jurídicas concretas derivadas de las sentencias dictadas en los juicios en que hubiese ocurrido la contradicción;


XIV.  Salvo lo dispuesto en el párrafo final de la fracción II de este artículo, se decretará el sobreseimiento del amparo o la caducidad de la instancia por inactividad del quejoso o del recurrente, cuando el acto reclamado sea del orden civil o administrativo, en los casos y términos que señale la ley reglamentaria. La caducidad de la instancia dejará firme la sentencia recurrida;


XV.  El procurador general de la República o el agente del ministerio público federal que al efecto designare será parte en todos los juicios de amparo; pero podrán abstenerse de intervenir en dichos juicios cuando el caso de que se trate carezca, a su juicio, de interés público;


XVI.  Si concedido el amparo la autoridad responsable insistiere en la repetición del acto reclamado o tratare de eludir la sentencia de la autoridad federal, y la SCJN estima que es inexcusable el incumplimiento, dicha autoridad será inmediatamente separada de su cargo y consignada al juez de distrito que corresponda. Si fuere excusable, previa declaración de incumplimiento o repetición, la SCJN requerirá a la responsable y le otorgará un plazo prudente para que ejecute la sentencia. Si la autoridad no ejecuta la sentencia en el término concedido, la SCJN procederá en los términos primeramente señalados.


Cuando la naturaleza del acto lo permita, la SCJN, una vez que hubiera determinado el incumplimiento o repetición del acto reclamado, podrá disponer de oficio el cumplimiento sustituto de las sentencias de amparo cuando su ejecución afecte gravemente a la sociedad o a terceros en mayor proporción que los beneficios económicos que pudiera obtener el quejoso. Igualmente, el quejoso podrá solicitar ante el órgano que corresponda, el cumplimiento sustituto de la sentencia de amparo, siempre que la naturaleza del acto lo permita.


La inactividad procesal o la falta de promoción de parte interesada, en los procedimientos tendientes al cumplimento de las sentencias de amparo, producirá su caducidad en los términos de la ley reglamentaria;


XVII.  La autoridad responsable será consignada a la autoridad correspondiente cuando no suspenda el acto reclamado debiendo hacerlo, y cuando admita fianza que resulte ilusoria o insuficiente, siendo, en estos dos últimos casos, solidaria la responsabilidad civil de la autoridad con el que ofreciere la fianza y el que la presentare, y


XVIII.  Derogada.






Amparo administrativo (AMPARO, ADMINISTRATIVO). Control de la acción administrativa, por parte de órganos judiciales, que se da en derecho mexicano.


Se trata de un control jurisdiccional (existe controversia) por medio de órgano judicial (poder judicial), el cual mediante la tutela de los derechos humanos (garantías individuales) obliga a la administración pública a obrar de conformidad con la ley cuando ha afectado indebidamente los intereses particulares del gobernado.


Este sistema de control equivale al habeas corpus del derecho anglosajón. Aquí no es lugar para describir las diferencias de origen y finalidad entre esta figura y el amparo mexicano; nuestro único propósito es señalar su semejanza en cuanto camino jurisdiccional judicial de control de legalidad, aunque cabe la observación de que el amparo tiene efectos para un caso particular y el habeas corpus trasciende erga omnes.


El control que se ejerce por medio del amparo es indirecto, ya que no fue ideado como controlador de la legalidad del actuar del poder ejecutivo, sino para garantizar el respeto a los derechos humanos. Dado que en el capítulo de garantías individuales la carta magna incluyó lo que se ha estudiado como requisitos constitucionales del acto administrativo y procedimiento administrativo (consúltese), cuando éstos no son cumplidos por la administración pública, el gobernado puede solicitar a la autoridad judicial el amparo y la protección de la justicia federal. De esta manera, la forma escrita, competencia, legalidad, fundamentación, motivación, previa audiencia, irretroactividad, seguridad jurídica y demás requisitos constitucionales de la acción administrativa han de ser acatados; de lo contrario, existe la posibilidad de acudir al juicio de amparo.


Para intentar la vía de amparo han de agotarse previamente los otros medios de defensa: recurso administrativo y contencioso administrativo, cuando ello sea necesario conforme a la ley.


Los antecedentes, la naturaleza, los requisitos, los procedimientos y los efectos del amparo son de tal importancia y complejidad técnica que su descripción resulta imposible en este diccionario; por ello remitimos al lector a los textos especializados.


Una vertiente del control judicial de la legalidad es la que prevé el art 133 de la carta magna al señalar que esa constitución, las leyes del congreso de la unión que emanen de ella y los tratados que estén de acuerdo con ella, celebrados y por celebrar por el presidente de la República, con ratificación del senado, serán la ley suprema de toda la unión. Los jueces de las entidades federativas se arreglarán a dicha constitución, a las leyes y los tratados, a pesar de las disposiciones en contrario que puedan figurar en las constituciones o leyes de los estados.


Una última observación acerca del sistema judicial de control de legalidad: sus partidarios aducen en su favor la teoría de la separación de poderes, argumento que también esgrimen quienes están de acuerdo con los tribunales administrativos.


Ampliación de hipoteca (CIVIL). Incluir en el derecho real correspondiente nuevos bienes del deudor, al resultar insuficientes para garantizar el crédito pactado inicialmente.


Analogía (TEORÍA, PENAL). 1. Similitud de carácter general. 2. Método para interpretar la ley y aplicarla. 3. En derecho penal está vedado absolutamente adecuar una situación real a una hipótesis legal con la que tenga cierto parecido o semejanza.


Anatocismo (CIVIL, MERCANTIL). Cobro de intereses sobre los intereses pactados y devengados. La SCJN ha validado esta práctica que históricamente ha estado en duda, considerada inmoral por muchos.


Anciano (ADMINISTRATIVO, PROCESAL, SEGURIDAD SOCIAL). Persona de avanzada edad. Falsamente se asocia la vejez con una radical disminución de la habilidad física y mental, lo cual es producto de una cultura discriminatoria. Consúltese Senectud.


Anexión (INTERNACIONAL). Siempre ha existido el problema o la intención por parte de un país considerado potencia, ya sea económica o militarmente, de extender su territorio con el uso de la fuerza; es por eso que en las pretensiones de estos países en tiempos anteriores se han arreglado los conflictos sobre delimitación de fronteras de distintas maneras: por la fuerza (esgrimiendo o no razón de derecho), por pretensión acatada por los demás durante cierto tiempo, por decisión judicial, o por la voluntad o el arbitraje de las grandes potencias.


Cuando un territorio que hasta entonces ha estado bajo la autoridad formal de una nación y así se ha reconocido es tomado por otro sin su consentimiento, se produce lo que se llama anexión. Si el territorio es entregado formalmente por el Estado anterior al nuevo (aunque se haga esto bajo la amenaza de la fuerza, o a consecuencia de una guerra, como ocurrió, por ejemplo, en virtud del Tratado de Versalles) el acto se llama técnicamente cesión.


Así, la anexión es aquel acto por el cual un Estado se une a otro en una relación de dependencia; en el plano internacional ha sido la práctica de tomar territorio de otro Estado y unirlo al régimen interior del país. La anexión debe distinguirse de otras formas de unión de Estados, como la unión real en la que se presenta la vinculación de dos entidades por su propia voluntad, así como los casos de la formación de una federación y de una confederación. Estas otras formas de unión de Estados dependen del acuerdo de voluntades y del arbitrio de cada Estado para formar parte de ellas.


La tradición hasta hace algunos años aceptaba que la anexión solamente tenía que ser por conquista del territorio, pero en la actualidad se dice que la conquista de un territorio no se convierte automáticamente en anexión: tiene que haber la intención de agregárselo, para que cambie su categoría oficial. Así, una zona ocupada en tiempo de guerra continúa bajo la soberanía del Estado anterior (si éste sigue existiendo), aunque su gobierno sea despejado de su autoridad, y sus funcionarios actúen bajo la dirección o tolerancia del Estado ocupante. Sin embargo, continúan vigentes las leyes nacionales anteriores, a no ser que haya órdenes explícitas en contrario de las fuerzas ocupantes; y son muy vagos los límites de la capacidad legal de la potencia ocupante para cambiar las leyes nacionales, si no anuncia su intención de anexionarse el territorio (Kaplan Morton).


Animus (CIVIL). Voz latina que indica la voluntad o intención de hacer algo o actuar en determinado sentido.


Anotación (CIVIL, MERCANTIL, PROCESAL). Dato transitorio que se apunta en algún registro público, con el propósito de preservar la presumible preferencia de acción de una persona frente al titular del derecho inscrito con anterioridad.


Anotación preventiva (CIVIL, PROCESAL). Observación transitoria que se hace en algunas inscripciones del registro público de la propiedad, con el fin de dejar a salvo derechos de potenciales acreedores.


Antecedentes penales (PENAL). Respecto a esta voz son aplicables las jurisprudencias siguientes:




		Por antecedentes penales deben entenderse aquellos registros que efectúa la autoridad administrativa o judicial, con el fin de llevar un control de los procesos que pudieran estar instruyéndose en contra de una persona, o bien de las condenas recaídas a dicha persona a fin de conocer si ha cometido algún delito anterior y ha sido condenada por alguno de ellos, de tal suerte que cuando con motivo de la realización de hechos considerados como delitos, se instruyan a una persona causas penales por delitos surgidos de los mismos hechos, ante el orden común y el orden federal dividiéndose la continencia de la causa, será violatoria de las garantías de exacta aplicación de la ley penal previstas por los arts 14 y 16 constitucionales; la sentencia emitida por la autoridad judicial federal que al individualizar la pena en una de dichas causas considere que el inculpado contaba con antecedentes penales al tomar en cuenta para ese efecto la instrucción de la otra causa penal ante el fuero común, si como se dijo, se originaron ambas por los mismos hechos, pues los antecedentes deben referirse a hechos distintos a los que motivan la instrucción de la causa actual de que se trate.





Apéndice 2000, registro 908 590




		
Responsabilidad penal (antecedentes penales). Los delitos anteriores distintos al que motiva determinado proceso, tienen como única sanción legal agravaciones por reincidencia, pero en general no sirven para demostrar que la respectiva persona es responsable del último, porque equivaldría a incidir en una petición de principio.





Apéndice 2000, registro 907 556


Antefirma (CIVIL, PROCESAL). Nombre del autor de una carta o escrito, se anota al final de éste y se le acompaña (usualmente) con las iniciales de algún título de estudios que se posea: lic, dr, ing, arq, etc. La práctica generalizada por hoy es firmar arriba de ese último renglón.


Anticipo (CIVIL). 1. Podemos entender el anticipo como un adelanto respecto de alguna obligación o contraprestación de ésta. En sí es adelantarse al cumplimiento de la obligación, la cual puede o no clausularse o puede o no aceptarse. 2. Normalmente se aplica al anticipo al pago de la prestación, entendiendo como tal a la entrega de la cosa debida, o la ejecución del hacer adeudado, así como la abstención de la conducta que se debe omitir. En tal virtud, pagar es ejecutar la prestación que es objeto de la obligación, ya sea de dar, de hacer o no hacer, en el entendido de que cuando éste se da antes del tiempo estipulado, esta acción será comprendida como un adelanto, dándose así un reafirmante de la aceptación de la obligación y su contraprestación, confirmándose así la voluntad entre las partes, acto por el cual el acreedor queda satisfecho de forma parcial y de la misma forma su obligación y se libera de ella.


Hay ocasiones en que estas consecuencias son el resultado de un acuerdo de voluntades entre el acreedor y el deudor estipulándolos en cláusula expresa. 3. El anticipo puede quedar encuadrado en el marco de las obligaciones, conformado en la exactitud respecto al tiempo en resolución al pago, haciendo mención de que para que el pago extinga la obligación y libere al deudor debe ser exacto en tiempo, o sea es preciso que la obligación se pague en el plazo convenido, se puede convenir un anticipo respecto al cumplimiento de la obligación o de su pago, si no hay convenio sobre el plazo, entonces se deberá pagar en plazo estipulado en la ley.


En el caso del deudor, si éste manifiesta su voluntad de adelantar el pago y el acreedor a recibirlo, el deudor no tendrá derecho alguno a que se le hagan descuentos, ni a reclamar la restitución de lo que pagó anticipadamente; pero si cuando hizo el pago anticipado ignoraba el plazo, entonces tendrá derecho a reclamar del acreedor los intereses. 4.




	Art 1957. Lo que se hubiere pagado anticipadamente no puede repetirse. Si el que pagó ignoraba cuando lo hizo la existencia del plazo, tendrá derecho a reclamar del acreedor los intereses o los frutos que éste hubiera percibido de la cosa.


	Art 2081. Si el deudor quisiere hacer pagos anticipados y el acreedor recibirlos, no podrá éste ser obligado a hacer descuentos. Además si se paga contra la voluntad del acreedor, es preciso que el plazo sea a favor del deudor (art 1958).


	El plazo se presume establecido a favor del deudor, a menos que resulte de la estipulación o de las circunstancias que ha sido establecido a favor del acreedor o de las dos partes.


	Art 2835. Si la deuda fuera a plazo o bajo condición y el fiador la pagare antes de que aquél o ésta se cumplan, no podrá cobrarla del deudor sino cuando fuere legalmente exigible.


	Art 2830. El fiador que paga se subroga en todos los derechos que el acreedor tenía contra el deudor. Cuando el anticipo es en fraude de acreedores por hacerlo un deudor insolvente, será anulable.


	Art 2172. Es también anulable el pago hecho por el deudor insolvente antes del vencimiento del plazo.





Fuente: Manuel Bejarano, Joaquín Martínez y CCF.


Anticonstitucional (CONSTITUCIONAL). Ley, tratado, norma o acto que va en contra de lo preceptuado en el texto de la ley suprema y, por lo tanto, es contrario a derecho.


Anticresis (CIVIL). 1. Contrato relativo a un derecho real de garantía, en el que el acreedor percibe los frutos de un inmueble en pago de los intereses o del capital. 2. El actual código civil no contempla la anticresis; el contrato debía formalizarse en escritura pública.


Antigüedad (BUROCRÁTICO). Tiempo que un servidor público lleva en la función pública. El adecuado cómputo de dichos periodos de actividad en tareas estatales reviste suma importancia para prestaciones de seguridad social (retiro voluntario, jubilación, préstamos), estímulos, ascensos y licencias, entre otras cuestiones. Esto es válido tanto para el servicio civil como para las fuerzas armadas.


Idea también aplicable en materia del trabajo.


Antijuridicidad (PENAL). Acerca de este concepto exponemos las ideas de los siguientes autores:


Ignacio Villalobos:




	Es oposición al derecho: y como el derecho puede ser legislado, declarado por el Estado y formal, o bien de fondo, de contenido o material, también de la antijuridicidad se puede afirmar que es formal por cuanto se opone a la ley del Estado y material por cuanto afecta los intereses protegidos por dicha ley.


	No es preciso pensar por supuesto, que cada especie de antijuridicidad, formal o material excluye a la otra: por el contrario, de ordinario van unidas ambas y son, de acuerdo con su naturaleza y su denominación, una la forma y la otra el contenido de la misma.





Sebastián Soler:




	Es un juicio de valoración sobre el hecho formulado desde el punto de vista del derecho, y en el cual se comprueba que el hecho ha traído algo o tendía a algo que el derecho quería evitar. La antijuridicidad de una acción, es siempre el resultado de un juicio sustancial.





Fernando Castellanos:




	Como la antijuridicidad es un concepto negativo, un anti, lógicamente existe dificultad para dar sobre ella una idea positiva; sin embargo, comúnmente se acepta como antijurídico lo contrario al derecho. Lo cierto es que la antijuridicidad radica en la violación del valor o bien protegido a que se contrae el tipo penal respectivo.





Raúl Carrancá:




	Entendemos que la antijuridicidad es la oposición a las normas de cultura reconocidas por el Estado. Se le denomina también ilicitud, palabra que comprende el ámbito de la ética; ilegalidad, palabra que tiene una estricta referencia a la ley; entuerto, palabra denominada por los tratadistas italianos y que en español, constituye un arcaísmo; e injusto, preferida por los alemanes para significar lo contrario a derecho, equivalente a lo antijurídico. Es la contradicción de una conducta concreta y un concreto orden jurídico establecido por el Estado.





Antinomias (TEORÍA). 1. El derecho considerado como sistema, incorpora en sí la idea de coherencia, de ausencia de antinomias o contradicciones normativas. La coherencia, en efecto, alude a la conformidad, adecuación o no incompatibilidad de las normas entre sí. Por su parte, se entiende que existe antinomia o inconsistencia entre dos normas jurídicas cuando se imputan efectos jurídicos incompatibles a las mismas condiciones fácticas (A. Ross), es decir, cuando en el ordenamiento existen dos o más normas que regulan de modo un mismo supuesto. El ordenamiento jurídico es coherente cuando todas las antinomias que se presenten puedan ser resueltas con criterios previstos por el mismo. 2. Para que exista antinomia deben cumplirse dos condiciones:


a)  Que las dos normas pertenezcan al mismo ordenamiento (o que aun perteneciendo a distintos ordenamientos, éstos se hallen en una relación de dependencia entre sí).


b)  Que las dos normas compartan el ámbito de validez (temporal, espacial, personal y material). Teniendo esto en cuenta, se puede definir a la antinomia como la situación en que dos normas jurídicas que pertenecen al mismo ordenamiento jurídico y tienen el mismo ámbito de validez, imputan efectos jurídicos incompatibles a las mismas condiciones fácticas (N. Bobbio).


3. Pueden identificarse varios tipos de antinomias dependiendo del tipo de incompatibilidad normativa o de su mayor o menor extensión. Así según el tipo de incompatibilidad, el conflicto puede darse entre: a) mandato y prohibición: una norma que manda hacer algo y otra que lo prohíbe (contrariedad); b) mandato y permiso negativo: una norma que manda hacer algo y otra que permite no hacerlo (contradictoriedad); c) prohibición y permiso positivo: una norma que prohíbe hacer algo y otra que permite hacerlo (contradictoriedad).


Por otra parte, según la mayor o menor extensión de la incompatibilidad, pueden distinguirse los siguientes tipos: a) antinomia total-total: cuando ninguna de las normas puede ser aplicada sin entrar en conflicto con la otra; b) antinomia total-parcial: cuando una de las normas nunca puede ser aplicada sin entrar en conflicto, pero la otra tiene un campo adicional de aplicación sin entrar en conflicto con la primera; y c) antinomia parcial-parcial: cuando cada una de las normas tiene un campo de aplicación en el que el conflicto no se produce. 4. Criterio de resolución de antinomias.


Antinomias aparentes: a) el criterio de la jerarquía es normalmente enunciado con la orden de preferencia de la norma superior sobre la inferior; b) en caso de conflicto entre una norma competente y otra que no lo es, prevalece siempre la primera.


Antinomias reales: a) la prevalencia es un criterio de resolución de conflictos mediante el criterio cronológico o de especialidad; b) el criterio cronológico: aplicación preferente de la norma posterior en el tiempo; c) el criterio de especialidad: preferencia de la norma que contempla con más detalle una situación; supone dar un tratamiento especial a una categoría distinta de sujetos en atención a las diferencias que presentan con la categoría general.


Fuente: Jerónimo Betegón.


Referencia legal:


Las antinomias se manejan en la doctrina; sin embargo, hay un caso principal en las fraccs I y II del art 105 de la constitución.


El art 10 del código civil dice que contra la observancia de la ley no puede alegarse desuso, costumbre o práctica en contrario.


Antítesis (FILOSOFÍA). Lo que se opone a la tesis, segundo momento (de tipo negativo) en el razonamiento dialéctico.


Etapa negativa racional en la dialéctica.


Anualidad (ADMINISTRATIVO). Característica de la ley de ingresos y del presupuesto de egresos (consúltese), consistente en que cesa su vigencia una vez concluido el año fiscal o calendario para el que fueron aprobados.


Anualidad (CIVIL, MERCANTIL). Cantidad de dinero que el obligado debe pagar cada doce meses al acreedor, según se haya convenido.


Anulable (CIVIL). Consúltese Nulidad.


Anulación (CIVIL). Consúltese Nulidad.


Apando (PENAL). Nombre que se da en la jerga a la celda de castigo en las prisiones.


Apañar (PENAL). Término que usa un delincuente para referir que fue aprehendido.


Aparcería (AGRARIO, CIVIL). Consúltese Contrato de aparcería.


Aparejada ejecución (MERCANTIL). Consúltese Acción ejecutiva.


Apartado A del art 123 constitucional (BUROCRÁTICO, TRABAJO). Los trabajadores en general y las más importantes empresas públicas de la Federación se encuentran regulados, en cuanto a las relaciones laborales, por el apartado A del art 123 constitucional y su ley reglamentaria (Ley Federal del Trabajo, 1970). Desde luego, tenemos en cuenta que esos entes no forman parte de la persona jurídica Federación, por poseer a su vez, su propia personalidad, pero resulta claro que representan una porción fundamental del aparato político administrativo del Estado.


El contenido del citado apartado es materia de estudio del derecho del trabajo, estimamos conveniente recordar los principales puntos establecidos en dicho artículo.


El congreso federal deberá expedir las leyes relativas al trabajo, las cuales regirán a obreros, jornaleros, empleados, domésticos, artesanos y, de manera general, a todo contrato de trabajo, sin contravenir las bases siguientes:


1.  La duración de la jornada será de ocho horas como máximo.


2.  La jornada de trabajo nocturno no será mayor de siete horas. Quedan prohibidas, para los menores de 16 años, las labores insalubres o peligrosas, el trabajo nocturno industrial y todo otro trabajo después de las 22 horas.


3.  Está prohibida la utilización del trabajo de los menores de 14 años. Los mayores de esta edad y menores de 16 tendrán como jornada máxima seis horas.


4.  Por cada seis días de trabajo, se disfrutará de un día de descanso, como mínimo.


5.  Las mujeres, durante el embarazo, no realizarán trabajos que exijan un esfuerzo considerable y signifiquen un peligro para su salud; tendrán forzosamente un descanso de seis semanas anteriores a la fecha fijada aproximadamente para el parto y seis semanas posteriores al mismo, y deben percibir su salario íntegro y conservar los derechos que hubieran adquirido por la relación de trabajo.


6.  Los salarios mínimos que deberán disfrutar los trabajadores serán generales o profesionales. Los primeros regirán en las áreas geográficas que se determinen; los segundos se aplicarán en ciertas ramas de la economía o profesiones, oficios o trabajos especiales.


7.  Los salarios mínimos deberán ser adecuados para las necesidades normales de una familia, en el orden material, social y cultural, y para la educación obligatoria de los hijos. Los salarios mínimos profesionales se fijarán de acuerdo con las características de las distintas actividades económicas.


8.  Los salarios mínimos los fijará una comisión nacional formada por representantes de los trabajadores, de los patrones y del gobierno, la que se auxiliará de las comisiones consultivas que considere necesarias para el mejor desempeño de su labor.


9.  A trabajo igual corresponde salario igual, sin importar sexo ni nacionalidad.


10. El salario mínimo quedará exceptuado de embargo o cualquier descuento.


11. Los trabajadores tendrán derecho a una participación en las utilidades de las empresas, regulada según las normas que el propio apartado delinea, en donde se indica tomar en consideración la necesidad de fomentar el desarrollo industrial del país, el interés razonable que debe percibir el capital y la necesaria reinversión de capitales, entre otros elementos.


12. El salario deberá pagarse precisamente en moneda de curso legal, no se permite hacerlo con mercancías, ni con vales, fichas o cualquier otro medio con que se pretenda sustituir la moneda.


13. Cuando por circunstancias especiales deban laborarse horas extra, se abonará como salario por el tiempo excedente 100% más de lo fijado para las horas normales. En ningún caso el trabajo extra podrá exceder de tres horas diarias ni de tres veces seguidas. Los menores de 16 años no serán admitidos en este tipo de trabajos.


14. Toda empresa estará obligada, según lo determinen las leyes, a proporcionar a los trabajadores habitación. Esta obligación se cumplirá mediante las aportaciones que las empresas hagan a un fondo nacional de la vivienda que establecerá un sistema de financiamiento para que adquieran casa en propiedad.


15. Queda prohibido el establecimiento de expendios de bebidas embriagantes y de casas de juego de azar en algún centro de trabajo.


16. Las empresas estarán obligadas a proporcionar a sus trabajadores capacitación o adiestramiento para el trabajo.


17. Los empresarios serán responsables de los accidentes de trabajo y de las enfermedades profesionales de los trabajadores, por tanto, les deberán pagar la indemnización correspondiente, según haya traído como consecuencia la muerte o incapacidad temporal o permanente para trabajar. Esta responsabilidad subsistirá aun en el caso de que el patrón contrate el trabajo a través de un intermediario.


18. El patrón estará obligado a observar los preceptos legales sobre higiene y seguridad en las instalaciones de su establecimiento y a adoptar las medidas adecuadas para prevenir accidentes.


19. Tanto los obreros como los empresarios tendrán derecho de organizarse en defensa de sus intereses, y formar para ello sindicatos o asociaciones profesionales.


20. Las leyes reconocerán el derecho de los obreros y de los patrones para huelgas y paros. Las huelgas serán lícitas cuando tengan por objeto conseguir el equilibrio entre los factores de la producción, y armonizar los derechos del trabajo y del capital. En los servicios públicos será obligatorio para los trabajadores dar aviso, con 10 días de anticipación, la fecha señalada para la suspensión del trabajo. Las huelgas serán consideradas ilícitas sólo cuando la mayoría de los huelguistas ejerciere actos violentos contra las personas o las propiedades. Por otro lado, los paros serán lícitos cuando el exceso de producción haga necesario suspender el trabajo para mantener los precios en límite costeable.


21. Los conflictos entre el capital y el trabajo se sujetarán a la decisión de una junta de conciliación y arbitraje, formada por igual número de representantes de obreros y patrón y uno del gobierno. Si el patrón se negare a someter sus diferencias al arbitraje o a aceptar el laudo pronunciado por la junta, se dará por terminado el contrato de trabajo y quedará obligado a indemnizar al obrero con el importe de tres meses de salario, además a la responsabilidad que resulte. Si la negativa fuera del trabajador, se dará por terminado el contrato laboral.


22. El patrón que despida a un obrero sin causa justificada o por haber ingresado en un sindicato, o por haber tomado parte en una huelga lícita, estará obligado, a elección del trabajador, a cumplir el contrato o a indemnizarlo con tres meses de salario. La ley determinará los casos en que el patrón podrá ser eximido de la obligación de cumplir el contrato, mediante el pago de la indemnización. Igualmente tendrá la obligación de indemnizar al trabajador con el importe de tres meses de sueldo, cuando se retire del servicio por falta de probidad del patrón o por recibir de él malos tratos, ya sea en su persona o en la de su cónyuge, padres, hijos o hermanos.


El patrón no podrá eximirse de esta responsabilidad cuando los malos tratos provengan de dependientes o familiares que obren con su consentimiento.


23. Los créditos a favor de los trabajadores por salarios devengados en el último año, y por indemnizaciones, tendrán preferencia sobre cualquier otro en caso de concurso o quiebra.


24. De las deudas contraídas por los trabajadores a favor de sus patrones y asociados, familiares o dependientes, sólo será responsable el mismo trabajador, y nunca se podrán exigir a los miembros de su familia, ni serán exigibles dichas deudas por la cantidad excedente del sueldo mensual del trabajador.


25. El servicio para la colocación de trabajadores será gratis para ellos, ya se efectúe en oficinas municipales, bolsas de trabajo o en cualquier otra institución. Esto, en la práctica, resulta casi siempre desacatado.


26. Todo contrato de trabajo celebrado entre un mexicano y un empresario extranjero deberá ser legalizado por la autoridad municipal, y visado por el cónsul del país al que el trabajador tenga que ir; además de las cláusulas ordinarias, se especificará claramente que los gastos de la repatriación quedan a cargo del empresario contratante.


27. Las leyes determinarán qué bienes constituyen el patrimonio de la familia; éstos serán inalienables, no podrán sujetarse a gravámenes ni embargos y serán transmisibles por herencia con simplificación de formalidades.


28. Es de interés general la ley del seguro social, y ella comprenderá seguros de invalidez, de vejez, de vida, de cesación involuntariataria del trabajo, de enfermedades y accidentes, de guardería y cualquier otro encaminado a la protección de los trabajadores, campesinos, no asalariados y otros sectores sociales.


29. La aplicación de las leyes del trabajo corresponde a las autoridades locales, pero es competencia exclusiva de las autoridades federales en los asuntos relacionados con:


a)  Industrias: textil; eléctrica; cinematográfica; hulera; azucarera; minera; metalúrgica y siderúrgica; de hidrocarburos, petroquímica; cementera; calera; automotriz, incluso autopartes mecánicas o eléctricas; química, incluso la química farmacéutica y medicamentos; de celulosa y papel; de aceites y grasas vegetales; productora de alimentos, que abarca la fabricación de los que sean empacados, enlatados o envasados o que se destinen a ello; bebidas envasadas o enlatadas o que se destinen a ello; ferrocarrilera; maderera básica, que comprende la producción de aserradero y la de triplay o aglutinados de madera; vidriera, exclusivamente en lo que respecta a vidrio plano, liso o labrado, envases de vidrio, y tabacalera.


b)  Empresas: las que sean administradas de forma directa o descentralizada por el gobierno federal; que actúen en virtud de un contrato o concesión federal y las que les sean conexas, y aquellas que realicen trabajos en zonas federales o que se encuentren bajo jurisdicción federal, en aguas territoriales o en las comprendidas en la zona económica exclusiva llamada mar patrimonial.


c)  Será competencia exclusiva de la Federación la aplicación de las disposiciones de trabajo en los asuntos relativos a conflictos que afecten a dos o más entidades federativas; contratos colectivos que hayan sido declarados obligatorios en más de una entidad federativa; obligaciones patronales en materia educativa y respecto a los deberes de los patrones en lo concerniente a capacitación y adiestramiento de sus trabajadores, así como en lo relativo a seguridad e higiene del trabajo. Para esto, las autoridades federales contarán con el auxilio de las estatales cuando se trate de ramas o actividades de jurisdicción local.


Apartado B del art 123 constitucional (BUROCRÁTICO). Tras un largo periodo de indecisión gubernamental para precisar la manera de regular las relaciones laborales del Estado con sus trabajadores, apoyándose mientras tanto en un estatuto sin fundamento constitucional, el 5 de diciembre de 1960 se publicó la adición del apartado B al art 123, de la ley suprema. Se creó así un régimen de excepción para el trabajo burocrático, con la idea predominante de hacer nugatorios los derechos de huelga y sindicalización. El apartado B incluye:


a)  Duración de la jornada y tiempo extra.


b)  Semanalmente, un día de descanso como mínimo.


c)  Veinte días de vacaciones, anualmente.


d)  Los salarios no se pueden disminuir.


e)  Salario igual para trabajo igual.


f)  La ley fijará qué descuentos pueden hacerse al salario.


g)  Sistema para nombramientos.


h)  Mecanismo escalafonario.


i)  Suspensión, cese, o indemnización si es injustificado.


j)  Sindicalización y huelga; para que ésta sea lícita, se requiere que haya una violación de derechos general y sistemática, lo cual parece imposible que suceda.


k)  Detallada descripción del sistema de seguridad social, que en algún momento llega a nivel reglamentario.


l)  Creación de un tribunal administrativo: el federal de conciliación y arbitraje, para dirimir controversias laborales burocráticas. Para los del poder judicial se estatuye un sistema especial.


m)  Régimen de excepción para fuerzas armadas, ministerio público, cuerpos policiacos y personal diplomático y consular; lo mismo para empleados de la banca pública.


n)  Derechos de los empleados de confianza, dejando a la ley determinar quiénes tienen esa categoría.


Apátrida (INTERNACIONAL). Denominación que recibe el individuo que carece de nacionalidad, porque ningún Estado en su legislación se la atribuye o por haberla perdido sin adquirir una nueva.




	Apátridas han existido desde antiguo: en Roma, quienes sufrían la capitis deminutio media quedaban en una situación semejante; después los gitanos y los judíos. Pero fue a partir de las revoluciones de 1848 en que se produjeron grandes emigraciones, y después de la Primera Guerra Mundial cuando el problema adquirió mayores proporciones y empezó a ser objeto de estudio tanto de la doctrina como de los organismos internacionales.


	En derecho internacional, la situación del apátrida configura el llamado conflicto negativo de nacionalidad, que no puede considerarse como un verdadero conflicto, pero pone de manifiesto una situación irregular provocada por la absoluta libertad de los Estados en materia de atribución de nacionalidad, libertad indispensable en la determinación del pueblo del Estado, pero que provoca en ocasiones problemas de trascendencia internacional y que tiene repercusiones en el derecho interno, por la existencia de normas cuya aplicabilidad está basada en el supuesto de la nacionalidad, como aquellas que sujetan la capacidad del individuo a su ley nacional o la que condiciona la posibilidad de heredar del extranjero a la reciprocidad de su país: a) falta de concordancia entre las legislaciones de los Estados con que el sujeto se relaciona, por seguir estos sistemas puros de atribución de nacionalidad, en el caso de hijo de extranjeros cuya nacionalidad se adquiere por jus soli, nacido en país de jus sanguinis o hijo de apátrida nacido en país de jus sanguinis; o bien por resolver con criterios diversos algunos problemas típicos del derecho, como en el caso de pérdida de nacionalidad por matrimonio sin adquisición de la del cónyuge por ser apátrida o por no atribuirla el sistema jurídico a que está sujeto, o la situación semejante de los hijos y la esposa del naturalizado que no adquieran la nueva nacionalidad de éste; b) desnacionalización como pena impuesta por el Estado, por la realización de actos que se consideran contra la seguridad de éste o que implican la incompatibilidad del individuo con el pueblo del Estado al que pertenece o simplemente por criterios políticos motivados por un cambio de régimen; c) desnacionalización voluntaria sin adquirir una nueva nacionalidad, y d) éxodos por cambio de régimen político o por incorporación a otro Estado (Elisa Pérez).





No se permite la renuncia a la nacionalidad mexicana más que cuando se comprueba la atribución de nacionalidad por otro Estado.


Apelable (PROCESAL). Resolución de un juez, la cual puede ser impugnada mediante apelación (consúltese).


Apelación (PROCESAL). 1. Recurso procesal, el más importante dentro del procedimiento judicial, tiene por objeto obtener que un tribunal superior, generalmente colegiado, revoque, confirme o modifique un fallo judicial emitido por el inferior, que se considera erróneo. Este recurso supone la existencia de dos instancias judiciales, pero no significa la apertura de un nuevo proceso, sino la revisión de la resolución emitida por el inferior, con base en las actuaciones en primera instancia.


Es necesario que la parte agraviada interponga el recurso ante el juez de primera instancia y que funde y motive su apelación. En este caso, el juez competente conoce del juicio y si éste es procedente, confirmará, modificará o revocará la sentencia. 2. Efectos. La interposición de la apelación ante el juez produce dos efectos:


a)  Suspensivo: la ejecución de lo impugnado se detiene y se supedita su validez a la decisión del tribunal superior.


b)  Devolutivo: el expediente se regresa para decidir sobre él.


Apeo y deslinde (AGRARIO). 1. Apear: sostener, deslindar; señalar y distinguir los términos de un lugar. 2. Atributo del dominio por el cual un propietario, poseedor o usufructuario tiene derecho a hacer medir, delimitar y cercar su fundo. Estos actos derivan del derecho de exclusión, que faculta al titular de un derecho real a gozar de la cosa excluyendo a otras personas. 3. Naturaleza jurídica del apeo y deslinde. Se le atribuye naturaleza de servidumbre o de cuasicontrato. 4. Características de la acción de apeo y deslinde: es indivisible e imprescriptible (aunque esta última característica no se halle expresamente consagrada en la legislación) porque se trata de un derecho derivado del dominio y, mientras éste se conserve, se podrá ejercer aquella acción.


La acción de deslinde está regulada en el código de procedimientos civiles, mientras que la de apeo es el acto de medir las tierras cuando no hayan fijado los límites que separan un fundo de otro, o para comprobar si las medidas coinciden con las que expresan las escrituras de propiedad, o porque las marcas o señales se hayan destruido o cambiado de lugar.




	La facultad de hacer mensurar un predio implica la de amojonarlo y cercarlo. Amojonar significa colocar marcas, hitos o mojones estables para señalar los límites de cada fundo. El cercamiento consiste en la colocación de vallas, muros, setos o cercas que impidan el paso indiscriminado de terceras personas. Este derecho puede resultar a la vez una obligación del titular del inmueble (Raúl Lemus).





Apercibimiento (ADMINISTRATIVO, PROCESAL). Corrección disciplinaria que implica advertir al culpable y que, en caso de repetición, dará lugar a una sanción de mayor intensidad.


Apertura de crédito (MERCANTIL). 1. La apertura de crédito es un contrato bancario y recientemente reglamentado. Se practica mundialmente: a veces se le llama línea de crédito y este término se ha adoptado en la práctica mexicana, principalmente para la apertura de crédito celebrada entre banco y banco. 2. En virtud del contrato de apertura de crédito, el acreditante se obliga a poner una suma de dinero a disposición del acreditado, o a contraer por cuenta de éste una obligación para que el mismo haga uso del crédito concedido en la forma y en los términos y condiciones convenidos, quedando obligado el acreditado a restituir al acreditante las sumas de que disponga, o a cubrirlo oportunamente por el importe de la obligación que contrajo, y en todo caso a pagarle los intereses, prestaciones, gastos y comisiones que se estipulen (art 291, LGTOC). No es un contrato exclusivamente bancario; puede ser celebrado entre particulares. 3. El contrato de apertura de crédito es un contrato especial, diverso de otros contratos, autónomo, en el sentido de que por sí mismo produce sus propios efectos, y de contenido complejo, esto es, que produce un doble efecto: El primero inmediato y esencial, que consiste en que el acreditante pone una cantidad a disposición (todavía no en propiedad) del acreditado (obligación de hacer). Segundo efecto: consiste en las posteriores disposiciones que del crédito haga el acreditado. 4. Según el objeto del contrato de apertura de crédito, es de dos clases: de dinero y de firma:


a)  De dinero: será apertura de crédito en dinero cuando el acreditante se obligue a poner a disposición del acreditado una suma determinada de dinero, para que éste disponga de ella en los términos pactados;


b)  de firma: será apertura de crédito de firma cuando el acreditante ponga a disposición del acreditado su propia capacidad crediticia, para contraer por cuenta de éste una obligación.


5. De conformidad con la forma de disposición del contrato de apertura de crédito, puede ser:


a)  Simple: cuando el crédito se agota por la simple disposición que de él haga el acreditado, y cualquier cantidad que éste entregue al acreditante se entenderá como dada en abono del saldo, sin que el acreditante tenga derecho, una vez que ha dispuesto del crédito, a volver a disponer de él, aunque no se haya vencido el término pactado;


b)  Cuenta corriente: el acreditado podrá disponer del crédito en la forma convenida, y si hace remesas en abono del saldo, podrá volver a disponer del crédito dentro del plazo convenido (Raúl Cervantes).


6. La ley establece las siguientes causas de extinción del crédito (art 301, LGTOC).


a)  Por haber dispuesto el acreditado de la totalidad de su importe, a menos que el crédito se haya abierto en cuenta corriente.


b)  Por la expiración del término convenido, o por la notificación de haberse dado por concluido el contrato, o por el aviso de terminación del mismo, que puede hacer cualquiera de las partes cuando no se hubiere fijado plazo.


c)  Por la denuncia que del contrato se haga por el acreditante, si en el propio contrato se le autorizó para denunciarlo.


d)  Porque falten o disminuyan las garantías pactadas, si el acreditado no las sustituye oportunamente.


e)  Por hallarse alguna de las partes en estado de suspensión de pagos, de liquidación judicial o de quiebra.


f)  Por la muerte, interdicción, inhabilitación o ausencia del acreditado y, si éste fuere una sociedad, por su disolución.


7. Jurisprudencia:




		En tratándose de los contratos sinalagmáticos o bilaterales (como el de apertura de crédito, en términos del art 291 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito), las partes tienen obligaciones y derechos, y éstas deben de responder a lo que se comprometieron. De lo anterior debe concluirse que si las partes, al celebrar el contrato en cita, están conformes en estipular el tipo, modo o condiciones en que se hará el pago de intereses, y para tal efecto, establecen un interés ordinario con una tasa inicial anual sobre saldos insolutos de capital ejercido, la cual será ajustable, atendiendo a un factor integrado por el costo porcentual promedio de captación de la acreditante, dado a conocer por el Banco de México, y el acreditante se obliga a comunicar al acreditado la propuesta de modificación de dicho margen financiero con diez días de anticipación a la fecha de inicio del siguiente periodo de pago, sin que cumpla con tal obligación, y posteriormente el contador facultado por la institución de crédito acreedora emite el correspondiente estado de cuenta certificado en el que no precisa uno de los conceptos de la tasa variable del margen financiero, resulta evidente que el acreditado desconoce la forma en que se determinó la tasa de interés ordinario compuesto aplicable al capital y, en consecuencia, no puede tenerse por cierto que la cantidad de intereses ordinarios que se indican en el certificado correspondiente se adeude, ni pretender exigir el pago de tal cantidad a la garante prendaria.
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Contrato de crédito en cuenta corriente. Interés por incumplimiento a cargo de los contratantes. De conformidad con lo dispuesto en el art 361 del Código de Comercio, toda prestación pactada a favor del acreedor que conste por escrito se considera interés y es la cantidad que el deudor tiene que pagar al acreedor, además del capital, por el uso que hace de lo prestado; luego cabe destacar que el interés no es un elemento constitutivo del contrato, por lo que éste sólo existirá cuando así lo estipulen las partes contratantes; por lo tanto, si la ley sólo reconoce como interés el pago extraordinario que deben efectuar los deudores que demoren en el cumplimiento de sus deudas, no fue accidental que en el contrato de apertura de crédito en cuenta corriente base de la acción se hubiese omitido la fijación del interés que habría de pagar la casa de bolsa, para el caso de que incumpliera dicho contrato, pues en el caso sólo fue el inconforme el que tuvo la calidad de deudor, por haber sido éste a quien se le otorgó la línea de crédito contratada y, por ello, sólo a él correspondía la obligación de pagar lo que se le hubiese prestado; consecuentemente, es improcedente la pretensión del inconforme de que se condene a su contraparte al pago de intereses iguales a los pactados, para el caso de incumplimiento en que incurriera el acreditado argumentando la reciprocidad del contrato.





Apéndice 2000, registro 914 417


Apertura de sesiones del congreso (CONSTITUCIONAL). El proyecto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos vigente, en su art 69 decretaba que a la apertura de sesiones del congreso, tanto ordinarias como extraordinarias, asistiría el presidente de la República, quien presentaría un informe por escrito; en el caso de las ordinarias, sobre el estado general que guardaba la administración pública del país y, durante las extraordinarias, expondría al congreso o a la cámara de que se trate las razones y asuntos que motivaron la convocatoria al periodo extraordinario.


El art 69 de la constitución fue modificado el 24 de noviembre de 1923, para eximir al presidente de presentarse al congreso en la apertura de sesiones extraordinarias, dejando a cargo del presidente de la comisión permanente informar sobre los motivos o razones que originaron la convocatoria de las mismas.


El actual art 69 dice:




	A la apertura de sesiones ordinarias del primer periodo del congreso asistirá el presidente de la República y presentará un informe por escrito, en el que manifieste el estado general que guarda la administración pública del país. En la apertura de sesiones extraordinarias del congreso de la unión o de una sola de sus cámaras, el presidente de la comisión permanente informará acerca de los motivos o razones que originaron la convocatoria.





Por reformas a los arts 65 y 66 constitucionales —publicadas en el DOF el 7 de abril de 1986— el informe presidencial se rindió el 1 de noviembre de cada año, a partir de 1989. El sexto y último informe de gobierno que rindió a la nación el presidente Carlos Salinas de Gortari fue el 1 de noviembre de 1994.


A partir de 1995, el presidente presentó su informe el 1 de septiembre, como anteriormente se hacía, de conformidad con las nuevas reformas a los arts 65 y 66 constitucionales —publicadas en el DOF el 3 de septiembre de 1993—. El art 65 estatuye:




	El congreso de la unión se reunirá a partir del 1 de septiembre de cada año para celebrar su primer periodo ordinario de sesiones y a partir del 1 de febrero de cada año para celebrar un segundo periodo de sesiones ordinarias.





En el art 66 se precisa que cada periodo durará el tiempo necesario para tratar todos los asuntos mencionados en el artículo anterior. El primer periodo no podrá prolongarse sino hasta el 15 de diciembre del mismo año, excepto cuando el presidente inicie su encargo en la fecha prevista por el art 83, en cuyo caso las sesiones podrán extenderse hasta el 31 de diciembre de ese mismo año. El segundo periodo no podrá prolongarse más allá del 30 de abril del mismo año.


La Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos establece en su art 8:




	[...] el primero de septiembre de cada año, a la apertura de las sesiones ordinarias del primer periodo del congreso asistirá el presidente de la República y presentará un informe de conformidad con el art 69 de la constitución.


	[...] antes del arribo del presidente de la República, hará uso de la palabra un legislador federal por cada uno de los partidos políticos que concurran, representados en el congreso. Estas intervenciones se realizarán en orden creciente, en razón del número de diputados de cada grupo partidista y cada una de ellas no excederá de quince minutos.


	[...] el presidente del congreso contestará el informe en términos concisos y generales, con las formalidades que correspondan al acto. Esta sesión no tendrá más objeto que celebrar la apertura del periodo de sesiones y que el presidente de la República presente su informe; en tal virtud, durante ella no procederán intervenciones o interrupciones por parte de los legisladores.


	[...] las cámaras analizarán el informe presentado por el presidente de la República. El análisis se desarrollará clasificándose por materias: en política interior, política económica, política social y política exterior. [...]


	Ya desde el año de 1934, en que se expidió el Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, el art 12 menciona en forma indirecta la presencia del presidente de la República en la apertura del congreso el día 1 de septiembre, al referirse a la declaratoria inaugural, a cargo del presidente de la cámara de diputados.


	Los arts 188 y 189 del reglamento citado se refieren —el primero de ellos— al lugar en que tomará asiento el presidente de la República cuando asista a la apertura de sesiones, mismo que será al lado izquierdo del presidente del congreso, en tanto que el segundo mandato señala que el discurso del presidente de la República lo pronunciará en dicho acto de apertura de sesiones y será contestado en términos generales por el titular del congreso.


	Fuente: www.comunicacion.diputados.gob.mx





Apócrifo (PENAL, PROCESAL). 1. Documento falso. 2. Escrito alterado gravemente, de tal modo que resulta inauténtico.


Apoderado (CIVIL). 1. Persona a la que se le han otorgado facultades para que actúe en nombre de otra, es decir, en su representación, lo cual surte efectos frente a terceros.


El poder es el acto por el cual una persona (apoderado) queda facultada por otra para actuar en su nombre y representación.


El poder es una figura jurídica que puede existir por sí misma, pero necesita de otra para surtir efectos. 2. Obligaciones del apoderado:


a)  Ejecutar personalmente los actos jurídicos que se le hubieran encomendado, excepto si está facultado para delegar o sustituir el poder.


b)  Ceñirse a los términos del mandato y en ningún caso proceder contra disposiciones expresas de aquél.


c)  Informar al mandante de la ejecución del mandato.


d)  Dar noticia al mandante de todos los hechos o circunstancias que puedan determinarlo o revocar o modificarse el encargo.


e)  Rendir cuentas. El mandatario está obligado a rendir cuentas al mandante conforme a lo convenido y si no hay convenio, cuando éste se lo pida, en todo caso al finalizar el contrato. Esta obligación se encuentra contenida en el código civil.


f)  Entregar al mandante todo lo que hubiere recibido con motivo del mandato.


g)  Pagar interés de las sumas que pertenezcan al mandante.


3. Si se hubiere conferido un mandato a diversas personas respecto a un mismo negocio, aunque sea un solo acto, no quedarán solidariamente obligadas si no se convino así expresamente.


“Terminación del mandato: por revocación, por la designación de un nuevo mandatario, por renuncia del mandatario, por muerte del mandante o del mandatario, por interdicción del mandante o del mandatario, por el vencimiento del plazo, y debido a la conclusión del negocio para el cual fue concedido” (Bernardo Pérez y Ricardo Treviño).


Apoderar (CIVIL, PROCESAL). Dar potestad a una persona para que represente a otra en un litigio o fuera de él.


Apodo (PENAL, PROCESAL). Alias o sobrenombre con el que se conoce a una persona, ya sea que así le denominen usualmente o ella misma lo haya creado.


Apología del delito (PENAL). Conducta delictiva que se realiza al hacer públicamente defensa o elogio de hechos definidos en la ley como punibles.


Aporía (FILOSOFÍA). Estado de incertidumbre y duda (J. Casares, DILE).


Aportaciones de seguridad social (FISCAL, SEGURIDAD SOCIAL). Con el surgimiento del derecho del trabajo, a principios del siglo XX, aparece la seguridad social como un complemento necesario de las conquistas laborales; el Estado crea mecanismos en esa materia y, generalmente, encarga a entes descentralizados la prestación del servicio inherente.


El CFF vigente incluye, a diferencia de los anteriores, las aportaciones de seguridad social como una categoría especial perteneciente a los ingresos públicos. La inclusión de esta figura entre las contribuciones resuelve un añejo problema teórico y práctico que enfrentaba el Estado respecto a la naturaleza de estos ingresos, que eran frecuentemente calificados como parafiscales.


El código mencionado establece:




	... son las contribuciones establecidas en la ley a cargo de personas que son sustituidas por el Estado en el cumplimiento de obligaciones fijadas por la ley en materia de seguridad social o a las personas que se beneficien en forma especial por servicios de seguridad social proporcionada por el mismo Estado.





Se ha debatido acerca de si esta figura se asimila a los derechos o tasas fiscales o a las contribuciones especiales, o si se trata de una obligación sui generis. Exponer los distintos argumentos al respecto rebasaría los alcances de este diccionario.


Desde luego, este rubro incluye las cuotas enteradas al Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, Instituto Mexicano del Seguro Social e Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas.


No es nuestra intención ahondar en las aportaciones de seguridad social, por lo cual únicamente señalaremos algunas de sus diferencias con otras figuras tributarias.


Con el impuesto. Éste sirve para sufragar los gastos públicos en general, en tanto que las cuotas entregadas a instituciones de seguridad social se destinan específicamente a cubrir las necesidades pecuniarias de aquéllas.


Con los derechos. Éstos constituyen una contraprestación hecha al Estado por un servicio o bien que aquél proporciona de manera particularizada y a solicitud del gobernado, mientras que en las llamadas cuotas obrero-patronales se paga por un servicio que el asegurado no ha solicitado y el cual quizá nunca utilice, requiera, ni le interese.


Aprehensión (PENAL). 1. Asir, detener a un sujeto por algún motivo penal o una infracción. 2. Jurisprudencia:




		
Aprehensión. Fundamento y motivación de la orden de. La fundamentación y motivación de una orden de aprehensión no se satisfacen con la relación de las diligencias indagatorias, sino con el análisis de dichos elementos y la expresión de las razones en que se apoye, para concluir que se reunieron los presupuestos del art 16 constitucional; y si esto no se hizo, la orden de captura es violatoria de las garantías contenidas en dicho precepto.
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Apremio (PROCESAL). Medida que decide un juzgador para que se acaten sus decisiones y dirigida a las personas que no las cumplieron en los términos legales o acordados.


Aprendiz (TRABAJO). Persona que está conociendo cómo desempeñar un arte u oficio. Consúltese Contrato de aprendizaje.


Aprobación (ADMINISTRATIVO). Aprobar, dar por buena una cosa (M. Alonso).


Los actos de aprobación reciben otros nombres, como ratificación u homologación. Constituyen un medio de control sobre actos de autoridades administrativas, por lo cual se producen con posterioridad al acto controlado y confieren validez o eficacia al acto original y, por tanto, lo perfeccionan.


De esta manera, el acto original surte sus efectos jurídicos en el momento de la aprobación y no en la fecha de emisión del acto controlado. Esto significa que el acto aprobado no será un acto retroactivo. En consecuencia, un acto no aprobado no produce efectos, pues no se configura en acto administrativo perfecto.


Por otro lado, la autoridad controladora sólo puede otorgar o negar su aprobación sin modificar el acto; sin embargo, tiene la posibilidad de condicionar su aceptación para que el emisor del acto lo reforme en cierto sentido, porque, una vez aprobado el acto, no puede ser revocado. Ejemplos: ratificación del nombramiento de un servidor público por el órgano legislativo, y aprobación de actas de sesiones de órganos colegiados de entidades paraestatales.


Apropiación (CIVIL). Obtención de una cosa con algún medio que la ley permita. Es susceptible de apropiación todo lo que no esté fuera del comercio.


Referencia: art 747, CCF.


Aprovechamientos (FISCAL). En este rubro el legislador incluye los ingresos que el poder público recauda y que sean distintos de las contribuciones, de los financiamientos y de los organismos paraestatales. Resulta difícil determinar qué ingresos por la vía del derecho público, no enumerados antes, cabrían en este renglón. Podríamos quizá hablar de los rezagos, es decir, de un crédito fiscal no pagado oportunamente.


Pertenecerían a esta categoría los intereses, los cuales son las cantidades adicionales (costo del dinero) que el contribuyente debe cubrir al obtener un plazo adicional para pagar un crédito fiscal. Asimismo, entre los aprovechamientos figuran las divisas decomisadas.


Según la Ley Anual de Ingresos (2004), son aprovechamientos las multas, las indemnizaciones, los reintegros, las aportaciones de los particulares para el servicio del sistema escolar federalizado, las recuperaciones de capital, las aportaciones de contratistas de obras públicas, etcétera.


Arancel (PROCESAL, CIVIL). Tarifa, normas para fijar, cobrar y pagar la prestación de servicios periciales o profesionales.


Aranceles (FISCAL). Impuestos al comercio exterior (exportaciones e importaciones), previstos en la ley correspondiente.


Arbitraje (PROCESAL). Institución jurídica que permite a las partes confiar la decisión de una controversia a uno o más particulares (J. Becerra).


Arbitraje internacional (PROCESAL, INTERNACIONAL). 1. Método para tratar de resolver extrajudicialmente las diferencias entre dos o más partes, con la actuación de una o varias personas (árbitro o árbitros) que derivan del acuerdo consensual de las partes involucradas en la controversia.


Según César Sepúlveda: “Arbitraje es el método por el cual las partes en una disputa convienen en someter sus diferencias a un tercero o tribunal, con el objeto de resolverlo con normas que ellas especifiquen, generalmente de derecho internacional”. 2. Los privatistas explican que la solución arbitral deriva de un acuerdo de voluntades de las partes. A su vez, los jurisdiccionalistas estiman que el arbitraje es una función semejante o que se puede confundir con la que el juez realiza. 3. El arbitraje comercial internacional pertenece al derecho mercantil internacional y es un método de naturaleza consensual, donde las partes resuelven una controversia, originada cuando una o ambas partes son reguladas por dos o más Estados, es decir, surge conexión con legislación distinta de la interna. 4. Acuerdo arbitral es la base del arbitraje. Convenio en el que las partes consienten y expresan su voluntad de resolver la controversia. Debe contener tres requisitos: por escrito, que la materia de la controversia sea susceptible de arbitraje y que el acuerdo sea válido y ejecutable. 5. La característica fundamental del arbitraje es su naturaleza consensual. Puede darse por cláusula arbitral, compromiso arbitral o convenio arbitral:


a)  Cláusula arbitral. Se pacta antes de que surja la controversia, conocida como cláusula compromisoria.


b)  Compromiso arbitral. Acuerdo entre las partes una vez que ha surgido la controversia y comienza por indicar cuál es la controversia cuya solución será materia del arbitraje.


c)  Convenio arbitral. Acuerdo posterior al surgimiento del problema objeto del litigio; a diferencia del compromiso arbitral, se celebra por un medio distinto y surge de un tratado internacional.


6. Esta figura procesal se conforma por cuatro fases: un acuerdo, un procedimiento, un laudo y una ejecución; son indispensables para distinguirla de otra figura jurídica.


Las principales disposiciones que regulan esta forma heterocompositiva de resolver una controversia son las que consideran las convenciones internacionales, organismos internacionales, el acuerdo arbitral, los procedimientos arbitrales, las resoluciones arbitrales, la ejecución de laudo extranjero y las impugnaciones.


Son de citarse la Convención de Nueva York sobre el reconocimiento y ejecución de las sentencias arbitrales extranjeras, de 1958, y la Convención europea sobre arbitraje comercial internacional, de 1961. Organismos internacionales administradores del arbitraje: Cámara de Comercio Internacional y la Comisión Interamericana de Arbitraje Comercial; ambas conocen de reclamaciones concernientes al comercio internacional. 7. El arbitraje privado internacional tiene varias ventajas frente a un proceso jurisdiccional: se puede elegir un tribunal arbitral, el lugar del arbitraje, el derecho aplicable y el idioma (Humberto Briceño, Carlos Rodríguez y César Sepúlveda).


Arbitrariedad (ADMINISTRATIVO). Consúltese Abuso de poder y Desvío de poder.


Arbitrio judicial (PROCESAL). Potestad legal que se asigna al titular de un órgano jurisdiccional para decidir sobre la causa o apreciar las pruebas en un litigio, según su leal saber y entender, sin estar sujeto a una regla rígida de derecho.


Árbitro (PROCESAL). Persona que designan de común acuerdo dos partes en conflicto, para que resuelva la controversia de derecho que hay entre ellas.


Archivo general de la nación (ADMINISTRATIVO). Órgano desconcentrado de la secretaría de gobernación que es el ente rector de la archivística del Estado y oficina central de consulta del ejecutivo federal, en el manejo de archivos administrativos e históricos de la administración pública federal.


El archivo general de la nación se encarga de custodiar, conservar y organizar el patrimonio documental de México, que proviene tanto de instituciones de gobierno como de entidades privadas, y está integrado por grupos de documentos que incluyen impresos, manuscritos, mapas, planos, dibujos, grabados, fotografías, videos y películas, entre otros, que están referidos a diversos aspectos de la historia de la nación mexicana.


Archivo general de notarías (NOTARIAL). 1. Oficina administrativa dependiente del gobierno del Distrito Federal. 2. Antecedentes. La actividad notarial en México aparece con la llegada de los españoles. De los primeros escribanos que se tiene referencia son Diego de Godoy y Juan Fernández del Castillo.


En 1875, por primera vez se hace mención de establecer un archivo general, a donde se llevarían todos los instrumentos públicos al fallecimiento de los notarios; sin embargo, no se realizó y es hasta inicios del siglo XX cuando en la Ley del Notariado del 19 de diciembre de 1901 se regula la actividad notarial y se funda el archivo general de notarías de la ciudad de México. 3. El archivo está constituido como una unidad departamental de la dirección general jurídica y de estudios legislativos, y estructurado por 13 áreas que desempeñan labores técnicas y operativas, que son las siguientes: archivo histórico, oficialía de partes, calificación de escrituras, fotocopiado, certificación de escrituras, testamento ológrafo, registro de tarjetas de testamento, regularización de escrituras, revisión de libros, acervos “A” y “B”, acervo especial, entrega de documentos y restauración. 4. El archivo general de notarías depende del director general jurídico y de estudios legislativos, quien ejercerá sus facultades de acuerdo con la LN y las demás disposiciones jurídicas que sean necesarias. Según el art 146 de dicha ley, el achivo general de notarías se formará:


a)  Con los documentos que los notarios del D.F. remitan a éste, según las prevenciones de la ley.


b)  Con los protocolos cerrados y sus anexos, que no sean aquellos que los notarios puedan conservar en su poder.


c)  Con los sellos de los notarios que deban depositarse o inutilizarse conforme las prescripciones legales.


d)  Con los expedientes, manuscritos, libros y demás documentos entregados en custodia, o que sean utilizados para la prestación del servicio del archivo.


Por su parte, el archivo histórico de notarías del Distrito Federal está integrado básicamente por dos grandes fondos, además de otros cuatro más pequeños que no constituyen protocolos notariales, sino documentación cuyo principio de procedencia es diverso y que debió haber llegado al archivo con fines probatorios, o quizá confundida con la documentación notarial suelta, la cual llegó al recién fundado archivo de notarías en 1902, procedente, en parte, de las notarías existentes, las cuales conservaban algunos protocolos antiguos en su poder; otros procedieron del archivo general de la nación y otros más del archivo del ayuntamiento de la ciudad de México.


Los dos fondos básicos del archivo histórico, con documentación estrictamente notarial, son los siguientes:


a)  Fondo antiguo (1525-1903).


b)  Fondo contemporáneo (1878-1929).


5. ¿Qué es y qué hace la jefatura de unidad departamental del archivo general de notarías?


a)  Compilar los protocolos de los notarios.


b)  Estudiar, previo acuerdo del titular de la dirección, convenios para acrecentar, conservar y difundir el acervo documental del archivo.


c)  Cooperar en todo lo concerniente al ejercicio de la función notarial.


d)  Impulsar la investigación para el proceso de codificación de la normatividad notarial.


e)  Impulsar y asegurar la conservación del archivo histórico.


f)  Estudiar y proponer métodos de conservación y respaldo, de la documentación e información relacionadas con el trabajo notarial.


g)  Expedir y reproducir a solicitud de parte interesada los documentos públicos y privados que obren en los acervos en custodia.


h)  Certificar la documentación solicitada por autoridades judiciales, administrativas y legislativas, así como por los particulares que acrediten su interés legítimo, y que esté en custodia del archivo.


i)  Asegurar que los libros cumplan con todos los requisitos previstos en la ley, para su recepción y custodia definitiva.


j)  Certificar la razón de cierre respecto a la revisión previa a que se refiere el párrafo que antecede, así como recabar y custodiar en definitiva el protocolo que contenga la razón de cierre y que deba tener una antigüedad de cinco años a partir de la fecha de razón.


k)  Recabar para su inutilización los sellos que se hayan deteriorado, alterado o aparecido después de su extravío, así como los que no cumplan con los requisitos previstos en la ley.


l)  Recabar los expedientes, manuscritos, libros, folios y demás documentos que conforme a esta ley deban entregar los notarios y que han de custodiarse en el archivo.


m)  Devolver a los notarios, en los plazos previstos por la ley, los expedientes, manuscritos, libros, folios y demás documentos que conforme a aquélla no deban custodiarse en definitiva después de haber sido dictaminados.


n)  Regularizar y autorizar en definitiva los instrumentos que hubieren quedado pendientes de autorización por parte de un notario.


ñ)  Obtener de los notarios los avisos de testamentos para su depósito y custodia definitiva en el archivo.


o)  Recibir, para su depósito y custodia, los testamentos ológrafos que presenten los particulares.


p)  Rendir información a las autoridades judiciales y administrativas, y a los notarios con respecto a los avisos de testamento ológrafos a que se refieren los dos incisos que anteceden.


q)  Analizar y calificar las solicitudes presentadas por los particulares, para determinar la procedencia de un trámite.


r)  Realizar anotaciones marginales de acuerdo con la función notarial, prevista en la ley.


s)  Registrar las patentes de aspirante y notario, así como los convenios de asociación y de suplencia celebrados entre los notarios.


t)  Recibir las inspecciones judiciales, cuando la ley así lo permita.


u)  Informar y acordar con su superior inmediato los asuntos inherentes al área a su cargo.


v)  Elaborar informes mensuales de los asuntos asignados a las jefaturas de unidad departamental a su cargo.


Fuente: www.consejeria.df.gob.mx/est_legislativos


Área estratégica (ECONÓMICO). Actividad económica reservada en exclusiva para el Estado, sin que los particulares puedan realizarla totalmente ni de modo parcial. Incluye acuñación de moneda, correos, telégrafos, radiotelegrafía, emisión de billetes, petróleo y similares, petroquímica básica, minerales radiactivos, energía nuclear, electricidad y lo que señale el congreso federal mediante la ley.


Área prioritaria (ECONÓMICO). Actividad económica reservada al Estado en concurrencia con particulares. Más precisamente: el área prioritaria está reservada al sector público, solo o con la participación de los sectores privado y social. Su delimitación queda en manos del legislador; por ejemplo: servicio público de banca y crédito.


Argentina (BUROCRÁTICO). Para Rafael Bielsa, la relación jurídica que existe entre el Estado y sus servidores es producto de un acto contractual de derecho público, no obstante que la legislación vigente en la república Argentina parece considerarlo un acto unilateral del Estado.


La argumentación del tratadista consiste en que el nombramiento formal supone la aceptación del servidor para ingresar en la función pública, ya que si no existiera esa aceptación, la relación no ocurriría. Nota característica de este país, que regula dicha relación por medio de un estatuto legal específico para funcionarios, es estimar que el funcionario es provisional durante los primeros seis meses de labores, tiempo en el que deberá demostrar su idoneidad para el trabajo. Asimismo, establece para la estabilidad en el empleo un término de tres años de servicios efectivos y continuos o cinco de servicios discontinuos.


Argentina (CONSTITUCIONAL). Estado federal, gobierno presidencial; su Constitución, de 1853, ha sido reformada en 1860, 1866, 1898, 1949, 1957, 1972 y 1994 y consta de 129 artículos. Sistema legislativo bicamaral.




	Art 2. El gobierno federal sostiene el culto católico apostólico romano.





Argot (PENAL). Consúltese Caló y Jerga.


Aristóteles [α384-Ω322 a.C.] (FILOSOFÍA). Filósofo nacido en Estagira, Grecia. Hijo de Nicómano, discípulo de Platón en la Academia, maestro de Alejandro Magno, fundador del Liceo, trató todas las ramas del conocimiento humano e inspiró el pensamiento de Tomás de Aquino y el de otros escolásticos.


Sus obras principales son: Organon, Metafísica, Física, Política, Moral a Nicómaco, Moral a Eudemo, Retórica y Poética.


Arma blanca (PENAL). 1. Objeto punzocortante metálico que puede atemorizar, causar lesiones o provocar la muerte. 2. Instrumento peligroso por su capacidad para rebanar. 3. Jurisprudencia:




		
Arma prohibida, delito de portación de (navajas). Si bien es cierto que el art 160 del Código Penal de Baja California (igual al del Distrito Federal) no incluye a las navajas como arma prohibida, también lo es que el citado precepto hace una enumeración ejemplificativa y no exhaustiva de las armas que deben conceptuarse como prohibidas; de ahí que si la navaja, por su descripción, tamaño, que termina en punta aguda, y la dimensión de su cacha, es indudable que entraña un riesgo, en razón de su naturaleza intrínseca, debe estimarse potencialmente lesiva, y dado su fácil manejo y estar al alcance de quien la porta, constituye evidentemente un peligro y configura el tipo delictual previsto en la invocada disposición.
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Arma de fuego, portación de (PENAL). 1. Por portación de arma debemos comprender: llevar consigo un arma en la cintura o en cualquier otra parte del cuerpo o adherida a él; también tener el arma en el vehículo es una portación. Es considerado delito especial, ya que está tipificado en la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, y no en el código penal. 2. Aun cuando el arma se lleve descargada y cubierta, se comete el delito de portación de arma, puesto que con tal conducta se pone en peligro la seguridad pública, que es el bien jurídico tutelado.


La persona que porta un arma de fuego en el interior de su domicilio no incurre en el delito de portación de arma de fuego, porque no pone en peligro la seguridad pública, bien jurídico tutelado por el precepto legal. 3. Existen dos delitos de portación de arma de fuego. Uno es el delito de portación de arma de fuego permitida, sin licencia. Y otro es el delito de portación de arma de fuego de uso exclusivo del ejército, armada y fuerza aérea; que en todo momento es prohibida su portación, por lo que no se expedirá jamás licencia para portarse por particulares.


Se trata de un delito federal, sancionado como tal por las leyes, y no una falta administrativa. 4. Es un delito de acción, formal y de mera actividad, sin ser necesario que se materialicen cambios en el exterior. Se trata de un delito de peligro, permanente o continuo (en el que cada momento de su duración se reputa como consumación) doloso y simple, ya que sólo daña un bien jurídico, que es la seguridad pública. 5. Es un delito que se persigue de oficio; no hay necesidad de querella, ya que el ofendido es la sociedad, la seguridad pública (Efraín García y Raúl Carrancá). 6. Jurisprudencia:




		
Armas prohibidas, instrumentos de trabajo como. Tratándose de armas prohibidas que a la vez pueden ser instrumentos de trabajo, la portación de las mismas fuera del ámbito donde se desempeñan las labores es constitutiva del delito de portación de armas prohibidas.
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Armas prohibidas, delito de portación de, por policías. No es aceptable que por ser miembro de la policía quien porta un arma calibre 45 se encuentre exento de responsabilidad en el delito de portación de arma prohibida, pues su conducta queda comprendida dentro de lo dispuesto por el art 133, fracc IV, del Código Penal para el Estado de Guanajuato, que establece que son armas prohibidas las que otras leyes consideren como tales, quedando dentro de esta disposición las pistolas calibre 45, dado que las mismas se encuentran reservadas por leyes especiales al uso del ejército, la armada y guardia nacional.
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Armada (ADMINISTRATIVO, CONSTITUCIONAL). 1. Fuerza naval de un país. Las atribuciones estatales en materia de defensa y protección de nuestras costas y mares se realizan por medio de la armada; dada la enorme extensión de unas y otros, las tareas de la armada revisten una indudable importancia económica, militar y política.


La armada de México es una institución permanente, de carácter federal y tiene como finalidad utilizar el poder naval para la salvaguarda de la seguridad interior y la defensa exterior de la República. 2. La constitución política federal establece en su art 89 que son facultades del presidente, en la materia que tratamos:


a)  Nombrar con aprobación del senado a los oficiales superiores de la armada nacional.


b)  Nombrar a los demás oficiales de la armada nacional con arreglo a las leyes.


c)  Disponer de la totalidad de la marina de guerra, para la seguridad interior y defensa exterior del país.


3. La competencia de la armada se compendia en los siguientes aspectos:


a)  Defensa naval: que incluye la defensa exterior del país, la protección al tránsito de buques, la vigilancia de las playas, la zona marítimoterrestre, el mar territorial y el mar patrimonial o zona económica exclusiva, la conservación del medio marino, y


b)  Seguridad interior: que comprende el apoyo a las autoridades federales en sus cometidos y auxilio a la población en caso de calamidad pública.


Lo anterior es un resumen de la Ley Orgánica de la Armada de México, que establece como finalidades y objetivos de ésta los siguientes:


a)  Alistar, educar, organizar, equipar y operar las fuerzas que la integran.


b)  Cooperar en el mantenimiento del orden constitucional del Estado mexicano.


c)  Ejercer jurisdicción militar en nombre de la Federación en los mares territoriales, las zonas marítimo-terrestres, las islas, los cayos, los arrecifes, los zócalos y la plataforma continental, incluyendo los espacios aéreos correspondientes, aguas interiores, vías fluviales y lacustres en sus partes navegables.


d)  Proteger el tráfico marítimo, fluvial y lacustre en la jurisdicción federal y donde ordene el mando supremo.


e)  Efectuar operaciones de rescate y salvamento en el mar y en general, en las aguas nacionales.


f)  Cooperar con las autoridades civiles en misiones culturales y de acción cívica, en los aspectos relacionados con actividades marítimas.


g)  Auxiliar a la población civil en los casos y laszonas de desastre o urgencias, actuando por sí o conjuntamente con el ejército y la fuerza aérea.


h)  Coadyuvar en la vigilancia de los recursos marítimos, y en general de los fluviales y lacustres y en la represión del contrabando y el tráfico ilegal de estupefacientes y psicotrópicos, en los términos de las disposiciones legales.


i)  Realizar actividades de investigación científica, oceanográfica, biológica y de los recursos marítimos, actuando en colaboración con otras instituciones nacionales y extranjeras.


j)  Participar en la prevención y control de la contaminación del ambiente marítimo.


k)  Organizar y operar el servicio de policía marítima y colaborar con las autoridades competentes en los servicios de vigilancia de los puertos e instalaciones de éstos.


Los elementos materiales de la armada, por ser insuficientes, hacen que la vigilancia sea incompleta, lo que permite el saqueo de nuestras especies marinas por parte de pesqueros piratas de otros países, además de la comisión de otros ilícitos. 4. El personal que integra la armada de México se clasifica en:


a)  Almirantes


b)  Capitanes


c)  Oficiales


d)  Cadetes y alumnos


e)  Clases


f)  Marinería


El orden de jerarquía de la escala de mando es el siguiente:


a)  Mando supremo: que corresponde al presidente de la República.


b)  Alto mando: que compete al secretario de marina.


c)  Mando superior en jefe: que corresponde al jefe de operaciones navales, quien deberá ser almirante y tendrá el nivel de subsecretario de Estado.


d)  Mando superior: que compete a los comandantes de regiones navales, de zonas y de fuerzas navales; los dos primeros podrán ser almirantes o vicealmirantes y el tercero será de la categoría de almirante.


e)  Mando subordinado: que corresponde a todos aquellos que no se mencionaron en los incisos precedentes.


Las regiones navales son áreas con cierta delimitación geográfica, creadas por disposición del mando supremo con el fin de agrupar fuerzas y elementos de determinada área y pertenecientes a zonas y fuerzas navales.


Las fuerzas navales existentes son las del Golfo y del Pacífico, además de las que por instrucciones del mando supremo se lleguen a crear con carácter permanente o temporal.


Armada (BUROCRÁTICO). Fuerzas navales de un Estado. Los servicios personales que requiere la armada los obtiene, en el nivel de marinería, mediante el reclutamiento que legalmente se efectúa en la conscripción (servicio militar obligatorio) y por contrato de alistamiento voluntario, que puede tener lugar con los futuros alumnos para las escuelas de formación de oficiales.


Es importante señalar que los nombramientos del personal que en la armada alcancen el grado equivalente al de coronel en el ejército y fuerza aérea (que es el de capitán de navío) o uno mayor deben ser expedidos por el presidente de la República y ratificados por el senado o por la comisión permanente, según sea el caso.


De acuerdo con ello, el personal se clasifica en:


a)  Milicia permanente: constituida por los egresados de las escuelas de formación a quienes se les expida despacho de guardiamarina o de primer maestre y los marineros o equivalentes, con cinco años de servicio ininterrumpido y ascensos sucesivos hasta primer contramaestre, así como por los miembros de la milicia auxiliar cuyos servicios sean necesarios y alcancen el tiempo de actividad exigido por la ley.


c)  Milicia auxiliar: comprende al personal alistado mediante contrato y a los cadetes y alumnos de las escuelas de la armada. Estos últimos podrán aspirar a la milicia permanente, de acuerdo con los requisitos que establecen tanto la Ley Orgánica de la Armada de México como la ley de ascensos de la misma institución y sus reglamentos.


Al igual que en el ejército y fuerza aérea, las situaciones del personal de la armada son: activo, reserva y retiro.


a)  Activo: personal que presta servicios en unidades y establecimientos de la armada, el que está a disposición (temporalmente sin cargo o comisión), el que se encuentra en situación especial (comisionado en otras dependencias, sujeto a proceso o cumpliendo condena), el que se halla en situación de depósito (separación voluntaria o por disposición del alto mando de oficiales, capitanes y almirantes) y el que está gozando de licencia.


b)  Reserva: en la armada, como en el ejército y la fuerza aérea, son dos: primera y segunda reservas. Sus integrantes no guardan una relación laboral respecto al Estado, pero pueden ser convocados en caso de urgencia.


c)  Retiro: al estar regulado por la Ley del Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas, se da por reproducido aquí el concepto expresado para esta situación.


Los haberes y demás prestaciones que se les entregan en reciprocidad por el desempeño de sus labores se determinan de acuerdo con el grado, puesto o comisión que cada miembro de la armada alcance.


Cabe aclarar que el régimen de seguridad social, común a personas de las secretarías de la defensa nacional y de marina, consigna prestaciones equivalentes a las observadas en el régimen aplicable a los demás servidores públicos, mediante el ISSSTE y también por medio de otro organismo de características similares, el ISSFAM.


Resulta oportuno destacar la competencia de la que goza el Banco Nacional del Ejército y la Armada, SNC, para intervenir en el otorgamiento de muchas de estas prestaciones.


A nuestro juicio, lo anterior es importante para sostener el carácter laboral de la relación existente entre los miembros de las fuerzas armadas y el Estado; a esto se suman otros factores: la subordinación y dirección en el desarrollo de una actividad a cambio de un salario, y el hecho de que en ciertos países europeos se hayan constituido sindicatos de militares.


Armada (MILITAR). 1. El conjunto de las fuerzas navales de un país constituye su armada. La armada de México es una institución permanente, de carácter federal y cuya finalidad es utilizar el poder naval para la salvaguarda de la seguridad interior y la defensa exterior de la República.


Las atribuciones estatales en materia de defensa y protección de nuestras costas y mares se realizan por medio de la armada. Debido a la enorme extensión de unos y otros, las tareas de la armada revisten una indudable importancia económica, militar y política.


La constitución política federal establece en su art 89 que, en la materia que tratamos, son facultades del presidente:


a)  Nombrar con aprobación del senado a los oficiales superiores de la armada nacional.


b)  Nombrar a los demás oficiales de la armada nacional con arreglo a las leyes.


c)  Disponer de la totalidad de la marina de guerra para la seguridad interior y defensa exterior de la República.


2. La armada de México. La competencia de la armada puede compendiarse en los dos aspectos siguientes:


a)  Defensa naval: incluye la defensa exterior del país, la protección al tránsito de buques; la vigilancia de las playas, la zona marítimoterrestre, el mar territorial y el mar patrimonial o zona económica exclusiva, y la conservación del medio marino.


b)  Seguridad interior: comprende el apoyo a las autoridades federales en sus cometidos y auxilio a la población en caso de calamidad pública.


Lo anterior es un resumen de la LOAM, que establece como finalidades y objetivos de ésta los siguientes:


a)  Defender la soberanía del país en aguas, costas e islas nacionales, y ejercer la vigilancia en las mismas.


b)  Cooperar en el mantenimiento del orden constitucional del Estado mexicano.


c)  Ejercer jurisdicción militar en nombre de la Federación en los mares territoriales, las zonas marítimo-terrestres, las islas, los cayos, los arrecifes, los zócalos y las plataformas continentales, incluyendo los espacios aéreos correspondientes, aguas interiores, vías fluviales y lacustres en sus partes navegables.


d)  Proteger el tráfico marítimo, fluvial y lacustre en la jurisdicción federal y donde ordene el mando supremo.


e)  Efectuar operaciones de rescate y salvamento en el mar y, en general, en las aguas federales.


f)  Cooperar con las autoridades civiles en misiones culturales y de acción cívica, en los aspectos relacionados con actividades marítimas.


g)  Auxiliar a la población civil en los casos y las zonas de desastre o urgencias, actuando por sí o conjuntamente con el ejército y la fuerza aérea.


h)  Coadyuvar en la vigilancia de los recursos marítimos y, en general, de los fluviales y lacustres nacionales y en la represión del contrabando y el tráfico ilegal de estupefacientes y psicotrópicos, en los términos de las disposiciones legales aplicables.


i)  Realizar actividades de investigación científica, oceanográfica, biológica y de los recursos marítimos, actuando en colaboración con otras instituciones nacionales o extranjeras.


j)  Participar en la prevención y control de la contaminación del ambiente marítimo.


k)  Organizar y operar el servicio de policía marítima y colaborar con las autoridades competentes en los servicios de vigilancia de los puertos e instalaciones de éstos.


Los elementos materiales de la armada, por ser insuficientes, hacen que la vigilancia sea incompleta, lo que permite el saqueo de nuestras especies marítimas por parte de pesqueros piratas de otros países. 3. Organización naval militar. El personal que integra la armada de México se clasifica en:


a)  Almirantes


b)  Capitanes


c)  Oficiales


d)  Cadetes y alumnos


e)  Clases


f)  Marinería


4. El orden de jerarquía de la escala de mando es el siguiente:


a)  Mando supremo: corresponde al presidente de la República.


b)  Alto mando: compete al secretario de marina.


c)  Mando superior en jefe: corresponde al jefe de operaciones navales, quien deberá ser almirante y tendrá el nivel de subsecretario de Estado.


d)  Mando superior: compete a los comandantes de regiones navales, de zonas y de fuerzas navales. Los dos primeros podrán ser almirantes o vicealmirantes y el tercero tendrá la categoría de almirante.


e)  Mando subordinado: corresponde a todos aquellos que no se mencionaron en los incisos precedentes.


La estructura orgánica de la armada, según la ley de la materia, es ésta:


a)  Secretaría de marina: órgano de justicia naval.


b)  Jefatura de operaciones navales: estado mayor de la armada, inspección general de la armada, mandos territoriales, mandos de fuerzas navales, órganos de servicios y establecimientos navales, comisión de leyes y reglamentos y asesorías especiales.


Las regiones navales son áreas con cierta delimitación geográfica, creadas por disposición del mando supremo con el fin de agrupar las fuerzas y elementos de determinada área y pertenecientes a zonas y fuerzas navales. Las fuerzas navales existentes son del Golfo y del Pacífico, además de las que por instrucciones del mando supremo se lleguen a crear con carácter permanente o temporal. Los grados y jerarquías dentro del personal de la armada tienen las siguientes equivalencias con los del ejército y la fuerza aérea, según la ley orgánica de la primera:


[image: images]


[image: images]


El personal de las fuerzas navales puede encontrarse en activo, primera reserva, segunda reserva o retiro. La legislación regula los distintos tipos de licencias de que pueden disfrutar. 5. Justicia naval. La LOAM prevé nuevamente los órganos de justicia naval distintos de los tribunales militares competentes para el ejército y la fuerza aérea.


Los órganos previstos regulados en esta ley y por los reglamentos correspondientes son:


a)  Tribunales navales. Funcionarán de conformidad con las disposiciones relativas al fuero de guerra, contenidas de manera especial en el Código de Justicia Militar (1933).


b)  Órganos disciplinarios. Actuarán de acuerdo con la Ley de Disciplina de la Armada de México (publicada en el DOF del 26 de diciembre de 1978).


c)  Junta naval. Conocerá de las controversias administrativas en cuestiones escalafonarias y de antigüedad.


d)  Junta de almirantes. Conocerá, resolverá y sancionará los delitos y faltas graves en contra de la disciplina militar que cometiera el personal de la armada.


6. Secretaría de marina. El 8 de noviembre de 1821 se creó la secretaría de guerra y marina. Por decreto publicado el 31 de diciembre de 1940, el departamento de marina nacional se transformó en la secretaría de marina, órgano centralizado de la administración pública federal.


Conforme a la LOAPF, a la secretaría de marina le competen los siguientes asuntos de carácter naval militar:


a)  Organizar, administrar y preparar a la armada.


b)  Manejar el activo y las reservas de la armada.


c)  Conceder licencias y retiros e intervenir en las pensiones de los miembros de la armada.


d)  Ejercer la soberanía en aguas territoriales, efectuar la vigilancia de costas, vías navegables, islas y mar patrimonial.


e)  Organizar, administrar y operar la fuerza aeronáutica naval militar.


f)  Dirigir la educación pública naval.


g)  Proporcionar y administrar el servicio de policía marítima.


h)  Construir y conservar las obras portuarias que requiera la armada.


i)  Establecer y administrar los almacenes y las estaciones de combustibles y lubricantes de la armada.


j)  Intervenir en la administración de la justicia militar.


k)  Construir y operar los astilleros, diques, varaderos y establecimientos destinados a los navíos de la armada de México.


l)  Asesorar militarmente en los proyectos de construcción de vías generales de comunicación por agua y sus partes integrantes.


m)  Organizar y prestar los servicios de sanidad naval.


7. La secretaría de marina no tiene entidades paraestatales bajo su coordinación a efecto de la llamada sectorización. Existen algunos órganos de esta dependencia con objetivos específicos en materia militar:


a)  Centro de estudios superiores navales.


b)  Centro de capacitación de la armada de México.


c)  Escuela de aviación naval.


d)  Escuela de enfermería de la armada de México.


e)  Escuela médico naval.


f)  Escuela de intendencia naval.


g)  Escuela de mecánica de aviación naval. h) Escuela de maquinaria naval.


i)  Escuela de especialidades de aviación naval. j) Heroica escuela naval militar.


Armas (GARANTÍAS). Instrumentos de defensa personal cuya posesión es un derecho de los mexicanos. Más claramente es un objeto hecho para matar o herir, ya sea en defensa o atacando.


El derecho tutelado en el art 10 es la posesión de armas en el domicilio de la persona, para una eventual legítima defensa. Este derecho tiene dos limitantes: la portación de las armas está constreñida a los casos excepcionales en que la ley lo permita, y aquellas que se encuentran reservadas para uso de las fuerzas armadas que la legislación indique. El empleo o posesión de estas últimas por los particulares será sancionado por el orden jurídico.


La idea dominante es no permitir que los gobernados posean y porten armamento a tal punto que se provoque violencia entre ellos o sea nulificado el monopolio que el Estado tiene de la fuerza.


El ordenamiento jurídico de la materia es la LFAFE (1972).


Armisticio (INTERNACIONAL). 1. Suspensión de hostilidades entre partes beligerantes, que no pone fin a la guerra. 2. Tregua.


El armisticio puede establecerse mediante un acuerdo o tratado entre las partes en conflicto y en ese documento se regulan diversas cuestiones que incumben a las fuerzas contendientes.


Tal suspensión de hostilidades ocurre en uno o todos los frentes bélicos.


Arnaiz Amigo, Aurora [α1913-] (CONSTITUCIONAL, POLÍTICA). Maestra emérita de la Universidad Nacional Autónoma de México que nació en Bilbao y profesora de la Facultad de Derecho desde 1949. Entre sus numerosas obras publicadas cabe mencionar Derecho constitucional mexicano, Ciencia del Estado y Ética y Estado.


Arraigo (PENAL). 1. Orden de permanecer en determinado lugar, ante la posibilidad de que una persona no sea localizable. 2. La autoridad judicial podrá, a petición del ministerio público, decretar el arraigo domiciliario o imponer la prohibición de abandonar una demarcación geográfica, sin su autorización, a la persona en contra de quien se prepare el ejercicio de la acción penal, siempre y cuando exista el riesgo fundado de que se sustraiga a la acción de la justicia. Corresponderá al ministerio público vigilar que el mandato de la autoridad judicial sea debidamente cumplido.


El arraigo domiciliario o la prohibición de abandonar una demarcación se prolongarán por el tiempo estrictamente indispensable, no debiendo exceder de treinta días, en el caso del arraigo, y de sesenta días naturales, en el de la prohibición de abandonar una demarcación geográfica.


Cuando el afectado pida que el arraigo o la prohibición de abandonar una demarcación geográfica queden sin efecto, la autoridad judicial decidirá, escuchando al ministerio público y al afectado, si deben o no mantenerse.


Arraigo (PROCESAL). 1. Es una institución del derecho procesal civil, consistente en una medida precautoria para los casos en que el actor teme que el demandado o quien lo pueda ser se ausente del lugar en que se lleva el juicio, sin designar representante que asuma los resultados del litigio. 2. Referencia legal: CPCDF, arts 238, 240, 242, 271, 638 y 640.


Arratíbel Salas, Luis [α1952-] (CIVIL, ELECTORAL). Civilista mexicano. Autor del Código Civil para el Distrito Federal, comentado, La cláusula rebus sic stantibus y el Tratado de Libre Comercio de América del Norte, entre otras obras. Profesor de la Facultad de Derecho de la Universidad Nacional Autónoma de México y director del seminario de derecho civil de esa institución. Especialista también en derecho electoral.


Arrendador (CIVIL). Persona que otorga en renta un bien inmueble o mueble.


Arrendamiento financiero (MERCANTIL). 1. Contrato mercantil mediante el cual una persona adquiere un bien para entregarlo a un tercero por un precio pagadero en parcialidades y por tiempo determinado. A su vencimiento el arrendatario puede devolverlo o adquirirlo en su valor contable. 2. Jurisprudencia:




		
Arrendamiento financiero. Elementos esenciales del contrato de. De conformidad con lo dispuesto por el art 25 de la Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares de Crédito, las características fundamentales del arrendamiento financiero son: a) la concertación y detalle sobre el bien o los bienes materia del arrendamiento, esto es, la precisión del objeto de contratación; b) la adquisición previa, por parte de la arrendadora financiera, de los bienes objeto del arrendamiento; c) la concesión posterior de su uso y goce temporal, durante un plazo forzoso, a la arrendataria; d) como contraprestación, esta última debe obligarse a cubrir una cantidad determinada, en pagos parciales, la cual se integrará con los conceptos siguientes: el valor de la adquisición de los bienes, las cargas financieras y los demás accesorios; e) al final del término del arrendamiento financiero, la arrendataria deberá adoptar alguna de las opciones terminales previstas en el art 27 de la ley de la materia (compraventa, prórroga del término del arrendamiento o participación en la utilidad que se produzca con la venta de los bienes a terceros). Ahora bien, en relación con la adquisición de bienes que sean objeto del arrendamiento financiero, el art 24 de la Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito prevé dos situaciones complementarias de las características mencionadas con antelación, y son: a) que la adquisición de los bienes que sean materia del arrendamiento financiero pueda realizarse de un tercero; b) o bien, puedan adquirirse del futuro arrendatario, supuesto en el que éste tendrá dos caracteres distintos: el de proveedor antes de la celebración del contrato de arrendamiento financiero y el de arrendatario una vez celebrada la convención.
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Arrendamiento financiero. Medida cautelar y provisional. Con relación a la garantía de audiencia establecida en el art 14 constitucional y a efecto de establecer qué actos no requieren de la observancia de la audiencia previa y cuáles sí, existen criterios jurisprudenciales, que distinguen entre actos de molestia y actos privativos. Ahora bien, a los primeros se les ha conceptuado como aquellos actos que solamente restringen el ejercicio de algún derecho, de manera temporal, por tratarse de medidas provisionales con la finalidad cautelar respecto de ciertos bienes jurídicos que de otra manera no sería posible proteger con oportunidad, hasta en tanto se decida si procede o no la privación definitiva; en tanto que a los segundos se les ha definido como aquellos actos que tienen por objeto la disminución, menoscabo o supresión, de manera definitiva, de derechos de los gobernados. Dentro de este contexto diferenciador de unos y de otros actos, resulta que la medida que autoriza a decretar el art 33 de la Ley de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito, consistente en que en los contratos de arrendamiento financiero, al ser exigible la obligación y ante el incumplimiento del arrendatario de las obligaciones consignadas en el mismo, la arrendadora financiera podrá pedir judicialmente la posesión de los bienes objeto del arrendamiento, no es inconstitucional, habida cuenta de que las necesidades del crédito justifican la tramitación de juicios de carácter ejecutivo, mismos que por su propia naturaleza se inician con un procedimiento de ejecución. En este orden de ideas y toda vez que las características inherentes a la referida providencia cautelar son las que justifican su existencia, resulta ser constitucional porque se trata de una mera medida provisional que no requiere de la observancia de la garantía de previa audiencia.
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Arrendamiento financiero. La carga financiera sí es susceptible de generar intereses. Del art 25 de la Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares de Crédito s e obtiene que en el arrendamiento financiero el capital o monto de la operación se integra por el valor de adquisición del bien a arrendar, las cargas financieras y los demás accesorios que convengan los contratantes; de tal manera que la carga financiera, identificada en la práctica comercial como intereses y calculada sobre el valor de adquisición del bien objeto del arrendamiento, sí es susceptible de generar intereses moratorios, sin que ello implique contravención al art 363 del Código de Comercio, el cual establece que los intereses vencidos y no pagados no generan intereses, en virtud de que tal concepto no constituye propiamente un interés adicional al monto de la operación, sino una parte del mismo que se integra por los gastos que eroga la arrendadora al constituirse como intermediaria acreditante y por la ganancia o premio que tiene derecho a percibir, dada su propia naturaleza de sociedad mercantil.





Apéndice 2000, registro 914 280




		
Arrendamiento financiero. La legitimación en la causa se funda en el contrato principal. Conforme al contenido de la exposición de motivos de la Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito, se hace una equiparación de las operaciones de arrendamiento financiero con las operaciones activas de crédito, de tal forma que debe obtenerse como conclusión que las disposiciones legales tienen similar interpretación y alcance. Así tenemos que, en relación con operaciones como la denominada contrato de crédito refaccionario, existe el art 325 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, precepto similar al numeral 26 de la ley en primer término mencionada, que prevé la suscripción como garantía colateral del negocio financiero que les da origen, títulos que difieren de los pagarés ordinarios y que se encuentran vinculados indisolublemente al negocio causal, sin que con ello se derogue el principio general contenido en el art 167 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, ya que el título no deja de tener la incorporación del crédito, ni su literalidad, y sólo se encuentra relacionado con el negocio causal, de tal forma que una acción cuyo objetivo sea obtener el pago del adeudo, en ambos tipos de operaciones, esto es, la de crédito refaccionario y la de arrendamiento financiero, sólo puede instaurarse con la aportación conjunta del contrato, de la certificación del contador de la institución y con la exhibición del pagaré que, como se ha dicho, solamente es una garantía colateral del crédito plasmado en esencia en el contrato principal.





Apéndice 2000, registro 914 281




		
Arrendamiento financiero. Para la entrega de la posesión de los bienes arrendados no es necesario solicitar la rescisión del contrato. El art 33 de la Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito establece que: “En los contratos de arrendamiento financiero, al ser exigible la obligación y ante el incumplimiento del arrendatario de las obligaciones consignadas en el mismo, la arrendadora financiera podrá pedir judicialmente la posesión de los bienes objeto del arrendamiento. El juez decretará de plano la posesión cuando le sea pedida en la demanda o durante el juicio, siempre que se acompañe del contrato correspondiente debidamente ratificado ante fedatario público y el estado de cuenta certificado por un contador de la organización auxiliar de crédito de que se trata, en los términos del art 47 de esta ley”. En efecto, de la lectura de este precepto legal se infiere que, ante la omisión por parte del arrendatario de acatar las obligaciones contraídas en el contrato de arrendamiento financiero, se prevé la posibilidad de solicitar por la vía judicial la posesión de los bienes afectos al mismo, mas no que la pretendida devolución únicamente proceda cuando se demande la rescisión del contrato; de ahí que si las partes no pactaron esta última condición, la orden de desposesión por parte de la autoridad con base en el precepto invocado no resulta contraria a derecho, habida cuenta que, al señalar como medida cautelar que la posesión se otorgue al arrendador, es con la finalidad de proteger el bien ante la posibilidad de su desaparición, ocultamiento o destrucción, en tanto se resuelve jurídicamente en forma definitiva y no que el acuerdo de voluntades sea rescindido.





Apéndice 2000, registro 913 037




		
Arrendamiento financiero. De conformidad con lo establecido en la jurisprudencia número 20/96 del Tribunal Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, con rubro: “Arrendamiento financiero. El art 33 de la Ley de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito, al prever, ante el incumplimiento del arrendatario, una medida cautelar y provisional, no es inconstitucional al no constituir un acto privativo de naturaleza definitiva”, y lo dispuesto por la diversa jurisprudencia número 222, tomo I, materia constitucional, del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1995, con el rubro: “Leyes privativas”, se concluye que el precepto en cuestión no otorga a favor de las organizaciones auxiliares del crédito un privilegio indebido, pues el que establezca el desposeimiento como una medida cautelar para evitar que los bienes propiedad de la arrendadora financiera sean dañados por el acreditado arrendatario no forma un acto de privación, dado que se realiza con carácter transitorio y está sujeta a las resultas del juicio respectivo, ni constituye una ley privativa porque se dirige a todos los gobernados que se encuentren en la hipótesis genérica de arrendadoras financieras y arrendatarios acreditados, de forma que la ley sobrevivirá a todos los casos futuros que se presenten de incumplimiento del contrato y de solicitud al juez de desposeimiento de los bienes dados en arrendamiento, además de que el precepto es general, abstracto e impersonal y, por lo mismo, no es privativo.





Apéndice 2000, registro 901 061


Arrendatario (CIVIL). El que toma en renta un bien.


Arresto (PENAL, ADMINISTRATIVO). 1. Detención transitoria de alguien culpable o indiciado, efectuada por mandato de autoridad competente. Medio de apremio de que se valen los jueces para que se cumplan sus decisiones.


No existe el arresto como sanción distinta de la prisión, en materia penal. 2. Según la Suprema Corte, las disposiciones legales que autorizan a los jueces para usar de los medios de apremio, a fin de hacer obedecer sus determinaciones, deben aplicarse sucesiva y no simultáneamente, pues la aplicación simultánea importa una violación del art 16 constitucional.


El arresto se puede aplicar a las personas que intervienen en un juicio aunque no sean parte en él, siempre que estén afectadas por una orden judicial cuyo cumplimiento se omite. 3. En varios países, los ordenamientos jurídicos consideran el arresto como sanción privativa de libertad distinta de la de prisión. 4. El arresto, como medida disciplinaria o de apremio, no constituye una pena, por lo que no requiere de la acción penal para decretarlo.


Arrimado (CIVIL). Individuo que vive en casa ajena, sin derecho y sin aportar cantidad alguna para la manutención del lugar o de él mismo.


Arrogar (CIVIL, ROMANO, BUROCRÁTICO). 1. Nombre que se daba a la actual adopción. 2. Asumir alguien facultades o derechos que no le corresponden legalmente.


Articulación de posiciones (PROCESAL). Acción y efecto de plantear o formular las preguntas para la prueba confesional dentro de un litigio.


Artículo 27 (CONSTITUCIONAL). Numeral de la carta magna estimado como uno de los fundamentales de ella, que contiene una de las pioneras garantías sociales y su alcance es aún importante en alto grado a pesar de las reformas durante el sexenio 1988-1994.


La propiedad pública y ciertos aspectos de la privada, modalidades de ésta en especial, se hallan regulados en este artículo de capital trascendencia en el derecho constitucional mexicano.


Dada su extensión, estimamos conveniente referirnos de forma breve a cada uno de sus ocho párrafos y a cada fracción en que se divide.


Primer párrafo: lo ahí afirmado se llama dominio eminente, esto es, la posibilidad de que el orden jurídico prevea limitaciones o modalidades al derecho de los particulares a la propiedad privada.


Segundo párrafo: la posibilidad de que el Estado adquiera forzadamente bienes de los particulares está supeditada a que con ellos se satisfaga alguna causa de utilidad pública que la ley señale y al justo pago por la merma patrimonial que sufra el gobernado.


Tercer párrafo: es el fundamento directo para establecer mediante la ley limitantes al derecho de propiedad, regular los asentamientos humanos y la preservación ecológica del ambiente. En esta parte se delinea el derecho agrario.


Cuarto párrafo: se establece el dominio directo del Estado sobre la plataforma continental, zócalos submarinos isleños, todo tipo de minerales y similares, salinas, fertilizantes naturales, hidrocarburos en sus diversas variantes y el espacio situado sobre el territorio nacional.


Quinto párrafo: se refiere también al dominio directo del Estado: mar territorial (actualmente 12 millas náuticas) y recursos hidrológicos interiores; de éstos hace una prolija descripción y fija como de carácter federal aquellos que sirvan de límite al país o a dos o más entidades de la federación, así como los que crucen distintos estados. Las aguas del subsuelo pertenecen a los particulares, pero su aprovechamiento puede regularlo el ejecutivo federal, por causa de interés público.


Sexto párrafo: admite la concesión para aprovechar los recursos naturales descritos en los dos párrafos anteriores, excepto en hidrocarburos. Agrega como actividad exclusiva del Estado el servicio público de energía eléctrica.


Séptimo párrafo: reserva también al Estado lo relativo a la energía nuclear, la cual sólo debe tener finalidades no bélicas.


Octavo párrafo: mar patrimonial o zona económica exclusiva, que comprende 200 millas náuticas, incluido el mar territorial. Es regulado por la ley y convenios internacionales.


Fracc I:      reserva a los mexicanos la adquisición del dominio de tierras y obtención de concesiones de aguas y minerales; los extranjeros podrán hacerlo si admiten sujetarse a las leyes nacionales en caso de conflicto (es la llamada cláusula Calvo). Se indica la denominada zona prohibida, de 100 y 50 km en fronteras y costas, respectivamente, en la cual los extranjeros no pueden adquirir tierras o aguas. En un segundo párrafo se reconoce el principio de reciprocidad internacional para inmuebles destinados al servicio diplomático de otros gobiernos.


Fracc II:     en decreto publicado el 28 de enero de 1992 se reformó este apartado, lo que significa un drástico cambio histórico respecto a la propiedad de la Iglesia, al permitir ésta que estuvo prohibida durante largo tiempo.


Fracc III:   se trata de evitar que estas instituciones se dediquen a fines distintos de los que le son propios o sirvan de “prestanombres”.


Fracc IV:    contiene los lineamientos para evitar el latifundismo por medio de sociedades mercantiles.


Fracc V:     la regla pretende impedir que los bancos como acreedores lleguen a poseer predios rústicos como si su objeto no fuera meramente financiero.


Fracc VI:    reconoce que el patrimonio público existe no sólo en el nivel federal, sino también estatal y municipal. El segundo párrafo de esta fracción retoma la expropiación e indica normas para regular la base de la indemnización (valor catastral), aunque actualmente la práctica y la ley parten del valor comercial de lo expropiado.


Fracc VII:   se reconoce la propiedad ejidal y la comunal, otorgando personalidad jurídica a los correspondientes núcleos de población, quienes se expresarán mediante la asamblea general y el comisariado ejidal o de bienes comunales. Para la restitución de tierras y aguas indica que se esté a lo que la ley determine.


Fracc VIII:  es una disposición de carácter histórico, para terminar con los latifundios consolidados hasta las vísperas de la revolución de 1910.


Fracc IX:    la medida pretende subsanar injusticias, aunque en la práctica llega a producir situaciones conflictivas graves.


Fraccs X a XIV: actualmente derogadas.


Fracc XV: establece como límite a la pequeña propiedad 100 hectáreas de riego o sus equivalentes en otros tipos de tierras y prohíbe los latifundios; por otra parte, fija las equivalencias y excepciones al límite indicado, según diversos cultivos o actividades.


Fracc XVI:   está derogada.


Fracc XVII:  bases para fraccionar latifundios que lleguen a formarse, enajenando los excedentes.


Fracc XVIII: la norma tiende también a deshacer concentraciones de bienes logradas en contravención del orden jurídico.


Fracc XIX:   establece lineamientos generales para la justicia agraria, a cargo de los tribunales agrarios y de la procuraduría agraria; aquéllos no están insertos en la estructura del poder judicial.


Fracc XX:    hace una serie de declaraciones respecto al desarrollo social y económico del agro mexicano.


Por último y en otro orden de ideas, es oportuno recordar que cuando el constituyente habla de nación, se refiere al Estado como la sociedad estructurada jurídica y políticamente.


No obstante la amplitud de las líneas anteriores dedicadas a esta voz, estimamos pertinente transcribir el texto íntegro del art 27.




	La propiedad de las tierras y aguas comprendidas dentro de los límites del territorio nacional corresponde originariamente a la nación, la cual ha tenido y tiene el derecho de transmitir el dominio de ellas a los particulares constituyendo la propiedad privada.


	Las expropiaciones sólo podrán hacerse por causa de utilidad pública y mediante indemnización.


	La nación tendrá en todo tiempo el derecho de imponer a la propiedad privada las modalidades que dicte el interés público, así como el de regular, en beneficio social, el aprovechamiento de los elementos naturales susceptibles de apropiación, con objeto de hacer una distribución equitativa de la riqueza pública, cuidar de su conservación, y lograr el desarrollo equilibrado del país y el mejoramiento de las condiciones de vida de la población rural y urbana. En consecuencia, se dictarán las medidas necesarias para ordenar los asentamientos humanos y establecer adecuadas provisiones, usos, reservas y destinos de tierras, aguas y bosques, a efecto de ejecutar obras públicas y de planear y regular la fundación, conservación, mejoramiento y crecimiento de los centros de población; para preservar y restaurar el equilibrio ecológico; para el fraccionamiento de los latifundios; para disponer, en los términos de la ley reglamentaria, la organización y explotación colectiva de los ejidos y comunidades; para el desarrollo de la pequeña propiedad rural; para el fomento de la agricultura, de la ganadería, de la silvicultura y de las demás actividades económicas en el medio rural, y para evitar la destrucción de los elementos naturales y los daños que la propiedad pueda sufrir en perjuicio de la sociedad.


	Corresponde a la nación el dominio directo de todos los recursos naturales de la plataforma continental y los zócalos submarinos de las islas; de todos los minerales o sustancias que en vetas, mantos, masas o yacimientos constituyan depósitos cuya naturaleza sea distinta de los componentes de los terrenos, tales como los minerales de los que se extraigan metales y metaloides utilizados en la industria; los yacimientos de piedras preciosas, de sal de gema y las salinas formadas directamente por las aguas marinas; los productos derivados de la descomposición de las rocas, cuando su explotación necesite trabajos subterráneos; los yacimientos minerales y orgánicos de materias susceptibles de ser utilizadas como fertilizantes; los combustibles minerales sólidos; el petróleo y todos los carburos de hidrógeno sólidos, líquidos o gaseosos, y el espacio situado sobre el territorio nacional, en la extensión y términos que fije el derecho internacional.


	Son propiedad de la nación las aguas de los mares territoriales; en la extensión y términos que fije el derecho internacional; las aguas marinas interiores; la de las lagunas y esteros que se comuniquen permanente e intermitentemente con el mar; las de los lagos interiores de formación natural que estén ligados directamente a corrientes constantes; las de los ríos y sus afluentes directos o indirectos, desde el punto del cauce en que se inicien las primeras aguas permanentes, intermitentes y torrenciales, hasta su desembocadura en el mar, lagos, lagunas o esteros de propiedad nacional; las de las corrientes constantes o intermitentes y sus afluentes directos o indirectos, cuando el cauce de aquéllas, en toda su extensión o en parte de ellas, sirva de límite al territorio nacional o a dos entidades federativas, o cuando pase de una entidad federativa a otra o cruce la línea divisoria de la República; la de los lagos, lagunas o esteros cuyos vasos, zonas o riberas estén cruzados por líneas divisorias de dos o más entidades o entre la República y un país vecino, o cuando el límite de las riberas sirva de lindero entre dos entidades federativas o a la República con un país vecino; las de los manantiales que broten en las playas, zonas marítimas, cauces, vasos o riberas de los lagos, lagunas o esteros de propiedad nacional, y las que se extraigan de las minas; y los cauces, lechos o riberas de los lagos y corrientes interiores en la extensión que fija la ley. Las aguas del subsuelo pueden ser libremente alumbradas mediante obras artificiales y apropiarse por el dueño del terreno; pero, cuando lo exija el interés público o se afecten otros aprovechamientos, el ejecutivo federal podrá reglamentar su extracción y utilización y aun establecer zonas vedadas al igual que para las demás aguas de propiedad nacional. Cualesquiera otras aguas no incluidas en la enumeración anterior se considerarán parte integrante de la propiedad de los terrenos por los que corran o en los que se encuentren sus depósitos; pero si se localizaren en dos o más predios, el aprovechamiento de estas aguas se considerará de utilidad pública y quedará sujeto a las disposiciones que dicten los estados.


	En los casos a que se refieren los dos párrafos anteriores, el dominio de la nación es inalienable e imprescriptible y la explotación, el uso o el aprovechamiento de los recursos de que se trata, por los particulares o por sociedades constituidas conforme a las leyes mexicanas, no podrá realizarse sino mediante concesiones otorgadas por el ejecutivo federal, de acuerdo con las reglas y condiciones que establezcan las leyes. Las normas legales relativas a obras o trabajos de explotación de los minerales y sustancias a que se refiere el párrafo cuarto regularán la ejecución y comprobación de los que se efectúen o deban efectuarse a partir de su vigencia, independientemente de la fecha de otorgamiento de las concesiones, y su inobservancia dará lugar a la cancelación de éstas. El gobierno federal tiene la facultad de establecer reservas nacionales y suprimirlas. Las declaratorias correspondientes se harán por el ejecutivo en los casos y condiciones que las leyes prevean. Tratándose del petróleo y de los carburos de hidrógeno sólidos, líquidos o gaseosos o de minerales radiactivos, no se otorgarán concesiones ni contratos, ni subsistirán los que en su caso se hayan otorgado y la nación llevará a cabo la explotación de esos productos, en los términos que señale la ley reglamentaria respectiva. Corresponde exclusivamente a la nación generar, conducir, transformar, distribuir y abastecer energía eléctrica que tenga por objeto la prestación de servicio público. En esta materia no se otorgarán concesiones a los particulares y la nación aprovechará los bienes y recursos naturales que se requieran para dichos fines.


	Corresponde también a la nación el aprovechamiento de los combustibles nucleares para la generación de energía nuclear y la regulación de sus aplicaciones en otros propósitos. El uso de la energía nuclear sólo podrá tener fines pacíficos.


	La nación ejerce en una zona económica exclusiva situada fuera del mar territorial y adyacente a éste los derechos de soberanía y las jurisdicciones que determinen las leyes del congreso. La zona económica exclusiva se extenderá a doscientas millas náuticas, medidas a partir de la línea de base desde la cual se mide el mar territorial. En aquellos casos en que esa extensión produzca superposición con las zonas económicas exclusivas de otros estados, la delimitación de las respectivas zonas se hará en la medida en que resulte necesario, mediante acuerdo con estos estados.


	La capacidad para adquirir el dominio de las tierras y aguas de la nación se regirá por las siguientes prescripciones:





I.  Sólo los mexicanos por nacimiento o por naturalización y las sociedades mexicanas tienen derecho para adquirir el dominio de las tierras, aguas y sus accesiones, o para obtener concesiones de explotación de minas o aguas. El Estado podrá conceder el mismo derecho a los extranjeros, siempre que convengan ante la secretaría de relaciones en considerarse como nacionales respecto de dichos bienes y en no invocar por lo mismo la protección de sus gobiernos por lo que se refiere a aquéllos; bajo la pena, en caso de faltar al convenio, de perder en beneficio de la nación los bienes que hubieran adquirido en virtud del mismo. En una faja de cien kilómetros a lo largo de las fronteras y de cincuenta en las playas, por ningún motivo podrán los extranjeros adquirir el dominio directo sobre las tierras y aguas.


El Estado, de acuerdo con los intereses públicos internos y los principios de reciprocidad, podrá, a juicio de la secretaría de relaciones, conceder autorización a los estados extranjeros para que adquieran, en el lugar permanente de la residencia de los poderes federales, la propiedad privada de bienes inmuebles necesarios para el servicio directo de sus embajadas o legaciones;


II.  Las asociaciones religiosas que se constituyan en los términos del art 130 y su ley reglamentaria tendrán capacidad para adquirir, poseer o administrar, exclusivamente, los bienes que sean indispensables para su objeto, con los requisitos y limitaciones que establezca la ley reglamentaria;


III.  Las instituciones de beneficencia, pública o privada, que tengan por objeto el auxilio de los necesitados, la investigación científica, la difusión de la enseñanza, la ayuda recíproca de los asociados, o cualquier otro objeto lícito no podrán adquirir más bienes raíces que los indispensables para su objeto, inmediata o directamente destinados a él, con sujeción a lo que determine la ley reglamentaria;


IV.  Las sociedades mercantiles por acciones podrán ser propietarias de terrenos rústicos, pero únicamente en la extensión que sea necesaria para el cumplimiento de su objeto.


En ningún caso las sociedades de esta clase podrán tener en propiedad tierras dedicadas a actividades agrícolas, ganaderas o forestales en mayor extensión que la respectiva equivalente a veinticinco veces los límites señalados en la fracc XV de este artículo. La ley reglamentaria regulará la estructura de capital y el número mínimo de socios de estas sociedades, a efecto de que las tierras propiedad de la sociedad no excedan en relación con cada socio los límites de la pequeña propiedad. En este caso, toda propiedad accionaria individual, correspondiente a terrenos rústicos, será acumulable para efectos de cómputo. Asimismo, la ley señalará las condiciones para la participación extranjera en dichas sociedades.


La propia ley establecerá los medios de registro y control necesarios para el cumplimiento de lo dispuesto por esta fracción;


V.  Los bancos debidamente autorizados, conforme a las leyes de instituciones de crédito, podrán tener capitales impuestos sobre propiedades urbanas y rústicas, de acuerdo con las prescripciones de dichas leyes, pero no podrán tener en propiedad o en administración más bienes raíces que los enteramente necesarios para su objeto directo;


VI.  Los estados y el Distrito Federal, lo mismo que los municipios de toda la República, tendrán plena capacidad para adquirir y poseer todos los bienes raíces necesarios para los servicios públicos.


Las leyes de la Federación y de los estados en sus respectivas jurisdicciones determinarán los casos en que sea de utilidad pública la ocupación de la propiedad privada, y de acuerdo con dichas leyes la autoridad administrativa hará la declaración correspondiente. El precio que se fijará como indemnización a la cosa expropiada se basará en la cantidad que como valor fiscal de ella figure en las oficinas catastrales o recaudadoras, ya sea que este valor haya sido manifestado por el propietario o simplemente aceptado por él de un modo tácito por haber pagado sus contribuciones con esta base. El exceso de valor o el demérito que haya tenido la propiedad particular por las mejoras o deterioros ocurridos con posteridad a la fecha de la asignación del valor fiscal será lo único que deberá quedar sujeto a juicio pericial y a resolución judicial. Esto mismo se observará cuando se trate de objetos cuyo valor no esté fijado en las oficinas rentísticas.


El ejercicio de las acciones que corresponden a la nación, por virtud de las disposiciones del presente artículo, se hará efectivo por el procedimiento judicial; pero dentro de este procedimiento y por orden de los tribunales correspondientes, que se dictará en el plazo máximo de un mes, las autoridades administrativas procederán desde luego a la ocupación, administración, remate o venta de las tierras o aguas de que se trate y todas sus acciones, sin que en ningún caso pueda revocarse lo hecho por las mismas autoridades antes de que se dicte sentencia ejecutoriada;


VII.  Se reconoce la personalidad jurídica de los núcleos de población ejidales y comunales y se protege su propiedad sobre la tierra, tanto para el asentamiento humano como para actividades productivas.


La ley protegerá la integridad de las tierras de los grupos indígenas.


La ley, considerando el respeto y fortalecimiento de la vida comunitaria de los ejidos y comunidades, protegerá la tierra para el asentamiento humano y regulará el aprovechamiento de tierras, bosques y aguas de uso común y la provisión de acciones de fomento necesarias para elevar el nivel de vida de sus pobladores.


La ley, con respeto a la voluntad de los ejidatarios y comuneros para adoptar las condiciones que más les convengan en el aprovechamiento de sus recursos productivos, regulará el ejercicio de los derechos de los comuneros sobre la tierra y de cada ejidatario sobre su parcela. Asimismo, establecerá los procedimientos por los cuales ejidatarios y comuneros podrán asociarse entre sí, con el Estado o con terceros y otorgar el uso de sus tierras; y, tratándose de ejidatarios, transmitir sus derechos parcelarios entre los miembros del núcleo de población; igualmente fijará los requisitos y procedimientos conforme a los cuales la asamblea ejidal otorgará al ejidatario el dominio sobre su parcela. En caso de enajenación de parcelas se respetará el derecho de preferencia que prevea la ley.


Dentro de un mismo núcleo de población, ningún ejidatario podrá ser titular de más tierra que la equivalente al cinco por ciento del total de las tierras ejidales. En todo caso, la titularidad de tierras en favor de un solo ejidatario deberá ajustarse a los límites señalados en la fracc XV.


La asamblea general es el órgano supremo del núcleo de población ejidal o comunal, con la organización y funciones que la ley señale. El comisariado ejidal o de bienes comunes, electo democráticamente en los términos de la ley, es el órgano de representación del núcleo y el responsable de ejecutar las resoluciones de la asamblea.


La restitución de tierras, bosques y aguas a los núcleos de población se hará en los términos de la ley reglamentaria;


VIII.   Se declaran nulas:


a)  Todas las enajenaciones de tierras, aguas y montes pertenecientes a los pueblos, rancherías, congregaciones o comunidades, hechas por los jefes políticos, gobernadores de los estados o cualquier otra autoridad local, en contravención a lo dispuesto en la ley de 25 de junio de 1856 y demás leyes y disposiciones relativas;


b)  Todas las concesiones, composiciones o ventas de tierras, aguas y montes hechas por las secretarías de fomento, hacienda o cualquier otra autoridad federal, desde el día 1o de diciembre de 1876 hasta la fecha, con las cuales se hayan invadido y ocupado ilegalmente los ejidos, terrenos de común repartimiento o cualquier otra clase pertenecientes a los pueblos, rancherías, congregaciones o comunidades y núcleos de población, y


c)  Todas las diligencias de apeo o deslinde, transacciones, enajenaciones o remates practicados durante el tiempo a que se refiere la fracción anterior por compañías, jueces u otras autoridades de los estados o de la Federación, con los cuales se hayan invadido u ocupado ilegalmente tierras, aguas y montes de los ejidos, terrenos de común repartimiento, o de cualquier otra clase, pertenecientes a núcleos de población.


Quedan exceptuados de la nulidad anterior únicamente las tierras que hubieren sido tituladas en los repartimientos hechos con apego a la ley de 25 de junio de 1856 y poseídas, en nombre propio a título de dominio por más de diez años, cuando su superficie no exceda de cincuenta hectáreas;


IX.  La división o reparto que se hubiere hecho con apariencia de legítima entre los vecinos de algún núcleo de población y en la que haya habido error o vicio podrá ser nulificada cuando así lo soliciten las tres cuartas partes de los vecinos que estén en posesión de una cuarta parte de los terrenos materia de la división, o una cuarta parte de los mismos vecinos cuando estén en posesión de las tres cuartas partes de los terrenos;


X.  Derogada.


XI.  Derogada.


XII.  Derogada.


XIII.  Derogada.


XIV.  Derogada.


XV.  En los Estados Unidos Mexicanos quedan prohibidos los latifundios.


Se considera pequeña propiedad agrícola la que no exceda por individuo de cien hectáreas de riego o humedad de primera o sus equivalentes en otras clases de tierras.


Para los efectos de la equivalencia se computará una hectárea de riego por dos de temporal, por cuatro de agostadero de buena calidad y por ocho de bosque, monte o agostadero en terrenos áridos.


Se considerará, asimismo, como pequeña propiedad la superficie que no exceda por individuo de ciento cincuenta hectáreas cuando las tierras se dediquen al cultivo de algodón, si reciben riego; y de trescientas cuando se destinen al cultivo del plátano, caña de azúcar, café, henequén, hule, palma, vid, olivo, quina, vainilla, cacao, agave, nopal o árboles frutales.


Se considerará pequeña propiedad ganadera la que no exceda por individuo la superficie necesaria para mantener hasta quinientas cabezas de ganado mayor o su equivalente en ganado menor, en los términos que fije la ley, de acuerdo con la capacidad forrajera de los terrenos.


Cuando debido a obras de riego, drenaje o cualesquiera otras ejecutadas por los dueños o poseedores de una pequeña propiedad se hubiese mejorado la calidad de sus tierras, seguirá siendo considerada como pequeña propiedad, aun cuando, en virtud de la mejoría obtenida, se rebasen los máximos señalados por esta fracción, siempre que se reúnan los requisitos que fije la ley.


Cuando dentro de una pequeña propiedad ganadera se realicen mejoras en sus tierras y éstas se destinen a usos agrícolas, la superficie utilizada para este fin no podrá exceder, según el caso, los límites a que se refieren los párrafos segundo y tercero de esta fracción que correspondan a la calidad que hubieren tenido dichas tierras antes de la mejora;


XVI.  Derogada.


XVII.  El congreso de la unión y las legislaturas de los estados, en sus respectivas jurisdicciones, expedirán leyes que establezcan los procedimientos para el fraccionamiento y enajenación de las extensiones que llegaren a exceder los límites señalados en las fraccs IV y XV de este artículo.


El excedente deberá ser fraccionado y enajenado por el propietario dentro del plazo de un año contado a partir de la notificación correspondiente. Si transcurrido el plazo el excedente no se ha enajenado, la venta deberá hacerse mediante pública almoneda. En igualdad de condiciones, se respetará el derecho de preferencia que prevea la ley reglamentaria.


Las leyes locales organizarán el patrimonio de familia, determinando los bienes que deben constituirlo, sobre la base de que será inalienable y no estará sujeto a embargo ni a gravamen ninguno;


XVIII.  Se declaran revisables todos los contratos y concesiones hechos por los gobiernos anteriores desde el año de 1876, que hayan traído por consecuencia el acaparamiento de tierras, aguas y riquezas naturales de la nación por una sola persona o sociedad, y se faculta al ejecutivo de la unión para declararlos nulos cuando impliquen perjuicios graves para el interés público;


XIX.  Con base en esta constitución, el Estado dispondrá las medidas para la expedita y honesta impartición de la justicia agraria con objeto de garantizar la seguridad jurídica en la tenencia de la tierra ejidal, comunal y de la pequeña propiedad, y apoyará la asesoría legal de los campesinos.


Son de jurisdicción federal todas las cuestiones que por límites de terrenos ejidales y comunales, cualquiera que sea el origen de éstos, se hallen pendientes o se susciten entre dos o más núcleos de población, así como las relacionadas con la tenencia de la tierra de los ejidos y comunidades. Para estos efectos y, en general, para la administración de justicia agraria, la ley instituirá tribunales dotados de autonomía y plena jurisdicción, integrados por magistrados propuestos por el ejecutivo federal y designados por la cámara de senadores o, en los recesos de ésta, por la comisión permanente.


La ley establecerá un órgano para la procuración de justicia agraria, y


XX.  El Estado promoverá las condiciones para el desarrollo rural integral, con el propósito de generar empleo y garantizar a la población campesina el bienestar y su participación e incorporación en el desarrollo nacional, y fomentará la actividad agropecuaria y forestal para el óptimo uso de la tierra, con obras de infraestructura; insumos, créditos, servicios de capacitación y asistencia técnica. Asimismo, expedirá la legislación reglamentaria para planear y organizar la producción agropecuaria, su industrialización y comercialización, considerándolas de interés público.


Artículo de previo y especial pronunciamiento (PROCESAL). Incidente que suspende la marcha de un proceso y que requiere ser resuelto antes de que éste prosiga.


Arvizu, Jaime [α1949-] (TEORÍA, LEXICOLOGÍA). Jurisconsulto hidalguense; como empresario de la industria editorial ha sido promotor de la cultura jurídica mediante la fundación y consolidación de cuatro compañías especialmente abocadas a libros de derecho.


Asalto (PENAL). 1. Agresión imprevista a una persona para robarle o retenerle. 2. Opinión de Raúl Cárdenas:


El secuestro y el asalto que en otros códigos se consideran delitos contra la propiedad o el patrimonio, en el código mexicano se ubican: el primero en el título que tutela la libertad, y los siguientes en el de los delitos contra la paz y la seguridad de las personas.


La socorrida y tradicional fórmula diferenciadora, afirma Quintano Ripollés, consistente en que en el robo se toma la cosa y en la amenaza condicional lucrativa se obliga a la entrega, no es más que un ingenuo juego de palabras, al menos en nuestro derecho positivo, máxime que en el tipo de robo no entra en juego el verbo tomar como en el hurto, sino que es más amplio apoderarse, lo que tiene lugar si se toma materialmente la cosa o si se impone su entrega. Según tan simplista criterio gramatical, constituiría amenaza lucrativa y no robo, como sin género de dudas lo es, el clásico atraco bajo la sacramental fórmula de “la bolsa o la vida”, en que la víctima entrega efectivamente la primera para salvar la segunda y el ladrón no hace más que apoderarse de ella.


La SCJN, en tesis, ha sostenido que “cuando atenta la secuela de los hechos, el apoderamiento se lleva a cabo sin una preordenación debidamente acreditada y, muerto el ofendido, se aprovechan los acusados de esa circunstancia para desapoderarlo de cuanto lleva, incluso de sus ropas”. En tales circunstancias, no puede afirmarse que la violencia haya sido el medio puesto en práctica para lograr el apoderamiento, pues solamente cuando el activo la utiliza como medio es cuando debe ser considerada calificativa. 3. Jurisprudencia:




		
Asalto, delito de. Conforme al art 286 del código penal vigente en el Distrito Federal, el delito de asalto requiere como elementos constitutivos: que el infractor haga uso de la violencia, que ejercite la misma en despoblado o en paraje solitario, y que persiga el propósito de causar un mal; de lucrar o de arrancar el asentimiento del ofendido para cualquier fin; ahora bien, si los actos violentos de que se trata no se ejecutaron en paraje solitario, la hora de su verificación no basta, por sí sola, para imprimir esa modalidad, y el delito necesariamente presupone, además, dentro de la soledad del sitio, la ausencia de toda posibilidad por parte del ofendido para recibir ayuda, ya sea de los agentes de la autoridad o de otras personas.





Apéndice 2000, registro 905 269




		
Asalto. El contenido técnico de la palabra asalto, desde el punto de vista jurídico, requiere que el asalto o el apoderamiento de una persona se verifique en lugares donde por su misma situación y naturaleza no haya recurso humano posible que le preste ayuda, sino que se encuentre en completo desamparo, circunstancias éstas que indubitablemente, aunque de hecho pueden ocurrir en las orillas de una población, jurídicamente no puede considerarse ese lugar como un medio típico del asalto.





Apéndice 2000, registro 905 265




		
Asalto, comprobación del cuerpo del delito de. Conforme al art 286 del código penal vigente en el Distrito Federal, el delito de asalto requiere como elementos constitutivos: que el infractor haga uso de la violencia, que ejercite la misma en despoblado o en paraje solitario y que persiga el propósito de causar un mal, de lucrar o de arrancar el asentimiento del ofendido, para cualquier fin. Ahora bien, si los hechos en que se hace consistir el asalto se realizaron en la estación terminal de una línea de camiones, en una población y en presencia de la policía de ese lugar, que se encargó de conservar el orden mediante una actitud neutral, al oír que unos decían que sin derecho trataban de llevarse los camiones los asaltantes y que éstos afirmaban que les pertenecían, esta circunstancia obliga a considerar que los actos violentos de que se trata no se desarrollaron en despoblado, ni tampoco en un paraje solitario, porque la hora de su verificación no basta, por sí sola, para imprimir esa modalidad, desde el momento en que el auxilio prestado por los miembros de la policía a requerimiento, tanto de los llamados asaltantes como de los asaltados, desnaturaliza el elemento de que se viene hablando, que necesariamente presupone dentro de la soledad del sitio la ausencia de toda posibilidad por parte del ofendido para recibir auxilio, ya sea de los agentes de la autoridad o de otras personas. En consecuencia, la sentencia condenatoria dictada en tales condiciones es violatoria de garantías.





Apéndice 2000, registro 905 286




		
Asalto y violación, delito de. La existencia destacada del delito de asalto frente al delito de violación responde al propósito del legislador de proteger la seguridad de los habitantes al recorrer el territorio nacional, aun en los parajes solitarios, mientras el castigo del violador obedece a la finalidad de salvaguardar la libertad y el respeto a la persona humana. Luego, la alta finalidad de la ley es que coexistan ambos delitos con autonomía.





Apéndice 2000, registro 905 280


Asamblea de accionistas (MERCANTIL). También llamada asamblea general de accionistas, órgano máximo de una sociedad mercantil a la que asisten los socios, previa convocatoria, para tratar asuntos de importancia para la empresa. Pueden ser ordinarias o extraordinarias (consúltese).


Asamblea ejidal (AGRARIO). 1. Órgano supremo del ejido en el que participan todos los ejidatarios.


El comisariado ejidal llevará un libro en el que asentará los nombres y datos básicos de identificación de los ejidatarios que integran el núcleo de población ejidal; la asamblea revisará los asientos que el comisariado realice. 2. La asamblea se reunirá por lo menos una vez cada seis meses o con mayor frecuencia cuando así lo determine su reglamento o su costumbre. Será de la competencia exclusiva de la asamblea lo siguiente:


a)  Formulación y modificación del reglamento del ejido.


b)  Aceptación y separación de ejidatarios, así como sus aportaciones.


c)  Informes del comisariado ejidal y del consejo de vigilancia, así como la elección y remoción de sus integrantes.


d)  Cuentas o balances, aplicación de los recursos económicos del ejido y otorgamiento de poderes.


e)  Aprobación de los contratos y convenios que tengan por objeto el uso o disfrute por terceros de las tierras de uso común.


f)  Distribución de ganancias del ejido.


g)  Señalamiento y delimitación de áreas para el asentamiento humano, fundo legal y parcelas con destino específico, así como la localización y relocalización del área de urbanización.


h)  Reconocimiento del parcelamiento económico o de hecho y regularización de tenencia de posesionarios.


i)  Autorización a los ejidatarios para que adopten el dominio pleno sobre sus parcelas y la aportación de las tierras de uso común a una sociedad.


j)  Delimitación, asignación y destino de las tierras de uso común, así como su régimen de explotación.


k)  División del ejido o fusión con otros.


l)  Terminación del régimen ejidal cuando, previo dictamen de la procuraduría agraria solicitado por el núcleo de población, se determine que ya no existen las condiciones para su permanencia.


m)  Cambio del régimen ejidal al régimen comunal.


n)  Instauración, modificación y cancelación del régimen de explotación colectiva.


ñ)  Lo demás que establezcan la ley y el reglamento interno del ejido.


3. La asamblea podrá ser convocada por el comisariado ejidal o por el consejo de vigilancia, ya sea a iniciativa propia o si así lo piden al menos veinte ejidatarios o el veinte por ciento del total de quienes integren el núcleo de población ejidal. Si el comisariado o el consejo no lo hicieren en un plazo de cinco días hábiles a partir de la solicitud, el mismo número de ejidatarios podrá solicitar a la procuraduría agraria que convoque a la asamblea.


La asamblea deberá celebrarse dentro del ejido o en el lugar habitual, salvo causa justificada.


Asamblea extraordinaria de accionistas (MERCANTIL). 1. Reunión de socios en cualquier momento que sea necesario, previa convocatoria. 2. Asamblea extraordinaria que trata cualquiera de los siguientes asuntos:


a)  Prórroga de la duración de la sociedad.


b)  Disolución anticipada de la sociedad.


c)  Aumento o reducción del capital.


d)  Cambio de objeto de la sociedad.


e)  Cambio de nacionalidad de la sociedad.


f)  Transformación de la sociedad.


g)  Fusión con otra sociedad.


h)  Emisión de acciones privilegiadas.


i)  Amortización por la sociedad de sus propias acciones y emisión de acciones de goce.


j)  Emisión de bonos.


k)  Cualquier otra modificación del contrato social.


l)  Los demás asuntos para los que la ley o el contrato social exija quórum especial.


Asamblea legislativa del Distrito Federal (ADMINISTRATIVO). Órgano de representación popular en el Distrito Federal. Creada por adición constitucional del 10 de agosto de 1987, tuvo como fundamento la base 3a, fracc VI del art 73 de la constitución federal, reformada recientemente según se indica más adelante.


Al inicio, entonces con el nombre de asamblea de representantes, se le dotó con una tenue y simbólica competencia cuasilegislativa y de gestoría para los gobernados que acudieran ante ella, de modo que hubo quien la calificó de órgano administrativo más que legislativo.


Por reforma a los arts 73, fracc VI y 122 constitucionales, del 25 de octubre de 1993, la función legislativa local pasa, en la mayor parte de los rubros, a la asamblea legislativa del Distrito Federal, la que amplía así su competencia para llegar a ser casi una legislatura local. Consúltese en Distrito Federal, qué le compete al congreso de la unión.


La asamblea legislativa del Distrito Federal conserva su estructura anterior (integrada por 66 ciudadanos electos popularmente). Tendrá dos periodos de sesiones: el primero, del 17 de septiembre, que puede concluir a más tardar el 31 de diciembre; y el segundo, del 15 de marzo y como máximo al 30 de abril. Los periodos extraordinarios se convocarán cuando se estime necesario por el jefe de gobierno del D.F., o por la mayoría de los integrantes de la comisión de gobierno de la propia asamblea. El derecho a iniciar leyes y decretos corresponde a los diputados que formen parte de ella y al jefe de gobierno del Distrito Federal.


La competencia de la asamblea legislativa en los términos de la reforma constitucional que se resume es la siguiente:


a)  Efectuar el nombramiento del jefe de gobierno del D.F., cuando la falta de éste ocurra por renuncia o fallecimiento.


b)  Ratificar los nombramientos de magistrados del tribunal superior de justicia.


c)  Expedir su ley orgánica.


d)  Discutir y aprobar las leyes orgánicas de los tribunales del Distrito Federal.


e)  Ley de Ingresos y Presupuesto de Egresos (la iniciativa de ambos es exclusiva del jefe de gobierno del D.F.).


f)  Legislar en las materias tributarias que se asignan al municipio conforme al art 115 de la propia constitución.


g)  Conocer de la cuenta pública local, que deberá presentarse en la primera decena de junio.


h)  Iniciar leyes ante el congreso de la unión en asuntos del ámbito del D.F.


i)  Expedir códigos en materia civil y penal.


j)  Legislar en lo relativo a la administración pública local y sus procedimientos, así como en cuestiones de presupuesto, contabilidad, gasto público, contaduría mayor, patrimonio del Distrito Federal y explotación, uso y aprovechamiento de los bienes de éste.


k)  Emitir leyes relativas a faltas de policía y buen gobierno, derechos humanos, participación ciudadana y defensoría de oficio.


l)  Regular legalmente los servicios públicos y el notariado, así como la función educativa local.


m)  Aprobar leyes en materias de planeación socioeconómica, desarrollo urbano y uso del suelo, reservas territoriales, ecología, protección de animales y desarrollo agropecuario.


n)  Legislar acerca de construcciones, vía pública, tránsito y transporte urbano, estacionamientos, limpia y cementerios.


ñ)  Expedir normas legales para el fomento económico y protección al empleo, establecimientos mercantiles, espectáculos públicos, habitación, salubridad y asistencia, turismo y servicios de hospedaje, previsión social; fomento cultural, cívico y deportivo, y abasto.


Asamblea legislativa del D.F. (CONSTITUCIONAL). Órgano local del D.F. que comparte con el congreso de la unión la titularidad de función legislativa en esta parte de la Federación.


La asamblea legislativa del Distrito Federal conserva la estructura que tenía la asamblea de representantes (integrada por 66 ciudadanos electos popularmente). Tendrá dos periodos de sesiones: el primero, desde el 17 de septiembre, puede concluir a más tardar el 31 de diciembre; y el segundo del 15 de marzo y como máximo al 30 de abril; los periodos extraordinarios serán convocados cuando se estime necesario por el presidente de la República, por el jefe de gobierno del Distrito Federal o por la mayoría de los integrantes de la comisión de gobierno de la propia asamblea. El derecho a iniciar leyes y decretos corresponde a los representantes ante ella, al presidente de la República y al jefe de gobierno del Distrito Federal.


La competencia de la asamblea legislativa, en los términos de la constitución federal, es la siguiente:


a)  Hacer el nombramiento del jefe de gobierno del Distrito Federal, para concluir el periodo correspondiente, cuando la falta ocurra por renuncia, muerte, incapacidad u otra causa que se estime grave.


b)  Ratificar los nombramientos de magistrados del tribunal superior de justicia.


c)  Expedir su ley orgánica.


d)  Discutir y aprobar las leyes orgánicas de los tribunales del Distrito Federal.


e)  Ley de Ingresos y Presupuesto de Egresos (la iniciativa de ambos es exclusiva del jefe de gobierno del Distrito Federal).


f)  Legislar en las materias tributarias que se asignan al municipio conforme al art 115 de la propia constitución.


g)  A partir de la relativa a 1995, conocer de la cuenta pública local, que deberá presentarse en la primera decena de junio.


h)  Iniciar leyes ante el congreso de la unión, relacionadas con su ámbito de competencia.


i)  Expedir códigos en materia civil y penal y reformarlos.


j)  Legislar en lo relativo a administración pública local y sus procedimientos, así como en materia de presupuesto, contabilidad, gasto público, contaduría mayor, patrimonio del Distrito Federal y explotación, uso y aprovechamiento de los bienes de éste.


k)  Emitir leyes relativas a protección civil, faltas de policía y buen gobierno (justicia cívica), derechos humanos, participación ciudadana y defensoría de oficio.


l)  Regular legalmente los servicios públicos y el notariado, así como la función educativa local.


m)  Aprobar leyes en materias de planeación socioeconómica, desarrollo urbano y uso del suelo, reservas territoriales, ambiente y protección de animales, y desarrollo agropecuario.


n)  Legislar acerca de construcción, vía pública, tránsito y transporte urbano, estacionamientos, limpia y cementerios.


ñ)  Expedir normas legales para el fomento económico y protección al empleo, establecimientos mercantiles, espectáculos públicos, habitación, salubridad y asistencia, turismo y servicios de hospedaje, previsión social; fomento cultural, cívico y deportivo, y abasto.


Asamblea ordinaria de accionistas (MERCANTIL). La que trata cualquier asunto que no sea de la competencia de las asambleas extraordinarias. Se reunirá por lo menos una vez al año dentro de los cuatro meses que sigan a la clausura del ejercicio social y se ocupará, además, de los asuntos incluidos en la orden del día, de los siguientes:


a)  Discutir, aprobar o modificar el informe de los administradores, con base en el informe de los comisarios, y tomar las medidas que juzgue oportunas.


b)  En su caso, nombrar al administrador o consejo de administración y a los comisarios.


c)  Determinar los emolumentos correspondientes a los administradores y comisarios, cuando no estén fijados en los estatutos.


Asamblea sindical (TRABAJO). Reunión ordinaria de los integrantes de una corporación de obreros o empleados para tratar asuntos laborales de interés común.


Los acuerdos se toman por mayoría de votos de los miembros del sindicato. La asamblea debe reunirse por lo menos dos veces al año.


Ascendiente (CIVIL). Dícese del pariente consanguíneo o por afinidad que es uno o varios grados o generaciones anterior a una persona: padres, suegro, tío, abuelo, bisabuelo, tatarabuelo y tataradeudo.


Asegurado (MERCANTIL). Persona que mediante el pago de una prima tiene derecho a que otra le resarza los daños o pérdidas que se produzcan en los sujetos o bienes protegidos (asegurados).


Asegurado (SEGURIDAD SOCIAL). Aquel que, mediante el pago de una cantidad determinada, adquiere el derecho a recibir los servicios y prestaciones de una institución de seguridad social.


Aseguramiento (ADMINISTRATIVO, PENAL). 1. Retención de algunos muebles e inmuebles que sirvan para averiguaciones previas o como medios de prueba en algún proceso penal, que es decidida por el ministerio público. La propiedad no pasa al Estado; es, por tanto, incorrecto asimilar el aseguramiento al decomiso (consúltese). 2. Detener a una persona, sin recluirla en prisión, para una investigación de índole penal.


Asentamiento humano (ADMINISTRATIVO). La ley lo define como la radicación de determinado conglomerado demográfico, con el conjunto de sus sistemas de convivencia, en un área localizada, considerando dentro de ella los elementos naturales y las obras materiales que la integran.


Asentar (PROCESAL). Decisión jurisdiccional para dar en posesión bienes al actor, en caso de rebeldía del demandado.


Asentimiento (ELECTORAL, MERCANTIL). Conformidad con una opinión ajena, en órgano colegiado que sesiona.


Asesinato (PENAL). Consúltese Homicidio.


Asignación (ADMINISTRATIVO). Señalamiento o fijación de lo que corresponde a una persona (DRAE).


Paralelamente al régimen de la concesión existe la figura de la asignación. El Estado puede concesionar a los particulares bienes o servicios, pero esto no quiere decir que él no pueda explotar directamente los bienes o servicios que estén dentro de sus atribuciones: de aquí la figura de la asignación.


María Becerra dice que la asignación es “el acto administrativo por el cual se incorporan al patrimonio de las entidades los derechos para explotar sustancias en zonas determinadas”.


Asignación minera. Por medio de ésta se adjudican a un ente paraestatal los derechos para extraer minerales en alguna región del territorio nacional. Las entidades titulares de una asignación no pueden transmitirla a los administrados por ningún concepto ni bajo otra figura jurídica; con los particulares únicamente podrán celebrar contratos de obra pública.


En materia minera pueden coexistir la concesión y la asignación en una misma zona para la exploración, explotación y disposición de los minerales que ahí se encuentren.


Asignación en materia de aguas. En el renglón de los recursos hidrológicos también se puede presentar la asignación, al otorgar a un organismo paraestatal la potestad de utilizar aguas de propiedad federal, lo que incluye los trabajos de localización, captación, almacenamiento, etcétera.


En esta materia son aplicables los principios, los elementos y las limitaciones anotados a propósito de la asignación minera, aunque cambia, desde luego, la legislación que la regula.


Asignación de materiales y la ocupación de terrenos. La asignación para explotación de materiales (piedra, arena, madera, etc) queda asimilada claramente a la asignación minera. En los casos en que se hable de asignación irán implícitos los mismos principios y elementos citados a propósito de la minería; sólo cambia el recurso natural objeto de la asignación. Cuando se trate de ésta, siempre estaremos en presencia de un acto administrativo unilateral, similar hasta cierto punto a la concesión. El sujeto a quien se dirige es un ente paraestatal.


En cuanto a la ocupación de terrenos, consideramos que ésta puede implicar un cambio de destino de bienes estatales.


Asilo diplomático (INTERNACIONAL). Protección dada por las embajadas o legaciones extranjeras a los perseguidos o condenados políticos que solicitan ser recibidos en ellas. Se otorga en las oficinas de la embajada o en la residencia o automóvil del jefe de la misión diplomática.


Asistencia pública (ADMINISTRATIVO). Auxilio en cuestiones vitales que presta un organismo estatal a indigentes o menesterosos.


Aparte de este concepto, suele darse el de beneficencia pública, la cual comprende los servicios estatales tendientes a mejorar las condiciones de miseria o enfermedad de individuos marginados socialmente.


Es claro que no existe diferencia sustancial entre uno y otro de esos conceptos y que los términos podrían emplearse como sinónimos.


La Ley General de Salud considera que por asistencia social ha de entenderse:




	El conjunto de acciones tendientes a modificar y mejorar las circunstancias de carácter social que impidan al individuo su desarrollo integral, así como la protección física, mental y social de personas en estado de necesidad, desprotección o desventaja física y mental, hasta lograr su incorporación a una vida plena y productiva.





En esa ley se prevé la existencia de un organismo federal encargado de las cuestiones asistenciales, además de las actividades relativas a la coordinación con las dependencias y entidades del llamado sector salud y con los gobiernos de los estados (orientaciones desarrolladas en la Ley sobre el Sistema Nacional de Asistencia Social).


Las tareas básicas por realizarse en el campo de la asistencia social, de conformidad con la ley de la materia, son las siguientes:


a)  Atención a personas que por sus carencias socioeconómicas o por problemas de invalidez se ven impedidas para satisfacer sus requerimientos básicos de subsistencia y desarrollo.


b)  La atención en establecimientos especializados a menores y ancianos en estado de abandono o desamparo, e inválidos sin recursos.


c)  La promoción del bienestar del senescente y el desarrollo de acciones de preparación para la vejez.


d)  El ejercicio de la tutela de los menores en los términos de las disposiciones legales aplicables.


e)  La prestación de servicios de asistencia jurídica y de orientación social, especialmente a menores, ancianos e inválidos sin recursos.


f)  La realización de investigaciones sobre las causas y efectos de los problemas prioritarios de asistencia social.


g)  La promoción de la participación consciente y organizada de la población con carencias en las acciones de promoción, asistencia y desarrollo social que se lleven a cabo en su propio beneficio.


h)  El apoyo a la educación y capacitación para el trabajo de personas con carencias socioeconómicas.


i)  La prestación de servicios funerarios.


Dentro de este campo del actuar gubernamental, se expidieron normas técnicas para:




		Albergues para adultos.


		Rehabilitación extrahospitalaria.


		Casas-hogar para menores.


		Guarderías para menores.


		Escuelas asistenciales para menores.


		Casas-hogar para ancianos.


		Casas-cuna


		Alimentación a población marginada de escasos recursos.





La secretaría de salud es el órgano por cuyo medio el Estado realiza labores de asesoría y vigilancia sobre las instituciones de asistencia privada.


Asociación (GARANTÍAS). Una de las garantías individuales que reconoce y protege la constitución. Consúltese Reunión.


Asociación civil (CIVIL). Organismo que se forma: 1. Cuando varios individuos convinieren en reunirse, de tal manera que no sea enteramente transitoria, para realizar un fin común que no esté prohibido por la ley y que no tenga carácter preponderantemente económico.


El contrato por el que se constituya una asociación debe constar por escrito, mientras que la asociación puede admitir y expulsar a sus asociados. 2. Las asociaciones se regirán por sus estatutos, los cuales deberán ser inscritos en el registro público para que produzcan efectos contra tercero.


El poder supremo de las asociaciones reside en la asamblea general. El director o directores de ellas tendrán las facultades que les conceden los estatutos y la asamblea general.


La asamblea general se reunirá en la época fijada en los estatutos o cuando sea convocada por la dirección. Ésta deberá citar a asamblea cuando para ello fuere requerida por lo menos por el cinco por ciento de los asociados, o si no lo hiciere, en su lugar lo hará el juez civil, a petición de dichos asociados. 3. La asamblea general resolverá:


a)  Sobre la admisión y exclusión de los asociados.


b)  Sobre la disolución anticipada de la asociación o sobre su prórroga por más tiempo del fijado en los estatutos.


c)  Sobre el nombramiento de directores cuando no hayan sido nombrados en la escritura constitutiva.


d)  Sobre la revocación de nombramientos.


e)  Sobre los demás asuntos que le asignen los estatutos.


Las asambleas generales sólo se ocuparán de los asuntos contenidos en la respectiva orden del día. Sus decisiones serán tomadas por mayoría de votos de los presentes. Cada asociado gozará de un voto en las asambleas generales.


El asociado no votará las decisiones en que se encuentre directamente interesado él, su cónyuge, sus ascendientes, descendientes o parientes colaterales dentro del segundo grado. 4. Los miembros de la asociación tendrán derecho a separarse de ella, previo aviso dado con dos meses de anticipación. Los asociados sólo podrán ser excluidos de la sociedad por las causas que señalen los estatutos. Los asociados que voluntariamente se separen o que fueren excluidos perderán todo derecho al haber social.


Los socios tienen derecho a vigilar que las cuotas se dediquen al fin que se propone la asociación y con ese objeto pueden examinar los libros de contabilidad y demás papeles de ésta. La calidad de socio es intransferible. 5. Las asociaciones, además de las causas previstas en los estatutos, se extinguen por:


a)  Consentimiento de la asamblea general.


b)  Haber concluido el término fijado para su duración o por haber conseguido el objeto de su fundación.


c)  Haberse vuelto incapaces de realizar el fin para el que fueron fundadas.


d)  Por resolución dictada por autoridad.


En caso de disolución, los bienes de la asociación se aplicarán conforme a lo que determinen los estatutos y, a falta de disposición de éstos, según lo que determine la asamblea general. En este caso, la asamblea podrá atribuir a los asociados la parte del activo social que equivalga a sus aportaciones. Los demás bienes se aplicarán a otra asociación o fundación de objeto similar a la extinguida.


Asociación delictuosa (PENAL). 1. Banda organizada para cometer ilícitos penales. 2. Crimen organizado (esta segunda expresión es ilógica). 3. Acuerdo para delinquir celebrado por tres o más personas. Es un delito independiente de los que llegue a cometer el grupo. 4. Jurisprudencia:




		
Asociación delictuosa. Para que se configure este ilícito, se requiere probar que se organizó una banda para delinquir, que el indiciado, mediante acuerdo previo, decidió formar parte de esa banda o asociación, integrada por lo menos por tres personas, con un régimen establecido, organizada más o menos en forma permanente y de manera jerarquizada, con el fin de ejecutar actos delictuosos en los que cada uno de los integrantes tiene señalada la actividad que debe desplegar.





Apéndice 2000, registro 904 427




		
Asociación delictuosa. La figura de asociación delictuosa deja de integrarse si la conducta destacada por los acusados se refiere a la actuación de un grupo, pero no organizado para delinquir, sino con el ánimo de defender sus intereses, dispuestos sus integrantes a presentar oposición y que, en un exacerbamiento de pasiones, culminó con una máxima conducta criminosa, súbita y repentinamente creada, y con la ejecución de hechos aisladamente realizados por personas que no podían considerarse predeterminadas a llevar a cabo tal o cual designio antijurídico, lo cual excluye que las actuaciones de los diversos integrantes del grupo puedan engendrarse precisamente en una genérica concepción, decisión y ejecución de hechos delictuosos. No podría estimarse sino lo que la doctrina reconoce como delitos cometidos por muchedumbres, con características de agregados heterogéneos, compuestos por individuos de todas las edades, de ambos sexos y de los más diversos grados de moralidad y cultura y fundamentalmente inorganizados, por cuanto se forman sin acuerdo previo, sino de un modo rápido e instantáneo, si los reunidos, enardecidos súbitamente por provocaciones, cometieron tropelías, pero cada uno por su propia cuenta, sin una concepción y decisión de ejecutar tal o cual ilícito penal, aunque sí con el ánimo de defender sus intereses; y resulta indudable entonces que cada uno de los autores que repentinamente desarrollaron actividades ilícitas diversas, únicamente ha de responder de su conducta delictuosa materialmente manifestada.





Apéndice 2000, registro 905 296




		
Asociación delictuosa. Conforme al art 164 del Código Penal del Distrito Federal, el delito de asociación delictuosa se integra al tomar participación en una banda tres o más personas, cuando aquélla está organizada para delinquir; para que exista se requiere un régimen determinado con el fin de estar delinquiendo y aceptado previamente por los componentes del grupo o banda, es decir, debe existir jerarquía entre los miembros que la forman, con el reconocimiento de la autoridad sobre ellos, del que la manda, quien tiene medios o manera de imponer su voluntad; este delito difiere esencialmente de la participación múltiple o coparticipación en la realización de un hecho antijurídico, porque en este supuesto, aunque las infracciones se repitan, surgen de momento, pero quedan aisladas unas de otras; y en el caso de la asociación, el propósito de delinquir persiste en los miembros de la banda que se pliegan a las decisiones del jefe; y si uno de los acusados acudió al sitio en donde se pretendía cometer el delito, su responsabilidad surge por el acuerdo previo entre él y los demás copartícipes, pues la presencia de ellos refleja la actitud amenazadora asumida por todos y encaminada al logro de propósitos ilegales.





Apéndice 2000, registro 904 029




		
Asociación delictuosa. La autoridad responsable procedió con acertado criterio jurídico al declarar al reo culpable del delito de asociación delictuosa, ya que, según su confesión y la de los demás copartícipes, se organizó una banda para delinquir, en la que se designaron jefes, teniendo los demás partícipes señalada la actividad que debían desplegar al cometerse los robos, de tal manera que en la especie resultaba perfecta la organización de la banda, ya que bajo la dirección de sus jefes concebían el delito, conviniendo en el procedimiento que habrían de seguir para lograr su propósito delictivo, distribuyéndose las funciones dentro de una innegable jerarquía en la que había jefes y subordinados, pues ya se sabe que tales circunstancias caracterizan el delito de asociación delictuosa.





Apéndice 2000, registro 905 297




		
Asociación delictuosa. El cuerpo del delito quedó comprobado, por lo que se refiere al de asociación delictuosa, por la comprobación de sus propios elementos, ya que quedó plenamente probado con la confesión de los acusados en el sentido de que formaron, según uno de ellos, una banda de robacoches, según otro, una pandilla con el mismo objeto y, según declaración de un tercer acusado, se le invitó a trabajar con el grupo en el robo de automóviles; que en esa agrupación había un jefe, quien organizaba los robos y distribuía entre todos las utilidades; que para ese fin se efectuaban periódicamente reuniones, y quedó probado que a esta asociación o grupo pertenecían más de tres personas y que fue organizada precisamente para cometer delitos de robo y tenía un carácter de estabilidad y permanencia.





Apéndice 2000, registro 905 298




		
Asociación delictuosa. Si con anterioridad a los hechos que motivaron su procesamiento, los acusados se habían dedicado a robar, comandados o jefaturados por uno de ellos, quien se encargaba de repartir entre los miembros de la banda el dinero obtenido, debe concluirse que el delito de asociación delictuosa quedó debidamente integrado.





Apéndice 2000, registro 905 299


Asociación en participación (MERCANTIL). 1. Contrato a efecto de intervenir en un negocio mercantil que lleva a cabo el socio gerente. No se trata de una persona jurídica colectiva. 2. Sociedad sin personalidad, aunque parezca ilógico. 3. Jurisprudencia:




		
Asociación en participación, contrato de. La asociación en participación es un contrato celebrado entre dos o más individuos o entidades por tiempo determinado o indeterminado, para llevar a cabo uno o varios negocios a nombre propio del socio gerente, que hace suyos los aportes de los participantes, a quienes tiene obligación de rendir cuentas de su derecho de crédito, y entregarles lo que les corresponda; y los terceros que contratan con este socio no tienen ninguna acción jurídica en contra de los participantes.





Apéndice 2000, registro 913 070




		
Asociaciones en participación, abuso de confianza en las. Las asociaciones en participación, si bien se clasifican entre los tipos de sociedades en general, no tienen personalidad jurídica por sí mismas, y los terceros que contratan con alguno de los asociados en participación entienden contratar con ellos personalmente y no con una persona jurídica diversa; la prueba de su existencia puede hacerse por cualquier medio de los que la ley reconoce como probatorios; uno de los asociados se encarga de hacer las operaciones, es el gerente de la participación y los demás no figuran en los actos ejecutados en el mismo negocio en interés común, si bien, por una excepción, pueden intervenir en conjunto respecto a los terceros. Por lo tanto, en este género de sociedades no hay fondo social distinto de los bienes personales de los asociados, y los valores, muebles o inmuebles que constituyen las aportaciones de los participantes pertenecen, en principio, en propiedad a cada uno de ellos; pero esta regla no es absoluta, sino que dependerá su aplicación de las condiciones mismas del convenio de asociación. Precisa, pues, analizar este convenio para saber si los participantes transmiten al que aparece como gerente sólo la tenencia material de la aportación, o bien la facultad de disposición de esa misma aportación. De este análisis podrá desprenderse si existe o no el elemento constitutivo del delito de abuso de confianza, que consiste en haber recibido la cosa sin tener la facultad de disponer de ella, es decir, en haber recibido la tenencia material y no la libre disposición.





Apéndice 2000, registro 905 313




		
Contrato de asociación en participación. El contribuyente asociado. El contribuyente asociado en un contrato de asociación en participación no se encuentra obligado a presentar declaración anual, pues aun cuando los contribuyentes del régimen simplificado se encuentran constreñidos a llevar contabilidad cuando forman parte de aquel contrato, ello no quiere decir que para cumplir con sus obligaciones fiscales, deban presentar declaración de impuestos, salvo los casos en que obtengan “además de sus ingresos derivados por actividades empresariales, otros ingresos, como salarios, honorarios o arrendamiento de inmuebles”; el asociante será quien cumpla por sí y por cuenta de los asociados las obligaciones fiscales; lo anterior de conformidad con la regla V, punto primero, de la resolución que otorga facilidades administrativas a los sectores de contribuyentes.





Apéndice 2000, registro 912 484


Asociación religiosa (CONSTITUCIONAL). Persona jurídica colectiva como se organizan las iglesias en la actualidad mexicana. Consúltese Religión.


Quizá la disposición constitucional más controvertida haya sido el art 130, que regula las relaciones entre la iglesia y el poder público.


El texto actual se publicó el 28 de enero de 1992, tras más de un siglo de disposiciones radicalmente anticlericales. El tema siempre resultó delicado y tuvo graves consecuencias históricas para el país; en las últimas décadas se vivía en una especie de pacto de no agresión, en detrimento de la eficacia jurídica de ese precepto.


Sin pretender exponer aquí la larga polémica entre laicos y clericales, solamente anotamos que el origen del conflicto estuvo en el enorme potencial económico de la iglesia católica en el siglo XIX, frente a un poder público que pugnaba por que el país pasara de ser una economía cuasifeudal a constituir una de tipo capitalista.


Al limitar el poder temporal de la iglesia, el Estado nunca tuvo como objetivo debilitar las creencias religiosas de un México profundamente católico.


El vigente art 130 se refiere a lo siguiente:


a)  Reitera la separación del Estado y la iglesia.


b)  Asigna a la Federación competencia para reglamentar este precepto de la ley suprema.


c)  Se reconoce personalidad jurídica a las iglesias y agrupaciones de este tipo, como asociaciones religiosas.


d)  Se prohíbe al poder público intervenir en las cuestiones internas de las asociaciones religiosas.


e)  Tanto nacionales como extranjeros podrán ser ministros de algún culto.


f)  Los sacerdotes y demás ministros de cultos podrán votar en las elecciones, pero para poder ser electos deberán retirarse de esa actividad religiosa.


g)  Se confirma la prohibición de intervenir en asuntos de carácter político, opinar sobre leyes y no respetar la bandera, el escudo y el himno nacionales.


h)  Impedimento a las organizaciones políticas para usar algún vocablo que haga referencia a cualquier religión.


i)  Queda prohibido realizar en los templos reuniones de carácter político.


j)  Se mantiene la eliminación del juramento; en su lugar se indica de nuevo la protesta o promesa de conducirse con verdad y cumplir obligaciones.


k)  Supuestos de incapacidad para ser herederos testamentarios, tanto los ministros de cultos como familiares cercanos.


l)  El poder público conserva el monopolio de los actos del estado civil de las personas en cuanto a su celebración, registro y otorgamiento de validez. Éste fue uno de los puntos torales del enfrentamiento del Estado y la iglesia.


m)  El último párrafo repite la concurrencia federal, local y municipal en esta materia, según prevenciones de la correspondiente ley reglamentaria.


Asociación rural de interés colectivo (AGRARIO). Podrá constituirse por dos o más de las siguientes personas: ejidos, comunidades, uniones de ejidos o comunidades, sociedades de producción rural, o uniones de sociedades de producción rural.


Su objeto será la integración de los recursos humanos, naturales, técnicos y financieros para el establecimiento de industrias, aprovechamientos, sistemas de comercialización y cualquier otra actividad económica; tendrán personalidad jurídica propia a partir de su inscripción en el registro agrario nacional, y cuando se integren con sociedades de producción rural o con uniones de éstas se inscribirán, además, en los registros públicos de crédito rural o de comercio.


Es aplicable a las asociaciones rurales de interés colectivo, en lo conducente, lo previsto en la voz sociedades rurales (consúltese).


Asonada (MILITAR). 1. Grupo numeroso de personas con el propósito de alterar el orden público. 2. El CJM señala los delitos, las penas y su forma de aplicarlas, así como los procedimientos de integración y funcionamiento procesal de los consejos de guerra ordinarios y extraordinarios, y de las instancias juzgadoras dentro del fuero de guerra.


El CPF no establece el delito de asonada como tal, pero es equiparable al delito de rebelión, previsto en el art 132. 3. Se aplicará la pena de dos a veinte años de prisión y multa de cinco mil a cincuenta mil pesos a los que, no siendo militares en ejercicio, con violencia y uso de armas traten de:


a)  Abolir o reformar la CPEUM.


b)  Reformar, destruir o impedir la integración de las instituciones constitucionales de la Federación, o su libre ejercicio.


c)  Separar o impedir el desempeño de su cargo a alguno de los altos funcionarios de la Federación, del Distrito Federal y de los estados.


Aspirante a notario (NOTARIAL). Licenciado en derecho que pretende obtener la patente de notario público; para tal categoría de aspirante se requiere haber presentado examen especial de conocimientos.


El examen para la obtención de la patente de aspirante al ejercicio del notariado consistirá en una prueba teórica y una prueba práctica.


La prueba práctica consistirá en la redacción de un instrumento notarial, cuyo tema será sorteado de veinte propuestos por el Colegio de Notarios y aprobados por el poder ejecutivo local.


Los temas colocados en sobres cerrados serán sellados por las autoridades y el presidente del Colegio de Notarios.


La prueba teórica consistirá en las preguntas o interpelaciones que los miembros del jurado harán al sustentante, sobre el caso jurídico-notarial al que se refiere el tema que le haya correspondido.


Al concluir las interpelaciones, el jurado calificará a puerta cerrada los exámenes y a continuación comunicará el resultado al sustentante. El sustentante que obtenga una calificación no aprobativa no podrá volver a presentar examen, sino hasta después de seis meses. Para aprobarlo será necesario haber concluido totalmente la prueba práctica.


Asunción de deuda (CIVIL). 1. Cambio de obligado. 2. Contrato por el cual un nuevo deudor asume una deuda existente, en lugar del hasta entonces deudor (I. de Casso y F. Cervera).


Atacador (PENAL). Voz coloquial con la que se designa al que hace favores sexuales a una mujer desagradable, a cambio de dinero u otro beneficio.


Ataque a las vías generales de comunicación (PENAL). 1. Daño causado a un servicio público o instalaciones que permiten el traslado de personas o información de un lado a otro en el territorio. Consúltese Vías generales de comunicación. 2. Jurisprudencia:




		
Ataque a las vías generales de comunicación, delito de. Formas de comisión. El ataque a las vías generales de comunicación no se integra exclusivamente por medio de violencia, sino también, al tenor del tipo del delito previsto por la fracc VII del art 167 del Código Penal Federal, por conductas diversas que entrañan igualmente la paralización, inmovilización o entorpecimiento, que constituyen sin duda ataques a las vías de comunicación, en tanto que impiden el desarrollo normal de un servicio.





Apéndice 2000, registro 904 033




		
Ataque a las vías generales de comunicación culposo. Tratándose del delito de ataque a las vías generales de comunicación, aun cuando quede probado que como resultado de la conducta culposa del acusado se hayan causado daños a una carretera nacional, la cual obviamente es una vía de comunicación, si no está demostrado que tales daños hayan traído como consecuencia la interrupción del servicio que la carretera presta, que es el bien jurídico protegido por la figura delictiva, ésta no puede estimarse integrada, debiendo considerarse que sólo se ocasionaron daños a la carretera nacional. Ahora, si el ataque a las vías generales de comunicación se tomó en cuenta para sancionar al inculpado, es evidente que se le agravia, habida cuenta que para la cuantificación de la pena en los delitos imprudenciales se atiende a la gravedad de la culpa y el daño causado.





Apéndice 2000, registro 905 315


Atentado al pudor (PENAL). 1. Acto obsceno que ofende el recato y la libertad sexual, sin llegar a la cópula, y que se ejecuta en otro, sea cual sea su sexo. 2. Jurisprudencia:




		
Atentados al pudor y tentativa de violación. El delito de atentados contra el pudor y la tentativa de violación, por su esencia misma, no pueden coexistir y se excluyen recíprocamente, puesto que en el primero no existe el propósito directo e inmediato de llegar a la cópula, y en la segunda se efectúan los actos preparatorios para dicha cópula, que no llega a realizarse por causas ajenas a la voluntad del agente activo. En la legislación del Distrito Federal ya no se denomina atentados, sino abuso sexual; sin embargo, el contenido sigue rigiendo.





Apéndice 2000, registro 904 377


Atentado contra la estética urbana (PENAL, AMBIENTAL). Alteración de la fachada de un inmueble citadino, con un objeto, mensaje, color, imágenes o paisajes que rompan la armonía arquitectónica de determinada zona.


Está considerado delito en algunos estados y su constitucionalidad es muy dudosa en algunos casos. Por otro lado, puede ser una forma de contaminación visual.


Atenuante (PENAL). Circunstancia legal que deben tomar en cuenta el ministerio público y el juez para graduar a la baja la pena correspondiente.


Atipicidad (PENAL). Se presenta cuando un acto o hecho no encuadra en la descripción que el código hace de un delito, al no existir uno de sus elementos.


Atípico (CIVIL). Dícese del contrato innominado, que no está específicamente regulado en la legislación civil.


Atracción (PROCESAL, PENAL). 1. Potestad que tiene un órgano federal o superior para asumir el conocimiento y la resolución de un asunto que, en principio, corresponde a un ente local o a un subordinado. Consúltese Avocación. 2. Jurisprudencia:




		
Atracción, facultad de. La característica de ser una persona relacionada con narcotraficantes de alta peligrosidad y perteneciente al crimen organizado a nivel internacional no es causa eficiente para provocar el ejercicio de la facultad de atracción de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para conocer de los recursos de revisión, competencia de los tribunales colegiados, esto es, porque las características personales de un individuo a quien se le considera de alta peligrosidad no inciden en grados de excepción, que ameriten la intervención de la referida primera sala del más alto tribunal, habida cuenta que no implica una situación de trascendencia a toda la sociedad, ni reviste importancia tal que se diferencie medularmente de otros asuntos de similar naturaleza, ya que los tribunales colegiados de circuito son órganos jurisdiccionales con amplitud de criterio, preparación y con suficiente autonomía de decisión, para resolver de manera fundada y motivada los recursos de revisión de esa índole. Asimismo, de conformidad con el art 11 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, la Suprema Corte de Justicia de la Nación debe respetar y velar en todo momento por la autonomía de los órganos del poder judicial de la Federación y por la independencia de sus miembros en el desempeño de su encargo.
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Atribuciones (ADMINISTRATIVO). 1. Acción de atribuir. 2. Señalar o asignar una cosa a alguno como de su competencia (DRAE). 3. Tareas que el Estado decide reservarse, por medio del orden jurídico, y que están orientadas a la realización de sus fines; es decir, son los grandes rubros de la actividad del poder público tendientes a alcanzar sus fines, por ejemplo: preservar el ambiente, tutelar a los trabajadores, resolver conflictos entre particulares, prevenir y sancionar conductas delictuosas, y regular la actividad económica, entre otros.


Audiencia (PROCESAL). Diligencia en la cual un juez escucha a las partes, a fin de normar su criterio para poder decidir el juicio.


Audiencia, garantía de (GARANTÍAS). Derecho fundamental para ser escuchado en debida forma cuando se pretenda afectar intereses legítimos (art 14, segundo párr), lo cual supone:


a)  Un juicio previo a cualquier afectación.


b)  Tribunales que funcionan antes del proceso.


c)  Cumplir formalidades procesales.


d)  Leyes vigentes desde una fecha anterior al acto que origina el juicio.


Auditor (MERCANTIL, FISCAL). Licenciado en contaduría que realiza tareas de inspección en la contabilidad y el funcionamiento de una empresa o sociedad mercantil.


Auditoría superior de la Federación (ADMINISTRATIVO). Consúltese Órgano superior de fiscalización de la Federación.


Ausencia (CIVIL). Desaparición de una persona, quien no concurre durante un largo periodo a su domicilio y ocupaciones, ignorándose su paradero. Consúltese Declaración de ausencia.


Ausencia de punibilidad (PENAL). 1. Excusa absolutoria que impide sancionar una conducta ilícita.


La punibilidad es tanto la imputación de una sanción por haber realizado el sujeto cierta conducta, como la imposición concreta de la pena a quien ha sido declarado culpable de la comisión de un delito. Un comportamiento es punible cuando se hace acreedor a la pena. 2. Ausencia de punibilidad. En virtud de las excusas absolutorias no es posible la aplicación de la pena, pues aquéllas constituyen el factor negativo de la punibilidad. Las excusas absolutorias son aquellas causas que, dejando subsistente el carácter delictivo de la conducta o hecho, impiden la aplicación de la pena.


El Estado no sanciona determinadas conductas por razones de justicia o de equidad, de acuerdo con una prudente política criminal. En presencia de una excusa absolutoria, los elementos esenciales del delito (conducta o hecho, tipicidad, antijuridicidad y culpabilidad) permanecen inalterables, sólo se excluye la posibilidad de punición. 3. Las excusas absolutorias de mayor importancia son:


a)  Excusa en razón de la mínima temibilidad. El código penal establece que cuando el valor de lo robado no pase de diez veces el salario, sea restituido espontáneamente y se paguen todos los daños y perjuicios, antes de que la autoridad tome conocimiento del delito, no se impondrá sanción alguna, si no se ha ejecutado el robo por medio de la violencia.


b)  Excusa en razón de la maternidad consciente. Impunidad en caso de aborto causado sólo por imprudencia de la mujer o cuando el embarazo sea resultado de una violación.


c)  Excusa por inexigibilidad de otra conducta. Esto lo vemos claro cuando hablamos de encubrimiento de parientes y allegados a los concubinos, siempre y cuando no se emplee algún medio delictuoso (delito de evasión de presos, cuando la fuga del evasor no sea mediante violencia en las personas o fuerza en las cosas). Otro ejemplo de inexigibilidad lo encontramos en la falsa declaración de un procesado, pues la propia constitución protege al inculpado con una gama de garantías.


d)  Excusa por graves consecuencias sufridas. Por una comprensión indulgente y humanitaria, así como en función de los verdaderos fines de la pena, el perdón judicial, cuando por haber sufrido el sujeto activo consecuencias graves en su persona o por su senilidad o por su precario estado de salud, fuere notoriamente innecesaria e irracional la imposición de una pena privativa o restrictiva de libertad, de oficio o a petición de parte motivando su resolución, podrá prescindir de ella o sustituirla por una medida de seguridad. En los casos de senilidad o precario estado de salud, el juez se apoyará siempre en dictámenes de peritos (Fernando Castellanos).


Autarquía (ADMINISTRATIVO, POLÍTICA). Característica de un ente público, incluso un Estado, que se basta a sí mismo en el aspecto económico.


Autenticar (NOTARIAL). 1. Afirmar que le consta un hecho, acto o documento, el cual ha tenido a su vista o lo ha presenciado. 2. Sostener o indicar que algo es o no es, según lo visto por quien autentica.


Autenticidad (NOTARIAL, CIVIL). Característica de un acto al que se tiene por cierto, pues así lo afirma una persona que cuenta con fe pública.


Auto (PROCESAL). Resolución del juez respecto a un incidente del proceso.


Auto de exequendo (PROCESAL). Resolución del juez ordenando que se asegure el pago de la deuda cuando se notifique la demanda.


Auto de formal prisión (GARANTÍAS). Decisión de autoridad judicial para que se proceda a encausar a un individuo por la comisión de un delito dada su probable responsabilidad, e indica que se le priva provisionalmente de su libertad.


Auto de formal prisión (PENAL). 1. Resolución jurisdiccional dictada dentro de las 72 horas de que el imputado queda a disposición del juzgador, en que se fijan los hechos en materia procesal, estimándose acreditado plenamente el cuerpo del delito y establecida la probable responsabilidad del inculpado. 2. El cuerpo del delito es el contenido del delito real que cabe en los límites fijados por la definición de la ley. 3. Posible responsabilidad: obligación que tiene un individuo de asumir las consecuencias de su propia conducta, por haber actuado con culpabilidad. Esto implica que la presunción, en términos generales, es el hecho desconocido por existir entre ellas una relación necesaria; de aquí se infiere que la posible responsabilidad existe cuando hay ciertos indicios de los cuales lógica y naturalmente se puede suponer la responsabilidad del sujeto; para el auto de formal prisión sólo se necesitan datos que hagan probable la responsabilidad del indiciado o datos de los cuales se deba suponer su participación en un delito. 4. Efectos que produce el auto de formal prisión:


a)  Da base al proceso.


b)  Señala el delito por el que debe seguirse el proceso.


c)  Justifica la prisión preventiva al determinar la necesidad de sujetar a una persona al órgano jurisdiccional para determinar lo que la ley ordena, y que no se sustraiga de la acción de la justicia (Mariano Rivera).


Autocomposición (PROCESAL).




	1. La autocomposición es un medio de solución parcial, porque proviene de una o de ambas partes en conflicto. La autocomposición es unilateral cuando proviene de una de las partes y bilateral cuando tiene su origen en ambas partes. La autocomposición no consiste en la imposición de la pretensión propia en perjuicio del interés ajeno, sino, por el contrario, en la renuncia a la propia pretensión o en la sumisión a la de la contraparte. Alcalá Zamora califica a este medio de solución como altruista, porque a través de él se hace prevalecer el interés de la otra parte, el interés ajeno (José Ovalle).





Por otro lado, es claro que la renuncia a la pretensión propia o la sumisión a la de la contraparte puede ser también el resultado de una negociación equilibrada que satisfaga, así sea limitadamente, los intereses de las dos partes en conflicto. 2. La autocomposición se concreta por medio del desistimiento, el perdón del ofendido, el allanamiento y la transacción. Veamos al respecto la legislación siguiente:




	Art 274 CPCDF. Cuando el demandado se allane a la demanda en todas sus partes o manifestando el actor su conformidad con la contestación de ella, se citará para sentencia, previa ratificación del escrito, ante el juez de los autos si se trata de juicio de divorcio, sin perjuicio de lo previsto en el art 271.


	Art 34 CPCDF. Admitida la demanda, así como formulada la contestación, no podrá modificarse ni alterarse, salvo en los casos en que la ley lo permita. El desistimiento de la demanda que se realice con posterioridad al emplazamiento requerirá del consentimiento del demandado. El desistimiento de la acción extingue ésta aun sin consentirlo el demandado.


	El desistimiento de la demanda produce el efecto de que las cosas vuelvan a la situación que tenían antes de la presentación de aquélla. El desistimiento de la instancia, posterior al emplazamiento, o el de la acción obligan al que lo hizo a pagar costas, los daños y perjuicios a la contraparte, salvo convenio en contrario.


	Art 93 CPF. El perdón del ofendido o del legitimado para otorgarlo extingue la acción penal respecto de los delitos que se persiguen por querella, siempre que se conceda ante el ministerio público si éste no ha ejercitado la misma, o en el órgano jurisdiccional antes de dictarse sentencia de segunda instancia. Una vez otorgado el perdón, éste no podrá revocarse.


	Lo dispuesto en el párrafo anterior es igualmente aplicable a los delitos que sólo pueden ser perseguidos por declaratoria de perjuicio o por algún otro acto equivalente a la querella, siendo suficiente para la extinción de la acción penal la manifestación de quien está autorizado para ello de que el interés afectado ha sido satisfecho. Cuando sean varios los ofendidos y cada uno pueda ejercer separadamente la facultad de perdonar al responsable del delito y al encubridor, el perdón sólo surtirá efectos por lo que hace a quien lo otorga. El perdón sólo beneficia al inculpado en cuyo favor se otorga, a menos que el ofendido o el legitimado para otorgarlo hubiese obtenido la satisfacción de sus intereses o derechos, caso en el cual beneficiará a todos los inculpados y al encubridor.


	El perdón del ofendido y el legitimado para otorgarlo en delitos de los mencionados en el párrafo anterior también extingue la ejecución de la pena, siempre y cuando se otorgue en forma indubitable ante la autoridad.


	Art 2944 CCF. La transacción es un contrato en virtud del cual las partes, haciéndose recíprocas concesiones, terminan una controversia presente o previenen una futura.





Autodefensa (GARANTÍAS). Justicia por propia mano. Está prohibida en la constitución federal, aunque hay casos aislados, como la legítima defensa y la potestad disciplinaria de los padres sobre sus hijos menores.


Autonomía (CONSTITUCIONAL, ADMINISTRATIVO). Potestad de la que dentro del Estado pueden gozar municipios, provincias, regiones u otras entidades de él, para regir intereses peculiares de su vida interior mediante normas y órganos de gobierno propios (DRAE).


La autonomía implica ausencia de liga jerárquica con otros órganos públicos; es característica de la descentralización administrativa y demás paraestatales, de los estados miembros de la Federación y de los municipios. En la desconcentración, sólo es de índole técnica u operativa.


Autonomía de la acción (PROCESAL). Teoría muy difundida, la cual sostiene que el derecho sustantivo está desligado de la potestad procesal que se tiene para exigirlo.


Autonomía de la voluntad (FILOSOFÍA). Tesis que indica la libertad que posee el ser humano para actuar según sus convicciones o creencias. Esa potestad de decisión le permite obligarse jurídicamente.


Autonomía universitaria (ADMINISTRATIVO). Potestad otorgada por la constitución a las universidades e instituciones de nivel superior para gobernarse a sí mismas para sus fines de educación, investigación y difusión de la cultura. Implica también respetar la libertad de cátedra e investigación y de libre examen y discusión de las ideas, así como establecer sus planes y programas, y fijar no sólo los términos de ingreso, promoción y permanencia de su personal académico, sino también la administración de su patrimonio. La universidad, como dueña de su destino, debe responder por su quehacer en el uso y disfrute de su libertad, ya que la autonomía no es un fin en sí misma, sino el medio que permite a la institución desempeñar sus misiones.


Autónomo (CONSTITUCIONAL). Característica de un órgano político, de una institución social o de un grupo que posee el derecho y el poder de determinar su propia línea de conducta (Galen Fisher).


Autopsia (PENAL). 1. Necropsia. Es un examen anatómico y patológico del cadáver, que se realiza la mayoría de las veces para conocer la causa de la muerte. Asimismo, es la base de la anatomía patológica y sin ella sería imposible practicar la medicina legal en servicio de la justicia. 2. Se abre sucesivamente el abdomen, el tórax, el cráneo y la raquis, se toman notas minuciosas de las alteraciones observadas y en ciertos casos se guardan las vísceras en tarros para ser sometidos a análisis, a fin de saber con mayor exactitud las causas que provocaron la muerte de un individuo. 3. A partir de 1993 se comenzó a utilizar el método de autopsia psicológica validado por el campo de la criminología. Las investigaciones criminológicas han revelado la criminodinámica del homicida, sus rasgos, su personalidad y su iter criminis, ya que se considera que este conocimiento es imprescindible, pues la víctima no es un objeto inanimado, sino un elemento activo en la dinámica del asesino. Tan es así que Neuman afirma que un estudio de la criminogénesis no puede ser relevante y serio si no se tiene en cuenta el papel jugado por la víctima y en qué medida ella ha contribuido consciente o inconscientemente al acto.




	La autopsia psicológica en derecho penal es la que logra establecer el estado mental de la víctima de homicidio en el momento de su muerte, nos coloca en posibilidad de definir si se encontraba en estado de indefensión y, de resultar esto demostrado pericialmente, pudiera variar la tipificación delictiva de homicidio (simple o calificado), puesto que el autor del hecho habría actuado contra una persona psicológica y jurídicamente indefensa.


	La autopsia psicológica pudiera ser un elemento clave para agravar la situación del victimario y elevar el marco sancionador, pero también pudiera constituir una atenuante si se demuestra que se trataba de una víctima provocadora que precipitó o catalizó su propia victimización, llevando al autor a un estado de desorganización psicológica que determinó o al menos influyó el acto homicida (Luis Rodríguez).





Autor (ADMINISTRATIVO, CIVIL). Consúltese Derecho de autor.


Autor (PENAL). Sujeto activo de una conducta antijurídica y punible. Tiene esta calidad quien planea, induce, realiza o coopera en la conducta tipificada como delito.


Autor de la herencia (CIVIL). Dícese de quien ha hecho un testamento.


Autor intelectual (PENAL). Persona física que idea, concibe, planea, induce, contrata, paga o alienta un acto u omisión delictivo. Es sujeto activo del delito.


Autor material (PENAL). 1. Persona física que realiza, participa o coopera en un acto, hecho u omisión antijurídico y punible. 2. Quien lleva a cabo el delito, por iniciativa propia o por encargo, intencionalmente o no. 3. Sujeto activo del delito.


Autoridad (ADMINISTRATIVO). 1. Persona revestida de algún poder, mando o magistratura (DRAE). 2. De manera amplia, individuo que mediante órganos estatales competentes puede tomar y ejecutar decisiones que afecten a los particulares u ordenar que dichas decisiones sean ejecutadas. Dicho en otros términos: toda persona investida de potestad de mando frente a los administrados o de modo interno en un ente público.


Para la SCJN, autoridad es todo funcionario de hecho o de derecho que puede disponer de la fuerza pública para hacer cumplir sus decisiones. Este criterio, sostenido con anterioridad por Ignacio L. Vallarta, permite ampliar el alcance del juicio de amparo.


Autoridad (CONSTITUCIONAL). Servidor del Estado que puede disponer de la fuerza pública para hacer cumplir sus decisiones jurídicas.


También se da esta categoría al ente gubernamental que puede ordenar o pedir que la fuerza pública actúe, o emitir actos jurídicos con efectos subjetivos.


El diccionario sociológico anota las acepciones siguientes:


a)  Poder, gobierno o mando en un grupo social o político; en una familia, se llama paterna si es ejercida por el padre o abuelo paterno, materna si la ejerce la madre o la abuela materna y avuncular si es el tío materno quien la ostenta.


b)  Persona revestida de poder propio de mando o disposición como consecuencia del desempeño de una función pública. Sus actos y determinaciones son objeto de una protección jurídica especial y sus abusos o extralimitaciones constituyen formas delictivas de mayor relevancia, por lo que dan lugar a más graves sanciones.


Autoridad competente (CONSTITUCIONAL, ADMINISTRATIVO). Servidor público que, conforme a la ley, está facultado para emitir un acto de derecho público que afecte el ámbito jurídico del particular. El art 16 de la carta magna prevé:




	Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento.





Autoridad de cosa juzgada (PROCESAL). Consúltese Cosa juzgada.


Autoridad responsable (AMPARO). 1. Autoridad: persona que cuenta con determinadas facultades que los ordenamientos jurídicos le otorgan y cuyas decisiones son coercibles mediante el uso de la fuerza física estatal. 2. Es autoridad responsable la que dicta, promulga, publica, ordena, ejecuta o trata de ejecutar la ley o el acto reclamado, dice la ley. La autoridad puede ser de iure o de facto; lo trascendente es que dañe las garantías del afectado. Se equipara al demandado. 3. Parece que en algunos casos la ley considera en esta categoría al órgano público estatal, cuya voluntad se externa por medio de un funcionario o empleado, opinión que es defendida por algunos tratadistas.


Autorización (ADMINISTRATIVO). Acto esencialmente unilateral de la administración pública, por medio del cual el particular podrá ejercer una actividad para la que está legitimado previamente, pues el interesado tiene un derecho preexistente que se supedita a que se cubran requisitos, condiciones o circunstancias que la autoridad valorará.


A la teoría tradicional del derecho preexistente se ha contrapuesto la tesis de que sólo existe una expectativa de derecho, pues, antes de la autorización, el gobernado no tiene facultad concreta para efectuar la actividad, por ejemplo: autorización para operar casas de cambio de divisas extranjeras.


Autos (PROCESAL). 1. Resoluciones judiciales en un proceso. 2. Expediente o archivo que se mantiene con todo lo actuado en un juicio.


Autotutela (PROCESAL). Formas no procesales de resolver conflictos de derecho. Cipriano Gómez Lara menciona: legítima defensa, retención de equipaje, corte de ramas y raíces provenientes del predio contiguo, persecución de animales propios en predio ajeno, sanciones paternas, defensa del honor, aborto terapéutico o por causa de violación, robo de famélico, echazón (derecho marítimo), huelga, guerra y revolución.


Auxiliar mercantil (MERCANTIL). 1. Persona que actúa por cuenta de un comerciante. 2. Dependiente: el empleado de una negociación; autónomo: puede ser el apoderado, un corredor público, un agente, un comisionista, etcétera.


Auxiliares de la administración de justicia (PROCESAL). Personas que cooperan con el juzgador en la función jurisdiccional: secretarios, actuarios, ejecutores, personal de apoyo, albaceas, tutores, curadores, síndicos, peritos, depositarios, registros públicos, ministerio público, fuerza pública, defensores de oficio, notarios, consejo de la judicatura, interventores.


Aval (MERCANTIL). 1. Persona que se adhiere a una obligación, para garantizar su cumplimiento. 2. Firma en un título de crédito como compromiso de seguridad para cumplir la carga que él contiene. 3. Jurisprudencia:




		
Aval. Constituye una institución de garantía exclusiva de los títulos de crédito. El aval es una institución jurídica de garantía exclusiva de los títulos de crédito, ya que, de acuerdo con lo dispuesto por los arts 109 y 116 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, mediante el aval se garantiza en todo o en parte el pago de los títulos de crédito, quedando el avalista como obligado solidario de aquel cuya firma ha garantizado. Corrobora lo anterior el hecho de que las obligaciones de carácter civil o mercantil que no deriven de un título de crédito admiten ser garantizadas en su pago, por un tercero, a través del contrato de fianza a que se refiere el art 2794 del Código Civil para el Distrito Federal, o bien mediante la figura jurídica de la solidaridad pasiva, de conformidad con los numerales 1987, 1988 y 1989 del código en cita, la cual no se presume, por lo que debe hacerse constar expresamente. Consecuentemente, carece de sustento legal la afirmación del tribunal de segundo grado consistente en que el aval tiene aplicación a cualquier relación jurídica civil o mercantil.





Apéndice 2000, registro 914 324




		
Aval. Supletoriedad inexistente de los preceptos que regulan la fianza en el derecho común. Del examen comparativo de los preceptos que regulan las instituciones de fianza y del aval en el Código Civil para el Distrito Federal y en la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito se advierte que a pesar de tener ciertas semejanzas, tomando en cuenta su propia naturaleza, son diferentes entre sí, ya que: a) en tanto la fianza tiene el carácter de un contrato formal que puede hacerse en forma destacada del principal, el aval debe constar en el cuerpo del documento o en hoja adherida al mismo; b) la fianza no se presume, en cambio el aval sí; c) la obligación en el contrato de fianza sólo puede exigirse al fiador si se estableció orden y excusión de los bienes de éste; en la institución del aval, el avalista es deudor autónomo, y por ello puede exigirse su obligación en primer término, sin acudir previamente al deudor principal o avalado, y d) en la fianza se sigue el principio de que lo accesorio sigue la suerte de lo principal; por ende, si la obligación principal es nula, también lo será el contrato accesorio, lo cual no sucede así con el aval, porque tan principal es la obligación del avalista como la del avalado, y por ese motivo las dos son autónomas e independientes entre sí, y a pesar de que la obligación del avalado sea nula, será válida la del avalista. Al existir diferencias sustanciales entre una y otra institución, no deben por un lado, aplicarse supletoriamente las normas del Código Civil para el Distrito Federal que prevén el contrato de fianza al obligado como aval en títulos de crédito, y por el otro, al existir autonomía entre las obligaciones contraídas por el avalado y el avalista en el título de crédito, la acción de pago puede ejercitarse indistintamente contra uno u otro, ya que la obligación solidaria que adquieren ambos sujetos al suscribir el documento es propia y determinada de cada uno de ellos, y no de uno respecto del otro.
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Avalúo (PROCESAL, NOTARIAL, MERCANTIL). Estimación pecuniaria que se hace de un bien, derecho o daño. Lo efectúa un perito, institución de crédito u otra persona, denominada valuador, que se encuentra autorizada para tal actividad.


Avenencia (CIVIL, PROCESAL). 1. Transacción, conciliar diferencias, resolver discrepancias. 2. Junta que se celebra entre el juez y los divorciantes, en la cual el primero trata de disuadirlos de su pretensión.


Avería (MERCANTIL, CIVIL). 1. Hecho jurídico eventual. 2. Daño que sufre alguna cosa durante su traslado comercial. 3. Desperfecto de alguna embarcación.


Averiguación previa (PENAL). 1. La averiguación previa, llamada también fase procesal, es la que tiene por objeto investigar el delito y recoger las pruebas indispensables para que el ministerio público se encuentre en condiciones de resolver si ejercita o no la acción penal (Juan González). 2. Etapa procedimental en que el ministerio público, en ejercicio de la facultad de policía judicial, practica todas las diligencias necesarias que le permitan estar en aptitud de ejercitar la acción, debiendo integrar para esos fines el cuerpo del delito y la presunta responsabilidad (Guillermo Colín). 3. No hay antecedentes históricos de la averiguación previa, sino en la constitución de 1917; antes eran los jueces quienes se encargaban de la investigación del delito, así como de reunir las pruebas que fueran necesarias para demostrar la responsabilidad penal del acusado. El art 21 eliminó la fase inquisitorial en el procedimiento penal, en el que se encomienda al ministerio público la investigación y la persecución del delito.


Avío (MERCANTIL). Elemento necesario para lograr la productividad de una empresa.


Aviso comercial (MERCANTIL). Publicidad comercial o anuncios publicitarios. Se considera aviso comercial, según la ley correspondiente, a las frases u oraciones que tengan por objeto anunciar al público empresas, productos o servicios, para distinguirlos de los de su especie.


Avocación (ADMINISTRATIVO). 1. Acción y efecto de avocar. 2. Atraer o llamar a sí cualquier superior un negocio que esté sometido a examen y decisión de un inferior (DRAE).


En derecho administrativo, avocación es la figura contraria a la delegación de facultades; por medio de ella, el superior jerárquico decide atender un asunto que se encuentra en el ámbito de actuación de un inferior. Esta decisión de avocarse a conocer determinado negocio debe manifestarse con los mismos requisitos que la delegación de facultades (consúltese).


En la práctica mexicana, de manera casi automática, en el acuerdo de delegación se prevé que el superior podrá recuperar en cualquier momento la facultad que delega y atender directamente los asuntos.


Consideramos que tal situación es irregular, porque su principal consecuencia es que provoca una falta de certeza, pues el gobernado ignora cuál de los dos funcionarios (superior o inferior) atenderá su caso.


La delegación y avocación de facultades se estudian también en relación con sus semejanzas y diferencias con el mandato o representación, establecidos por el derecho privado. Opinamos que tal estudio es innecesario, pues resulta claro que se trata de figuras jurídicas cuya naturaleza y consecuencias son diferentes.


Axiología jurídica (FILOSOFÍA). 1. Filosofía de los valores del derecho. 2. El derecho es un producto de la cultura, y por ello resulta claro que en él se realicen ciertos valores, como la justicia, el bien común y la seguridad jurídica. Pero también pueden llevarse a cabo por medio del derecho los valores de la moral, como la bondad, la rectitud y la honestidad. Otros valores también pueden proyectarse en el mundo jurídico, como la verdad, aunque en algunas ocasiones el derecho tiene que acudir a las llamadas ficciones jurídicas, para resolver situaciones que las normas jurídicas no pueden hacerlo conforme a la verdad. 3. Clasificación de los valores jurídicos: a) bien común, b) justicia y c) seguridad jurídica.


Otros valores que se derivan de la consecución de los anteriores.


En la axiología jurídica encontramos valores absolutos y valores relativos. Los primeros son los que descansan en sí mismos: no provienen de otros valores superiores; los relativos, sí. De acuerdo con esto, la justicia es un valor absoluto.


En la justicia va implícita la igualdad, que no siempre se apoya en motivos éticos, sino en la envidia, el despecho, la perversidad, el espíritu de venganza. La justicia recibe el nombre de equidad cuando se proyecta sobre el caso y el hombre concretos. Tanto la equidad como la igualdad son valores jurídicos relativos, porque se derivan del valor absoluto justicia.


De la seguridad nacida del derecho positivo surgen los valores orden y certeza jurídica, la paz social y la tranquilidad pública, primordialmente la libertad. Pero la seguridad no es un valor absoluto, porque muchas veces se realiza como un elemento del bien común.


Por lo que se refiere al mismo bien común, se derivan de él, en general, todos los valores impersonales que el individuo sólo puede alcanzar en una sociedad organizada jurídica y políticamente. El principal es la utilidad. Cuando al derecho sólo le interesa realizar el bien común, no tiene en cuenta los intereses particulares del individuo y puede llegar a suprimirlos. Es por ello que el derecho debe perseguir también la realización de la seguridad y la justicia. Si se aplica la justicia, el individuo obtiene seguridad jurídica, y si tiene seguridad jurídica puede contribuir a la realización del bien común colectivo (Luis Dorantes).


4. Para otros autores, la justicia social es el valor jurídico primordial. Distintas vertientes sostienen en esa categoría a la libertad, la propiedad privada y el fuero.


Axioma jurídico (FILOSOFÍA). Principio evidente que no requiere ser probado ni explicación alguna.


La verdad del axioma se deduce por intuición de los términos empleados en él.


Ayuntamiento (ADMINISTRATIVO). Corporación compuesta de un alcalde y varios concejales para la administración de los intereses de un municipio (DRAE).


La estructura de la administración pública municipal varía de un lugar a otro, lo cual depende de sus posibilidades económicas, el número de habitantes, superficie y desarrollo cultural. En todo caso, por disposición constitucional, el titular de esa administración pública municipal es un órgano colegiado denominado ayuntamiento, el cual estará encabezado por el presidente municipal.


El ayuntamiento, de elección popular, dura en funciones tres o cuatro años. Por lo general lo integran, además del presidente municipal, regidores y síndicos, cuyo número varía según las necesidades de la localidad. Normalmente cuenta también con un tesorero y un secretario; a su vez, los regidores y síndicos suelen tener asignado algún ramo de la administración (educación, tránsito, mercados, etcétera).


En los municipios que cuentan con razonables posibilidades económicas existe una estructura orgánica administrativa más compleja, la cual sigue el modelo de la jerarquización centralizada estatal y de la Federación, así como una administración pública paraestatal del municipio (a la que algunos llaman administración pública paramunicipal).


Un ejemplo de esa estructura municipal jerarquizada lo encontramos en la Ley Orgánica de los Municipios del Estado de Tabasco, que para el despacho de los asuntos de orden administrativo establece las siguientes dependencias del presidente municipal: secretaría del ayuntamiento; dirección de finanzas; dirección de programación; dirección de desarrollo; dirección de obras, asentamientos y servicios municipales; dirección de educación, cultura y recreación; dirección de administración; dirección de seguridad pública y tránsito, y contraloría municipal.


Por mandamiento constitucional, la fuerza pública del municipio capital de cada entidad federativa estará bajo el mando del gobernador del estado.


Un comentario adicional acerca de los órganos administrativos del municipio es el siguiente: cabildo fue el nombre que se dio en el pasado al ayuntamiento; concejo municipal será el órgano que supla y concluya el periodo de un ayuntamiento cuya desaparición haya decretado el congreso local, o cuando renuncien sus integrantes, y alcalde era quien presidía el gobierno municipal.


Ayuntamiento (CONSTITUCIONAL). Órgano colegiado depositario del poder ejecutivo en el ámbito municipal. Suele emplearse el vocablo cabildo como sinónimo. Consúltese Municipio.


Azar (CIVIL, PROCESAL). 1. Caso fortuito. 2. Suerte. 3. Casualidad. 4. Lo imprevisto.


Azotes (PENAL, GARANTÍAS). Pena prohibida por infamante, la cual consistía en golpear a un individuo públicamente con un látigo o fuete.







Bb



Tiene su antecedente en un símbolo jeroglífico egipcio que representaba una casa y al que llamaron ba. Los fenicios al adoptarla la denominaron bet que significa cámara o casa. Los griegos la copiaron de los fenicios, le dieron el nombre de beta y la figura que hoy nos es familiar pero con trazos más angulosos, finalmente, los etruscos y los romanos la redondearon en su forma mayúscula. Más tarde, en un proceso de estilización apareció la minúscula y desde entonces se ha mantenido sin cambios.


Bailador (PENAL). Adjetivo que se aplica al servidor público de la procuración de justicia, que gusta de solicitar dádivas por realizar su deber.


Baja (BUROCRÁTICO). Excluir de la lista de servidores públicos a un individuo por haber terminado la relación laboral con el Estado. Consúltese Terminación de los servicios.


Balance (MERCANTIL). 1. Documento que presenta la situación contable de un comerciante. 2. Síntesis de su activo y pasivo.


Balanza comercial (ECONÓMICO). Resultado entre las exportaciones e importaciones que de bienes y servicios efectúa un país en un periodo determinado (medido generalmente por trimestre y por año).


Balanza de pagos (ECONÓMICO). 1. Documento contable que presenta de manera resumida el registro de las transacciones económicas llevadas a cabo entre los residentes de un país y los del resto del mundo durante un tiempo determinado que normalmente es un año. Utilizaremos aquí las especificaciones del Quinto manual de balanza de pagos elaborado por el FMI, que son las utilizadas con más o menos fidelidad por la mayoría de los países. Las naciones europeas siguen las normas del FMI con algunas reglas adicionales específicas que permiten la elaboración por el Banco Central Europeo de una balanza conjunta. Este banco define la balanza de pagos como “la estadística que recoge, con el desglose apropiado, las transacciones transfron terizas durante el periodo del calendario al que se refieren, mensual, trimestral o anual”. 2. Cuenta corriente. Se subdivide en cuatro balanzas básicas: bienes, servicios, rentas y transferencias.


a)  En la balanza de bienes, también llamada de mercancías, las importaciones en la balanza de pagos tienen que aparecer con valoración FOB en vez de CIF. Los fletes y los seguros tienen que ser contabilizados como servicios y no como mercancías.


b)  La balanza de servicios incluye los siguientes conceptos: turismo, viajes, transportes, comunicaciones, construcción, seguros, servicios financieros, informáticos, culturales y recreativos, prestados a las empresas, personales, gubernamentales, regalías y rentas de la propiedad intelectual.


c)  En la cuenta de rentas, los ingresos son las rentas percibidas por los propietarios de factores (trabajo o capital) nacionales empleados en el extranjero, mientras que los pagos son las rentas que enviamos a extranjeros propietarios de factores productivos (trabajo o capital) utilizados en nuestro país. Las rentas del trabajo recogen la remuneración de trabajadores fronterizos, estacionales y temporeros. Es un rubro en el que la información que se obtiene nunca será muy precisa, pues, además de que muchas pequeñas rentas no se declaran, parte de su total se gastará en el país de origen.


d)  Al elaborar la cuenta de transferencias corrientes, la principal dificultad es distinguir qué transferencias son corrientes y cuáles son de capital. Se recogen como transferencias corrientes las remesas de emigrantes, los impuestos, las prestaciones y las aportaciones de seguridad social, las donaciones destinadas a la adquisición de bienes de consumo, las retribuciones a personal que presta servicios en el exterior en programas de ayuda, las pensiones alimenticias, las herencias, los premios literarios, artísticos, científicos y otros, los premios de los juegos de azar, las cotizaciones a asociaciones benéficas, recreativas, culturales, científicas y deportivas, etcétera.


La cuenta de capital recoge principalmente las transferencias de capital de la administración pública. Otras partidas menores proceden de la enajenación o adquisición de activos inmateriales no producidos o por la liquidación del patrimonio de emigrantes.


La cuenta financiera está dividida en cinco balanzas: inversiones directas, inversiones de cartera, derivados financieros, otra inversión y variación de reservas.


Las inversiones directas son aquellas en las que el inversor está guiado por el objetivo de obtener una rentabilidad permanente e influencia en los órganos de dirección de la empresa invertida.


Las inversiones de cartera son las adquisiciones de valores negociables cuando representan un porcentaje menor de la empresa invertida, según lo establece el FMI.


Los derivados financieros incluyen las opciones, los futuros financieros, las garantías sobre acciones o sobre valores, las compraventas de divisas a plazo, los acuerdos de tipos de interés futuro, las permutas financieras de moneda o de tipos de interés y cualquier otra permuta financiera, ya sea sobre índices, cotizaciones medias o cualquier otra clase de activos.


En otra inversión se recogen operaciones de préstamos comerciales y financieros.


La cuenta de valoración de reservas contiene los movimientos habidos en los activos exteriores controlados por las autoridades monetarias que se utilizan para financiar los desequilibrios de la balanza o para intervención en el mercado de cambios.


Por tanto, el saldo global de la balanza de pagos es el resultado de sumar los saldos de las cuentas corrientes, las de capital, las financieras, y los errores que se hayan podido detectar en los cálculos. El saldo será siempre cero.


www.Eumed.net/cursecon


Baldío (AGRARIO). Consúltese Terrenos baldíos.


Balística (PENAL). Ciencia que calcula el origen, alcance y dirección de un proyectil. Consúltese Peritos en balística.


Banca (MERCANTIL). 1. Conjunto de bancos. 2. Instituciones de crédito: banca pública, banca privada, banca de desarrollo, banca múltiple, banca internacional y banca mixta. 3. Actividad que realiza un banco, o sea, operaciones de ahorro, depósito, crédito e intermediación financiera.


Banca de desarrollo (MERCANTIL). 1. Sociedad nacional de crédito estatal. 2. Instituciones públicas que realizan actividades bancarias (ahorro, préstamo, fideicomiso), por ejemplo: Banco Nacional del Ejército, Fuerza Aérea y Armada, S.N.C. (Banejército).


Banca múltiple (MERCANTIL). Institución de crédito autorizada para realizar diversas operaciones bancarias y prestar diferentes servicios del mismo tipo.


Banca pública (ADMINISTRATIVO). Consúltese Sociedades nacionales de crédito.


Bancarrota (MERCANTIL). Sinónimo de quiebra (consúltese).


Banco de emisión (MERCANTIL, ADMINISTRATIVO, ECONÓMICO). 1. Nombre de la banca central en cuanto organismo del Estado encargado de poner en circulación la moneda o billetes de curso legal y de regular su volumen o monto. 2. Banco de México.


Banco de México (CONSTITUCIONAL, MERCANTIL). 1. Banca central del sistema financiero nacional. 2. Organismo descentralizado federal.


En los párrafo. 60 y 70 del art 28 se establecen la naturaleza autónoma de este organismo, así como algunas normas que acentúan su actividad independiente de criterios políticos de la administración pública centralizada federal. Su carácter autónomo fue asignado por reforma de 20 de agosto de 1993.


Banco Interamericano de Desarrollo (ECONÓMICO). Organismo financiero internacional, fundado en 1959. para otorgar empréstitos canalizados a obras estatales de infraestructura. Con sede en la capital estadounidense, forman parte de él casi todos los países de América, algunos europeos y Japón.


Banco Mundial (ECONÓMICO, INTERNACIONAL). Llamado anteriormente Banco Internacional de Reconstrucción y Desarrollo, se creó en 1944 en Bretton Woods, con sede en Washington, EUA.


Se dedica a financiar proyectos de infraestructura en los países pobres (en desarrollo), mediante préstamos condicionados a reformas estructurales.


Bandera (ADMINISTRATIVO, MILITAR). 1. Insignia o pendón de un Estado-nación. 2. Símbolo patrio que consiste en un rectángulo dividido en tres franjas verticales de medidas idénticas, con los colores en el siguiente orden a partir del asta: verde, blanco y rojo. En la franja blanca y al centro tiene el escudo nacional, con un diámetro de tres cuartas partes del ancho de dicha franja. La proporción entre anchura y longitud de la bandera es de cuatro a siete.


Bando (ADMINISTRATIVO, CONSTITUCIONAL). 1. Disposición reglamentaria emitida por la autoridad municipal, de contenido administrativo y carácter citadino. 2. Aviso solemne del legislativo o del ejecutivo acerca de un acto público, por ejemplo: la declaratoria de presidente electo.


Bartolina (PENAL). Especie de celda o separo en las prisiones, que normalmente presenta malas condiciones de higiene (jerga).


Base (BUROCRÁTICO). 1. Definitividad que en una plaza laboral posee un servidor público. 2. Certeza de permanecer en la función pública. Cabe señalar la práctica seguida por el personal de base que, al ser designado para ocupar un puesto de confianza, obtiene una licencia, para regresar a su base una vez que concluya su cargo transitorio y evitar el desempleo.


Base constitucional (AMPARO, GARANTÍAS). Fundamento jurídico que contiene la carta magna para la emisión de un acto público. Consúltese Fundamentación.


Base gravable (FISCAL). Monto pecuniario al cual se le aplicará la tasa impositiva, restados previamente deducciones, subsidios y exenciones que procedan.


Base imponible (FISCAL). Consúltese Base gravable.


Bases Orgánicas de la República Mexicana (CONSTITUCIONAL). 1. Constitución centralista del 12 de junio d 1843 que constaba d 202 artículos. 2. Obra de Manuel de la Peña y Peña, Martín Carrera, Manuel Payno, Andrés Quintana Roo, Manuel Dublán y José María Aguirre e incluye lo siguiente:




	Título I. De la nación mexicana, su territorio, forma de gobierno y religión.


	Título II. De los habitantes de la República.


	Título III. De los mexicanos, ciudadanos mexicanos y derechos y obligaciones de unos y otros.


	Título IV. Poder legislativo.


	Título V. Poder ejecutivo.


	Título VI. Del poder judicial.


	Título VII. Gobierno de los departamentos.


	Título VIII. Poder electoral.


	Título IX. Disposiciones generales sobre administración de justicia.


	Título X. De la hacienda pública.


	Título XI. De la observancia y reforma de estas bases.


	Art 154. (título VIII). En caso de empate decidirá la suerte.





Bebidas y alimentos (ADMINISTRATIVO). Los art. 215 217 de la Ley General de Salud (LGS) definen lo que ha de entenderse, para efectos de la ley, por alimento, bebida no alcohólica, materia prima, aditivo alimentario y bebida alcohólica en los siguientes términos:


a)  Alimento: cualquier sustancia o producto, sólido o semisólido, natural o transformado, que proporcione al organismo elementos para su nutrición.


b)  Bebida no alcohólica: cualquier líquido, natural o transformado, que proporcione al organismo elementos para su nutrición.


c)  Materia prima: cualquier sustancia o producto, natural o industrializado, que sea utilizado en la elaboración de los alimentos y bebidas.


d)  Aditivo alimentario: cualquier sustancia permitida que, sin tener propiedades nutritivas, se agregue a los productos para modificar sus características organolépticas o para estabilizarlos o conservarlos.


e)  Bebida alcohólica: la que contenga alcohol etílico en una proporción mayor de 2% en volumen.


Como una innovación respecto a su antecedente legislativo, la ley actual establece la prohibición de vender bebidas alcohólicas a menores de 18 años, lo cual, si bien resulta positivo, no implica acabar o disminuir el alcoholismo entre la población infantil, ya que considerarlo así es ignorar nuestra realidad social.


La secretaría de salud (SS) publicará en el DOF una lista de las bebidas y de los alimentos registrados, con indicación de su valor nutricional.


Beccaria, marqués de [α1738-Ω1794] (PENAL). César Bonesana, penalista italiano, cuyo enfoque del delito y del delincuente estuvo influido por la Ilustración francesa y que abogó por eliminar la tortura y las penas inhumanas. Es clásica su obra De los delitos y de las penas.


Belice (CONSTITUCIONAL). Estado de América Central, miembro de la Commonwealth; la jefatura de gobierno y la de Estado se depositan en personas diferentes y el poder legislativo radica en un senado y en una cámara de representantes. La constitución nacional es de 1981. año de su independencia. Nombre oficial: Belice, capital: Belmopan.


Beligerancia (INTERNACIONAL). 1. Guerra. 2. Conflicto armado entre dos partes antagónicas.


El reconocimiento de que existe una situación de beligerancia tiene efectos jurídicos internos e internacionales.


Beneficencia pública (ADMINISTRATIVO). Consúltese Asistencia pública.


Beneficiario (LEXICOLOGÍA). 1. Persona que recibe y aprovecha una ganancia por haberse previsto en su favor una cantidad o un bien, condicionado a un hecho o acto, contemplado en una ley o contrato. 2. Quien recibe indemnización por un accidente de trabajo. 3. Individuo designado para el cobro de un seguro. Según el CCF, en los contratos se pueden hacer estipulaciones en favor de tercero.


Beneficio común (ADMINISTRATIVO, POLÍTICA). Expresión sinónima de interés público (consúltese), interés social e interés general.


Beneficio de inventario (CIVIL). Principio según el cual una herencia se recibe sujeta a que los bienes sean superiores (o iguales) al valor de las deudas del finado.


El heredero adquiere a título universal y responde de las cargas de la herencia hasta donde alcance la cuantía de los bienes que hereda (CCF).


Beneficio de orden y excusión (CIVIL, MERCANTIL, PROCESAL). Derechos que tiene quien ha otorgado su aval en una obligación, para que primero se demande al deudor principal y se afecten los bienes de éste para el cumplimiento del deber, antes de que el avalista sea requerido.


Benelux (ECONÓMICO, INTERNACIONAL). Siglas de la apreciación conjunta de tres estados para efectos de integración: Bélgica, Holanda y Luxemburgo.


Berizonce, Roberto [α-1938] (PROCESAL). Jurista argentino, profesor e investigador en la Universidad de la Plata; es autor, entre otras obras, de Derecho procesal civil actual, Los recursos humanos del poder judicial, La nulidad en el proceso y Efectivo acceso a la justicia.


BID (INTERNACIONAL, ECONÓMICO). Siglas del Banco Interamericano de Desarrollo (consúltese).


Bien común (FILOSOFÍA). 1. Finalidad del derecho y del Estado. 2. Ideal de la colectividad de que se trate, perfeccionando las relaciones interhumanas que se hallan dentro de su ámbito de regulación.




	Respecto al bien común, Herikel distingue dos dimensiones: La de anchura, aparece cuando el concepto de bien abarca tanto el bienestar material de la sociedad como el de sus miembros. Aquí caben los supuestos de orden económico, como los espirituales, éticos, artísticos, etc, en los cuales ni la ausencia ni la totalidad de sus componentes pueden alcanzar un perfecto desarrollo.


	En cuanto a la dimensión de profundidad, el bien común es una meta ideal hacia la que deben tender lo mismo la sociedad que quienes la conforman.


	Por lo tanto, el bien común que toma en cuenta las legalidades ontológicas exige una relación entre el interés general y los intereses individuales, así como la cooperación de los individuos con vistas al logro de los fines colectivos.


	Para que el bien común se convierta en una fuerza motriz y factor estructurante del orden social, se deberán crear instituciones que permitan la máxima realización de la vida comunitaria de las cuales el Estado es el medio más importante para quienes tengan un derecho y lo puedan hacer valer.


	Es entonces cuando el bien común se alcanza, cuando todos los miembros de una sociedad disponen de los medios indispensables para la satisfacción de sus necesidades materiales y espirituales, lo mismo que para el desempeño y perfeccionamiento de sus aptitudes (Eduardo García).





Bien jurídico (FILOSOFÍA). 1. Expresión con alcance, a veces, de valor. 2. Lo que se persigue finalmente. 3. Lo que el derecho protege: acto, situación, actividad, garantías individuales, calidad. 4. Pretensión que persigue el sistema normativo. Interés tutelado por el derecho.


Bienes (CIVIL). 1. Todo aquello que pueda ser objeto de apropiación. Este significado es distinto del económico, pues en este sentido, bien es todo aquello que pueda ser útil al hombre. 2. En derecho se hacen diversas clasificaciones de los bienes, las cuales importan para fijar ciertas reglas que, en consideración a la naturaleza de los mismos, imputa a éstos modalidades distintas:


a)  Bienes corporales:


•   Fungibles y no fungibles.


•   Bienes con dueño cierto y conocido y bienes sin dueño, abandonados o de dueño ignorado.


•   Consumibles por el primer uso y no consumibles.


b)  Bienes en general:


•   Bienes de dominio público y de particulares.


•   Bienes corporales e incorpóreos.


•   Bienes muebles e inmuebles (José Arce).


3. Referencia legal: CCF: art. 747.. 789.


Es importante citar del código civil, su ar. 747. “Pueden ser objeto de apropiación todas las cosas que no estén excluidas del comercio”.


Bienes comunes (CIVIL). En el matrimonio, las cosas propiedad de ambos consortes.


Bienes de capital (MERCANTIL, ECONÓMICO). 1. Medios de producción. 2. Maquinaria y equipo que se utilizan para fabricar cosas que serán colocadas en el mercado general. Para la empresa significa una inversión.


Dichos bienes se distinguen de los bienes de consumo no por su naturaleza intrínseca, sino por el empleo a que se les destina.


Bienes de dominio privado (ADMINISTRATIVO). Consúltese Dominio privado del Estado.


Bienes de dominio público (ADMINISTRATIVO). Consúltese Dominio público.


Bienes ejidales (AGRARIO). 1. Son tierras ejidales y, por tanto, están sujetas a las disposiciones relativas de la Ley Agraria (LAg) las que han sido dotadas al núcleo de población ejidal o incorporadas al régimen ejidal. 2. Para esos efectos, las tierras ejidales, por su destino, se dividen en:


a)  Tierras para el asentamiento humano.


b)  Tierras de uso común.


c)  Tierras parceladas.


3. Las tierras ejidales podrán ser objeto de cualquier contrato de asociación o aprovechamiento celebrado por el núcleo de población ejidal o por los ejidatarios titulares, según se trate de tierras de uso común o parceladas, respectivamente. Los contratos que impliquen el uso de tierras ejidales por terceros tendrán una duración acorde con el proyecto productivo correspondiente, no mayor a 30 años, prorrogables. 4. También están en esta categoría las aguas, los bosques y las instalaciones productivas.


Bienes futuros (CIVIL). Cosas que aún no están en el patrimonio de una persona, pero que razonablemente se estima que lo estén. Pueden ser materia de obligaciones.


Bienes gananciales (CIVIL). Consúltese Gananciales.


Bienes indivisos (CIVIL). Consúltese Pro indiviso.


Bienes inembargables (PROCESAL). Consúltese Inembargabilidad.


Bienes inmuebles (CIVIL). Consúltese Inmuebles.


Bienes mostrencos (CIVIL). Muebles abandonados y perdidos cuyo dueño se desconozca.


El Código Civil Federal (CCF) dispone:




	El que hallare una cosa perdida o abandonada deberá entregarla a la autoridad municipal del lugar más cercano.


	La autoridad dispondrá que la cosa hallada se tase por peritos y la depositará, exigiendo recibo.


	Cualquiera que sea el valor de la cosa, se fijarán avisos durante un mes en lugares públicos de la cabecera del municipio, anunciándose que al vencimiento del plazo se rematará el bien si no se presentare reclamante.


	Si la cosa hallada no pudiera conservarse, la autoridad dispondrá su venta y mandará depositar el precio. Lo mismo se hará cuando la conservación de la cosa pueda ocasionar gastos que no estén en relación con su valor.


	Si durante el plazo se presentare alguno reclamando la cosa, la autoridad remitirá el caso al juez competente, ante quien el reclamante probará su acción, interviniendo el ministerio público.


	Si el reclamante es declarado dueño, se le entregará la cosa o su precio, con deducción de los gastos.





Bienes muebles (CIVIL). Consúltese Muebles.


Bienes propios (ADMINISTRATIVO). Parte del dominio público federal, local o municipal, que el gobierno controla y no afectado a la prestación de un servicio público, ni es de uso común.


Bienes raíces (CIVIL). 1. Inmuebles. 2. Terrenos y construcciones adheridos permanentemente al suelo.


Bienes semovientes (CIVIL). Consúltese Semovientes.


Bienes vacantes (CIVIL). Aquellos que no tienen dueño cierto y conocido.


Bigamia (PENAL). 1. Hecho de contraer nuevo matrimonio quien se encuentra unido por uno anterior, sin que éste haya sido disuelto, ni declarado nulo legalmente. 2. Presupuestos del delito: la existencia de un matrimonio anterior no disuelto, ni declarado nulo. La validez del primer matrimonio es requisito esencial sine qua non para cometer el delito de bigamia. 3. Elementos del delito:


a)  Hecho o conducta: acto de contraer matrimonio la persona ya unida por otro vínculo de igual naturaleza legal y cuya validez perdura en el momento de celebrarse el segundo matrimonio.


b)  Resultado: existencia de dos o más matrimonios que colocan en una falsa posesión del estado civil al cónyuge engañado.


c)  Calidad del sujeto activo: es de referencia típica el cónyuge casado que deriva del primer matrimonio no invalidado, ni disuelto legalmente, aun cuando la ley no refiere esta calidad típica del sujeto activo expresamente. Sin embargo, sólo los casados civilmente pueden cometer el delito de bigamia, puesto que sólo ellos pueden contraer nuevo matrimonio existiendo un vínculo anterior de igual naturaleza.


d)  Calidad de sujeto pasivo: no existe referencia típica en cuanto al sujeto pasivo, lo puede ser toda persona soltera.


e)  Objeto jurídico: aun cuando en forma principal la ley protege el estado civil, al que convierte en primer término en objeto jurídico tutelado, es un bien igualmente protegido la integridad de la familia. Siendo el matrimonio un acto fundamentalmente legal, sólo puede cometerse bigamia en el matrimonio celebrado ante un juez del registro civil y no en otro tipo de nupcias impuestas por costumbre o religión.


f)  Atipicidad: no existen en este delito causas que legalmente puedan invocarse para la atipicidad, salvo la ausencia de la condición de casado, lo cual haría desaparecer el ilícito por falta de tipo.


g)  Antijuridicidad: radica la ilicitud en el atentado contra el estado civil del ofendido mediante el matrimonio sucesivo. Objetivamente la condición ilícita se exterioriza en el acto mismo en que se contrae el segundo matrimonio, supuesto que éste es el momento consumativo del delito.


h)  Causas de justificación: no existen.


i)  Culpabilidad: la bigamia es de comisión dolosa, porque requiere los elementos del dolo: representación y voluntariedad. En ninguna hipótesis es admisible la comisión del delito por culpa, puesto que quien contrae el segundo matrimonio conoce su situación de casado y quiere el acto y su resultado.


j)  Inculpabilidad: puede presentarse por error esencial de hecho invencible. Quien contrae un segundo matrimonio con la firme creencia de que el primer vínculo había quedado disuelto o declarado nulo no puede ser culpable.


k)  No exigibilidad de otra conducta: se da como causa de inculpabilidad la vis moral, cuando el sujeto realiza la conducta bajo la amenaza y ante el peligro de sufrir un mal, tanto en su persona como en la de un tercero con quien se encuentre ligado por razones de parentesco o afectivas.


l)  Punibilidad: la pena la prevé el Código Penal Federal (CPF) en su art 279.


m)  Excusas absolutorias: no hay (Francisco Pavón).


4. Referencia legal:




	Art 279 CPF. Se impondrá hasta cinco años de prisión o de 180 a 360 días multa al que, estando unido con una persona en matrimonio no disuelto ni declarado nulo, contraiga otro matrimonio con las formalidades legales.





Bilateralidad (CIVIL). En derecho civil, el término bilateralidad se encuentra en el contexto de los contratos bilaterales, que de acuerdo con el art 1836 del código, son aquellos en los cuales las partes se obligan recíprocamente. En otras palabras, el contrato bilateral produce obligaciones recíprocas: todas las personas cuya voluntad ha llegado a un acuerdo con otras voluntades, para producir el contrato, quedan obligadas.




	La bilateralidad equivale, pues, al sinalagma: cada parte en el contrato es, a la vez, acreedora y deudora de la otra; como ejemplo podríamos mencionar la compraventa, donde una de las partes (vendedor) tiene la obligación de transmitir la propiedad de la cosa vendida, en tanto que el comprador tiene a su vez la obligación de pagar por dicha cosa. La característica fundamental es la correlación, la interdependencia de las obligaciones en el contrato. La obligación de una parte es la causa de la obligación de la contraparte (Francisco Lozano).





Bilateralidad (INTERNACIONAL). Para el derecho internacional privado, la bilateralidad es la característica de ciertas reglas de conflicto, que consiste en determinar el derecho aplicable a cada relación jurídica, en el ámbito nacional o internacional a partir de su localización por medio de los llamados puntos de vinculación. La bilateralidad se caracteriza por el hecho de que las reglas de conflicto de este tipo, llamadas reglas de conflictos bilaterales, pueden designar como aplicable tanto el derecho del foro como cualquier derecho extranjero (Carlos Arellano).


Bilateralidad (TEORÍA). Característica de la norma jurídica porque impone deberes correlativos de facultades, o concede derechos correlativos de obligaciones. Esto significa que frente al jurídicamente obligado encontramos siempre a otra persona, facultada para reclamarle la observancia de lo prescrito.




	Por su carácter bilateral, la regulación jurídica establece en todo caso relaciones entre varias personas. Al obligado suele llamársele sujeto pasivo de la relación, y a la persona autorizada para exigir de aquél la observancia de la norma se le denomina sujeto activo, facultado, derechohabiente o pretensor. La obligación del sujeto pasivo es una deuda, y el pretensor tiene el derecho de reclamar el cumplimiento de la misma (Eduardo García).





Billete (ECONÓMICO, MERCANTIL). 1. Documento al portador que emite la banca central (Banco de México) y constituye el medio legal de pago. Consúltese Falsificación. 2. Comprobante de la participación en un sorteo de lotería pública, es al portador. 3. Constancia de la entrega de cosa pignorada.


Bloqueo (INTERNACIONAL). 1. Corte de comunicaciones. 2. Represalia económica contra un Estado enemigo, para impedir o entorpecer el libre flujo de personas y mercaderías con el exterior y desde éste. 3. Impedir el acceso por mar a los puertos o costas del país enemigo.


Bobbio, Norberto [α1909-Ω2004] (FILOSOFÍA, POLÍTICA). Jurista italiano y catedrático en las universidades de Camerino, Siena, Padua y Turín.


Es muy conocido el Diccionario de política, del que es coautor. Entre sus obras figuran Introduzione alla filosofia del diritto, Teoria de la scienza giuridica y teoria de la norma giuridica.


Boda (CIVIL). Consúltese Matrimonio.


Bofe (LEXICOLOGÍA). En la jerga, designación de los pulmones o el hígado para referirse a trabajar con exceso o solicitar con ansia alguna cosa. La expresión echar el bofe también se aplica a la práctica del boxeo.


Boicot (TRABAJO). Abstenerse de adquirir determinado bien o servicio, por parte de un sector laboral, como forma de presión contra una empresa o un patrón.


Boleta de empeño (MERCANTIL). 1. Documento que otorga quien prestó dinero a cambio de un bien que se le dio, de manera temporal en empeño (que pignoró). 2. Constancia de haber recibido algo en prenda.


Boletín judicial (PROCESAL). Publicación diaria del poder judicial local, donde aparecen los acuerdos emitidos el día anterior por los diversos juzgados y salas, para que surtan efectos de notificación y los interesados acudan a enterarse de su contenido. También se insertan convocatorias y avisos judiciales.


Bolsa de trabajo (TRABAJO). 1. Institución pública o privada que recibe peticiones empresariales para conocer personas que buscan empleo; por otro lado, a ella acuden individuos que desean conseguir un trabajo. 2. Intercambio de datos entre potenciales patrones y trabajadores. De manera anticonstitucional suele cobrarse algún dinero al presunto empleado por el servicio.


Bolsa de valores (MERCANTIL). 1. La bolsa de valores es una bolsa de comercio, entendida como un mercado público sometido a la reglamentación del Estado, donde se reúnen comerciantes y agentes auxiliares del comercio para concertar operaciones en su ramo. Dada la trascendencia que tienen las operaciones que en ella se realizan, al transformarse sus cifras en índices de la situación económica de una plaza, de un país o del comercio internacional, está sujeta al control gubernamental. 2. Del concepto podemos derivar una clasificación de bolsas de valores:


a)  Bolsas públicas u oficiales: son aquellas en las que el Estado ejerce una intervención directa para controlar y sancionar las operaciones que se practican en los recintos que ellas ocupan, y elige a los miembros que las conforman, así como a sus administradores, directores, operadores.


b)  Bolsas privadas: son establecidas por los comerciantes en un lugar determinado, quienes a su vez eligen a sus administradores y directores, y en forma de autorregulación emiten sus reglas operativas.


c)  Bolsas mixtas: el concepto de esta clase de bolsas no estriba en el carácter privado u oficial que tienen, sino en el establecimiento de varias de ellas en un solo país, como era el caso de México, cuyo gobierno tenía concesionadas bolsas de valores en las ciudades de México, Guadalajara y Monterrey.




	El concepto engloba el lugar donde se establece un mercado en el que se negocian materialmente mercancías, denominado mercado de valores. Dicho recinto y las operaciones que en él son celebradas se encuentran regulados por el Estado, ya que tales transacciones pueden repercutir en toda la economía; representa asimismo el lugar en el que sus socios, una vez que reúnen los requisitos y condiciones fijados por la autoridad, pueden ejercer a través de sus apoderados actividades de intermediación, entendidas éstas como actividades de correduría, de comisión u otras, tendientes a poner en contacto la oferta y demanda de valores, las que realicen dichos intermediarios por cuenta propia con valores emitidos o garantizados por terceros, respecto de las cuales se haga oferta pública, y en donde se manifiesta de modo efectivo la administración y manejo de carteras de valores propiedad de terceros, que ejercen tales intermediarios.


	Según la ley, las bolsas de valores deberán constituirse como sociedades anónimas de capital variable, y otorga a la comisión nacional bancaria y de valores poderes para emitir regulaciones específicas al mercado de valores.





3. Formas en que se concretan las operaciones en las bolsas de valores: en la bolsa de valores se concretan las operaciones que a su vez pueden realizar las casas de bolsa y los especialistas bursátiles, como la intermediación, la concesión de préstamos o créditos para la adquisición de valores con garantía de éstos, la celebración de contratos de reporto y préstamo de valores, la colocación de valores o las operaciones de estabilización de los precios de éstos. La realización de operaciones con valores con sus accionistas, miembros de su consejo de administración, directivos y empleados, etc, serán efectuadas en la bolsa de valores mediante órdenes para que se realicen operaciones al contado, a plazo y a futuro, dependiendo de cómo serán pagadas pudiendo concretarse esas órdenes mediante transacciones realizadas en firme, de viva voz, cruzada, de registro o de cama.


Procedimiento:


a)  Un cliente ordena una operación de compraventa de valores a su promotor de casa de bolsa, que es un apoderado para celebrar operaciones con el público inversionista.


b)  El apoderado, para celebrar operaciones con el público inversionista, registra la transacción en el sistema de recepción y asignación de operaciones de la casa de bolsa para la que trabaja.


c)  Esa transacción, ya registrada, se transmite al piso de remates y es recibida por otro apoderado.


d)  El operador de piso efectúa la oferta de compraventa en el piso de remates de la bolsa.


e)  Se concreta la transacción y se paga su precio.


f)  Se informa de la transacción a la institución para el depósito de valores.


g)  En el salón o piso de remates, que es el lugar físico donde se celebran las operaciones de compraventa de valores, existen monitores de gran tamaño que informan constantemente a los representantes de las casas de bolsa sobre los precios y demás datos relativos a los valores que ahí se cotizaron. Este salón o piso de remates se divide en corros, los cuales son unidades de control donde se perfeccionan todas las operaciones que se realizan, las cuales se vacían en la computadora con que cuentan, que a su vez alimentan las pantallas centrales (Erick Carvallo).


Bonnecase, Julien (CIVIL). Famoso autor francés de derecho civil; entre sus obras destacan: Traité de droit commerciale maritime (1923), Elementos de derecho civil (1945), Précis élémentaire de procédure civile et voies déxécution (1932), La philosophie du code Napoleón: appliqueé au droit de famille (1928), La escuela de la exégesis en derecho civil (Cajica, 1944 e Introducción al estudio del derecho (Cajica. 1944)


Bono (MERCANTIL). Consúltese Obligaciones o bonos.


Bono de actuación (BUROCRÁTICO). Consúltese Compensación.


Bono de prenda (MERCANTIL). Título de crédito que expide un almacén general de depósito. El bono de prenda deberá contener:


a)  El nombre del tomador del bono.


b)  El importe del crédito que el bono representa.


c)  El tipo de interés pactado.


d)  La fecha del vencimiento, que no podrá ser posterior a la fecha en que concluya el depósito.


e)  La firma del tenedor del certificado que negocie el bono por primera vez.


f)  La mención, suscrita por el almacén o por la institución de crédito que intervenga en la primera negociación del bono, de haberse hecho la anotación respectiva en el certificado de depósito.


Cuando el bono de prenda no indique el monto del crédito que representa, se entenderá que éste afecta todo el valor de los bienes depositados en favor del tenedor de buena fe, salvo el derecho del tenedor del certificado de depósito, para repetir por el exceso que reciba el tenedor del bono sobre el importe real de su crédito. Cuando no se indique el interés, se presumirá que el bono ha sido descontado.


Los almacenes expedirán estos títulos desprendiéndolos de talonarios en los que se anotarán los mismos datos que en los documentos expedidos, conforme las constancias que obren en los almacenes o según el aviso de la institución de crédito que intervenga en la primera negociación del bono.


Cuando se expidan bonos de prenda múltiples en relación con un certificado, desde el momento de su expedición el almacén deberá hacer constar en los bonos los requisitos que hemos indicado con los incisos a) a d), y en el certificado la expedición de los bonos con esos datos.


El bono de prenda sólo podrá ser negociado por primera vez separadamente del certificado de depósito, con intervención del almacén que haya expedido los documentos o de una institución de crédito.


Las anotaciones que hemos dicho deberán ser suscritas por el tenedor del certificado y por el almacén o por la institución de crédito que en ellas intervengan, y que serán responsables de los daños y perjuicios causados por las omisiones o inexactitudes en que incurran.


La institución de crédito que intervenga en la emisión del bono deberá dar aviso de su intervención, por escrito, al almacén que hubiere expedido el documento.


Los bonos de prenda múltiples serán expedidos amparando una cantidad global dividida entre tantas partes iguales como bonos se expidan respecto a cada certificado, y haciéndose constar en cada bono que el crédito de su tenedor legítimo tendrá, en su cobro, la secuencia de prelación indicado con el número de orden propio del bono.


Boquetero (PENAL). Ladrón en espacios cerrados, cuyo método consiste en horadar las paredes del local de su víctima, para introducirse y por ahí extraer los objetos robados (jerga).


Borja Soriano, Manuel [α1873-Ω1963] (CIVIL). Civilista mexicano, notario, profesor universitario, reconocido ampliamente por su obra Teoría general de las obligaciones.


Bronquear, echar bronca (ADMINISTRATIVO, PENAL). Buscar pleito a alguien injustificadamente (jerga).


Brujería (PENAL). Acto ritual que hace una persona que dice estar dotada de poderes mágicos o sobrenaturales para el bien o el mal sobre individuos, cosas o sucesos. En ocasiones tal actividad puede estar ligada con diversos delitos, como fraude, abuso de confianza, lesiones, y ejercicio ilegal de la medicina.


Brutal ferocidad (PENAL). Fuerza o violencia excesiva, para el resultado que se persigue, empleada en un hecho delictivo.


Buena fe (CIVIL, PROCESAL). 1. La buena fe es la convicción o creencia que una persona tiene respecto a ser la titular de un derecho o la propietaria de una cosa, o a que su conducta está ajustada a la ley. Así, se habla de poseedor de buena fe, de litigante de buena fe, de tenedor de un documento de crédito con tenencia fundada en la buena fe, etcétera. 2. El código civil define al poseedor de buena fe: es el que entra en la posesión en virtud de un título suficiente para darle derecho de poseer. También es el que ignora los vicios de su título que le impiden poseer con derecho. A su vez, poseedor de mala fe es el que entra en la posesión sin título alguno para poseer; lo mismo que quien conoce los vicios de su título que le impiden poseer con derecho. Entiéndase por título la causa generadora de la posesión.


El art 807 previene que la buena fe se presume siempre; al que afirma la mala fe del poseedor le corresponde probarla.


3. Casso y Cervera definen la buena fe como: “la creencia en que se halla una persona de que hace o posee alguna cosa con derecho legítimo. Significa rectitud, honradez; buena fe significa confianza. Tener fe o confianza significa que una de las partes se entrega confiadamente a la conducta leal de la otra. Fía y confía en que ésta no la engañará. Según la doctrina, la buena fe actúa tanto a favor como en contra del acreedor; el acreedor debe conformarse cuando el deudor realice lo que la buena fe exige, y puede exigir que la prestación no quede por debajo de lo que la buena fe reclama. La doctrina y la jurisprudencia han declarado, como principio supremo, que todas las relaciones jurídicas, en todos sus aspectos y en todo su contenido, están sujetas al principio de la buena fe. 4. Ni qué decir que las instituciones judiciales y especialmente las procesales son instituciones de buena fe, cosa que olvidan constantemente los jueces mexicanos, que permiten a los litigantes de mala fe convertir al proceso en un campo de chicanas donde la malicia y la mala fe triunfan constantemente.


La buena fe no llega a excusar de la ignorancia de la ley, salvo en el caso previsto en el art 21 del código civil. La SCJN sostiene que la buena fe es la base de las instituciones cívicas, y debe existir en la conducta procesal de las partes (1952) (Eduardo Pallares).


Buenas costumbres (ADMINISTRATIVO, SOCIOLOGÍA, TEORÍA). 1. Comportamiento individual que acata los convencionalismos de un grupo social.


Con frecuencia se le confunde con lo moral, de manera indebida, ya que son sistemas normativos diferentes. 2. Opiniones obtenidas en una encuesta a estudiantes del séptimo semestre de la Facultad de Derecho, a quienes se les formuló la pregunta ¿qué son las buenas costumbres?:


a)  Son las conductas que se practican de una manera constante y reiterada por la sociedad, que no son contrarias a la moral, pero sí aceptadas por todos los miembros de ésta.


También podemos incluir entre las buenas costumbres todas aquellas conductas o actos de cortesía, de trato social, que son parte del respeto mutuo que ha de existir entre las personas, pero no debemos realizar aquellas que sean ofensivas o molestas para la mayoría de los integrantes de una sociedad y que se consideren contrarias al interés común.


b)  Son los actos reiterados positivos de la colectividad que pueden formar disciplina, es decir, lo que en cierto lugar se puede tomar como un uso y, por lo tanto, regirse como tal. Las buenas costumbres son el equivalente a los buenos hábitos, por lo que de cierta manera está permitido realizar una acción positiva y el que lleva a cabo una contraria puede quedar excluido de algún círculo social.


c)  Para estar en posibilidad de definir qué es una buena costumbre, debemos partir del concepto costumbre, la cual es una acción reiterada. En el derecho romano se le conocía como consuetudo y debía ser una conducta reiterada que la generalidad considera conveniente.


Ahora bien, ¿qué es lo bueno? Lo bueno o lo malo siempre será distinto para cada persona: depende de los valores que tenga cada quien. Lo bueno es aquello que no nos provoca un daño.


En este orden de ideas, las buenas costumbres son un conjunto de acciones (de cualquier tipo), practicadas por un grupo o sociedad, y consideradas por éste las más benéficas en un tiempo determinado, de acuerdo con los valores transmitidos de generación en generación y que han prevalecido.


d)  Son las conductas colectivas, reiteradas y consuetudinarias de un grupo de individuos, que se consideran óptimas para la agrupación en cuanto a su influencia en el grupo.
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